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y aprobada por las Cortes y sancionaa 
deseada lev sobre el ejercicio de la juns- 


dicción cwitemmo-admmistrativa; la cual es una su- 
portante reforma , pedida con insistencia por grandes 
corrientes de opinión pública , y está llamada d producir , 
entre otros , el buen efecto de remover los notorios incon- 
venientes que la deficiencia del número de Consejeros de 

la Sección de lo contencioso, v de brazos auxiliares de 
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la misma , ocasionaba ; no permitiendo que el importante 
recurso contencioso- administrativo diese todos los resulta- 
dos que debe producir , como garantía de los derechos 
vulnerados , A causa generalmente de involuntarios erro- 
res, cometidos por el Gobierno y sus Autoridades , y como 
freno de la arbitrariedad del Poder ejecutivo en su fun- 
ción adm inistrativa . 


Mis estudios y experiencia , como antiguo catedrático 
y escritor de Derecho procesal, y mi ya larga práctica 
como Fiscal del Consejo de Estado , me ponían en con- 
diciones, y acaso en la obligación , de hacer una Expo- 
sición HISTÓ1UCO-EXEGÉT1CA DE LA TEORÍA DE LOS 
PROCEDIMIENTOS CONTENCIOSO - ADMINISTRATIVOS DE 

España y sus posesión es de Ultramar, cuya obra 

■mr 

en medio de sus disculpables imperfecciones , creo yo, ha 
de contribuir á popularizar las doctrinas de la nueva ley , 
facilitar su aplicación, salvar dificultades y establecer 
lina base de necesaria jurisprudencia ; mostrando , si no 
á los dignos Magistrados, que no lo han de menester , al- 
menas , á los litigantes, y tal vez A algunos Letrados , el 
camino que hay que seguir en el ejercicio de la indicada 
jurisdicción; á la cual van refluyendo, cu su mayor par- 
te , los principales asuntos forenses. Así. conceptúo que mi 
modesto trabajo, incorrecto sin duda, es útil y sirve al 
patriótico objeto que V. E. se propuso, cuando emprendió 
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esta notable mejora en rama tan extensa y jocunda de 
nuestra legislación . 

O 

Dígnese, pues, V . E. aceptar con agrado la dedica- 
toria de mi libro; el cual, con c-l escudo de la indiscuti- 
ble autoridad de su ilustre nombre , se hallara menos ex- 
puesto á los peligros que siempre ofrece una ■ publicación 
de esta naturaleza , hecha, cu verdad, sin otro fin que 
mi vehemente deseo de favorecer, en la medida de mis 
escasas fuerzas, á aquellos de mis conciudadanos que 
deban invocar la justicia adm inistrativa . 
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PROLOGO 


La benévola acogida dispensada por el editor á 
este libro, cuando se sirvió encargarse de su publi- 
cación, íué causa eficiente de que mi pensamiento, 
mas modesto en su Origen, tomara las proporciones 
de verdadera obra fundamental. Me había propuesto 
solamente escribir la Teoría de los Procedimientos 
contencio so-a dministrati vos de España,, para dará 
conocer la doctrina de la ley que acaba de promulgar- 
se sobre el ejercicio cíe esta jurisdicción, en realidad 
poco estudiada entre nosotros; y las discretas y 
oportunas observaciones que después se me hicieron 
por personas competentes, me decidieron á extender 
mis horizontes, haciendo la exposición bistórico- 
exegética ele la enunciada teoría, y abrazar en ella 
con la de la Península, también la legislación de 
nuestras posesiones de Eliminar, á las cuales ha de 
llevarse esta mejora, y ya se ha dado un TteaJ De- 
creto reglamentando acertadamente el modo de pro- 
ceder en vía gubernativa, cosa de que aun carecemos 
por acá, en medio de tantas Instrucciones y Ordenes 
que nos agobian, y cuya misma multitud ocasiona 
contusión lamentable y exige reformas n 
inmediatas. 

Ya sé yo que, antes de que acabe de ser impresa 


e 


esta obra, saldrán más de una edición de la novísi- 
ma ley, anotadas lo bastante para la licitud de su 
publicación , aunque no den motivo á la exclamación 
de Napoleón el Grande, cuando vio el primer co- 
mentario de su código l . Pero sin desconocer la uti- 

o 

lidad de esos libros que popularizan y algunas veces 
aclaran el texto legal, el mío nada tiene que ver con 
ellos; porque su carácter y fin son diferentes, y 
constituye algo así como un cuerpo de ejército, en 
tanto que las publicaciones á que aludo son á ma- 
nera de aquellas partidas de guerrilleros que en Es- 
paña, mucho más que en otro país, lian prestado 
eminentes servicios y adquirido merecida gloria. 

Mucho menos trato de anticiparme á las obras 

V 

verdaderamente trascendental es (pie indudablemente 
lian de ver la luz pública, debidas á doctas plumas 
de insignes jurisconsultos y estadistas, con quienes 
por modo alguno había de quprer competir , teniendo 
la convicción de entrar derrotado en tan desigual 
contienda. No; mi libro , aunque fundamental bajo el 
concepto de no ser elemental ni didáctico, y tener 
aspiraciones á ser algo más que una dogmática ins- 
tituía, no está llamado a ocupar lugar alguno entre 
las obras filosófico -jurídicas. Por esta razón califico 
á la mía de Exposición liistóri co - exegótica. 

Es indudable, y saben cuantos de estas materias 
entienden, que el carácter de la ley recientemente 
promulgada es transacto rio , y por lo mismo hay en 
ella un eclecticismo evidente que no se compadece 
con los desenvolvimientos propios de las doctrinas 
radicales, á no entrar, lo (pie no pretendo, en el te- 
rreno de la crítica. í le de confesar ingenuamente que 
aquella nota me ha parecido en ocasiones excesiva; 

1 Mon eode est perdis 


porque no sólo se ve la transacción entre los partida- 
rios de la jurisdicción retenida, hoy por la opinión 
pública desechada, y los que de la de/npnhi son de- 
fensores, aunque sin llegar por eso al sistema judi- 
cial t en completa oposición con el udwwhtralho, 
sino que también parece como que se ha inclinado 
la balanza, más acaso de lo conveniente, al que yo 
llamo judifm/mito, empleando una palabra nueva, la 
cual prefiero á un giro impropio , convencido de que, 
entre un galicismo ó un extranjerismo cualquiera y 
un racional neologismo, es de preferir éste; déla 
propia manera que no censuro algún arcaísmo em- 
pleado con discreción y buen gusto, con tal de que 
no se incurra en el extremo de que un poeta satírico 
se burló en el conocido Metrato de e/olílta. Creo sin- 
ceramente que los neólogos están dentro de las co- 
rrientes progresivas de la vida moderna, en la cual, 
así como hay hechos y objetos nuevos, así también 
se necesitan nuevas palabras para expresarlos, en 
limar de acudir á términos arcaicos inadmisibles ó 

* o 

inficionarse con el wal pegadizo de la frase mimn- 
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ADMINISTRACIÓN 


PARTE FUNDAMENTAL 


TITI LO PRIMERO 


Introducción al estudio de los Procedimientos contencioso- 
administrativos de España y sus posesiones 

de Ultramar, 


CAPÍTULO PRIMER* ) 


NOCIÓN DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

El complicado y cu. verdad nada estético título de 
Derecho procesal civil , penal . cañón ico y ad ministra - 
firo , y Teoría y práctica de redacción de Jnst rurne ti- 
fón públicos, que lleva hoy esta inmensa y alagartada 
asignatura, denota claramente que Los procedimientos 
administrativos forman parte del mismo Derecho pro- 
cesal, al que por mucho tiempo se ha hecho la in- 
justicia de negarle su merecido rango, dándole el cu- 
rialesco nombre de Práctica forense, hasta que, no 
muchos anos ha, se le cambié esa denominación empí- 
rica por otra, si más científica en realidad, no menos 
defectuosa ; llamándole, con harta mezquindad y no de 
modo muy propio, Teoría práctica de los Procedí- 
miento# judiciales de España-. Hoy se reconoce al fin 
que hay algunos procedimientos que no son j 
y por eso se comprenden también los administrativos ; 
los cuales son dos, á saber: el gubernativo y el conten- 
cioso. De ellos este último es la tínica materia de la pre- 



■CS. 


6 

seute obra; ya porgue á él exclusivamente se refiere 
la. ley que se acaba de dar, introduciendo importantísi- 
mas reformas en el ejercicio de la jurisdicción contcn- 
cioso-administrativa, ya porque actualmente no dispon- 
go del tiempo necesario para ocuparme del procedi- 
miento gubernativo, sobremanera falto do estudio y 
acaso de reglamentación completa y adecuada. De es- 
perar os que se realice, y no muy tarde, esta otra inte- 
resantísima reforma legal, y á ella indudablemente se- 
guirán los tratados que requiera su doctrina para ser 
aplicada con acierto, y sobre todo para que sea conoci- 
da por el público, ño menos que por los funcionarios de 
la Administración. 

Para exponer debidamente la teoría de los proce- 
dimientos contencioso-administrativos, creo necesario 
fija]- el concepto de lo que, con frase muy corriente, 
aunque no de mucho gusto, viene llamándose? ¡o conten- 


Kpso -administrativo; como si no pudiera mejor em- 
plearse el nombre de contención ó contienda adminis- 
trativa ; el cual, sin aquel desdichado neutro, explica 
poi Rectamente la idea de sujetar á controversia, seme- 
jante al todavía denominado jw> ció en el procedimiento 
judicial, ciertos asuntos referentes á la Administración 
publica, en sus diferentes grados ó esferas de acción, 
central, provincial ó municipal; cuyos derechos, de ma- 
nera más ó menos directa, son los del Estado, el cual 
bien puede sufrir lesión por determinadas resoluciones; 
tí bien vulnerar per estas los de personas particulares ó 
jurídicas: supuestos, lo mismo el uno que el otro, en 

que notoriamente procede la contienda ó contención 

- 1 * 

en una palabra, la revisión en forma contenciosa de las 
decisiones gubernativas no susceptibles de reposición 
en el respectivo expediente, ya por el Ministerio á que 
corresponden , ya por el centro ó autoridad que puede 
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hacerlo, antes de pronunciar como su última palabra. 

Y aquí es oportuno fijar el pensamiento que ilumina 
la extensísima esfera de los procedimientos contencioso- 
administrativos; en los cuales, de una parte, se observa 
que están engendrados por la necesidad de que el gu- 
bernativo tenga algún término, y deje de ser, como lo 
fia sido, tela de Penélope nunca terminada, por el con- 
tinuo tejer y destejer de una burocracia arbitraria y 
caprichosa; y de otra parte, se ve cómo por medio de 
la contención administrativa, se pone freno á esa mis- 
ma arbitrariedad, evitando que puedan ser tiránicas 
las decisiones del Gobierno y sus autoridades. 

En rigor lógico, la vía contencioso-udministraliva, 
para responder al carácter que acabo de señalar, de ser 
una revisión en forma de juicio do resoluciones gubei- 
nativas susceptibles de ella, debería estar limitada á 
los mandatos ó providencias de cierta clase; sin exten- 
derse á otros asuntos que forman parte hoy de la ma- 
teria contenciosa del Estado, y á los cuales alcanza la 
enunciada jurisdicción. Pero es lo cierto que, por moti- 
vos y razones indudablemente muy atendibles, la oi- 
bita de esta jurisdicción se ha hecho mayor, y abraza 
lo que tal vez constituye sustancia jurídica del orden 
civil, más bien que del administrativo. 

Así, por ejemplo, es un principio in 
justicia elevado á la categoría de apotegma, que se con- 
sideran de índole civil y son de la competencia de la 
jurisdicción ordinaria, las cuestiones, entre otras, ema- 
nadas de actos en que la Administración haya obrado 
como persona jurídica, ó sea, como sujeto de derechos 


nilL 


v obligaciones y á pesar de que notoriamente en 
J ° ' - • n • . , las 




se encuentran los contratos administrativos, en tí 
cuales el Estado, la Provincia ó el Municipio, intervie- 

* Art. 4.°, párrafo 2 .", de la Ley. 
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ne como parte, ni más ni menos que el individuo ó so- 
ciedad que con estas entidades hace un pacto, la ley 
atribuye á Ja jurisdicción con tem doso-adm inistrativa 
las cuestiones referentes al cumplimiento, inteligencia, 
rescisión y efectos de los contratos celebrados por la 
Administración central, provincial ó municipal , para 
obras y servicios públicos de toda especie *. 

Resulta de esta dualidad de causas de competencia, 
que la contención ó contienda administrativa es, no 
sólo una garantía contra los abusos posibles del Gobier- 
no y sus autoridades, cometidos en decisiones finales de 
cierta índole, en las cuales, generalmente por error y 
alguna vez por malicia, hayan sido vulnerados los de- 
rechos de la Administración, ó los de las personas par- 
ticulares ó jurídicas, sino también una reserva ó privi- 
legio para no tener que ir á litigar en algunos casos al 
fuero común; donde acuden todas las personalidades á 
sostener sus acciones o excepciones en los juicios que 
promueven ó les son suscitados. 

En este doble concepto considerada la vía con ten - 
( foso-administrativa, claro es que se hace más comple- 
ja, y se agranda en proporción el círculo dentro del 
cual gira la jurisdicción de esta clase: jurisdiecic 
por tantísima , que con la definición de su competencia 

y ® determinación de su modo de proceder, forma todo 
el contenido de esta obra. 


ion íin- 


CíJlPITULO II 


v l A COJíT EN CXOSO - A DM I N lSTIl ATlf A 

1 ara. acabar de tener exacto conocimiento de la ma- 
teria de nuestro estudio, réstame solamente fijar con 
precisión la idea de la contención administrativa; e 

5 Art. 5 .”, párrafo 1/’ 


decir, cíe lo que viene denominándose lo contencioso; 
lo cual se ha criticado por algunos (pie no esté deter- 
minado en la lev directamente y de una manera cientí- 
fica y aun didáctica; como si fuese aquélla un tratado 
de enseñanza v \eidadera obra pedug'ogica. : Censura en 
mi sentir, infundada. 

Nunca he tenido por buena la división del Poder 
ejecutivo en administrativo y judicial, lie creído y sigo 
creyendo que el Poder público ó del Estado es furnia 
mentalmente ó se manifiesta por modo sustancial, de 
tres maneras; á saber: función legislativa, función eje- 
cutiva y función judicial. 

V, enunciada esta opinión, que os punto de partida 
indispensable para las consideraciones que me propongo 
hacer, no siento necesidad alguna de apoyarla, sepa- 
rando para ello mi atención del objeto que persigo. 

Al desaprobar que sea la función judicial una parle 
de la ejecutiva, no niego ni desconozco (¡ne hay en 
ésta otras dos ; á saber : la de gobierno y la de gestión, 
de las cuales a» ¡u ella es directiva por su propia natu- 
raleza y esencialmente discrecional: v ésta , ó» sea la 

J **■ 

función administrativa, es por su misma índole, reglada 
ó sujeta á los cánones legislativos, en la más amplia 
acepción de este nombre; ya bajo el concepto de las 
disposiciones establecidas por verdaderas leyes , ya por 
decretos, órdenes, reglamentos ó instrucciones, y acaso 
también por constan te jurisprudencia, la cual es fuente 
do derecho administrativo, como lo es del civil» el penal, 

el procesal y cualesquiera otros. 

Ahora bien: si la función administrativa del Poder 
ejecutivo está sujeta á regias, claro es que en ella no 
debe consentirse que se proyecte ni una sombra de ai - 
bitrariedad, y mucho meaos que por las resoluciones de 
esta clase en que, sea por error 


o doi 1 man cía, se que- 
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hrante el derecho, sufran lesión los legítimos intereses 
del Estado, la Provincia, el Municipio, las corporacio- 
nes, sociedades ó personas á quienes afecten las mis- 
mas decisiones. De aqní la procedencia de la. contención 
administrativa en su sentido más elemental. Porque ya 
queda dicho que, además de esta noción de la con- 
tienda, que procede en lodo rigor de justicia contra las 
decisiones de l;i Administración, hay que admitir el 
recurso contencioso en todos aquellos casos en que , ora 
por contratos administrativos, ora por actos del Poder 
ejecutivo en su función administrativa, se puedan creer 
violadas regias de derecho preexistente y lastimados in- 
tereses de la persona individual ó jurídica á que se re- 
fieran, así el acto ó el contrato, como la decisión que 
tomen ó efectúen el Gobierno ó sus autoridades. 

De lo expuesto se infiere, que la contención adminis- 
trativa es la legítima contienda de la Administración 
con la parte, que se cree lesionada en sus intereses por 
resoluciones adoptadas, ó contratos ó actos hechos por 
aquélla, en ejercicio de sus facultades regladas; para lo 
cual existen una jurisdicción y un procedimiento á que 
es preciso acudir, aspirando á obtener la revocación de 
las decisiones ó providencias administrativas. No siem- 
pre, sin embargo, es demandada la Administración; 
pues ocurre «pie ésta , previa declaración gubernativa de 
ser lesivo á sus intereses el acuerdo, contrato ó acto, 
acude «i la vía contenciosa-, proponiendo la invalidación 
ó reforma del mismo; y entonces, claro está que prac- 
tica la gestión como parte aetora, y es demandado 
aquel en cuyo favor se dictó el referido acuerdo ó efec- 
tuó el acto ó contrato de que se habla. 

También hay que tener presente, que no toda reso- 
lución es susceptible de recurso contencioso, sino aque- 
llas que causan estado y ponen como un punto final en 


II 


el expediente gubernativo, pues no se da, la contención 

mientras tienen cabida un remedio v una enmienda en 

«/ 

lo decidido, dentro del propio expediente; que pa ra. eso 
existo un procedimiento administrativo en la vía mi- 
bernativa, distinta de la contenciosa, la cual no co- 
mienza basta que aquélla está agotada v cuando el Go- 
bierno ya no puede reformar sus providencias ó las de 
sus autoridades. 

Hay, por último, que advertir dos cosas: T.% que 
nunca es admisible la contención cuando la Adminis- 
tración tiene el carácter de persona jurídica, despojada 
del de Poder ejecutivo, en funciones administrativas; 
2. a , que ni aquélla ni los interesados particulares, so- 
ciedades ó corporaciones, pueden promover el recurso 
contencioso, fuera del tiempo marcado y de la forma y 
condiciones establecidas por el Derecho. 

t 

A estas doctrinas y estos principios obedecen las 
prescripciones de la vigente ley sobre el ejercicio de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, que voy á ex- 
poner á continuación. 


TITULO II 


De la naturaleza y condiciones generales del recurso 

oont endoso-administrativo 


CAPÍTULO PRIMERO 

kn Casos procede la vía co^tiíxcioso-administeativ a 

fl 

El recurso contencioso -administrativo puede interpo- 
nerse por la Administración ó por los particulares, con- 
tra las resoluciones administrativas que reúnan los re- 
quisitos siguientes : 

1. ° Que causen estado. 

2 . ° Que emanen de la Administración en ejercicio de 
sus facultades regladas. 

Q ue vulneren un derecho de carácter administra- 
tivo, establecido anteriormente en favor del deman- 
dante por una ley, un reglamento ú otro precepto ad- 
ministrativo. 

Para los efectos expresados anteriormente, se enten- 
derá que causan estado las resoluciones de la Adminis- 
tración, cuando no sean susceptibles de recurso por la 
vía gubernativa, ya sean definitivas, ya de trámite, si 
estas últimas deciden directa o indirectamente el fondo 
del asunto, de tal modo que pongan término á aquélla 

ó hagan imposible su continuación. 

8^ entenderá que In Administración obra en el ejer- 
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c*i ci o do sus facultades rendadas , cuando deba acomodar 
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sus actos á disposiciones do una ley, de un reglamento 
ó de otro precepto administrativo. 

So entenderá establecido el derecho en favor del re- 
currente, cuando la disposición que repute infringida 
le reconozca ese derecho individualmente, ó á personas 
que se hallen en el mismo caso en que él se encuentra. 

El recurso contcncioso-administrativo puede interpo- 
nerse, de igual modo, contra resoluciones de la Admi- 
nistración que lesionen derechos particulares estableci- 
dos ó reconocidos por una ley, cuando tales resoluciones 
hayan sido adoptadas como consecuencia de alguna dis- 
posición de carácter general, si con ésta se infringe la 
ley cu la cual se originaron aquellos derechos. 

No corresponden al conocimientode los Tribunales de 
lo contencioso -administrativo : 

1. ° Las cuestiones qué por la naturaleza de los actos 
de los cuales procedan ó de la materia sobre que versen, 
se refieran á la potestad discrecional. 

2. ° Las cuestiones de índole civil y criminal, perte- 
necientes á la jurisdicción ordinaria ó á otras jurisdic- 
ciones especia 

Se consideran de índole civil y de competencia de la 
jurisdicción ordinaria, las cuestiones en que el derecho 
vulnerado sea de carácter civil, y también aquellas que 
dimanen de actos en que la Administración haya obra* 
do como persona jurídica, ó seá, como sujeto de dere- 
chos y obligaciones. 

3 - 0 Las resol i ic io n es que sean reprot lucció 1 1 de otras 
anteriores que hayan causado estado y no hayan sido 
reclamadas, y las confirmatorias de acuerdos consenti- 
dos por no haber sido apelados en tiempo y huma. 

4.° Las resoluciones que se dicten con arreglo á una 
ley que expresamente las excluya de la vía contenciosa . 


ó." Las resoluciones que se dicten consultadas por el 

< Jon-sejo Supremo de (hierra y Marina como Asamblea 
* ** 

de las Ordenes militares de San Hermenegildo, San 
Fernando y Mérito militar. 

6.° Las Reales Ordenes que se refieran á ascensos y 
recompensas de jefes y oficiales del ejército y armada 
por merecimientos en campaña y hechos de armas, ó á 
postergaciones impuestas reglamen i ariamente. 

! ‘ontinúan, sin. embargo, atribuidas á la jurisdicción 
contencioso -administrativa las cuestiones referentes al 
cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos celebrados por la Administración cení ral, pro- 
vincial y municipal para obras y servicios públicos de 
toda especie. 

Continúan también atribuidas á dicha jurisdicción 
aquellas cuestiones respecto de las que se otorgue el 
recurso especialmente en una ley ó reglamento, si no es- 
tuviesen comprendidas en las mencionadas excepciones. 


CAPÍTULO II 


REQUISITOS Y TÉRMINOS PARA LA INTERPOSICIÓN BÉL KKCL’ttSO 

CONTENCIOSO - ADMIN 1STRATIVO 

Ao se puede interponer la vía contencioso -adminis- 
trativa en los asuntos sobre col tranza de contribuciones 
y demás rentas públicas, ó créditos definitivamente 
liquidados en favor de la Hacienda, en los- casos en que 
proceda, con arreglo á las leyes, mientras no se realice 
el pago en las cajas del Tesoro publico. 

Se exceptúan los recurrentes que al interponer de- 
manda contencioso-admimstrativa soliciten declaración 
de pobreza; pero si ésta les diese denegada, W tendrá- 

, 1 / "] o.t ce r 'l íYí ' 
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Si éste no se acredita dentro del término de un mes ;¡ 
contar desde la notificación del auto denegatorio de la 
pobreza, se tendrá por caducado de oficio el recurso 
contencioso -admin is trativo. 

El término para interponer este recurso será, en toda 
clase de asuntos , el de tres meses, contados desde el 
día siguiente al de la notificación administrativa de la 


resolución reda unible. Dicho término ¡será de cuatro v 
seis meses respectivamente, según que la persona que 
baya de reclamar tenga su residencia en las Antillas 
españolas ó en Filipinas y posesiones del golfo de Gui- 
nea, y se le notifique en dichos puntos la resolución 
que origine el recurso. 

Cuando la residencia fuese en los arc3ii.pi.|lagos de 

las Marianas ó de las Carolinas, el plazo de que se trata 
será de nueve meses. 

ha notificación se hará en el domicilio del interesado 

W * J 

0 en s “ c “f 'leí apoderado, si el poder contiene ¿an- 

diito especial para interponer recursos eoatencioso-ad- 
nistrativos. 

Si no fuese hallado en su domicilio, so hará constar 
poi cédula expresiva del objeto y circunstancias de la 
no i cacion , con entrega del oficio ó documento que 
contenga íntegramente la copia de la resolución, al pa- 
riente mas cercano, y en su defecto al familitr ó criado, 
mayor de catorce años, que estuviere en la habitación 
■ e quien deba ser notificado. Si no se encontrare á na- 
die, se repetirá la diligencia al día siguiente con las 
mismas formalidades ; y si resultare infructuosa, se hará 
a no 1 1 cacion al vecino más próximo que fuere habido. 

imando 1» cédula k persona q ue reciba aquel oficio, ó 
dos testigos si no supiera firmar. 

&e entenderá, sin em harem n , i , • ^ . , n 

• • , ,. uu.ugo, aéchala notificación ad- 
ministrativa, Cuando i>rm o. fin ,1 t i 

- - ü Oliste en el expediente por la 


n 
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firma del interesado ó éste se muestre enterado de la 
úón en el mismo 

Cuando el recurrente' no haya .sido notificado por no 

2 administrativo, comenzará á 
contarse el plazo para interponer el recurso, desde el 
día siguiente al de publicarse la resolución en el Motciín 
Oficial de la provincia ó en la Oaceta de Madrid , se- 
gún proceda de la Administración local y provincial ó 
de la central. 

El plazo para que la Administración en cualquiera de 
sus grados utilice el recurso conteiiciosó-afliiiinistrativo, 
¡será también el de tres meses, contados desde el día 
siguiente al en que, por quien proceda, se declare lesi- 
va. para los intereses de aquélla la resolución impugna- 
da; pero si hubiesen transcurrido cuatro años desde que 
tal resolución se dictó, se tendrá por prescrita la arción 
administrativa. Para los expedientes ya resueltos, el 
plazo de los cuatro años corre desde el día siguiente á 
la publicación de la le}’ sobre ejercicio de la i 
•ción contencioso- administrativa. 
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PARTE ORGANICA 
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Organización de los Tribunales ele la Administración. 


CAPITULO PRIMERO 

DE LA JURISDICCIÓN CONTEN CIOSO - ADMINISTRATIVA 

r IT'es distintas escuelas existen respecto de la. juris- 
dicción de que tratamos ; las cuales afirman, á saber: la 
primera, que debe ser esta jurisdicción retenida; la se- 
gunda, que debe ser delegada á los Tribunales del fuero 
común, y la tercera que Jos de la Administración deben 
ser Tribunales especiales, más ó menos independientes 
del Consejo de Estado, con dicha jurisdicción delegada. 

Iíay que estudiar las expresadas escuelas, con la 
oportuna separación , para venir á parar á lo establecido 
por la novísima ley. 


S l.° — Jurbd loción i vteni da. 


Si la contención administrativa no se extendiese á 
otra cosa que á lo esencial de su objeto, es decir, la re- 
visión, en forma contenciosa, de las resoluciones de 
cierta índole del Gobierno y sus autoridades, evidente- 
mente la jurisdicción de que se habla debiera estar re- 
tenida por el Rey, centro de coda potestad, excepto la 
de hacer leyes, en la cual sólo tiene una participación, 



seffún la máxima de o ue ésta reside en las Cortes con 

O ^ 

el Monarca. 

Xn deseonozeó que alguna escuela muy radical im- 
pugna el principio de que el Monarca sea centro ele la 
potestad j udicial como de la ejecutiva, con arreglo á la 
máxima de que aquél reina y ño gobierna ; de donde 
se infiere que nada hace sino el nombramiento! 
Ministros y los Jueces de derecho ; y en este supues- 
to, que el Poder ministerial es verdaderamente el eje- 
cutivo, porque gobierna y administra, y el judicial es 
realmente el que juzga, sin ser delegado del Rey; al 
cual, únicamente por cortesía, se otorga el honor de 
que sea la justicia administrada por los Tribunales, en 
su nombre. Pero no entrando en esta disquisición , im- 
propia de mi actual objeto, admito como buenas y co- 
rrí cutes las doctrinas de que, con efecto , el Monarca es 
fuente y raíz de toda jurisdicción, y que, por lo tocante 
á la cont endoso-administrativa, puede retenerla, en sí, 
para ejercerla por medio de su Gobierno responsable, ó 
delegarla y transmitirla á los Tribunales. 

En ruanto á si éstos lian de ser del fuero común ú 
otros especiales , conceptúo que; la primera opinión está 
masen armonía con los principios de la referida escuela 
radical, que no discuto ni examino en este momento, y 
la segunda cabe perfectamente dentro de la teoría ecléc- 
tica, que no me atrevo á llamar doctrinaria, de ser el 

J 

Rey centro de la jurisdicción ; la cual, á no retenerla, 
puede confiar á esos Tribunales especiales, como se ha 
hecho por la ley vigente: ley de verdadera transacción 
entre las escuelas no radicales. 

AJiora bien: con sujeción á estos principios es lógico 
que si la jurisdicción contencioso-administrativa se ci- 

m 

líese á la revisión en forma de contienda de las resolu- 
ciones gubernativas de cierta especie, debería ser por el 


Monarca retenida para ejercerla por medio de sus Mi- 
nistros, y la razón es tan obvia como concluyente; pues 
á partir de la división de los poderes públicos en las 
dos manifestaciones, aparte de la legislativa, ejecutiva 
y judicial, claro es que no debe llevarse á ésta loque 
de aquélla es propio, ni permitirse que Tribunal alguno 
juzgando las decisiones del Gobierno y sus autoridades, 
las revoque y tal vez llegue á anular, ó al menos some- 
ter á su potestad, al Poder ejecutivo en su función ad- 
ministrativa. 

Todo esto es tan claro como lógico, y la dificultad 

„ O * V 

consiste para su aplicación en. que la jurisdicción con- 
tencioso-administrativa comprende otros asuntos que 
no son la revisión en forma de juicio de las resoluciones 
gubernativas y constituyen verdaderos pleitos, en (pu- 
la Administración os parte ; v. gr,. los contratos : de 
donde se sigue , que para sentenciar estos litigios no 
está bien que aquélla, siendo parte, como digo y es 
evidente, sea juez; ó mejor, no se sujete á Tribunal ni 
fallo alguno; toda vez que la naturaleza de la jurisdic- 
ción retenida consiste en que la última resolución, des- 
pués de la contienda, no sea dada como sentencia por 
los que la debieran decidir, sino propuesta como con- 
sulta al mismo Gobierno , el cual puede aceptarla ó no, 
según entienda ser más acertado y conveniente d los in- 
tereses públicos que dirige y administra. He equi la 
razón de no ser admisible la jurisdicción retenida, por 
el peligre que hay de que el Estado sea juez y parte, ó 
no tenga realmente juez en sus litigios, a menos de que 

la Administración gestione como persona j 

Y tocamos al corazón de la cuestión importantísima 
de la defensa que merece la jurisdicción retórnela, tan 
impugnada en estos últimos tiempos. Es necesario para 
sostenerla reducir la jurisdicción contencioso ac inmis 
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trativa á sus esenciales límites, y es además preciso de- 
finir en qué sentido debe llamársela jnnsdiócién. 

En cuanto á lo primero, nada más fácil que limpiar 
al recurso contencioso-ad ministra tivo de todas esas cor- 
tezas que en el curso de los siglos habían ido formán- 
dose en el árbol de la pública Administración. Jamás, 
ni aun bajo el imperio de las monarquías absolutas, des- 
conocióse en España que las resoluciones del Poder gu- 
bernamental merecían á las veces nna revisión por un 
Cuerpo consultivo que informase al Rey acerca del 
asunto ó expediente , en el cual acaso se hubiese come- 
tido error, ó tal vez hubiera, por malicia, de alguno, in- 
cu rrídose en arbitrariedad ; y este razonado informe del 
Consejo ó de la Cámara, tan propio de este país donde 
es muy antiguo el discreta) y liberal mandato de que 
las Reales Cartas , Cédulas ó Provisiones se obedezcan y 
¡lo se cumplan , y que se llame la atención del Monarca 
sobre su ilegalidad 6 injusticia para proveer lo que co- 
rrespondiere, no podía tener el carácter de verdadera 
sentencia, en la cual revocase un 't ribunal lo resuelto 
pot la Administración, sino el de mera consulta, para 
que esta misma, mejor informada después de la conten- 
ción, y más ilustrada respecto de los hechos y de los 
puntos de derecho pertinentes, decidiera lo que debiera 
sci , ) a confii mando con mayor autoridad, ya reforman- 
do con mayoi acierto lo mandado en la vía gubernativa. 

Pues bien: aparte de esta, noción elemental de la ju- 
risdicción conteneioso-administrativa, se ha estimado 
que de ella eran susceptibles otros asuntos, como los 
contratos celebrados por la Administración , las conce- 
siones mineras, las de aguas y montes, y todos los ex- 

pee lentes ele Hacienda que afectaren al interés ^ no so- 

lamente del 1 e&oi o, sino de las personas particulares ó 
morales, corporaciones f empresas, que creyeren vulne- 


rados sus derechos de carácter administrativo, proce- 
diendo de aquí el cumulo inmenso de reclamaciones y 
gios que hicieron carga de muchos camellos de los 
papeles de la sección de lo contencioso del Consejo de 
Estado. Y ciertamente nada más fácil que limpiar de 
estas cortezas al recurso, dejándole en el corazón del 
árbol por medio de la remisión de todos estos asuntos á 
los tribunales tan aptos para conocer de estas cuestio- 
nes de tuyo y mío en la esfera del Derecho administra- 
tivo, como en la del civil ó el comercial. 

Así hecho, reducidos los asuntos contenciosos del Es- 
tado ti la revisión de las resoluciones gubernativas de 
cierta especie, dictadas por el Poder ejecutivo en su 
función gubernativa, se comprende que la j urisdieción 
conteneioso-administrativa, si jamás podía ser así lla- 
mada en el sentido del antiguo jus daré , mediante que 
no se trata de establecer el Derecho sino de hacer que 
el establecido sea respetado, tampoco lo debe ser en la 
acepción del juris dicere , juzgando y decidiendo para 
que todos se atengan á la regla jurídica declarada por 
el Tribunal, sino en la de mostrar y enseñar, en len- 
guaje de nuestras leyes de Partida, al Gobierno, lo que 
es conforme al Derecho vigente ; para que con el debido 
conocimiento de ello, pueda reformar su juicio y en- 
mendar su decisión, si una vez llamada su atención 
acerca del resultado del pleito contencioso -administra- 
tivo é ilustrada su conciencia sobre la legalidad aplica- 
ble al caso, viere (pie, con efecto, aquélla es equivocada 
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y merece revocación. 

De este modo entendida la j urisdieción de que se tra- 
ta, y limitada de esta suerte su esfera de acción, los 
partidarios de la retenida no encuentran íucoiia enieiite 
alguno en que subsista y quede en el Rey, siendo ejer- 
cida por sus Ministros responsables. 


§ 2. 0 — Jn risi hen ó> i < / elegá,$& 



Pero el mayor n limero de los publicistas y 
de especial competencia en la materia, opta por la juris- 
dicción delegada ; fundándose para ello en las siguien- 
tes razones. 

«El recurso contencioso nace del conflicto producido 
por la transgresión de un derecho perfecto, que la Ad- 
ministración cometo; y cuando se trata de discutir si ha 
habido ó no tal lesión de derecho, si debe ó no resta- 
blecerse el estado jurídico anterior, ó indemnizarse cum- 
plidamente, no es la misma Administración quien pue- 
de, con imparcialidad , decidir» \ 

«Es absurdo el sistema de que la Administración, no 
sólo sea juez y parte del conflicto de derecho producido 
por ella, sino sea también árbitra de impedir su discu- 
sión, porque las' Comisiones provinciales no pueden en- 
trar á conocer del asunto si el Gobernador ó el Ministro 
(caso de que se apele de la providencia del Gobernador) 
no admite el recurso ; y el Consejo de Estado tampoco 

puede, si el Gobierno acuerda la no admisión de la de- 
manda» \ 

1 or último, el propio distinguido profesor hace no- 
tai, que no menos extraño y hasta ilógico es que las 
comisiones provinciales fallen , con apelación al Conse- 
jo, ^ este, en el mismo asunto (opino en los de única 
instancia ante él seguida) proponga y el Gobierno re- 
suelva. pues asi realmente se da el citado absurdo de 
sei juez y parte la Administración; aun sin considerar 
lo que hace notar dicho escritor, de que no inspira con- 
fianza á los interesados el Consejo, que depende del Go- 

Senor 'Doctor D. V Ícente Santamaría de Paredes. 

8 Idem. 




bienio, ademán, ha podido dar dictamen , romo Cuer- 
eo consultivo, en la vía gubernativa. 

Por estas razones, la jurisdicción retenida no se lia 
sostenido ~y hasta sus mas constantes partidarios lian te- 
nido que ceder en la pretensión de que se la conserve. 
Véase aquí lo dicho á este propósito por la Comisión del 
Senado en el preámbulo del proyecto de ley sobre el 
ejercicio de la jurisdicción contcia-ioso-adniiinstrativa, 
atribuido á la bien cortada pluma de uu jurisconsulto v 
publicista eminente «Las alteraciones que la Comisión 
introduce en el proyecto relativo al ejercicio de la juris- 
dicción contencioso -administra I iva , aprobado por el 
Congreso de los señores Diputados, parecerán sustan- 
ciales y profundas. aSTo lo son ciertamente. Mantenido 
el principio de la jurisdicción delegarla: admitidas, con 
muv leves variantes de forma . las reglas según las nía- 

IL O O 

les se determina lo que constituye la materia de lo con- 
tencioso en la Administración, y respetados los cánones 
fundamentales del procedimiento, todo lo demás del dic- 
tamen reputarse puede como accesorio; siquiera, en ge- 
neral, no carece de importancia, y en ciertos extremos 
merece atención.» 

«No obstante la diversa procedencia política y aun 
de escuela de los individuos de la ( 'omisión % todos coin- 
ciden en aquellos puntos huida menta les, y si algún es- 
crúpulo pudiera existir, consideraciones de orden supe- 
rior, que impone el patriotismo, compensarían el sacri- 
ficio de personales opiniones.» 

«Los respetos á la obra de concordia, llevada á ter- 


* DI Exorno. Si*. B. Vicente Eome.ro Girón. 

8 Los Exorno*. 8 res. I). Tomás María Mosquera, Presidente, don 
Vicente Romero Girón, el conde da Torreánaz, D. Vicente Hernán- 
dez de la Eua, D. José de Aklecoa, D. Vicente Oliva y el conde de 

Pallares, ¡secretario. 
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mino en el ( Congreso de los señores Diputados: la nece- 
sidad de acudir con diligencia á facilitar y mejorar la 
obra de la justicia, administrativa; el convencimiento, 
en todos, de que la jurisdicción retenida no puede man- 
tenerse ya, en buenos principios, y la ventaja inapre- 
ciable de ir aumentando el conjunto de soluciones co- 
munes, en lo más general de la política y la .Administra- 
ción, habrían puesto un veto á cualquier divergencia 
(jue, por dicha, no se ha producido.» 

<L\si, la ley proyectada, cabe afirmarlo sin que ello 
oliste á los necesarios respetos que, por serlo, lia de al- 
canza]*, resulta con mayor autoridad moral; porque no 
aparece con la etiqueta peculiar de tal ó cual partido, 
sino que es obra de concordia leal entre las diversas opi- 
niones, y sale de manos del legislador adornada con la 

inapreciable virtud de la consistencia que le presta el 
eomú 11 acu erdo. » 

«Y es bien que así suceda, entre otros muchos, por 
dos motivos principales.» 

«Se siente, por modo eficaz, después de tantos cam- 
bios \ perturbaciones anteriores en los organismos ad- 
ministrativos, la urgencia de que la solidaridad de la Ad- 
mmisti ación publica, en sus mas importantes ramos, se 
acentúe y afirme; sin cuyo requisito los intereses per- 
manentes que el Estado representa, no logran defensa 
ni revelan vitalidad y energía. Y es notorio también que 
las grandes expansiones de la vida social moderna sean 
causa eficiente de nuevas y múltiples relaciones con el 
listado , que no ejerce meras funciones de garantía, si- 
no que ejecuta., además, actos de tutela y de integración 
allí donde la libre actividad social no alcanza todavía su 
plenitud ; mediante cuya relación, como es natural, se 
originan nuevos conflictos entre el interés público y el 
derecho particular: conflictos que, por su generalidad y 
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extensión, afectan al común de los ciudadanos, sin dis- 
tinción de partidos, de tendencias ó (le opiniones.» 

s motivos que, entre otros, aconsejaban la 
concordia, imponen, en sentir de la Comisión, cierto 
respeto á formas existentes, en cuanto que, guardándo- 
lo» no padezcan los principios fundamentales admitidos. 
Bueno y necesario es progresar á compás de las exigen- 
cias de los tiempos; mas el progreso útil y durable 
requiere, para serlo, soluciones de continuidad en la 
vida, antes bien se consolida y fructifica mejor, mante- 
niendo enlaces con lo existente; á lo cual convida, en 
este caso, la tradición gloriosa del ( ■misejo de Estado.» 

Condenada por la opinión la jurisdicción retenida, y 
hasta por sus partidarios, por transacción doctrinal, 
abandonada, se pregunta si la delegada debe ser ejerci- 
da por los Tribunales del fuero común; y en este punto 
es también general, si no unánime, la tendencia contra- 
ria á semejante solución; porque según el concepto de 
la jurisdicción conteneioso-administrativá expuesto en 
otro lugar, no cabe que las resoluciones gubernativas 
del Poder ejecutivo en desempeño de su función admi- 
nistrativa, tan importante al menos como la discrecio- 
nal ó de gobierno, estén supeditadas á otro poder con 
evidente infracción de su esencial independencia. ln 
escritor, á quien he citado antes con el elogio que pul 
su ilustración merece, dice á este propósito: «La vía 
contencioso- administrativa se define . la revisión.} en foi 
ma de juicio, de una resolución dictada concaiactei de- 
finitivo: por la Administración en la vía gubernativa, 
contra la cual reclama dentro de cierto plazo aquel que 
considera lesionado un derecho administrativo que el 
precepto limitativo del poder discrecional le reconoce 
particularmente. > Y en armonía con esta definición, 
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ancla 


■íalmeute conformo con lo que yo he dado; te 
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niendo presente que hay un sistema de organización de 
la jurisdicción contencioso-aclministrat i v a , <]ue es el ju- 
dicial, en el cual queda la misma encomendada á loa 
Tribunales ordinarios , en antítesis con el mdministruti^ 
vo, que la confía á la misma Administración por medio 
de sus Tribunales, y respetando la ley fundamental de 
la mutua independencia de L poderes del Estado, se 
expresa en el sentido de que, si no es admisible la ju- 
risdicción retenida, el sistema judicial tampoco satisface 
las exigencias de la doctrina y de la eonvenieneia ptí- 
blica; supuesto que tan absurdo sería supeditar la Ad- 
ministración ai Poder judicial, como someter á aquélla 
los deieclios vulnerados por la misma en el conflicto 

que, lesionándoles, producen las decisiones re cía ma I des 
en forma contenciosa. 


§ 3.** Tribunales especiales de lo emtmmm- 

cu I í) linist rátivo , 


Debe ser, pues, un Tribunal especial, independiente 
de la Administración, el que tenga la jurisdicción de 
que se trata; para que de este modo no haya ni uno ni 
otio de los peligros que ofrece, bien que el particular 
quede sujeto al propio Poder ejecutivo contra el cual 
recurre, bien que este Poder sea depen diente, en estos 
asuntos, del judicial. Pero aquí surge la cuestión : ¿de 
que manera los tribunales de, dicha clase pueden satis- 
facer las necesarias condiciones de su especialidad é in- 
dependencia, si para la una se requiere que no estén 
dentro de la órbita judicial, y para la otra que no lo es- 
tén tampoco en la administrativa? Oigamos á la respe- 
table Comisión del Senado en el bien escrito preámbulo 
de su proyecto de ley. 

«P°i ®de motivo (la conveniencia de mantener cnla- 
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ces de lo nuevo y lo existente) y muchos más que fuera 
prolijo enumerar, la Comisión no arranca cómo de cuajó 
la jurisdicción conté nd oso -adimnistru ti va cíe aquel alto 
Cuerpo (el Consejo de Estado, cuya gloriosa tradición 
respeta) sino que la mantiene dentro de él, Con abso- 
luta independencia en sus funciones, pero con ciertas 
relaciones grandemente provechosas á la Administra- 
ción activa, cuyos actos aquélla convalida ó anula en 
forma de jul io; y provechosas también para la juris- 
dicción misma, que toma por anticipado conocimiento 
exacto y profundo de las normas légales que luego de- 
berá aplicar á casos concretos. » 

«Este enlace entre el Consejo de Estado y la juris- 
dicción contenciosa no puede ser combatido en nombre 
de principio doctrinal alguno, y en cambio lo aconsejan 
razones de conveniencia harto patentes para necesitar 
prolija exposición. » 

«Cierto que en la historia de lo conteneioso-adminis- 
trativo se ha producido lucha de principios entre la ju- 
risdicción delegada y la retenida ; acaso, según las ideas 
dominantes en punto á organismo y separación de po- 
deres púldicos, la ha habido también en lo i elativo á 
deferir el conocimiento de lo eontendoso-administnitivo 

á los Tribunales del fuero común.» 

«Pero resueltas ambas cuestiones como lo han sido 
en el proyecto del Congreso, el modo de i ■ ■ ganización 
del Tribunal no puede decirse sustancial y fundado en 
principios absolutos ni en doctrina admitida, sino en 
motivos de oportunidad y de conveniencia. » 

«Por ser así, la Comisión no ha vacilado en proponer 
la variante que introduce en el proyecto, mantemendo 
el Tribunal como parte integrante del Consejo de Esta- 
do, pero con fundones independientes en lo que es pe- 
culiar de su competencia. » 


Parece, pues, la más acertada la solución que se ha 
Jado al problema de la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa, condenando la retenida , ó sea el sistema ad- 
ministrativo puro y escueto por ella representado, y el 
judicial, es decir, el de someter la Administración pú- 
blica á los Tribunales del fuero común, 3' estableciendo 
Tribunales especiales, y singularmente el que, sin tener 
el nombre de Supremo, está en esa categoría, como el 
Consejo Supremo de Guerra y Marina., el de Cuentas y 
algún otro, haciéndole independiente del Consejo de 
Estado , con el cual tiene otros enlaces, en todo lo que 
abarca la extensísima esfera de la jurisdicción cont en- 
doso-administrativa. 

§ 4 -° - Única instancia para la Administración cen- 

(¡•al y dos para los asuntos provinciales y munici- 
pales. 


La jurisdicción de (pie se habla en este estudio, se- 
gún la ley vigente, es ejercida en nombre del Rey y por 
delegación suya , por td tribunal de lo contencioso -ad- 
ministrativo, que í orín a parte del Consejo de Estado, y 
por Tribunales provinciales. 

No es posible pasar de aquí sin observar , de una par- 
te, que la cuestión de la única instancia , mantenida por 
muchos hombres competentes y 7 desapasionados, ha sido 
resuelta en sentido negativ o , rindiendo culto al espíritu 
descentraliza dor de nuestra época; y de otra, que por 
esta dualidad de tribunales, central elimo y 7 provincia - 
les los otros, éstos con apelación á aquél, son también 
diversos los procedimien tos < jontei icioso - adn 1 inistrati - 
vos, y cometería un error quien creyese que debía 
este nombre ser usado en singular, y 7 acaso que hay 7 
cierta sinonimia en estas locuciones ; ejercicio de la ju- 


risdicción co i i .te 1 < e ¡oso-administrativa; procedimiento 
con tencioso-admimst rativo; para el efecto de estudiar 
y exponer su teoría, que yo llamo, y entiendo que con 
propiedad, de los procedimientos contencioso -cu Iminis- 
tvativos. 

En cuanto á la institución de los Tribunales provin- 
ciales. además del central, véase lo que dijo la ‘ Ami- 
sión del Senado: «Datos cuidadosamente recocidos acu- 
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san para la primera instancia muy corto número de ne- 
gocios, que por término medio, en el período de diez 
arios , no llegan á dos por provincia. Tan parva materia 
no implica la necesidad de constituir organismos extra- 
pro vi 1 leíales y en cierto modo arbitrarios. La circuns- 
tancia de estar dotadas de Tribunal todas las capitales 
de provincia, facilita en gran manera que los asuntos 
locales y provinciales no traspasen los horizontes ele los 
centros en donde se producen. Y aunque la mayoría, dé 
las capitales sólo tienen Tribunal de lo criminal, hom- 
bres de derecho son quienes lo constit uyen ; de la ca- 
tegoría de Jueces que administran justicia en lo civil se 
nutren , y no hay 7 razón para negarles una competencia 
que alionan sus títulos y sus servicias anteriores. De 
otra parte, los Tribunales regionales imponían á las 
provincias en las cuales habrían de funcionar, sacrifi- 
cios mayores ó menores, pero sacrificios al cabo, para 
intereses extraprovinciales ; lo cual no acontecerá con la 
organización que se proyecta. » 


CAPÍTULO II 


v 


O IIGANIZ ACIÓN DEL TRIBUNAL CENTRAL 

Sentado el principio de que hay 7 un Tribunal central 
Tribunales provinciales de lo contencioso - administra- 


tivo , en cuanto al primero, he aquí su constitución 
como organismo que tiene ciertos enlaces con el Consejo 
de Estado y íí la vez funciona independientemente del 
mismo; según que se trata de los diversos asuntos de 
los cuales está, de distintas maneras, llamado á conocer 
ese Tribunal, al que de] i o mi no central en oposición á 
los otros repartidos por las diferentes provincias de la 
península española. 

El Presidente y los demás Ministros del Tribunal 
concurren, con voz y voto, á las deliberaciones del Con- 
sejo de Estado en pleno: I . ° , cuando se delibera sobre 
competencias entre la Administración activa y las au- 
toridades judiciales; 2.°, cuando se trata de reglamen- 
tos é instrucciones generales para la aplicación de las 
leyes, ó sobre cualquier asunto que produce decisiones, 
contra las cuales no procede recurso contencioso-admi- 
nistrativo. 

La asistencia del Tribunal á las deliberaciones del 
Consejo en pleno es necesaria en los casos á que se re- 
fiere el número l.°; si se trata de los asuntos especifica- 
dos en el número 2.°, la puede disponer el Gobierno. 

El Presidente del Tribunal sustituye al del Consejo 
en los casos de ausencia, imposibilidad ó vacante. 

Cuando los Ministros del Tribunal concurren á las 
deliberaciones <¡el Consejo, ó asisten en corporación 
corno Consejeros de Estado, ocupan los puestos de pre- 
ferencia. 

Hasta aquí los enlaces, Al ¡ora la independencia del 
Tribunal, no sólo respecto de! Consejo, sino también de 
la Administración. 

El Tribunal de lo contencioso-adrn i uistrati vo conoce 
en única instancia de las demandas que se deducen con- 
tra las resoluciones dictadas por la Administración cen- 
tral, y de los recursos que .se producen ó interponen 
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contra las decisiones de los Tribunales provinciales, 
con arreglo á las leves. 

O j 

Los Tribunales provinciales de lo eonteucioso-adiiii- 
nistrativo conocen de las demandas qué se entablan 
contra las resoluciones de las autoridades provinciales 
y municipales de la respectiva, provincia. 

El Tribunal de locont encioso -arimi ni s t rat i y o se com- 
pone de once ministros Consejé ros de Estado, todos Le- 
trados, de los cuales uno es Presidente, disfrutando el 
haber anual de 25.000 pesetas, y otro, Vicepresidente 
con. el haber anual de 17.500 pesetas. 

Es Presidente un ex Ministro de la Corona. El Vice- 
presidente es elegido de entre los Consejeros de Estad< 
ó Magistrados del Tribunal Supremo, que cuenten dus 
años, por lo menos, en el ejercicio del cargo. 

Los demás Ministros han de estar comprendidos en 
las categorías determinadas por las leyes para ser nom- 
brados Consej eros de Estado, con exclusión de la facul- 
tad concedida por el art. 7." de la ley de 17 de Agosto 
de 1860, ó sea, la de poderse proveer ocho plazas de 
Consejeros de Estado en personas que, aun cuando no 
se hallen comprendidas en las clases de empleos ó car- 
gos enumerados en los artículos anteriores se hayan 
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1 Presidente de alguno de los Cuerpos Colegisladores ; 
Ministro de la Corona; 

Arzobispo ú Obispo; 

Capitán general de Ejército ó Armada; 

Vicepresidente del Consejo líeal ; 


■ ■ 

Presidente del Tribunal Supremo de. Justicia, del de Cuerna y i 
riña ó clel de Cuentan 

Y, con ém ¡nías de ej wém* en propiedad* del empico : 

Teniente general ; 

Consejero lie&l ó de Fstado; 

Ministro d Fiscal de algnn Tribunal frupiemo; 

Ministro pleni] íotcnciario ; 


a- 
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distinguido notablemente por su capacidad y servicios, 

Pero tres de las nueve plazas de Ministros del Tribu- 
nal de lo contencioso-ai Iministrativo , que con las del 
Presidente y el Vicepresidente liacen las once de su do- 
tación, puede el Gobierno proveerlas en personas que 
reúnan las mismas condiciones que para ser Magistrado 
del Tribunal Supremo exijan las leyes sobre organiza- 
ción del Poder judicial. 

Los Ministros del Tribunal de lo contencioso -admi- 
nistrativo no pueden ser separados de sus cargos sino 
por las causas y mediante las formalidades que estable- 
ce el art. 3.° de la ley de 3 de Julio de 1877, respecto 
del Presidente y Ministros del Tribunal de Cuentas, pu- 
diendo utilizar contra las resoluciones del Gobierno, el 
recurso que establece el art. 5.” de dicha ley. 


CAPÍTULO III 


TRIBUIALES PROVINCIALES 


Constituyen el Tribunal provincial el Presidente de 
la Audiencia territorial y dos Magistrados de la Sala de 
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lo civil en las capitales en donde existe aquélla; en to- 
das las Audiencias do lo criminal de las capitales de 
provincia, y en unas y otras, dos Diputados provincia- 
les, Letrados, elegidos por sorteo anual. Sólo concurren 
los Diputados provinciales á las resoluciones de inciden - 
tes sobre excepciones dilatorias, y al fallo definitivo de 
los pleitos. 

Fiscal del Consejo de Estado ó del líeal ; 

Auditor do mi mero ó Fiscal del Tribunal de la Rota; 

J 

Decano, Ministro ó Fiscal del de las Ordenes militares; 

Jlegente de la Audiencia de la Habana; 

Ministro ó Fiscal del Tribunal Supremo contencioso -administra^ 
tivo. 


Los Magistrados que han de constituir estos ¡Vil Hí- 
ñales son designados para cada año por el Presidente de 
la Audiencia respectiva, estableciéndose turno y guar- 
dando el orden de antigüedad. 

Cuando no llegan á cuatro los Diputados Letrados sor- 
es pava completar el número de dos titulares y 
cuatro suplentes, se sortean todos los vecinos de la ca- 
pital comprendidos en las categorías siguientes: 1. a , Ma- 
gistrados y Jueces cesantes y sus asimilados del Minis- 
terio Fiscal ; 2. a , Catedráticos activos ó exceden bes de la 
Facultad de Derecho; 3. a , Profesores del Instituto ó de 
las Escuelas de Comercio, que tengan la cualidad de Le- 
trados; 4. a , Abogados que sean ó hayan sido Decanos de 
( 'olegio , ó acrediten el ej ercicio de la profesión por más 
de diez años. 

Los Gobernadores de las provincias remiten á los Pre- 
sid entes de las Audiencias territoriales ó de las de lo 
criminal , según los casos, antes del l.° de Diciembre 
de cada año, listas de los Diputados provinciales y de 
los comprendidos en las categorías enunciadas. El sor- 
teo se hace por el Tribunal provincial respectivo, el 
día 1 5 de Diciembre. Verificado , no se admite reclama- 
ción de ninguna clase por falta de inclusión en la lista. 

Los individuos que, sin ser Magistrados de la Au- 
diencia, forman parte del Tribunal provincial, tienen 
derecho, en los días en que constituyen Sala, á iguales 
dictas que las asignadas á los Vocales de la Comisión 
provincial. Estas dietas son satisfechas con cargo al 
presupuesto de la provincia. .El de individuo del Iri bu- 
nal es obligatorio para los Diputados provinciales : para 
los que no tienen este carácter , es voluntar lo; pero una 

vez aceptado, no puede renunciarse. 

La responsabilidad civil y criminal de los Tribunales 
provinciales, puedo hacerse efectiva ante el Supremo 


de Justicia, por las mismas causas y en igual forma que 
la exigida á los Magistrados de Audiencia territorial. 

Hasta aquí la organización de la justicia administra- 
ti\a, bajo el sistema de dualidad que, por respeto al 
principio descentralizado!’, lia prevalecido en la ley. No 
me pi opongo impugnarla; mas ineludiblemente tiene 
par entrar en la teoría de los procedimientos conten- 
cioso-adn i i t dstraáivos la exposición doctrinal de la ins- 
tancia única; para que no pueda creerse, por falta de 
explicación, que esta es absurda, ó por lo menos extra- 
vagante; como lo sería, con toda evidencia, si por ella 
se pretendiese traer desde luego al Tribunal de lo con- 
tencioso -administrativo, establecido en el Consejo de 
Estado , todos los asuntos de esta índole que pueden 
surgir en la Administración local; esto es, de las pro- 
vincias y aun de los municipios. 


CAPÍTULO IY 


TEORÍA DE LA INSTANCIA ÚNICA 

La idea de que la jurisdicción de que se trata es una 
revisión, en forma contenciosa, de aquellas resoluciones 
dél Gobierno y sus autoridades, por las cuales queda 
terminado el. expediente gubernativo y apurada esta 
v ía, parece inducir por modo logreo á la única instan- 
cia; en la cual sea discutida la dual decisión del .Minis- 
terio ó centro correspondiente. Porque nadie duda que 
se da este recurso contra los acuerdos délas Direcciones 
generales y otros, v. gr., del Tribunal Supremo de Gue- 
rra y Marina, cuando el mismo no funciona como Asam- 
blea do las Ordenes militares de San Hermenegildo, 

San Fernando y Mérito militar. Y la, razón de tal crite- 
rio es muy obvia. 
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e tanta de un r cluelU o v «mañeramente supremo v 
heroico; pues tan alto raya la revisión de las provideu- 

e,as y no y» en manera consultiva de 




ni \ ahilándolas o revocándolas 


para que la propia Administración 
reformarlas, smo en forma de mandato imperativo, 

... - a. ra que no sean vale- 

deras m subsistentes, por estimarlas nulas ó injustas, 

regales o desacertadas, el Tribunal eonteiicioso-admo 
mstrativo. Y este concepto, que es el que merecen los 
íallos dictados en ejercicio de la jurisdicción delegada, 
se compadece mal con el de que se desmembren ó para- 
licen las atribuciones de la Administración activa, lle- 
vando los asuntos resueltos por sus autoridades locales, 
o provinciales si se quiere , á Tribunales inferiores , cu - 
yas sentencias llegarán á ser firmes todas las v eres que 
no sean apeladas; pues al fin, siéndolo, el Tribunal cen- 
tral, Supremo realmente y de respetabilidad grandísi- 
ma, pronunciará la líltima palal na en el asunto, y no se 
dará el caso, que puede fácilmente ocurrir, de que el 
Tribunal provincial, por una decisión irreformable, ó 
destruya la providencia de un Gobernador, que el Mi- 
nistro habría sostenido, y sólo el Tribunal Supremo 
central, en la vía contenciosa, tendría facultades pava 
enmendarla; ó bien apruebe y confirme aquella otra que 
el superior jerárquico nunca hubiera mantenido, y no 
obstante viene á quedar inexpugnable y ejecutiva cu 
virtud del error consentido del Iribunal piovincial. 

Todo esto estaría evitado con que á la alzada gulnu na- 
tiva se otorgase la conveniente amplitud, reglamentán- 
dola por modo adecuado; como hay que leglamentai 
totalmente el procedimiento gubernativo, de suerte que 
satisfaga por completo las legítimas aspiraciones de s 
tado y de los particulares ó personas jurídicas; y enton- 
ces, el acuerdo ministerial sería revisado en forma con- 
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tenciosa; realizándose así el ideal de la instancia única,, 
sin el menor detrimento de los derechos que hubiesen, 
sido vulnerados por las autoridades provinciales; pues- 
to que pasando los asuntos por el crisol de la apelación 
al Ministro, la Real Orden que se expidiera por este, si 
no dejaba tranquilos á los interesados, daría margen al 
recurso contencioso para su revisión en forma de j uicio. 

Así entendida la instancia única, se ve (pie no es ma- 
la ni condenable: y si á la razón científica se une la ra- 
zón estadística del escasísimo resultado que en los últi- 
mos diez años produjo la justicia administrativa, provin- 
cial, sin entrar en otras consideraciones que fácilmente 
pudieran desarrollarse para combatirla, si este fuera, mi 
propósito, nadie extrañará que salve mi opinión en este 
punto concreto de la teoría de los procedimientos con- 
ten cioso-administrati vos. Soy partidario, no lo oculto, 
de la única instancia, si bien reconozco y aplaudo los 
motivos de patriotismo y prudencia en cpie están inspi- 
rados los preceptos de la Ley, por los cuales se estable- 
cen los Tribunales y el procedimiento contencioso - ad- 
ministrativos en las provincias; deseando yo con toda 
sinceridad (pie produzcan en la práctica excelentes re- 
sultados. 


Del Ministerio Fiscal. 


CAPITULO primero 


f . _ 


SU ORGANIZACION 


Representa á la Administración del Estado en los 
asuntos contencioso- administrativos de que conoce el 
Tribunal central, el Fiscal del mismo, a quien auxilian, 
bajo su dirección y responsabilidad, un teniente y seis 
Abogados Fiscales, todos ellos Letrados. 

El i fiscal del Tribunal de lo contencioso -administra - 
tivo tiene la categoría de Jefe superior de Administra- 
ción, y disfruta el haber anual de 15.000 pesetas; el Te- 
niente Fiscal, categoría deJefe de Administración de 
primera clase y haber anual de 10.000 pesetas; los tres 
Abogados Fiscales primeros, categoría de Jefes de Ad- 
ministración de segunda clase, y haber anual de 8. 5 
pesetas, y los tres Abogados Fiscales segundos, catego- 
ría de Jefes de Administración de tercera clase y haber 

anual de 7.500 pesetas. 

Los funcionarios del Ministerio Fiscal, del piopio 
modo que los Ministros del Tribunal de lo contencioso - 
administrativo y los Secretarios de éste, con dos anos 
de ejercicio, tienen derecho para jubilación al abono de 

los de la carrera de Abogado. 


El Fiscal es de Ibice elección del Gobierno. Los demás 
funcionarios del Ministerio Fiscal del Tribunal, forman 
cuerpo de escala « errada; en el cual se asciende por or- 
den de rigorosa antigüedad, siendo nombrados á pro- 
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puesta del Consejo de Estado, en pleno. Unicamente se 
entra en dicho cuerpo por las plazas inferiores, median- 
te concurso entre Tenientes Fiscales que hayan sido del 
Consejo de Estado, Oficiales de éste y Abogados del Es- 
tado, que lleven, cuando menos, ocho años en el des- 
empeño de sus cargos *. 

El Teniente Fiscal y los Abogados Fiscales sólo pueden 
ser separados por sentencia judicial ; ó mediante expe- 
diento, con audiencia «leí interesado, promovido, bien 
por el Presidente del Consejo de Estado, bien por el Tri- 
bunal, bien por la Presidencia del Consejo de Ministros. 

El Fiscal defiende por escrito y de palabra á la Ad- 
ministración y á las corporaciones que estuvieren bajo 
su especial inspección y tutela, mientras estas últimas 
no designen Letrado que las represente , y cuando no li- 
tiguen contra aquélla ó entre sí mismas. El Gobierno 
puede, sin embargo, cuando lo estimare conveniente, 
designar un Comisario que desempeñe las funciones del 
Fiscal en determinados negocios» 

O 

No puede el Fiscal allanarse á las demandas dirigidas 
contra la Administración, sin estar autorizado para ello 

1 La tercera disposición transitoria dé la ley reconoce; aptitud para 
desempernar plazas del Ministerio Fiscal en el nuevo Tribunal ;'i ios 
que sean ó hayan sido Tenientes Fiscales del Consejo de Estado. Si el 
Gobierno de S, M. no entiende pertinente la separación de cualquiera 
de los actuales con arreglo A las disposiciones vigentes, seguirán des- 
empeñando sus funciones en el nuevo Tribunal, ocupando los prime- 
ros lugares del Ministerio Fiscal, desde Teniente Fiscal inclusive, por 
el orden de su respectiva antigüedad. Las plazas restantes, agrega la 
cilada disposición, se proveerán por concurso, á propuesta en terna 

del Consejo de Estado, entre los que tengan condiciones, con arreglo 
á la ley. 


por el Gobierno de S. M. Cuando c« maúle ra de todo pun- 
to indefendible la resolución impugnada, lo hace présen- 
le, en comunicación razonada, al Ministro decayó cen- 
tro dimane, para que acuerde lo que estime procedente. 
Entretanto, está obligado á continuar la defensa de 
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aquélla. Cuando el representante de la Administración, 
debí «lamente autorizado, deja «le impugnar la demanda, 
el Tribunal, llevando el pleito á la vista, dicta, en su 
día, el fallo que. estima justo. 

El Fiscal puede abstenerse de intervenir en ios asi tu- 
tos que no afectan el interés general «le la Administra- 
ción, limitándose á defender concretamente el extremo 
ó extremos que á la misma interesan. 

.Representan á la Administración en los Tribunales 
provinciales, los Abogados del Estado; ó los de Benefi- 
cencia, cuando el litigio afecta á intereses «le esta clase. 


CAPITULO II 


R EPBESENT ACIÓN DEL MINISTERIO FISCAL 

Tales son los preceptos del Derecho positivo vigente, 
con respecto al Ministerio Fiscal de la jurisdicción eon- 
tencioso-administrativa. Conviene ahora exponer algu- 
nas teorías jurídico-filosólims acerca de tah importante 
Y controvertida institución; de la cual se tienen ic eas, 
■en mi concepto, equivocadas; ora en el sentido de injus- 
tamente deprimirla, y ora en el de, por todo extremo, 

Laltecerla. . lo 

El Fiscal , según algunos que km estudiac o nn» _• 

historia legal y administrativa de Francia y algún M» 
imitador de sus instituciones, que la de Espana no ^ 
hiera existir en la enunciada jurisdicción , ^ 

cía de diclio Ministerio, en tesis general, consiste se 
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como una personificación ele la ley: cosa <pte no armo- 
niza cmi el objeto de los Fiscales de la Administración, 
cuya misión exclusiva es la de representar los intereses 
del Estado. Yo estimo que, así entendidos los deberes 
del Fiscal, se forma una idea inexacta de la jurisdicción 
contencioso-administrativa: idea que naturalmente trae 
á la memoria una fórmula célebre de recomendación, usa- 
da por los procuradores y patronos de cierta famosa y 
potente sociedad: «Señor: haced justicia, siempre que 
la compañía gane el pleito.» ¡Ah! no; esa noción de la 
vía contenciosa es mezquina y falsa ; y de no serlo, des- 
autorizaría la justicia administrativa, con muchísima 
tazón. El fin de la revisión, en forma contenciosa, de las 
resoluciones gubernativas de ella susceptibles, no es 
otro sino el restablecimiento del estado de derecho, 
vulnerado por error ó malicia, en esas mismas decisio- 
nes por el Gobierno ó sus autoridades, y claro está que 
no lia de tenerla Administración Abogados de aquellos 
que por desgracia hay, faltos de conciencia y decoro 
profesional, para quienes acaso os indiferente de todo 
punto el sostenimiento de las causas injustas ó el de las 
justas. El Fiscal, pues, no es un mero representante de 
los intereses del Estado , sino el < lefensor de los mismos 
en todo aquello en que sean armónicos con el orden ju- 
rídico formado por la legalidad establecida, con propio 
criterio é independencia bastante para hacer presente al 
Gobierno, en ocasiones, que las providencias recurridas, 
por personas particulares ó morales que demandan la 
rem tegua ion de. sus derechos lesionados, son msosteni- 
bles, con el objeto de que se le autorice para desistir de 
mantenerlas enfrente de reclamaciones procedentes y 
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Do consiguiente, no siendo el Fiscal un simple repre- 
séntate de la Administración, es por todo extremo in- 


admisible en España, cuyas antiguas leyes consignan 
los principios fundamentales y hasta la etimología del 
nombre de ese Ministerio tan importante y delicado, el 
cual pasó del fuero administrativo al común, la extraña 
opinión de que para representar los intereses del Estad • > 
bastaría encomendar su gestión i unos euant oficiales 
del Consejo, ó bien de los Ministerios de que procedan 
los asuntos, los cuales fuesen como los perspneros ó 
procuradores de aquéllos, obligados á mantenerlos á 
todo trance. Contra este galicismo protestan alarmadas 
las tradiciones de nuestra Administración , y se levan- 
tan indignados los grandes Jurisconsultos y Estadistas 
que han honrado la Fiscalía del Consejo ó Tribunal de 
lo contencioso -administrativo , desempeñándola y de- 
jándonos una inmensa copia de doctrina político-legal 
eu iimumoral de multitud de luminosos informes. 

Por eso. con razón, fue combatido el pensamiento de 
rebajar el elevado cargo de Fiscal de lo coutepcioso- 
administrativo , asignándole la categoría de Jefe supe- 
rior de Administración, con la cual ha quedado al fin, } 
el haber anual de 12.500 pesetas en vez ele 15.000, en 
cuvo único extremo la Comisión mixta enmendó el pro- 
yecto de la del Senado. \ cuín del Congreso señalado 
este haber y traía el cargo categoría igual á la de Con- 
sejero, por semejanza, no entera identidad, non los 
Fiscales del Tribunal Supremo de Justicia y las Au- 
diencias, en donde están equiparados á los Presulenh, 

de Sala. 

CAPITULO III 


IMPORTANCIA DEL MOilSTIilUO FISCAL 

Un dio-lío Senador y distinguido Académico , alsoste 
ncr' una enmienda al artículo del proyecto respecto al 
El Excmo. Sr. D. Juan do Dios do la liada y Delgado. 
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Fiscal, entre otras cosas, expuso ; que la razón histórica 
favorece al de la Administración, porque la primera vez 
que aparece ese cargo mencionado en nuestras leyes, no 
lo es como representante del ir terés de la nial llamada 
vindicta pública, sino como representante del Fisco. Y 
citó la ley de Partida 1 que contiene estas notables pa- 
labras : Patronus Fisci tanto quiere decir en romance 
corno orne que es puesto para razonar e defender en 
juicio todas las cosas e ¿os derechos que pertenesa n d 
la Cámara del Rey. «Es decir, continúa el ilustre ora- 
dor, todo lo que hoy representa la Administración del 
Estado, porque en aquella época en que el Rey lo era 
todo, la Cámara del Rey era el Fisco, y por lo tanto,, 
uo había lo que hoy conocemos con el nombre de Ad- 
ministración, y el representante de la Cámara del Rey,, 
representaba lo qnc hoy representa también el Fiscal 
del Tribunal Supremo de lo contencioso, es decir, los 
intereses de la Administración pública. Resulta, por lo 
tanto, que aun bajo este aspecto histórico, antes de 
que existieran los Fiscales del fuero común, existieron 
los Fiscales que llamaríamos hoy de lo contencioso, 
existieron los Fiscales representantes del Fisco , de la 
entonces Cámara del Rey, hoy Adnmástraewn del 
Petado, y de esta misma manera lian venido teniendo 
representación en diferentes épocas, según se han or- 
ganizado estos Tribunales.» 

Todavía otro ilustrado y celoso Senador " se mostró 
muy contrario, por creerle depresivo, al derecho del Go- 
bierno de nombrar un Comisario que, en determinados 
asuntos, reemplace al Fiscal; á cuya observación se le 
contestó, con acierto, que semejante facultad no res- 
ponde á la desconfianza que pueda inspirar este último 


1 
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La 12. a , título xv itt, Partida 2. 1 ' 

El Exorno. Sr. D. Podro Calderón y Herce. 


pues claro esta que, siendo amovible, será destituido 
todas las veces que aquél considere justo su relevo, sino 
á la necesidad que se siente en ocasiones de que inter- 
venga en un negocio dado un hombre de aptitud téc- 
nica especial, á quien el respectivo Ministro encomien- 
de por su singular competencia, teórica y práctica, y sin 
agravio del Fiscal, que merece toda la confianza del 
Gobierno y es completamente idóneo para el desem- 
peño de su grave cargo, la defensa de la resolución im- 
pugnada en la vía contenciosa. 

Por lo expuesto, se ve cuán digno es el cargo de Fis- 
cal éle la Administración del rango y categoría que le 
niégala Ley; mas, enfrente de esta censurable tenden- 
cia á deprimirlo, tengo también <¡uc re tutar otra teoría 
que, por su exageración, es igualmente insostenible; 
conviene á saber : que no sólo el Ministerio Fiscal debe 
estar todo lo alto que su grandísima importancia \ cla- 
vadísima representación solicitan, sino gozar ma\ or in- 
dependencia, en el doble sentido de no quedar a mer- 
ced de la voluntad tal vez apasionada del Gobierno, y 
no hallarse cohibido en su criterio jurídico por someter 

á las de. aquél sus propias opiniones. 

La primera de estas dos afirmaciones ha recibido no 
poca autoridad por las disposiciones de la propia ley 
que acaba de darse acerca del ejercicio de la jurisdic- 
ción Gontencioso-administrativa, referentes á la inamo- 
vibilidad del Teniente y los seis Abogados Fiscales, por- 
que se dice con razón que no es lógico negar al Jefe del 
Ministerio Fiscal de la Administración lo que se otorea 


á sus auxiliares y subordinados , y en reí 
pudiera ser causa de menosprecio del primero por parte 
«le los segundos la consideración de que e os retinen 
condiciones y disfrutan ele seguridad, cuando el supe- 

rini' jerárquico suyo ha poóióo cuitar á serlo merainca v 


por un acto de arbitrariedad y polaquismo, y de la pro- 
pia manera está el Presidente del Consejo de Ministros 
autorizado para destituirle ah ir ato ó por una exigen- 
cia de la política, en mengua y desprestigio de la mis- 
ma jurisdicción contenmoso-adm ilustrativa, á la cual 
todos debemos enaltecer para que llene sus interesantí- 
simos fines y realice por entero su transcendental mi- 
sión, desempeñando con toda autoridad moral sus deli- 
cadas funciones, 

Porque no puede prescindirsc de que el Fiscal repre- 
senta y defiende al Estado, y en general ¿i toda la Ad- 
ministración pública; de tal numera que, sin él, no hay 
verdadero' juicio ó revisión, en forma contenciosa, de 
las resoluciones por las cuales termina y fenece el pro- 
cedimiento gubernativo. Y para demandar ó contestar 
demandas, aducir pruebas ó combatir las que se apor- 
tan contra las indicadas decisiones; en una palabra, 
para producir la contienda y allegar elementos de jui- 
cio, con el objeto único, que no cabe otro, de restable- 
cer el estado de derecho, si lia sido perturbado, ó el de 
inspirar confianza en las providencias gubernativas, im- 
pugnadas injustamente y sin motivo, claro está que el 
Fiscal de la Administración ha de menester una orandí- 
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sima respetabilidad y una libertad de acción complete 
sin las cuales ha de languidecer y morir, ó arrastrar una 
vida raquítica y miserable la jurisdicción contencioso- 
administrativa. ¿De qué sirve qué el Teniente y los 
Abogados Fiscales estén en un cuerpo distinguidísimo, 
de ingreso por oposición, de escala cerrada, en que sólo 
se asciende por antigüedad, y sean además inamovibles , 
si ninguna de estas cosas tiene el Fiscal, único repre- 
sentante y defensor de la Administración, á quien aqué- 
lS auxilian , bajo su dirección y responsabilidad? b 

Artículos 10 y 21 de la ley. 


i 
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Eli i ealulad , el puncipio absoluto deque el Fiscal os 
ele lilne elección del Gobierno 1 os excesivo, y era más 
aceptable lo que venia dispuesto por la anterior leois- 
laeióiL , de que hubiese de reunir en al i dados y circuns- 
tancias bastantes para servir de garantía cíe que su 
nombramiento era acertado y respondía aí servicio de 
intereses generales y permanentes, y no ¡í la presión de 
causas de otra naturaleza, como exigencias políticas v 
pasiones de partido. 

En cuanto á la separación , yo estimo que no es posi- 
ble privar al Gobierno de esta facultad; y sin discutir 
las ventajas ó inconvenientes de la iimmovilidad esta- 
blecida en favor de los auxiliares del Fiscal, creo inad- 
misible la de éste : por lo mismo que es el representante 
y defensor del Poder ejecutivo en su función adminis- 
trativa, y es muy obvio que, faltándole su confianza, 
no cabe que se le imponga, ó por lo menos se le obligue, 
para su destitución, á la formación, ya ijne no de un 
proceso, de un expediente difícil y de no corta dura- 


ción. 


La libertad de criterio en el Fiscal tiene induda lile- 
mente más partidarios que la inamovilidad del mismo. 
Asíes que en el provecto del ¡Congreso venía, no sólo 
el derecho que se le dalia (como ahora se le da también) 
de hacer presente su opinión contraria al sostenimiento 
do un pleito en que conceptuare que no tiene justicia, 
ni aun defensa, la Administración, sino el de abando- 
narla, si el Gobierno , cu un término prefijado, no le 
autorizaba- para allanarse á la demanda, o desistir de la 
reclamación ya hecha por el Ministerio Fiscal, de orden 
de aquél ó finalmente, dejar de interponerla en el caso 
no parecerle que sea lesiva a los intereses del Estado 
chin gubernativa que se le mandare impugnar 

■ A rífenlo 21. 


la 
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cu vía contenciosa. Estas facultades que se quisieron 
dar al Fiscal, estimo que verdaderamente eran excesi- 
vas; y lo que yo entendía más correcto en este punto, 
era que, si el respectivo Ministro no se conformaba con 
la consulta que se le Melera en el sentido de no seguir 
el asunto, nombrara entonces un Comisario para man- 
tener sus convicciones, y no forzar al Fiscal á proceder 
en contra de las suyas. Así lo propuse en una enmien- 
da, que no fue aceptada y retiré; siguiendo el plan que 
me tracé desde luego de influir algo en la mejora del 
proyecto de la Comisión del Senado, por medio de las 
escasas reformas que ésta me admitió, y no librar 1 alta- 
ba alguna respecto de una labor transactoria de suyo y 
urgente por la perentoria necesidad que había de legis- 
lar sobre la materia. 

I)e todos modos, la inclinación de muchos á revestí]* 
de inmensas atribuciones al Fiscal , para no esclavizar 
su criterio, es insostenible; y ya que no pudo prevale- 
cer mi enmienda, conceptúo que lia quedado, en esta, 
parte, mejor la ley que como fué aprobada por el Con- 


greso. 


titulo ni 


Auxiliares y subalternos de los Tribunales de lo 

contencioso -administrativo. 


Para concluir el cuadro del personal, como parte or- 
gánica de la jurisdicción contencioso -administrativa, 
necesario es tratar de los auxiliares y subalternos de 
estos Tribunales. 

A las órdenes inmediatas del Tribunal , que puede 
llamarse central, de la Administración, hay un Secreta- 
rio mayor, diez Secretarios de Sala y el número de su- 
balternos determinado por el Presidente del Consejo de 
Ministros, á propuesta del mismo Tribunal. El Secre- 
tario mayor tiene el sueldo de 10.000 pesetas anuales; 
los dos Secretarios de Sala primeros, el de 7.500; los 
dos segundos, el de 6.000; los dos terceros el de 5.000, 
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y los cuatro cuartos el de 4.000. 

Los Secretarios forman Cuerpo independiente de los 
demás funcionarios del Consejo de Estado, de escala ce- 
rrada, en el que se asciende por rigorosa antigüedad. 
Son nombrados por el Presidente del Consejo de Minis- 
y no pueden ser separados sino en virtud de ex- 
en el cual son oídos, y á propuesta del Tri- 



bunal. 

Sólo se entra en el Cuerpo de Secretarios por las u 
timas plazas, previa oposición, exigiéndose para tomar 


parle en ella, ser mayor de edad y Letrado. Sin em- 
bargo. cuando hay Oficiales del Consejo de Estado que 
lo sean por oposición ó examen, pueden ser nombrados 
Secretarios, á propuesta del Tribunal de lo contencioso- 
administrativo. 

El Tribunal de oposiciones para Secretarios es for- 
mado por Consejeros de Estado, entre los cuales lia de 
haber por lo menos dos Ministros de dicho Tribunal. 
Entretanto que otra cosa no se disponga, las oposicio- 
nes deben verificarse como previenen los Reglamentos 
del Consejo de Estado ! . 

Los Secretarios, Oficiales do Sala y demás depen- 
dientes de las Audiencias respectivas, lo son también 
de los Tribunales provinciales de lo contencioso -admi- 
nistrativo. 

Además de estas disposiciones de la ley, determina 

ésta en las transitorias, Jo siguiente : que el Mayor y 

los Oficiales del Consejo de Estado que pertenezcan en 

la actualidad (al publicarse la ley) á la Sección de lo 

contencioso , continúen sus servicios como Secretario 
■ ^ 

mayor y Secretarios de Sala del nuevo Tribunal, ocu- 
pando las plazas de sueldo inmediatamente superior al 
que disfruten, si lian pertenecido por más de dos años 
á la expresada Sección; que las demás plazas (pie resul- 
taren sin proveer se cubran mediante concurso, entre 
los Oficiales del Consejo de Estado, de sueldo inmedia- 
tamente inferior ; formándose las propuestas por el Tri- 
bunal, de acuerdo con el Presidente del Consejo de Es- 
tado, y elevándolas para su resolución al del Consejo 
de Ministros; y que se organice un nuevo servicio de 


1 Véase la Sección 4.“ del capítulo XT del Reglamento interior del 
Consejo de Estado de 20 de Noviembre de 1878, que derogó el de 23 
de Mayo de 1858 y modificó el aprobado por Real Decreto de 30 de 
.! unió de ltíCl. 


las Secciónes del Consejo de Estado . suprimiéndose los 
plazas de los Oficiales que pasen al Tribunal. 

No me propongo ni censurar, ni comentar siquiera 
los preceptos de la ley que se refieren al personal auxi- 
liar y subalterno. Hubiera yo querido < | ue , así como en 
los Tribunales provinciales, hubiera en el cení ral Ofi- 
ciales de bala, que lo hubieran podido ser los ujieres, 
con este ó el otro nombre; pero se me objetó que 1 insta 
con estos y tal vez con los que hay, sin aumentar su 
número, para hacer las notificaciones y demás diligen- 
cias que deben ser practicadas fuera del Tribunal ; pues- 
to < | ue en éste serán evacuadas la mayoría de ellas por 
los Secretarios; toda vez que se admiten Procuradores, 
los cuales acudirán diariamente á los estrados y oficinas 
de aquél. 

Si he de ser ingenuo, la razón que se me expuso no me 
convenció ; ya porque soy refractario á la introducción 
de los Procuradores en los negocios con ten ció s o - ad raí - 
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nistrati vos , debida á una tendencia para mí demasiado 
judicial y opuesta á la sencillez y economía que debe 
ser nota característica de estos procedimientos; ya por 
parecerme que no os acaso cxigible. y cu la práctica es- 
toy seguro de que no será un hecho, la asistencia diaria 
de los mandatarios de las partes, que mientras lo son 
sus propios Letrados, evidentemente no se les pide, y 
por eso las notificaciones, citaciones, emplazamientos, 
etcétera, se verifican yendo los ujieres á su domicilio; 
con lo cual se evitan, por lo común, dilaciones perni- 
ciosas y aun perjuicios de mucha trascendencia. Pero, 
en fin. la doma Comisión del Sonado que examino mi 
enmienda, no tuvo a bien admitirla ; y ya lie dicho cual 
fue mi plan, en bien de la expedita marcha de la discu- 
sión, que por modo alguno había yo de entorpecer, cuan- 
do todos deseábamos la pronta formación de la ley, que 
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ha de acabar con el mal, sentido generalmente, de la 
paralización de los asuntos en la Sección de lo conten 
rioso, inevitable á pesar de los esfuerzos extraordinarios 
v plausibles efectuados por la Fiscalía y aun por la pro- 
pia Sección; mediante que dimanaba de la falta de per- 
sonal, el que á todas luces era insuficiente para el in- 
menso cúmulo de demandas y pleitos que habían llegad) S¡ 
á un número altísimo por la extensión, cada día cíe- 

_ m 

cíente en una proporción alarmante, de la competencia 


El Tribunal de lo contencioso-aclministrativo en el Consejo 

ele Estado. 


CAPÍTULO PRIMERO 


PUNTO DE VISTA FILOSÓFICO 


Consignadas quedan en otro lugar las discretas y 
oportunas razones en (pie la distinguida Comisión del 
Senado fundaba el prudente enlace del nuevo Tribunal, 
con el alto Cuerpo consultivo de la Administración, do 
tradiciones tan gloriosas. No todos, sin embargo, aprue- 
ban esta solución del problema planteado en el terreno 
científico por los adeptos á los sistemas concernientes á 
la jurisdicción contencioso- administrativa ; y si pocos a 
cara descubierta defienden el jucl'iczctl , y apenas hay 
quien después de la transacción efectuada, patrocine el 
administrativo , no son escasos ni de liviano peso los 
votos de que debiera ser un tribunal- especial, nuxto, 
dicen, de judicial y administrativo; el cual estuviese 
formando parte, como Sala cuarta ó con mayor indepen- 
dencia, del Tribunal Supremo de Justicia. 

Por mi parte, no veo motivo para dejar de confor- 
marme con lo hecho en la ley relativa al ejercicio de la 

jurisdicción contencioso-ndiiiinistiutrvu, m pala mirar 

con desagrado que, en frase de la Comisión senatorial, 


no haya sido arrancada de cuajo del Consejo, en que 
por tanto tiempo ha vivido. Y deseoso deque esta obra 
pueda contribuir á ilustrar en este punto interesantísimo 
la opinión pública, consagro el presente capitulo á tra- 
tarle desde un punto de vista doctrinal y mayormente 
bajo su aspecto Mstóiico -filosófico. 

Uno de los oradores más conspicuos del Senado, y 
sin disputa, de los más trabajadores, el cual se distingue, 
tanto por su incansable laboriosidad como por su gene- 
ral ilustración y la profundidad de sus conocimien- 
tos 1 decía, impugnando el proyecto que, por modo 
transactorio, presentó la Comisión: «Los primeros que 
negaron la legitimidad de lo contencioso-administra- 
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tivo, su carácter científico, fueron los partidarios de las 
ideas republicanas en Francia desde antes de la revolu- 
ción de 1830; y lo hicieron en mi concepto (y de sus 
li.se ursos y escritos fácilmente se deduce) por espíritu 
le imitación, por querer acercarse á la organización 


administrativa y política de la República que ya por 
entonces absorbíala atención del mundo entero, quiero 
decir, de los Estados Unidos. Pero no tuvieron en cuen- 
ta, en mi sentir, que justamente la organización del 
Estado en aquel país, era la verdadera causa determi- 
nante de que allí no existiese, por lo menos en forma 
concreta y con organismos propios, lo contencioso- ad- 
ministrativo. Allí , como todos los Sres. Senadores sa- 
ben, la justicia tiene una organización tal que la Corte 
Suprema, no solamente resuelve en definitiva y sobera- 
namente enjtodas las cuestiones propiamente jurídicas, 
sino al mismo tiempo en las cuestiones constitucionales; 
porque aquel alto Tribunal se halla revestido de La fa- 
cultad de declarar si son ó no conformes con la Consti- 
tución las leyes «pie se votan por aquellas Asambleas. 

J El Jíxtrao. Sr. D. Antonio María Fabié. 
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Y claro está que, partiendo de esta base, allí no puede 
existir el conflicto que en otras partes existe, entre los 
diferentes Poderes del Estado; porque, en realidad, 
puede decirse que allí el punto culminante, la síntesis 
déla vida política, administrativa y jurídica del país 
so encuentra representada por la Corte Suprema de 
Justicia; mientras esta organización, que ahora no es 
ocasión de juzgar, no ha tenido imitadores, no i ¡ene se- 
mejante, en ningún país, principalmente de Europa, poi- 
que en América sí se han constituido diferentes repú- 
blicas, aun de nuestra raza, que se han propuesto como 
modelo la organización de los Estados 0 nidos.» 

«Partiendo de la organización de los Estados europeos, 
que por mas que se quiera, no es dable variar de una 
manera fundamental é inmediata, porque ni aun las 
revoluciones más profundas lian sido eficaces para ha- 
cerlo, ¿sería, en efecto, conveniente, sería, como ahora 
con tanta frecuencia se dice, verdaderamente liberal, la 
abolición, la negación de lo contencioso-administra! i v o? 
Este es un punto que, en mi concepto, merece algunas 
palabras; porque es de completa evidencia que la ne- 
gación de lo conteneioso-administrativo, destruirlo don- 
de existe, no crearlo donde no huya llegado á tener una 
existencia real y concreta, es contrario á las garantías 
de los individuos, es contrario á su derecho, es un paso 

hacia el absolutismo del Poder.» 

«V tan cierto es esto, señores, que se ve de una ma- 
nera constante, como si se siguiera verdaderamente una 
ley, que lo conten cioso-administritivo se ha ido estable- 
áis distintos Estados de Euro- 


cieiido gradualmente en 
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pa, al mismo paso, al mismo compás, con ‘pie han pre- 
valecido en estos Estados las formas políticas, modernas 
y principalmente las formas monárquico-constitucio- 
nales.» 


«Tenían antes los enemigas de lo contencioso como 
argumento de hecho lo que pasaba en los distintos Es- 
tados de Alemania, lo que pasaba en otros Estados del 
Norte. Pero no tomaban en cuenta que allí no existía 
lo conten cioso-administrátivo, puramente porque la 
Potestad Real, porque el Estado, personificado en el 
Monarca, poseía tal suma de poderes, que hacían impo- 
sible, que hacían que se considerara de una manera ver- 
daderamente antipática el establecimiento de esta j uris- 
dicción.» 

«Es verdad que en algunas naciones que: no pertene- 
cen á los grupos que antes he indicado, habiendo exis- 
tido, ha dejado después de existir lo contencioso-adm i- 
ilustrativo, singularmente en Bélgica f en Italia. En 
Bélgica no se puede decir con exactitud que haya des- 
aparecido esta jurisdicción, lo que ha sucedido es, y 
esto lo saben los Sres. Senadores, que se ha fraccionado 
y que las atribuciones que están concentradas en otras 
naciones en corporaciones ó Tribunales determinados, 
se ejercen por distintas, por diferentes corporaciones. Y 
en Italia lo que ha ocurrido es una prueba elocuente de 
que, en efecto, lejos de ser un paso en el camino de las 
libertades publicas la abolición de lo contencioso-adm i - 
nistrativo, es un verdadero retroceso. Así lo han reco- 
nocido los hombres de Estado más ilustres de aquel 
país, y poco antes de morir el Sr. Depretis presentó ya 
un proyecto restableciendo lo contencioso -administrati- 
vo, justamente en el Consejo de Estado de aquel país.» 

«Y no puede ser de otra manera. En la mayor parte 
de los casos, en la mayor parte de los asuntos en que, 
en los países en donde existe, entiende la jurisdicción 
contencioso-adm inistrativa , lo que ocurre cuando ésta 
deja de existir, es que los particulares no tienen á quien 
recurrir en demanda ele la reintegración de sus dere- 
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chos lesionados; que la Administración, por consiguien- 
te, no ya- en sus actos de gobierno en que indudable- 
mente no tiene más sanción que la responsabilidad ante 
las Cortes, sino en sus actos de gestión, en la mayor 
parte de sus actos, tampoco tiene ninguna autoridad 
sobre si más que la de las mismas Cortes, y por lo tan- 
to, los intereses individuales, los derechos particulares 

quedan en el más completo abandono. Téngase esto 
muy presente.» 

«Yo creo <¡ue ya en el orden de la ciencia y entre los 
señores Senadores y Diputados no habrá nadie que de- 
fienda como un progreso, como un paso hacia una orga- 
nización ideal y más perfecta que la presente, la des- 
trucción de lo contencioso-administrativo, la mera exis- 
tencia de loé Tribunales ordinarios para resolver todas 
las cuestiones de derecho; porque los Tribunales ordi- 
narios se declararían incompetentes, como no podrían 
menos, en casi todos los casos en que mediara la Admi- 
nistración, y los particulares se encontrarían sin ningún 
género de defensa ni amparo para sus intereses.» 

Hedía esta apología, tan erudita y brillante, de la 
jurisdicción contencioso-adm inistrativa, el respetable y 
elocuente Senador, antiguo Consejero de listado en la 
Sección de lo contencioso, se ocupa de lo que dice que 
no sabe si llamar entidad jurídica, y expone que. le pa- 
rece impropio de una ley determinar la naturaleza ó 
índole de lo contencioso y fijar sus caracteres y condi- 
ciones: pues quisiera que, á semejanza de lo que se hace 
en el De r echo civil, en el penal y cu tudas las esferas 
del Derecho que ha sido codificado, en que no se define 
la materia propia y peculiar de cada Código, se diese 
por supuesta la existencia de la materia contencioso - 
administrativa, como se da la de todos los hechos so- 
ciales y jurídicos que constituyen el conjunto déla vida 
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de las naciones; en apoyo de cuya opinión cita lo que 
ocurrió en las Constituyentes francesas de 1848, cuan- 
do so discutió este asunto, ron oran oidor por cierto, y 

un insigne Jurisconsulto, Mr. Dufour, preguntó : «¿Qué 

p 

es lo coatcnoioso-admimstrutivo ' A lo cual Mr. Odilon 
Barrot le contestó: «Eso no puede ni debe definirse.» 
Y aun invoca el dato de que los más distinguidos tra- 
tadistas franceses, como Mr. Vicien y Mr. La fe raer, 
último que sobre este punto ba escrito, dicen que , real- 
mente no puede ni debe definirse lo contencioso -admi- 
nistrativo con carácter de precepto legal. He aquí justa- 
mente lo que acabamos de hacer en España; mediante 
que la delimitación de la materia contenciosa, para co- 
nocer hasta dónde esta jurisdicción alcanza, no es, en 
realidad, una definición, y no cabía dejar de efectuar lo 
que se ha verificado en la ley, por cuanto una de las 
causas dé lo muy sobrecargada de asuntos que estaba 
la Sección del Consejo, era que se habían llevado á la 
enunciada jurisdicción muchos que á ella no per teñe- 
cen, y ha sido necesario excluirlos de la competencia de 
los nuevos tribunales contencioso -admi ni strativoe* 


CAPÍTULO II 


ASPE C T 0 H I S T Ó R IC < 1 

Dejando aparte, por ahora, otras observaciones con- 
tenidas en el importante discurso á que me refiero, con- 
cernientes á los asuntos que deben ser de la competencia 
de esta jurisdicción, de cuyo punto me propongo tratar 
especialmente- más adelante, voy 4 lo que conceptúa 
propio del objeto concreto y definido de este capítulo. 
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ó. sea, la constitución del Tribunal contencioso-adml- 
nisti citi\ o 011 el Ce > nsej o el e Es tu el o. 

Había manifestado el digno Senador á quien aludo 
antes de lo que, por estimarlo conveniente á mi fin, y 
en merecida honra suya, he citado á la letra, que no 
esta de más traer á la memoria algunos recuerdos y 
antecedentes 4e lo que ha sido lo eontencioso-admi- 
nistrativo, así en España como en el extranjero; por- 
que para muchas personas, es esta una creación mo- 
derna; y si bien pudiera, en gran parte, ser Sostenida 

esta opinión, es imposible defenderla de una manera 
absoluta. 

Hace constar, que así en las Jamás naciones como en 
España, lo que constituye hoy la materia conteneiosn- 
admmistrativM, con pocas variantes y sin duda con me- 
nos extensión, existía ya desde época lejana: pero de 
resultas de la confusión de los Poderes, esta materia no 
estaba determinada y limitada, y no hay más que exa- 
minar nuestras compilaciones legales, y particularmente 
la última que sigue vigente todavía, ó sea, la ÍYodW//w 
Ilecopilátpión, para persuadirse de esto. 

Como saben los que de ello se ocupan, en la Norísinm 
Rrcopihmón se encuentran, así las leyes de carácter 
puramente jurídico que regulan las relaciones de los 
particulares entre sí, como los que se refieren á la or- 
ganización de los Poderes públicos y determinan las 

O J 

condiciones de Ja Administración, tal como entonces 
existía; cuya confusión era la resultante de las ideas que 
dominaban en aquel tiempo, y «%COmo consecuencia, 
la de los mismos poderes; con la singularidad. de que 
las autoridades y corporaciones que tenían, como pre- 
dominante, el carácter judicial , desempeñaban funcio- 
nes adm i nistrativas. 

ocurría en los Meóles Acuwdos, los cuales en- 


tendían en la mayor y más importante parte de las 
cuestiones de índole administrativa; como se notaba 
igual fenómeno en el Consejo de Castilla que, al piopio 
tiempo, conocía de lo judicial y administrativo, ya en 
forma de consulta y ya en la do resolución. 

Más adelanto, las doctrinas de los pensadores y los 
filósofos, como el Sr. Fabié manifiesta, llegaron á su 
realización, y prevalecieron principalmente en Francia; 
en donde se llevó á la práctica, en cuanto era posible, la 
división de los .Poderes, sostenida especialmente poi 
Montesrpiieu; de la cual resultaba un inconveniente 
gravísimo, á saber, la delimitación de las atribuciones, 
por no decir de la jurisdicción peculiar de cada uno de 
aquéllos ; y tratándose de relaciones jurídicas , se vio muy 
luego el peligro de que los Tribunales invadieran y lle- 
garan i impedir y aun anular, el movimiento del Poder 
administrativo, ó mejor, del ejecutivo en su función 
administrativ a; para evitar lo cual, se adoptó en Fran- 
ela en 1801 la primera disposición que puede citarse, y 
us como punto de partida de la institución de lo con- 
tencioso- administrativo ; determinando , en absoluto, 
que los Tribunales de justicia se abstuviesen de interve- 
nir en aquellas materias de que, por cualquier concepto 
y titulo, hubiese ya entendido la Administración. Poco 
después de esto, y prevaleciendo los principios (pie in- 
formaron lo (pie el docto académico llama la política 
imperial , se creó el Consejo de Estado , y se le atribu - 
yeron, entre otras facultades , la de dar solución! las 
contiendas (pie se pudieran promover entre los par- 
ticulares y la Administración pública, cuando así se 
ordenase por las leyes, y también la de resolver los 
conflictos de jurisdicción suscitados entre las autorida- 
des judiciales y administrativas. Punto es este ríltinio, 
en el que yo me inclino á creer <jue sería conveniente y 
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acertado ampliar las atribuciones dadas al Tribunal que 
acaba de establecerse. 

Hasta la revolución de 1830, continuaron en el mis- 
mo estado en Francia las cosas referentes á la jurisdic- 
ción conten cioso-admiaistrativa; pero triunfante aqué- 
lla, empezóse á discutir la cuestión, no sólo de lo más 
propiamente contencioso, sino también dolos conflictos 
jurisdiccionales; y después de alguna disposición dicta- 
da en el período de 1830 á 1848, y con posterioridad á 
esta otra fundamental y trasc endentadísima revolución, 
se plantearon las indicadas controversias acerca de lo 
eo ntene ioso-adminis trati vo y de las competencias de 
atribuciones, con mayor amplitud, con carácter más 
científico y con tendencias más radicales. 

En España liemos seguido con excesiva fidelidad á 
Francia, en todo lo relativo á la Administración públi- 
ca. Se creó el Consejo Real en 1845; mas nótese que, lo 
propio que en el país vecino antes de 1848, si se le so- 
metieron, lo mismo las cuestiones entre la Administra- 
ción y los particulares, (pie los conflictos de atribucio- 
nes de la autoridad administrativa y la judicial, sólo 
tenía como un voto consultivo en el derecho de pro- 
puesta, no de resolución o fallo; porque la potestad 
para decidir en los enunciados asuntos correspondía ex- 
clusivamente al Rey, con sus Ministros responsables, á. 
he aquí el principio que no podía por menos de ser y 
íué impugnado en Francia después de 1848; planteán- 
dose ya la cuestión entre la jurisdicción delegada., á la 
cual se propendía, y la retenida, dominante hasta en- 
tonces; como entre nosotros lo ha seguido siendo, con 
una ligera interrupción, hasta la formación de la ley 
([lie acaba de publicarse. 

Según queda dicho, España, en todos los períodos 
de su historia política moderna , ha sufrido la influencia 


de Branda más de lo necesario y á veces no con muy 
l.nen criterio. Así, pues, cuando triunfo nuestra revo- 
lución de 1854, surgió la tesis de que lo content- 
ad m ilustrativo debía estar fuera del .onsejo, y uc 
llevado al Tribunal Supremo de Justicia, erigiéndose 

i i-l -l trií 1 . 


como uno especial en la Sala cuarta del mismo Por vir- 
tud de los sucesos de 1856, se restableció el Consejo 
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.Real, con todos ios atributos que desde 18 4 o 
tenido; y cuatro años después, un estadista insigne, 
autoridad excepcional en la materia, por cuanto llegó á 
ser dignísimo Secretario y Fiscal del Consejo y fue es- 
critor de Administración, tan perspicuo cuanto profun- 
do, el Sr. Posada Herrera, comprendió que no bastaba 
con ei restablecí miento del indicado Consejo Real, sino 
que convenía en sumo grado aumentar la importancia, 
significación y prestigio del repetido alto Cuerpo; de 
CU yo pensamiento patriótico nació la reforma de 1860, 
en la cual se conservó al nuevo Consejo de Estado el 
derecho de conocer en lo contencioso-administrativo 
con jurisdicción retenida, y el de entender juntamente 
en. las competencias ó conflictos de atribuciones. 

Siguieron así las cosas hasta la gran revolución polí- 
tica de 1868, en que el Consejo estuvo á punto de pe- 
recer ahogado entre las olas de las pasiones irritadas; 
costando un trabajo inmenso al Sr. Posada Herrera, y 
al no menos ilustre repúblico Sr. Ríos Rosas, su salva- 
ción y el darle alguna base constitucional en la ley 
fundamental de 186!); cuyos artículos 94, 95 v 98 su- 
ponen la existencia de aquél; por cuanto el primero 
de ellos exige la propuesta del Consejo de Estado para 
el nombramiento de los Magistrados y Jueces; el se- 
gundo, para la separación de los mismos, cuándo no 
media sentencia ejecutoria, requiere un Real Decreto 
acordado en l 'onsejo de Ministros, previa consulta del 
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de Estado, y el tercero dice que los ascensos en la 
carrera judicial se otorgarán también á virtud de con- 
sulia del propio Consejo, La misma Constitución do 1869 
señalaba, entre las calidades para ser elegido Senador, 
la de ser ó haber sido Presidente del Consej o de Estado 
ó individuo de este alto Cuerpo. 

La ley fundamental vigente fie 1876, al tratar de 
los Senadores por derecho propio, cita el primero al 
Presidente del Consejo de Estado; y en seguida, al es- 
tablecer las calidades necesarias para serlo por nombra- 
miento del Rey ó por elección, menciona á los Conseje- 
ros de Estado y al Fiscal de este Cuerpo; antes siempre 
que á los Ministros y Fiscal del Tribunal Supremo de 
justicia '. 

Pero en la reforma consiguiente á la revolución de 

O 

1868, se llevó lo contencioso -ai Iministrati v< > con juris- 
dicción delegada á los Tribunales ordinarios; es decir, á 
las Audiencias en primer grado y al Tribunal Supremo, 
en su Sala cuarta, por apelación unas veces y en única 
instancia otras. Después de la restauración de 1875, 
volvieron las cosas al ser que tenían antes de 1868; res- 
tituyéndose al Consejo de Estado todas sus facultades, 
con leves modificaciones, que no fueron sustancia- 
les, sino de mero accidente y puramente de organi- 
zación. 

Ahora se ha hecho la ley cuya teoría es el asunto de 
esta obra, y su característica consiste en ser una dis- 

* y * 

creta v patriótica traii^acciüii doctrinal entre los pai ti- 
danos* de los principios (.pie pivvalc-imon cu I 8 15, y 
las tendencias que se iniciaron en España en 1854 y 
dominaron, aunque por poco tiempo, en 1368.. 

Pues bien: una de las soluciones transaetonas de la 


1 Artículos 21 y 22. 
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i ( -m ¡ate en los enlaces de los Ir ib un ales 
novísima ley, coniste cu 

eontencioso-administrativ os y a>- . 

ministrad,» central y provincial, > nía. e, pan 

2 Consejo Jo Estado, los cuales voy a señalar en se- 


O' 

5 


a* 


Vínculos de los Tribunales de lo contencioso-administri- 
™ " S0jO de Estalio y ta» Diputaciones provin- 


capitulo i 'ií diero 


ENLACES DEL TRIBUNAL CENTRAL CON EL CONSEJO DE ESTADO 

II primer enlace de los establecidos por la ley, está 
en su art. 8.°, el cual dice que el Tribunal de lo con- 
ténci oso-administrativo, entiéndese el central, formará 
parte del Consejo. En su consecuencia, el art. 9.° deter- 
mina que el Presidente y los demás Ministros de aquél 
coneuiTirém, con voz y voto, á las deliberaciones del 
Consejo de Estado ; ya cuando se trate de competencias 
entre la Administración activa y las autoridades judi- 
ciales; va cuando se hable de reglamentos 6 iüstriiccio- 

'■ o 

nos generales para la aplicación de las leyes, ó sobre 
cualquier asunto que produzca decisiones contra Jas 
cuales no proceda el recurso contencioso -a( Iministrati- 
vo; si bien fuera del caso de haberse de resolver con- 
flictos jurisdiccionales ó de a trihue iones, en el cual es 
necesaria la asistencia del Tribunal, se deja al prudente 
arbitrio del Gobierno disponer ó no que concurra. 

Es también otro vínculo que une ai Tribunal con el 
Consejo, la sustitución del Presidente de éste por el de 


aquél, cu los casos de ausencia, impos 



dad o vaca 
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Y se íinM.-i proyectado, mas no ha resultado al fin en 
h i e y qne no sólo el Presidente del Tribunal, amo el 
Yi.ri, residente del mismo, formarán parte de la (Jomt- 
é&a permanente del Consejo 1 : atribución que .rauca me 
pareció muy aceptable, por lo respectivo al V ice, y al, ora 
entiendo que si bien debe tenerla él Presidente de 
Tribunal, del propio modo que los de las Secciones del 
Consejo, tal vez se impugne ó ponga en estudio, poí- 
no aparecer expresada en la ley de un modo claro y 
terminante. Conste que, i mi juicio, el espíritu de 
aquélla es no restar facultades y prestigio al Iribunal 
se- acaba de cniisrii uir: como sucedería. ron toda 
evidencia, si su Presidente fuera menos en algo que los 
de las Secciones, á una de las cuales ha venido á reem- 
plazar el nuevo organismo, con derechos majoies de 
los que la de lo contencioso tema. De esperar es que, 
s i surge la dificultad, sea resuelta en este sentido; bien 
por el Gobierno, declarando el de la le} r en un Regla- 
mento orgánico ó en una disposición de otra clase , ó 
bien por la jurisprudencia del Consejo, el cual no ha de 
indinarse, de manera alguna, á mostrar malquerencia 
al Tribunal naciente, y antes bien ha de propender, 
como es propio de su sabiduría y prudencia, á estrechar 
los vínculos que le ligan con él y han de ser para los 
dos, y acaso más para el Consejo que para el Tribunal 
útiles y fructuosos. 

1 Reglamento interior del Consejo de listado : artículos 39 y 4u; 
según los cuales, el Presidente del Consejo y los de las Secciones I or- 
inan una Comisión permanente para proponer dictamen al pleno; i-* 
sobre los nombramientos de Consejeros; 2.° sobre lo relativo al cutn- 
plin liento de la ley orgánica y Reglamento interior del Consejo, y ■' 
las modificaciones «jue este último requiera ; 3.° sobre los estados de 
negocios y las observaciones que deben elevarse al Gobierno el l.° á® 
Marzo de cada ano; 4." y en general, sobre todo lo que se refiera á la 
organización y personal del Consejo. El Presidente de éste y los de 
Secciones forman el Consejo de disciplina. 
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Enlaces son, asimismo, creados por la ley, el del ar- 
i u-ulo 30, <jue determina la formación deí Tribunal de 
oposiciones ptiiii Secretarios de Síila^ por tousr ¡ itos dé 
Estado, aunque dos, al menos, han de ser Minist ros del 
1 1 ibunal de lo contencioso ; y el de la segunda regla d 
las transitorias, que dice así: «Para hacer compatible 1 
dispuesto en esta ley, con el personal de Consejeros que 
establece el art. 2.° de la orgánica del Consejo', de 7 de 
Agosto de 1860, sin aumento de personal, el Gobierno 
refundirá las Secciones de dicho Consejo en la forma 
que estimo más conveniente.» No hay que olvidar que, 
según el art, 12 de la ley sobre el ejercicio de la juris- 
dicción contencioso-adniinistrativa, el Vicepresidente 
del Tribunal central ha de sor elegido de entre los Con- 
sejeros de Estado ó Magistrados del Tribunal Supremo, 
que cuenten más de dos años de antigüedad en sus car- 
gos respectivos; y los demás Ministros han de estar 
comprendidos en alguna de las categorías determinadas 
para ser nombrado Consejero de Estado; si bien podrá 
el Gobierno proveer tres de las nueve plazas de Minis- 
tros del indicado Tribunal central, separadas las de 
Presidente y Yice, en personas que reúnan las .mismas 
condiciones que exige la ley orgánica del Poder judi- 
cial, para Magistrado del Supremo de Justicia. 

Las últimas lazadas que la ley ha echado para unir, 
aunque solo sea pasajeramente, al Tribunal de lo eou- 
tencioso-administrativo con el Consejo de Estado, sin 
quebrantar la independencia de aquél , ni dar á éste 
verdaderas atribuciones para resolver en los asuntos de 
dicha clase, son: 1. a la tercera disposición transitoria; 
en la cual, después de reconocerse aptitud para desem- 
peñar cargos del Ministerio Fiscal, ante el nuevo Iri- 
bunal, á los quesean ó hayan sido Tenientes fiscales 
del Consejo, y respetar á los actuales su derecho de 


ocupar los primeros lugares por el orden de su antigüe- 
dad, se dice: que las plazas restantes se proveerán por 
concurso entre los declarados con aptitud poi el art. 21 
de la ley, ¡i propuesta en terna, no del liibunal, sino 
del Consejo de Estado; 2. a la disposición cuarta, que 
para cubrir las Secretarías de Sala que resulten vacan- 
tes, mediante concurso, entre los Oficiales del Consejo, 
de sueldo inmediatamente inferior, exige que se foimcn 
las propuestas por el Tribunal, de acuerdo con el Pre- 
sidente del referido Consejo de Estado. Disposiciones 
las dos. tercera v cuarta transitorias, que patentizan 
cómo el pensamiento no lia sido liacer uu organismo de 
todo punto extraño al que existía, sino enlazado con 
este en todo aquello que no se opone á la completa in- 
dependencia del Tribunal. 


CAPÍTULO lí 


INTERVENCIÓN DE LAS DIPUTACIONES 14 X LOS TRIBUNALES 

PROVINCIALES 

En cuanto á los enlaces de los Tribunales provin- 
ciales con las Diputaciones, aun es unís pereeptibl. 
la unión de éstas con las Audiencias territoriales y de 
lo criminal , que se lian tomado como principal base 
para establecer en las provincias el organismo judieiario 
de la Administración, y en mi concepto, se fia ido más 
allá de lo que convenía y de lo que una prudente cir- 
cunspecció n aconsej aba. 

Lo mandado por la ley es, que constituyan los Tri- 
bunales provinciales los Presidentes de las Audiencias 
territoriales ó de lo criminal , con dos Magistrados, do 

' i ^ 

la Sala de lo civil en aquéllas y de los de su dotación en 
las demás. Entrarán también á formar parte de estos 
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Tribunales dos Diputados de la provincia respectiva* 
que sean Letrados, y en defecto de éstos, ya Magistra- 
dos y Jueces cesantes y sus asimilados del Ministerio 
Fiscal, ya Catedráticos de la Facultad de Derecho ó del 
Instituto ó de Escuela de Comercio, los cual es ten van 


a< 
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a condición, y ya, por ú] limo. Abogados quesean 
ó bayan sido Decanos de Colegio ó lleven diez años de 
ejercicio de la profesión. Pero estos Jueces adjuntos á 
la Sala de la Audiencia, que será el Tribunal provincial 
de lo contencioso administrativo, sólo concurrirán á la 
resolución de incidentes sobre excepciones dilatorias y 
al fallo definitivo de los pleitos. 

Resulta de aquí, que no se enlazan verdaderamente 
Ins elementos judicial y administrativo por modo de 
agregación del primero al segundo, como en el Tribu- 
nal central, que forma parte del Consejo de Estado, 
sino á la inversa; los Diputados provinciales ó los (pie 
entran en defecto suyo, se adjuntan, así como unos 
esúalnuos, pero no se incorporan por entero, á la 8a la 
de la Audiencia; en la cual se encuentran siempre en 
triste minoría; predominando, por consiguiente, lo ju- 
dicial en los Tribunales provinciales de la Administra- 
ción: cosa (pie no parece muy conforme con el verda- 
dero espíritu de la ley, que no es realmente de aquel 
carácter como tal vez han podido creer algunos, censu- 
rándola, no sólo por su j udieialismo, si vale la palabra, 
sino también por su sentido un tanto curialesco; según 
v eremos más adelante. 

Importa poco, y ya se yo que se ha hecho bajo la 
presión de las economías, impuestas por nuestro estado 
financiero ; mas de cualquier modo viene a confirmar lo 
« | no. diciendo estoy, que los Secretarios, Oficiales de 
Sala y demás dependientes de las Audiencias respectó- 
vis. ’l o si •; i ! i i; o cimente de los Tribunales provinciales 


coiitencioso-admmistrativos. Ni he de señalar la incon- 
secuencia que hay en admitir este enterro, mejor o peor, 
para organizar el personal subalterno en los mismos 
Tribunales locales, y haber seguido otro muy distinto 
con respecto al central: oportunamente dije que no es- 
cribo una obra de crítica; ni siquiera de comentario de 
la ley; pues me limito á la exposición exegetica de la 
teoría de Jos procedimientos contencioso- administrati- 
vos, contenida en ella; con todos aquellos desenvolvi- 
mientos lógicos y racionales que tan importante mate- 
ria pide, por su imponderables gravedad y trascendencia; 
por su generalidad, supuesto que comprende toda la 
vida social de España, y aun por su novedad, mediante 
que viene á ser tratada por mí, el primero en el tiempo, 
si el último seguramente en otras relaciones, de una 

manera sustantiva y fundamental. 

La defectuosa organización de los Tribunales provin- 
ciales de lo contencioso-administrativo, disculpable, no 

solamente por la necesidad de hacerla muy económica, 
sino por ser tan parva materia., como dijo la C omisión 
del Senado, la que se le confia, supuesto el escasísimo 
número de los asuntos en que aquéllos van ;í conocer, 
es un motivo más, que puede sumarse á las razones que 
dejo consignadas en lugar oportuno, en apoyo de la ins- 
tancia única; de la cual soy partidario franco y sincero, 
con profundas y arraigadas convicciones. 
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Competencia 

de los Tribunales oontenciosd-administrativos. 


CAPITULO PRIMERO 


IDEAS GENERALES ACERCA DE ESTA CUESTIÓN 

Hemos visto, en otro lugar, lo difícil. y tal vez impo- 
sible, que es definir lo contencioso-administrativo. Esto 
depende, más aun que de otra cosa, de que no se lian 
fijado todavía los conceptas ni los caracteres que le 
deben distinguir, ni mucho menos los asuntos que caen 
bajo esta jurisdicción. 

Se ha creído que se da una idea clara, desde el punto 
de vista práctico, de la materia que forma el cou tenido 
de las controversias suscitadas á consecuencia do las re- 
soluciones administrativas, con exigir los requisitos, que 
ya conocemos, para que se pueda interponer el recurso 
contencioso, de estar apurada la vía gubernalh a : de que 
aquéllas emanen de la Administración en el ejeicicio de 
sus facultades regladas, y de que vulneren derechos 
establecidos anteriormente en favor de los demandan- 
tes, por una ley, un reglamento u otro precepto adini 
nistrativo. Y también es bueno recordar que, además 
de la revisión, en forma de juicio, de las enunciadas de- 
cisiones gubernativas, están atribuidos a esta jiuisdio 
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rión los asuntos referentes á contratos administrativos 
re labrados para obras y servicios públicos de toda clase, 
y en general aquellas cuestiones respecto de las cua- 
les dicho recurso haya sido especialmente otorgado por 
una lev ó un reglamento u otro precepto análogo, no 
hallándose comprendidas en los seis casos de excepción 
cuyo conocimiento no corresponde a los 1 iibunal.es de lo 
contencioso -administrativo, que señala el artículo 4.° de 

la ley. ... ... •• 

Poro es fuerza convenir en que la deteiniiiiacion do 

la materia contenciosa, sm duda por habeise conceptua- 
do imposible comprenderla en bases ó principios gene- 
rales, viene hecha de un modo casuístico, y con bastan- 
te variedad; por cuya causa, necesario es examinar este 
punto de una manera histórica, y por medio de análisis 
que muy difícilmente dejan margen para la formación 

ele síntesis teóricas y comprensivas. 

La verdad es. que se propende generalmente á sepa- 
ran' do 3a Administración , llevándolas á los Tribunales 
del fuero cmnún. muchas contiendas que se derivan de 
títulos ó causas de derecho civil; y por eso es la insis- 
tencia con que se reclama el carácter administrativo en 
los que sean vulnerados por las resoluciones gubernati- 
vos, ó por los contratos hechos ó los actos efectuados 
por el Gobierno y sus autoridades; y se acentúa más y 
más esta exigencia, pidiéndose que el tal derecho lesio- 
nado se encuentre establecido con anterioridad en favor 
del demandante, ú otros que se hallen en el mismo caso 
que él; por una ley, un reglamento u otro precepto ad- 
ministrativo. 

Así es como, sin conseguirlo en realidad, se procura 
delimitar el contenido de la contención, á la cual dan 

7 

origen los acuerdos, contratos ó actos administrativos: 
queriéndose echar una línea divisoria, tal vez imagina" 


io 


se ; 
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de puro derecho civil,- como si ú cabo, eu el fondo de 

’T T llublera sicm I>™, ó por lo menos en k ma- 
? 011,1 ae tos casos, un punto, bien del derecho personal 

ce. de propiedad <S bien del de obligaciones, ipe no 
dcsimriimlisn )..»• la ciiermstauck de tratar- 
se de sujetos administrativos, puestos en contacto con 
personalidades individuales ó colectivas , morales si se 
quiere, con ocasión de las mismas relaciones jnr 
resultantes en lucha de intereses con la Administración. 

Todavía ofrece otro aspecto interesantísimo: el punto 
doctrinal que venimos estudiando. Puede ocurrir que las 
resoluciones gubernativas, afectando un carácter de ge- 
neralidad (pie las aleje del coucretismo ó la ihditidua- 
1 Lzaeion , indispensables para muchos en el recluso con- 
tencioso, lesionen derechos particulares, establecidos ó 
declarados por una ley; en cuyas circunstancias, era 
teoría comente, deducida de la jurisprudencia del Con- 
sejo de Estado, que no se dalia la vía contencioso -adran- 
nistrativa; porque semejantes disposiciones de sentido 
general, más eran actos de gobierno que de gestión, y 
es máxima constante que no corresponden al conocimien- 
to de los Tribunales de lo contencioso -administrativo, 
las cuestiones que, por la naturaleza de los actos de que 
procedan, ó de la materia sobre que versen, correspon- 
dan ó se refieran á la potestad discrecional. Pero en la 
nueva ley se cambia en absoluto esta doctrina; estable- 
ciéndose, como en el libro primero expuse, que el recur- 
so contencioso -administrativo puede interponerse con- 
tra resoluciones de la Administración que lesionen de- 
echos particulares constituidos o declarados poi una lo) > 
cuando aquéllas han sido adoptadas como consecuencia 
de alguna medida de carácter general, si con ésta se in- 
c la ley de la cual se originaron tales derechos: 


r 


trino; 
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:¡ ; mntía verdaderamente democrática , que defiende, por 
modo amplísimo, los legítimos intereses vulnerados por 
las reformas, que hasta ahora se creía no poder, en caso 
alguno, ser detenidas por líos derechos particulares ; me- 
diante que, con un criterio en el cual se reflejaba el pan- 
teísmo político de las antiguas sociedades, o la razón de 
Estado, aborto del monstruo Salías populi , arrollaban 
cuanto encontraban en su camino, y rompían los diques 
todos que pudieran servirles de represa. 

Ilay más afinidad de la que muchos imaginan entre 
las leyes de expropiación por causa de pública utilidad, 
y este principio de que las disposiciones generales que 
violan los derechos creados á la sombra de una legalidad, 
son reclamables en vía contencioso -administrativa, ora 
con el objeto de llegar hasta su inejecución, si no hay 
grandes y poderosos motivos que impongan la necesidad 
de su inmediato cumplimiento; y ora para que los legí- 
timos intereses lesionados obtengan una total indem- 
nización. 


CAPÍTULO i:i 


ASUNTOS DE QUE CONOCIAN LA SECCION DE LO CONTENCIOSO 

DEL CONSEJO DE ESTADO 

Y LOS TETEU NALES PROVINCIALES DE LA ADMINISTRACIÓN 

Decía la ley orgánica del Consejo de Estado, de 17 

V o + / 

de Agosto de 1870, que constituido este alto Cuerpo en 
Sala de lo contencioso, ya en el pleno, ya en la Sección, 
sería oído, en única instancia, sobre la resolución final 
de los asuntos de la Administración central, cuando pa- 
sasen á ser contenciosos; y señaladamente en las que si- 
guen: 1. a Respecto al cumplimiento, inteligencia, resci- 
sión y efectos de los remates y contratos celebrados por 
el Gobierno, ó por las Direcciones generales délos dife- 


i entes ramos de la Administración civil ú militar del 
Estado, para toda especie de servicios y obras públicas; 
— . Respecto á las reclamaciones a que den lugar las 
resoluciones particulares de los Ministros de la Corona 
en los negocios de la Península y Ultramar: 3.° Respec- 
to á los recursos de reposición, aclaración y revisión de 
las providencias y resoluciones del mismo Consejo *. V 
con ser tan dilatada esta esfera de acción, como que 
comprende los muchísimos casos enunciados en los tres 
números referidos, y la regla genérica de haber de ser 
oído aquél sobre todas las decisiones de la Vdniinistra- 
cióii central, cuando los asuntos pasaren á ser conten- 
ciosos, todavía la citada ley agrega: que también será 
oído el Consejo sobre la resolución final en toda úliima 
instancia de los negocios administrativos, v señalada- 

O ' w 

mente en los recursos de apelación, nulidad ó queja 
contra cualquiera decisión del Gobierno , acerca de los 
derechos de las clases pasivas civiles; contra los fallos 
de los Consejos (luego Comisiones) provinciales, y con- 
tra los del Tribunal de Cuentas del Reino, y de los de 
Ultramar, en los recursos de casación de que tratan las 
leyes especiales ele- estos Cuerpos \ 

Adicionáronse después otros muchos asuntos; como 
los de bienes nacionales, minas, montes y aguas, y so- 
bre todo, los de Hacienda publica; por lo cual, eieo ha- 
ber tenido razón para decir, que los papeles de la Sec- 
ción de lo contencioso llegaron á ser, como las leyes de 
los romanos, car {¡a de wnrhos mmMm, Y fué lo más 
extraño que, mientras así crecían las demandas, los 
pleitos y los recursos, el personal de aquella segura 
siendo tan exiguo que no pasaba del numen.) dé Conse 
jeros con que se la constituyó desde un principio, euan- 

1 Arfe 46. 

5 Art. 47. 
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do los asuntos eran unos cuarenta : * le donde, .sin culpa 
ni responsabilidad de género alguno de sus dignos indi- 
viduos, v menos de la Fiscalía, donde no hay verdadero 

7 m/ 7 mf 

atraso, Regó éste ;í cerca de dos mil negocios, y un ñus- 

O O * 

tre Juriconsulto y respetable Senador 1 pudo decir, con 
tuda exactitud, que tal situación de las cosas implica- 
ba una denegación de la justicia administrativa. 

Las leyes provincial y municipal, y otras particula- 
res, agrandaron aún el extenso círculo déla competen- 
cia de la Sección de lo contencioso del Consejo ; y á la 
vez concedieron mayor amplitud á la de los Tribunales 
inferiores, llama ráseles Consejos provinciales, Salas de 
lo civil de las Audiencias ó Comisiones permanentes de 
las Diputaciones. Así es que, sin embargo de que no 
daba una idea cumplida de aquélla, lo declarado por la 
ley de 2 de Abril de 1845, ésta contiene un imponente 
catálogo de atribuciones de los Consejos de provincia: 
porque les declaraba el derecho de oir y fallar, cuando 
pasasen ;í ser contenciosas, las cuestiones relativas : 
I." Al uso y distribución de los bienes y aprovecha- 
miento provinciales y comunales; 2 . 0 Al repartimiento 
y exacción individual de toda especie de cargas munici- 
pales y provinciales, cuya cobranza no fuere unida á la 
de las contribuciones del Estado; 3.° Al cumplimiento,, 
inteligencia, rescisión y efectos de los contratos v re- 
mates celebrados con la Administración civil central, ó 

/ 

con la provincial y municipal, para toda especie de 
servicios y obras públicas; 4.“ Al resarcimiento de los 
daños y perjuicios ocasionados por la ejecución de éstas; 
5." A la incomodidad ó insalubridad «le las fábricas, es- 
tablecimientos, talleres, máquinas ú oficios, y su remo- 
ción a otros punios; G. ü Al deslinde de los términos co- 
rrespondientes á pueblos y Ayuntamientos, cuando 

El Excmo. Sr. D. Manuel Silvéla. 
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estas cuestiones procedan de una disposición adminis- 
trativa ; 7.“ Al deslinde y amojonamiento de los maníes 
pertenecientes ul Estado, á los pueblos «i á los estable- 
cimientos públicos; reservando las cuestiones sobre la 
propiedad á los Tribunales competentes; 8.° Al curso, 
navegación y flote de los ríos y canales, obras hedías 
en sus cauces y márgenes, y primera distribución «le 
sus aguas para riegos y otros usos. 

Xo heñios concluido. Á estos ocho números 
ticulo 8.° de la citada ley orgánica de los Consejos 
provinciales, seguía el artículo 9.° con esta regla ge- 
neral: «Entenderán, por último, ios Consejos provin- 
ciales en todo lo contencioso de los «.Ufe rentes ramos de 
la Administración civil, para los cuales no establezcan 
las leyes Juzgados especiales; y en todo aquello á que 
en lo sucesivo se extienda la jurisdicción de estas cor- 
poraciones.» Despulís de esto, causa ya fatiga, y sin 
embargo es preciso, recordar lo que hablando de las Co- 
misiones provinciales, dijo la ley de 25 de Octubre de 
1863; la cual, además de atribuirles todas la- faculta- 
des mencionadas, sometió también á su conocimiento los 
asuntos sobre caducidad de las pertenencias de minas, 
escoriales y terrenos; demolición y reparación de edifi- 
eios ruinosos, y al moac-ión y altura de los que se cons- 
truyan de nuevo, cuando la ley o los Reglamentos ded 
ramo declaren procedente la vía contenciosa ; represión 
ele las contravenciones á los Reglamentos de caminos, 
navegación y riego, construcción urbana o iinal, policía 

de tránsito, caza y pesca, montes y plantíos; agravios 

adístico de 


reg í si ro 
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en la formación definitiva 
tincas; y hasta inclusión ó exclusión en las listas de 
electores, y elegibles para Ayuntamientos y Sindicatos 


de riego. 


Por último, y sin pararnos en las reformas «pie hicic- 
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r0 n, con relación á los asuntos de Hacienda, el Regla- 
mento de 31 de Diciembre de 1881 y la ley de 24 de 
Junio de 1885, dilatando siempre los horizontes de la 
jurisdicción contencioso -administrativa, fuerza, es men- 
cionar que á ella se llevaron los asuntos relativos á la 
materia de arrendamientos celebrados por la Adminis- 
tración provincial de Propiedades y Derechos del Esta- 
do, y actos posteriores que de aquéllos se derivaren, 
hasta ser puesto el adjudicatario definitivamente en po- 
sesión de los bienes. Y lo propio se declaró respecto á 
las cuestiones concernientes á la indemnización, legiti- 
midad de los títulos y liquidación de los créditos de los 
partícipes legos en diezmos, con arreglo á la ley de 20 
de Marzo de 1846; á la manera que, por otras disposi- 
ciones, también se entregaron á la referida jurisdicción 
todos los asuntos pertenecientes á las cargas de jus- 
ticia. 


CAPITULO III 


llECLAS QUE PUEDEN DARSE SOBRE LA COMPETENCIA DE LA 
J URISDICCIÓ2T CONTENCIOSO - ADMINISTRATIVA 

Si no se lia olvidado que el recurso contcncioso-admi- 
uistmtivo es principalmente la revisión, en forma de 
contienda, de las resoluciones que agotan la vía guber- 
nativa; y que, además de éste concepto propio de la 
esencia, de aquél, se discuten asimismo ante los Tribu- 
nales do la Administración determinados asunt os, pre- 
fijados de un modo taxativo, será fácil comprender las 
reglas que, para fijar en lo posible la competencia de 
la jurisdicción, voy a exponer, aunque no con entera 
confianza del acierto, como muy superiores al enojoso 

casuismo de que dejo hecha referencia en los ca - 
anteriores. 
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Regla I. Indudablemente la que debe preceder á 
todas, es: que no hay contención posible, tratándose 
del Gjemno de las facultades discrecionales ó de go- 
bierno, peculiares del Poder ejecutivo ; y asi, no cabe el 
recurso de que se habla sino cuando, en vez de gober- 
nar, gestiona el referido Poder, ejercitando su función 
administrativa. 

Rryla fl — Tampoco hay términos hábiles de llevar 

á la jurisdicción contencioso-administrativa y someter 
á sus Tribunales especiales los asuntos en que la Admi- 
nistración, en lugar del carácter ele Poder público, tiene 
el de persona jurídica, sujeta, como todas las demás, al 
fuero común, ó sean, los Tribunales ordinarios. 

Para que los actos de gestión, tan dis- 



a-r/ia 
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tintos de los de gobierno, y nunca, como éstos, inscri- 
tos en la ilimitada órbita de lo discrecional , produzcan 
vía contenciosa, menester es que las resoluciones guber- 
nativas estén dictadas en ejercicio de facultades regla- 
das por ley, reglamento ú otro precepto administra- 
tivo; mediante que sólo bajo esta condición puede sur- 
gir el conflicto jurídico; estimarse lesionado un derecho 
y haber margen para que, á reclamación de parte inte- 
resada, ó de la misma Administración por medio de su 
representante, el Fiscal, ó el Abogado que desempeñe 
las delicadas funciones de este importante Ministerio, 
se discuta y decida lo que en justicia corresponda, para 
el debido restablecimiento del orden jurídico, perfcurba- 
do por la resolución recurrida, y la restitución al estado 
de derecho turbado ó interrumpido en aquel caso con- 
crete), sea por error, sea tal vez por malicia. 

Regla IV. — No todo derecho quebrantado da origen 

á este linaje de contiendas; pues en el supuesto de ser 

aquél de naturaleza civil, su reclamación en juicio y su 

restitución en el fallo, pertenecen al fuero común; sien- 
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do. por consecuencia, necesario que el conflicto jurídico 
surja por la violación de un derecho at 1 niimst i 'a ti vo , de 
los muchos que al airea esta rama extensísima de la 

legislación . 

Ri’cjla V. — Es también una regla importante , para 
determinar la j urisd i .ación contenciosi >-adm I.i 1 istra tii a, 
que las resoluciones susceptibles de contienda no son 
otras, preciso es repetirlo, que las que ponen punto 
final en los asuntos tratados en vía gubernativa, la cual 
es menester apurar, antes de entrar en la contenciosa; 
mas para este efecto, se entiende que causan estado las 
providencias de la Administración, cuando no hay con- 
tra ellas lugar á recurso alguno en el mismo expediente 
gul.ierna|ivo ; ya sean aquellas definitivas ó finales en lo 
principal del asunto, ya de trámite, si estas últimas 
deciden directa ó indirectamente el negocio en su fon- 
do, de tal manera que terminen y agoten la repetida 
vía gubernamental, ó hagan imposible cu continuación. 

Regla VI . — No está llamado á interponer la deman- 
da. ó intentar el recurso, cualquier extraño sino aquel 
á curien la disposición que se reputa infringida, reconoz- 
ca el derecho que se suponga vulnerado, ó bien, á per- 
sonas que se hallen en el propio caso en qué él se en- 
cuentra. 

Regla VIL — Se da el recurso contencioso -adminis- 
trativo contra las decisiones del Gobierno, que lesionen 
derechos particulares , constituidos ó declarados por una 
ley, cuando* tales resoluciones hayan sido adoptadas 
como consecuencia de alguna, medida de carácter gene- 
ral, si por ésta se infringe la ley de que se originan 
aquellos derechos. 

Regla VIII . — Están atril midas á la, jurisdicción con- 
tencioso-admiuisl cativa las cuestiones referentes al cum- 
plimiento. inteligencia, rescisión y efectos de los con- 
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tratos celebrados por k Administran,;,, ¡central, nrovin- 

‘ , y rouHMpa 1 , para obras y servidos pMkm de 
toda especie. 

ipp IX. —De igual arado, se hallan sometidas ¡¡ 

dicha jurisdicción aquellas cuestiones respecto de las 

cuales está otorgado el remeso especialmente por una 

ley ó reglamento, si no m encontraren comprendidas 

eii las excepciones de que voy á hablar en la regla dé- 

1 ¡nía. De suerte que continúan siendo susceptibles de 

contención administrativa los asuntos de minas, aguas, 

montes, etc., mientras otra cosa no se determine, con 

reforma de las respectivas leyes ó sus reglamentos: pun- 

to dificilísimo de resolver; por cuanto, si, de un lado, la 

corriente de opinión más general, y con la cual, m <u*an 

parte, simpatizo, es (pie semejantes negocios no tanto 

afectan el carácter administrativo como el civil v cu 

^ ■/ 

muchos de ellos la Administración reviste ei de persona 
jurídica, y no el del Poder público cu ftmeionés de f/es- 
tión-, de otro lado, hay que considerar, que en algunos 
de aquéllos por lo menos, se ventilan intereses genera- 
les, y no se debe por modo oblicuo ir á parar al sistema 
/ nxhcial abandonado por completo, ni al administra^ 
tivo puro, el cual no se admite hoy en cuanto conduce 
á la j urisdieeióii retenida, y lo que importa es ceñirse 
á la ecléctica fórmula de transacción; en virtud de la 
mal se establecen los Tribunales especiales contencioso- 


r 
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Regla X. — Vamos ya, para concluir la enunciación 
de estas reglas, con toda evidencia deficientes, y que 
necesitarán corrección tan luego como la práctica descu- 
bra ais defectos, ó la jurisprudencia fije de un modo 
más acertado esta doctrina , realmente capital, á expo- 
ner, aún á riesgo de incurrir en algunas repeticiones que 
son indispensables para la conveniente sistematización 


ele esta teoría tan sustancial o interesante , las excepcio- 
nes de la vía contenci uso-administrativa ; las cuales son 
á saber: 1. a las cuestiones que, por la naturaleza de los 
actos de los cuales procedan , ó de la materia sobre que 
versen, se refieran á la potestad discrecional: 2. a las de 
índole civil y criminal pertenecientes á la jurisdicción 
ordinaria ó á otras especiales 1 : 3. a las resoluciones que 
sean reproducción de otras anteriores que hayan causa- 
do estado y no hayan sido reclamadas ; y las confirma- 
torias de acuerdos consentidos por no haber sido apela- 
dos en tiempo y forma: 4. a las que se dicten con arre- 
glo á una ley que expresamente las excluya do la vía 
contenciosa: 5. a las decisiones dictadas a consulta del 
Consejo Supremo de Guerra y Marina como Asamblea 
de las Órdenes de San Hermenegildo, San Fernando, y 
Mérito militar: 0. a las Reales Ordenes referentes á as- 
censos y recompensas de jefes y oficiales del Ejército y 
Armada, por merecimientos contraídos en campaña y 
hechos de armas , ó á postergaciones impuestas regla- 
mentariamente. 


1 Ya dije, y aunque debo recordarlo, no estimo oportuno incluir 
en el texto de la regla esta declaración de la lev, que se consideran 
de índole civil aquellos cuestiones en que el interés vulnerado es del 
mismo carácter civil, y también las que emanan de actos en que la 
Administración ha obrado como persona jurídica, ó sea, como sujeto 
do derechos y obligaciones; salvo en este extremo, lo determinado pol- 
la propia Ley, expuesto ya en la regla octava, referente á los contra- 
tos administrativos, con la limitación de que éstos hayan sido cele- 
brados para obras y servicios públicos de toda clase, 


TITULO II 


De los Abogados y Procuradores en los procedimientos 

conteneros o- administrativas. 


CAPÍTULO I RIMERO 

CON SIDEIIACIO N ES P RELIMEN A RES 

Venían siendo una especialidad, digna de elogio, y 
ah ib; ida en efecto por la opinión general en este país, 
los caracteres de libertad y gratuidacl que tenían la 
gestión y los procedimientos contenciosos cu id Consejo 
de Estado y en lás Comisiones provinciales; porque la 
intervención de los Procuradores, además de la de les 
Abogados, no es necesaria de modo alguno, siempre que 
no haya entrega de autos o expedientes; lo cual es In- 
tendencia del moderno derecho procesal, que se inicio 
muy atinadamente en la jurisdicción cóUtencioso-admb- 
uistrativa, desde su establecimiento en lo45, y qne va 
ganando terreno en los Tribunales comunes, con. aplau- 
so de cuantos deseamos la’ mayor economía en los gastos, 
que se imponen á quienes > por su desgracia, tienen que 
reclamar, en un orden ú otro, la reink-gi ación de sus 
legítimos intereses, hasta llegar al ideal de que la justi- 
cia sea administrada sin exigirse por ello mas saciifici« > 
que la tributación general. ¡Cuán amarga dc rpcmn lie- 
mos experimentado los que sostenemos estas doctrinas, 


i 


al ver que la novísima ley abre la puerta tic los Tribu- 
nales co nte n cioso - administrativos á los causídicos Pro- 
curadores; permite, á veces, la entrega de los pleitos á 
los representantes de las partes, y claro es que no puede 
negarla al Ministerio Fiscal, y habla- de .costas, ni unís 
ni menos que se practica en el fuero ordinario! 

La ley recientemente promulgada dice, que todos 
los escritos que se presenten en estos procedimientos, 
lian de ser firmados por im Abogado que ejerza la pro- 
fesión, ó por un Procurador, con poder bástante en 
ambos casos Y naturalmente pudran algunas perso- 
nas preguntar: 1/’ ¿Por qué se priva á los interesados 
de la facilidad, que antes les concedía la legislación, 
por la cual el procedimiento contencioso -administrativo 
se arreglaba a , de no necesitar Procuradores, aun cuan- 
do se valiesen de Abogados; obteniéndose así, no sola- 
mente la sencillez y prontitud de la reclamación, sino 
precaver el caso posible de que se consúma el término 
señalado para intentarla, mientras encuentran represen- 
tantes y defensores que acepten y se personen ó tomen 
á su cargo el asunto, sino también el aliorru de gastos 
que son, en verdad, inútiles y que muchos de aquéllos 
no pueden hacer, ó por lo menos aprontar, para man- 
tener y amparar con tenia eficacia su derecho vulnera- 
do? 2.° ¿Es indiferente que el representante y def ens or 
sea un Procurador lego ó un Abogado perito en la cien- 
cia jurídica; y si no es esto, como no parecía racional 
que fuese, vamos á- parar á la conclusión de que, ln 
mismo que en el fuero común, se pide aquí la interven- 
ción de los Procuradores, únicamente para que oigan 
notificaciones y concurran á otras diligencias que, con 
mejor acuerdo y sin dificultad alguna, so lian enteittli- 

* Art. 91,. 

2 Art. 58 del Reglamento de 30 de Diciembre de 1840. 


do basta ahora con las partes ó los Abogados que las 
representaban; ó finalmente se admiten los causídicos 
para que firmen los escritos de cajón ó de fórmula, de 
que esta vi plagados nuestros juicios del fuero común, y 
se veían exentos, como debían continuar estándolo, por 
su oportuna sencillez, los asuntos eontencioso-admiuis- 


trativos? 


CAPITULO II 


[■UNCIONES DE LOS PROCURADOR ES EN LOS TRIBUNALES 

CONTEN CIOSO-ADMINISTR ATIVOS 

Aunque las palabras del art. 91 de la ley pueden 
inducir al error, que ya he señalado, de que se acepta 

indistintamente la autorización . ya del A I >oga$o . ya 
del Procurador, tanto en el escrito interponiendo el re- 
curso co ntencioso - administrativo , como en todos los de- 
más, esto, qúe desde luego lo me. pareció racional ni 
acertado, está desmentido por el párrafo siguiente del 
mismo artículo; á saber: «Cuando los interesados ges- 
tionen por medio de Procuradores, los escritos deberán 
ir autorizados por Letrados. ¿A que consignar, enton- 
ces, aquella otra regla de que todos han de ser firmados 
por un Abogado ó un Procurador, si en realidad, no 
es eso lo que lia querido decirse, sino que las partes 
pueden valerse ó no de Procuradores; que cuan ó o Te- 
ten mili , ellos y los Abogados han de autorizar los escri- 
tos T y cuando no, lo hagan éstos únicamente, asumien- 
do los dos caracteres, que siempre han ostentado en los 
asuntos de esta jurisdicción, de directores y defensores 
peritos de los interesados, y, & la- vez, representantes 
suyos , en virtud del poder que ahora también se les 
exFe: denotándose de este modo, que no se reqmeie 
< omu 'precisa la intervención de los causídicos, y antes 
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"bien, se respétala libertad de que las partes gozaban 
en el Consejo, de Valerse Ó no de mandatarios distintos 
de sus Letrados, los cuales generalmente lo eran, ade- 
más de realizar cuanto es propio de su profesión, así 
cuando b alna, como cuando no existían, otros alindera- 
dos? La verdad es, que la frase notada, ó mejor, la infe- 
liz conjunción disyuntiva, que produce cierta confusión, 
si algún .sentido tiene, no es otro que el de fijar una 
regla genérica, diciendo que puede haber en el Tribu- 
nal eontencioso-administrativo Procuradores, los cuales 
representen á los litigantes; así como también pueden 
los mismos prescindir de ellos, y valerse solamente de 
Abogados: cuya explicación, omitida en el párrafo pri- 
mero del art. 91, está hedía en el siguiente y en el ar- 
ticulo 92. 

¡Si, pues, no se impone la mediación del Procurador, 
aunque se le. admite en el foro de lo conten eioso-admi- 
nistrativo, de igual manera que en el judicial, pero 
siempre á voluntad de los interesados, pueden éstos, y 
en ello estimo que obrarán acertadamente, omitir la in- 
tervención de unos funcionarios, en realidad, inútiles 
desde el momento en que los Abogados desempeñan 
perfectamente, y con ventaja para todos, el doble cargo 
de representantes y defensores de los que litigan en los 
Tri I tunales contcncioso-administrativos. 

Este pensamiento, aplicable á los del fuero común, y 
facilísimo de realizar estando en él suprimida la entre- 
ga de autos, se encuentra patrocinado por muchos Ju- 
risconsultos, y se funda en poderosas razones. 

Con efecto, es evidente la necesidad que hay de sim- 
plificar los procedimientos, y rebajar los gastos; cuyas 
dos cosas, indudablemente, se conseguirán, entre otras 
medidas, con la supresión de los Procuradores y la in- 
tervención directa de los A boga» los bajo el doble cara».'- 
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V nemas 


ter de defensores de las partes y representantes de éstas: 
intervención que ya se lia demostrado prácticamente 
que ni desdora la noble profesión, como pudó temerse 
alguna Vez, ni tampoco es molesta en demasía; porque, 
respecto de las peticiones, claro está que el Letrado las 
hace y le es igual ponerlas en su nombre ó eu el de oto >■ 
y por lo relativo á las notificaciones, citaciones 
diligencias, la costumbre de pasar los ujieres al domici 
lio de aquéllos, para verificarlas, y entenderse, si el 
Abogado no está, con un pasante suyo, lleva ventajas 
grandísimas ai empirismo por no decir la curruptela, 
de recoger, dentro del Tribunal, á los Procuradores la 
firma, muchas veces — ¿por qué no hemos de reconocer 
lo que todo el mundo sal te y manifiesta? — con lechas 
atrasadas y aun en blanco; á causa del inmenso cúmulo 
de negocios en que intervienen y el apremio de llevar- 
les al día; para lo cual, fuera de las horas «le audiencia., 
extienden los escribientes de los Secretarios y Oficiales 
de Sala el diligenciado, en ocasión de no ser fácil en- 
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contrar á los Procuradores. A esta observación me con- 
duce á exponer otra, que no deja de ser adecuada á 
este limar ; si bien sería no monos oportuna al tiempo 
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de tratar de los subalternos del tribunal central ele la 
Administración. 

s ujieres de la Sección de lo contencioso del Con- 
sejo han tenido, hasta ahora, un trabajo penósisinm. y 
en realidad insufrible; porque para notificar, citar y 
emplazar, entregar copias de los escritos presentados y 
practicar otras actuaciones, pasando á las casas de los 
interesados ó de sus representantes, les pi ecisa ii poi 
todas las calles de Madrid, con su extraordinaria exten- 
uada día creciente, y sus insoportables escaleras, y 


si ó u , ■ 


ouO, aun 


i yencias 
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análogas i 


sin contar con que hay que hacer 
•especio del Ministerio Fiscal, que lia procu 
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vado, en cuanto lia sido posible, hacerles más llevaderas 
sus durísimas obligaciones. Pues bien; el número de 

O 

ujieres, hoy reducido en verdad á dos, porque el 
primero de los tres que hay, se queda en su oficina pre- 
parando los papeles, redactando las citaciones, etc., y 
no sale á prestar el rudo -servicio confiado á los otros, 
es por notoriedad insuficiente; por cuya razón, propu- 
se en el Senado que -se aumentara; y esta enmienda no 
me fue admitida, porque se dijo «pie con la institución 
de los Procuradores, podría exigirse á los mismos la 
asistencia diaria a los estrados del Tribunal, y allí oirían 
las notificaciones, las cuales correrían á cargo de los 
Secretarios de Sala; encomendándose álos ujieres aque- 
llas tan sólo cuando fuesen los Abogados los que repre- 
sentaran á las partes; dado que ni se imaginó siquiera 
pedir á los Letrados que. con este objeto, concurriesen 
al Tribunal. No me convenció ciertamente tal contesta- 
ción; y dejando aparte otras razones, entre ellas la justa 
libertad que se concede á los litigantes de no valerse 
de causídicos, cu cuya virtud es fácil, y no me ha do pe- 
sar que así suceda, que las cosas continúen en el propio 
estado, de haberse de realizar la mayoría de las actuacio- 
nes en el domicilio délas partes ó de sus Abogados, cuan- 
do aquéllas gestionen por sí, ó éstos las representen, la 
más esencial es que no creo ese motivo de poderse econo- 
mizar tres ó cuatro plazas de ujier , bastante para la in- 
troducción de los Procuradores en los asuntos correspon- 
dientes á la jurisdicción contencioso-administ rativa, con 
todos los inconvenientes y peligros que consigo lleva ; de 
los cuales el primero es la complicación del diligenciado, 
y el segundo su carestía; mediante que, sin duda alguna, 
tiene que tomar, por su intervención, el enjuiciamiento 
un carácter de judicialismo y hasta de eurialismo, abier- 
tamente contrario á la sencillez y economía que deben 
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distinguir á los procedimientos contenciosos de la Ad- 
ministración. 

Délo expuesto se deduce, que no es pava alabada la 
reforma del en j u ic i a m i c uto conté n < • i o so - a < 1 1 n i ni s Ir ; 1 1 i v o , 
cu cuanto se refiere a la entrada de los Procuradores 
en esta j urisdicción. 


CAPÍTULO III 


DK LOS ABOCA líos COMO DEFENSORAS Y líKPRKSENT ANTES 
DE LOS INTERESADOS EN LOS I'Iíoi 'EPIMIENTOS 
CONTENCIOSO - ADMINISTRATIVOS 

Lo primero que se debe hacer notar es. que en todos 
i asuntos propios , los interesados pueden defenderse 
fin la intervención de Letrados \ Esta disposición es 
justa y conveniente; pero, á mi juicio , en la inmensa 
mayoría de los negocios, las partes liaran bien valien- 
dose de Ahogados entendidos y prácticos en ésta clase 
de litigios ; los cuales requieren, más aun que los comu- 
ues, las dotes de inteligencia, conocimientos, prudencia 
y habilidad que deben distinguir á aquéllos, y que se- 
guramente caracterizan á cuantos ejercen honrada y 
dignamente su nobilísima profesión. Hay que o.nside- 
rar que, aparte de la lucha, que se entabla con alguna 
frecuencia, entre los particulares que sostienen intere- 
ses opuestos, lo general es que sea el pleito con la Ad- 
ministración; la cual manda mucha fuerza, no sólo por 
sus naturales prestigios, y por la autoridad muy mere- 
cida que tiene siempre el Ministerio Fiscal, ®M por la 
legítima presunción de que bis resolnoimies gü í ruada 
vas, dictadas después de haberse depurado en esta vía 
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Art. 91, párrafo 3-" 


el asunto, son acertadas y se debe esperar su confirma- 
ción ; como acusa la estadística, que un 75 ú 80 por 1 00 
de los fallos resulta en este sentido, i >e modo que, da- 
das estas condiciones peculiares de la jurisdicción con- 
tencioso-adm ilustrativa, claro está que por una defensa 
deficiente cual suele serlo la de los interesados — más 
apasionados que razonadores, por regla general 


perjudica la causa que sustentan enfrente de la del 
Estado. 

V una vez que, salva la libertad establecida por la 
ley, lo que puede considerarse normal es que los Abo- 
yados patrocinen á las partes, nada nuevo lia estatuido 
aquella, en lo referente al ejercicio de la profesión; por- 
que hasta en lo que al formularismo se refiere, no dis- 
crepa mucho aquélla de lo preceptuado con relación al 
enjuiciamiento civil. Unicamente la representación de 
las partes por los Letrados es la que motiva algunas re- 
glas procesales, que creemos indispensable mencionar 
en este capítulo. 

La exigencia del poder, cuando el Letrado, además de 
SUS funciones como defensor, tenga que ostentar el ca- 
rácter de mandatario, porque los interesados, con buen 
acuerdo , no se personen por sí mismos, ni discutan su 
causa sin el auxilio de persona perita — excepción hecha 
de los casos en que fuere .Letrado el litigante — ni tam- 
poco nombren Procurador para el solo efecto de agen- 
ciar el pleito en su nombre, bajo la dirección, en este 
supuesto ineludible, del mismo Abogado, obedece á 
que, mediando un mandato, semejante al judicial, ne- 
cesario es hacer constar en forma su existencia. Por lo 
demás, es muy razonable la disposición de que cuando 
los interesados gestionen por medio de Abogado , podrá 
el Tribunal acordar que se entreguen á éste — ó al Pro- 
curador, si lo hubiere — las actuaciones con el expedien- 


te, bajo recibo, para formular los escritos de demandi 
y contestación. 1 

v 


aci ).r- 


Tres conceptos contiene este artículo de la ley, (pie 
requieren una exogosis , de la cual no debo excusa rute; 
conviene á saber: l.° que la entrega de autos es nada 
masque potestativa en el Tribunal, quien. podrá ¡ 
darla, y consiguientemente, prescindir de ella; 2.° 
al Procurador no se hace la referida entrega de las ac- 
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tuaciones con el expediente , sino cuando los interesa- 
dos gestionen por medio de Abogado; 3.° que aquélla 
se realiza para formular los escritos de demanda y con- 
testación; lo cual, en cnanto al primero de ellos, es pe 
cubar del procedimiento conten • i< ¡so - administra l i v< >, 
por la singular estructura de éste ; y con respecto á lo 
segundo, es decir, que asimismo tiene lugar la entrega 
de autos para la contestación , en el supuesto de que la 
demanda sea del Estado por medio de su representante, 
el Fiscal , v en su caso, de una persona privada, ora 

i/ 

individual, ora colectiva, que reclame defendiendo su 
derecho, emanado del administrativo, contra otra per- 
sonalidad diferente de la Administración, hay que no- 
tar tan sólo que los dos únicos momentos del procedi- 
miento de que hablamos, en que puede tener lugar la 
repetida entrega, son el de formalizar la demanda, y el 

de contestar á la misma. 

El primero de los tres conceptos enunciados, llama 
la atención; porque, hallándose muy dé acuerdo 
mis doctrinas excusar la entrega de autos y suplirla por 
los conocidos y acostumbrados medios de facilitar copia 
de los escritos, y poner aquéllos de manifiesto en la 
Secretaría — lo cual no ha ofrecido inconveniente alguno 
en la práctica, ni dado lugar á reclamaciones ni aun a 
críticas serias — á fin de obtener, entre otras ventajas, 
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la simplificación y brevedad del procedimiento, no adi- 
vino qué envaiistaneias ó qué motivos, tan singulares y 
atendibles, pueden mediar, para que se realice aqué- 
lla y los Abogados reciban, para estudiar en su casa, 
las ai- tuaeiones y el espediente. Si ésta es una justa defe- 
rencia á los Letrados, ¿por qué no se convierte en pre- 
ceptivo lo que, como meramente permisivo, resulta en 
la ley? Si es verdadera necesidad , derivada de la pecu- 
liar condición do algunos asuntos ; ya por su especiali- 
dad, complicación ó volumen; ya por otras causas que 
no alcanzo, ¿por qué no se consignan en el texto los 
casos, por modo taxativo; precaviéndose el mal de que 
en el ejercicio de esa facultad que al Tribunal se otor- 
ga, pueda, tal vez, sospecharse algo de arbitrario, á 
fuerza de ser discrecional ; cosa tan ocasionada, cual es 
i mí orio, á desigualdades ó injusticias mucho más temi- 
bles cuando por lo mismo que se trata de una atribu- 
ción potestativa, no cabe recurso alguno acerca del uso 
quede ella se luciere? \ si. por til timo, es esta una 
aproximación; Lacia el cambio de sistema, porque al- 
guien se proponga restablecer la entrega de autos, que 
suprimida estaba en la Sección de lo contencioso del 
Consejo, y también lo ha sido en los Tribunales del fuero 
común: ¿por qué uo se proclaman, con sinceridad, las 
ventajas que se considere tener, y en las cuales yo no 
creo , ese método condenado por el gran movimiento de 
la opinión que hubo de producir el resultado de que se 
estableciera aquel otro, contra el cual no me parece que 
se hayan levantado protestas razonables y fundadas 
El espíritu de eclecticismo no podía llevar tan lejos, 
cuando no existía sobre este punto discrepancia ni ma- 
teria. de transacción. ¿Quién ha pedido el cambio de 
procedimiento en esta parte? Dígase , al menos; ó de 
no, convéngase en que esta es una de las incorrecciones 


que ha sacado la lc\ ; la cual, por de pronto, exigirá el 
no uso de la repetida facultad al Tribunal conferida. 

El segundo concepto requiere aclaración ; porque sí 
estamos conformes en que los interesados pueden per- 
sonarse y defenderse por sí, prescindiendo de Ahogados 
y Procuradores, y además en que éstos necesitan la au- 
torización de aquéllos para los escritos que presenten; 
si es, de igual modo, indiscutible la realidad dé que el 
Letrado no gestiona, sino se limita á dirigir v defender, 
Siempre (pie la parte viene otro mandatario, ¿qué quie- 
re decir que se haga la entrega al Procurador cuando las 
partes (jes/toueu por medio de Ahogados? Para mí, ca- 
rece de sentido semejante determinación; como no sea 
que se contraiga ai caso de (pie el Letrado represente, a: le- 
mas de defender, al litigante , y el inciso de que aquélla 
se verifique al Procurador, si le hubiere, se traduzca del 
siguiente modo: la repetida entrega de autos, negada á 
los interesados que no tengan agente autorizado que asu- 
ma su personalidad, es decir, Ahogado ó Procurador, se 
concede á éstos, al uno cuando intervenga en el asunto 
con el necesario poder, y al otro cuando el. sea quien 
gestione, bajo la dirección del Letrado, al cual lia. de 
llevar las actuaciones y el expediente, que tome déla 
Secretaría de Sala con este objeto. La regla pues, queda 
reducida á no entregar los autos sino al Abogado o al 
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Procurador que sea representante de taparte; nunca a 
esta misma. 

Por último, el tercer concepto que contiene el artícu- 
lo del cual estoy tratando, no lia de menester sino una 
advertencia muy sencilla; conviene á saber: para forma- 
lizar la demanda, en los pleitos coiitencioso-admimstra- 
tivos, es preciso estudiar los antecedentes remudas en 

- i J-- — «.-v vmode tener á su disposn-ioa 


la vía gubernativa, que no puei 
el interesado ; y por oso, el Tribunal, una vez ¡nterpnes 
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to el recurso, reclama el expediente al respectivo Minis- 
terio, y está en el caso de facilitar su instrucción á las 
partes, ya poniéndoselo de manifiesto en la Secretaría., 
(pie es el sistema hasta aquí seguido, y en mi opinión, 
preferible ; ya entregándolo al Abogado directamente ó 
por mediación del Procurador, según dejo expuesto; de 
la propia manera que so verifica para la contestación de 
la demanda, cuya redacción pide ineludiblemente la im- 
posición en los autos. 


CAPÍTULO I\ 


DE LAS COSTAS PROCESALES 


Bajo dos conceptos causan extrañeza el conjunto y los 
pormenores de las disposiciones que contiene la ley so- 
bre el ejercicio de la jurisdicción cmitencioso-adminis- 
trativa, referentes á las costas procesales. 

En primer lugar, entrañan un sentido íntimo, y está 


en su misma sustancia una cosa, cpie se compadecen 
mal con la naturaleza de esta jurisdicción; porque, sien- 
do, en último análisis, el pago de las costas una pena, 
es consiguiente que debe resultar, bien de la respon- 
sabilidad criminal contraída , y por este aspecto se la 
ve como tal ixuid común , en las causas criminales, don- 
de se aplica el Código ; ó bien como una consecuencia 
de la temeridad ó de la mala fe, en asuntos en los cua- 
les se ventilan cuestiones de lo luyo y lo mío; siendo, 
entonces , j tintamente , algo así como una corrección ci- 
vil, para la represión oportuna de la malignidad y la 
ol ts ti 1 1 a ci ón de ciertos lili; gan tes, y una in dei n nizac i < i n 
otorgada justamente á las personas que lian sido vícti- 
mas de esa propia malicia ó terquedad. Pero en la revi- 
sión contenciosa de las resoluciones del. Gobierno v 
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autoridades, hay tan poco de derechos privados, y es 
tan superior el objeto de contener, por medio de este 
recurso, la arbitrariedad gubernamental ó ? 
ti\a, dando facilidades al recurrente, y no 
jamás á impedir las reclamaciones, que bien se puede 
sostener, que si hay rarísimos casos en los cuales tenga 
cabida, bajo esta forma, la indicada represión de la 
mala fe y temeridad, en la gran mayoría de los asuntos 
es inadmisible y en verdad no merece lo que constituye 

una excepción, que se hable de cójicícíici de costeo m 
estos procedimientos. 

lero lia}’ más, y es lo siguiente: la generalidad do 
los litigantes que merecen dicha condena-, no son los 
que pleitean como ricos; lo son sí los que, amparados 
por su pobreza y escudados por el beñeficin que se les 
concede, no teniendo que satisfacer gastos para man te- 
ner sus pretensiones, cometen atrevimientos y se per- 
miten audacias en que rara vez los otros incurren; por- 
que, al cabo, además de la circunspección que cierto 
estado de fortuna impone, no son insignificantes los 
desembolsos, aunque sólo sean los de honorarios del 
Letrado y papel, que tienen que suplir, y siempre sé 
hacen molestos aun ú los que más fundadas esperanzas 
abrigan de ganar el asunto con costas. Á la inversa , el 
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declarado peltre para litigar, que hasta cuenta con 
Abogados de oficio — y por desgracia, no les falta, á 
veces, aunque su causa no sea buena — sabiendo que 
pueden causar incomodidades y perjuicios á sus contra- 
rios, con sólo comprar algunos pliegos de papel de ti 
diez céntimos, pone fácilmente en práctica reclamacio- 
nes insostenibles, acaso con el único objeto de llegar á 
una transacción; en el supuesto, si no frecuente, dado 
én ocasiones, de que se haya de trabar la contienda 

otros interesados. Son una especie de primistas, 
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muy parecidos á los que van á las subastas con el ex- 
clusivo fin de que les den alguna cosa, y retirarse. 
Ahora bien: ¿cómo se liará efetiva la condena de costas 
contra éstos, que no tienen arraigo, ni pueden ser apre- 
miados al pago de ellas? ¿Y no abonándolas, ¿de qué 
manera se les exigirá la responsabilidad, ó infligirá la 
pena de los gastos procesales? ¿1 '..abrá quien, por su in- 
solvencia, quiera aplicarles el apremio personal, aun el 
más leve, por vía de sustitución? Yo no lo creo; y re- 
sulta. por lo tanto, que la teoría de las costas en la ju- 
risdicción contencioso - administrativa , carece de 
mentó racional y es, en su aplicación, estéril 
asuntos de partes pobres ; cu los cuales, á ser 
más falta hace la represión de la malicia y terquedad, 
por medio de la expresada condena. 

En segundo lugar, la legislación y la práctica relati- 
vas i esta clase de asuntos, nos tienen demasiado acos- 
tumbrados á (¡ue no I laya cu los tribunales de la Ad- 
ministración gastos judiciales, fuera del impuesto de- 
papel sellado ó sea el timbre, los honorarios de los 
Letrados representantes y defensores de las partes ; y por 
eso disuena oir ó desagrada leer aquel nombre, al cual ha 
podido reemplazar, con ventaja, otro sistema; por ejem- 
plo, el de la fijación, en su caso, de una cantidad de- 
terminada por la sentencia como indemnización, para 
reintegrar á los interesados maltraídos por sus contrin- 
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cantes, délos referidos desembolsos; indemnización qne 
pudiera ser hecha efectiva, del fondo de que después 
hablaremos. Así se obtendría el resarcimiento conve- 
niente de los enunciados perjuicios, y no causaría la na- 
tural. alan na que produce la locución condenct de costees y 
e 1 1 1í >s pleitos conté 1 1 ei oso-admánistrati vos. 

Pero hay otro punto de vista más importante si cabe, 

ario, no concurren dos par- 


que los anteriores. De or 
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tes a estas contiendas, que sean personas privadas indi- 
viduales ó colectivas; lo iv^ulni- w < , u o ¡u|iníllaa véjaga 
sobre decisiones de la Administración pública . las cua- 
les á ella sola corresponde mantener ; y de igual suerte 
que no es bueno cohibir á los interesados con la amena- 
za de imponerles dicha condena por su notoria, sinra- 
zón, has que aceptar, en reciprocidad indiscutible , que 
cuando su derecho sea evidente y la resolución impug- 
nada haya nacido de un error indisculpable de lapropia 
Administración, debe esta pagar las costas; pues de otra 
manera tal vez llegaría á ocurrir que el vencedor en el 
pleito hubiera gastado más de lo que obtuviese por la 
sentencia; dándose el caso de aquel cuadro famoso que 
anecdóticamente se dice hubo en cierta Cnancillería; el 
cual representaba de un modo satírico al litigante que 
ganó su pleito y salió del Tribunal en camisa, con la 
ejecutoria bajo el brazo. 'Pues bien : ¿es práctico, ni 
quizá justo y racional, imponer al Estado esa caiga, que 
puede ser pesadísima, de pagar las equivocaciones del 
Gobierno y sus autoridades? No se olvide que el Tesoro 
se nutre de los recursos que satisfacen los contribu- 
yentes. 

Hace poco tiempo dijo la prensa periódica lo que voy 
á resumir, por ser muy pertinente á esta cuestión. I r n 
diario de los más leídos manifestó, que la sustitución ve- 
rificada por el R D. de 16 de Marzo de 1886, encomen- 
dando al Cuerpo de Abogados del Estado la representa- 
ción y defensa de éste ante los Tribunales de justicia, 
en vez del Ministerio Eiscal que las desempeñaba, ha 
t raído una nueva, complicación á los procedimientos ju- 
diciales, ó sea, la de las costas; porque, mientras dicho 
Ministerio tuvo á su caigo: los referidos asuntes, c liñudo 
el Estado perdía algún recurso de casación, los gastos 
judiciales causados á la parte contraria se reintegraban 
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del fondo constituido por los depósitos cuya pérdida hu- 
biese sido declarada; y ahora el Tribunal Supremo pa- 
rece entender c[ue las costas ocasionadas por los recur- 
sos en que intervienen los Aboyados del Estado, no 
deben ser pagadas de aquel fondo. Discurriendo el arti- 
culista sobre este delicado tema, expone lo que no nece- 
sito recoger, por no entrar en la esfera de mi asunto; 
mas entiendo que, si la solución del problema plantea- 
do fuere, como es fácil, que con el repetido fondo de de- 
pósitos de recursos denegados, se atienda á cubrir las 
condenas de costas impuestas á la Administración ó al 
Tesoro, pudiera este precedente servir de base para ha- 
cer alguna cosa <|ue fuese análoga en los negocios con- 
tencioso -administrativos; porque no existe argumento 
alguno que se oponga á que de otro semejante á aquél 
se abonen los gastos procesales en los asuntos contencio- 
so- administrativos, perdidos por el Estado, con costas. 

Efectivamente, dice la ley que los Tribunales de este 
fuero, al sentenciar sobre el fondo del pleito y al resol- 
ver ios incidentes que se promoviesen, impondrán las 
costas á los (pie. sostuviesen su acción en aquél ó pro- 
moviesen éstos, con notoria temeridad; y agrega, que 
con el importe de las costas que deban abonarse á la Ad- 
ministración, se constituirá un fondo especial en la Caja 
general de Depósitos, á disposición del Tribunal de lo 
contencioso -administrativo, para atender á las conde- 
nas de aquellas, que se impongan á la Administración *. 

Por lo demás, también determina la ley que las cos- 
tas causadas cu los autos, serán reguladas y tasadas 
según lo dipuesto en el tit ulo XI, libro í de la de En- 
juiciamiento civil; que se exceptúan de esta regula- 
ción, las correspondiente á la Administración por su 
defensa, las cuales, en todo caso, se graduarán así; cu 

1 Artículo 93. 
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cien pesetas, cuando se trate de un incidente; en doscien- 
tas cincuenta, cuando la demanda se declare inadmisi- 
ble; y en quinientas, cuando se desestimen totalmente 
las pretensiones del recurrente ó demandante; que no 
se comprenderán en las indicadas sumas los honorarios 
de los peritos, indemnizaciones de testigos y demás gas- 
tos que originase á la Administración la prueba de sus 
derechos, todos los cuales .serán abonados por el litigan- 
te condenado en costas; y finalmente, que para la exac- 
ción de las impuestas á particulares ó corporaciones, 

procederá, en caso de resistencia, el apremio adminis- 
trativo *, 


1 Art. 93. 






De la defensa por pobre. 


CAPITULO r RIMERO 


OBSEKVACJ i ' N KS (} EN E RAL 1 1 S 


No había, en rigor, necesidad de establecer en esta 
ley reglas procesales con respecto al beneficio de pobre- 
za, porque bastaba referirse á las contenidas en la de 
Enjuiciamiento civil; pero, sin iluda, se lia estimado 
que no huelga la repetición de algunas de las generales, 
y que conviene fijar otras especiales del procedimiento 
conteneioso-administrativo; remitiéndose , por lo demás, 
al derecho común. Así es, que lo primero que se con- 
signa 1 es que tendrán este beneficio de litigar como po- 
bres los que se encuentren en los casos determinados al 
efecto por la indicada ley de Enjuiciamiento civil, y 
aquellos á quienes otras leyes reconozcan expresamente 
este derecho; en lo cual, creo yo, se alude á las corpo- 
raciones, los establecimientos de beneficencia y otras 
personas jurídicas que gozan de semejante piivi e_i< . 

Citadas, por manera genérica, las disposiciones de a 
lev de Enjuiciamiento civil relativas á la pobreza para 
litigan necesario es recordar aquí esas reglas proco, -a es 


1 Artículo 39, 
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del derecho común. Gozan de aquel beneficio: j.» } 0 
i pie viven de un jornal ó salario eventual , sea la n Ue 
lúcre su importancia; 2.° los que viven sólo de un sala* 
rio permanente ó de un sueldo, cualquiera que sea su 
procedencia, que no exceda del doble jornal de un bra- 
cero en la localidad donde tenga su residencia habitual 
el que solicitare la defensa por pobre ; 3.° los que viven 
sólo de rentas, cultivo de tierras ó cría de ganados, ca- 
jos productos esten graduados en una suma que no ex- 
ceda de la equivalente al jornal de dos bruceros en el 
lugai de mi residen era habitual; 4. 11 los que viven sólo 
del ejercicio de una industria ó de los productos de cual- 
quier comercio, por los cuales paguen de contribución 

directa ó de subsidio, excluyéndose las cuotas que se 
satisfagan por el impuesto de consumos — una suma in - 
ferior ala fijada en la siguiente escala: en las capitales 
ce provincia de primera clase, sesenta y cinco pesetas; 
en las de segunda cincuenta ; en las de tercera y cuarta* 
y demás poblaciones que pasen de veinte mil almas* 
cuarenta ; en las cabeza de partido judicial de término, 

[ 110 ( 11 compren didas en alguno de los casos ante- 
riores, y demás poblaciones que, excediendo de diez mil 
habitantes , no pasen de veinte mil, treinta; en las ea- 
qas de partido judicial de ascenso y entrada, y dermis 
pol, Liciones que, excediendo de cinco mil habitantes, no 

d ® f®? m!l ’ ; en las demás poblaciones, 

- i I " t'! teU '"' UI era hargados todos sus bienes, 
e : ’ cec . c 0 judicialmente á sus acreedores, y no 

Wmdntófco«o ó profesión , ni se hallen en el 
. . o del art. 17, de los cuales trataré á seguida. En estos 

dolos’ 81 qUe l aren blenes después de pagar á los acree- 

n rT i ab0E0 de las «a* causadas á 
instancia del deudor defendido como pobre. 

ay que notar antes de proseguir: 1.» que los Tribu- 


10 


O 


nales, al decidir cuestiones de pobreza, con respecto á 
los que ejercen una industria ó tienen cualquier comer- 
cio deben atenerse al hecho de si el interesado pava ó 
no la contribución que se lia de tomar en cuenta, se°úu 
la anterior escala, sin poder apreciar si debe ó n© pa- 
garse : cuyo punto pertenece á la exclusiva competencia 
de la Administración, y sólo en el casó de que hubiera 
recaído ya sentencia firme en la vía contenciosa, se adu- 
cirá oportunamente este dato, para que la cuota del 
impuesto señalada y mandada reformar, no sirva de 
obstáculo á la declaración de pobreza; 2.° que deben to- 
marse en consideración para este efecto de la declara - 
< ion de pobreza para litigar, los bienes hipotecados ó 
dados en garantía, siempre cpie perciba sus productos 
el interesado en gozar aquel beneficio \ 

Cuando alguno reuniere dos ó más maneras de vivir 
de las designadas en el art 15, se computarán los ren- 
dimientos de todos ellos, y no podrá otorgársele la de- 
fensa por pobre si, acumulados, excedieren de los tipos 
señalados en aquél 

No se concederá la defensa por pobre á los compren- 
didos en cualquiera de los casos de dicho art 15, cuan- 
do, á juicio del .Juez, se infiera del número de criados 
que tengan á su servicio, del alquiler de la casa que ha- 
biten, ó de otros cualesquiera signos exteriores, que 
tienen medios superiores al jornal doble de un bracero 
en cada localidad ", La sentencia que, haciendo aplica- 
ción de esta regla, según la cual queda subordinado lo 
prescrito en el art Í5 de la ley de Enjuiciamiento 
civil á las facultades que el 17 otorga a los Jueces para 

1 Art, 15 de la ley de Enjuiciamiento civil, y. sentencias del Tri- 
bunal Supremo de 27 de Junio de 1859 y 31 d 0 Octubre de 1884. 

- Art. 16 de la citada ley de Enjuiciamiento. 

a Art, 17 de la misma. 
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la apreciación de la verdadera riqueza del que se supone 
pobre, por los signos exteriores que indica el 17 — apre- 
ciación á la qué liay que estar, como punto de heelio 
cuya prueba está sometida al prudente arbitrio de los 
Tribunales — -otorga el beneficio de pobreza, no infringe 
los artículos 15 y 16: y claro está que lo propio se debe 
decir de aquel fallo que le denegare La existencia y 
valor de lo.s signos exteriores, á los efectos del art. 17, 
son también de la apreciación del juzgador y á ella debe 
estarse; sin que sea de estimar la alegación de haberse 
infringido dicho artículo 

Tampoco se otorgará la defensa por pobre al litigante 
que disfrute una renta la cual unida á la. de su consorte 
ó al producto de los bienes de sus hijos, cuyo usufructo 
le corresponda , constituya una suma equivalente al 
jornal de tres braceros en el lugar donde teima la fami- 
ha su residencia habitual No se debe conceder el be- 
neficio de que tratamos a. la mujer casada, cuando su 
marido es rico; ni á la de igual estado, que disfrute mía 
renta, la cual unida á la de sn marido, exceda al doble 
jornal de un bracero en la localidad. En pleitos entre 
cónyuges no pueden acumularse los ingresos, ni apre- 
ciarse. en común los signos exteriores para obtener en 

conjunto una suma o demostración de riqueza, que no 
existe por separado \ 

Cuando litigaren unidos varios que tengan indivi- 
dualmente derecho a ser defendidos por pobres, se les 
otorgará el beneficio, aun cuando los productos acumu- 
lados de los modos de vivir de todos, excedieren de los 

Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de Septiembre de 1883. 

Sentencia de 30 de Noviembre del propio año de 1 883. 

Alt. 18 de la ley de Enj uici&jpctiento civil. 

Sentencias de 3 de Jimio de 1805, 17 de Junio de i -nal ano, 
24 de Diciembre de 18GG y !) de Abril de 1878. 
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tipos que señalados quedan % Finalmente, el beneficio 
de la defensa por pobre, solo se concederá para litigar 
sote derechos propios. El cesionario, á quien corres- 
ponda, no podrá utilizarle para defender los derechos 
del cedente, ó los que liaya adquirido de un tercero, 
que no deba gozar de dicho beneficio; fuera del casó en 
que la adquisición haya sido por título de herencia 5 . 
Cuando no se ejercitan derechos propios, debe acredi- 
tarse la pobreza del cedente para gozar de este privi- 
legio; mas no se concede á los cesionarios que lo fueren 
estando ya pendiente el litigio \ 


CAPÍTULO M 


REGLAS PROCESALES LA DEFENSA 

POR POBRE EN LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO- A D M I N I8TR ATI VA 

Á las disposiciones del derecho común á las cuales se 
refiere la ley dada sobre el ejercicio de la j inisdicción 
contencioso-administrativa, deben agregarse las espe- 
ciales fijadas por ésta; conviene á saber: 1. a el incidente 
de pobreza se sustanciará y resolverá en el Juzgado en 
quien delegue el Tribunal de lo contencioso-admini a- 
trativo. en la forma y con los recursos que establece la 
ley de Enjuiciamiento civil; 2. a cuando se otorgue la 
declaración de pobreza, luego que el auto sea firme, si 
el declarado pobre no designa Letrado que le represente, 
dirigirá el Tribunal comunicación al Decano del Colegio 
de Abogados de Madrid, para que nombro de ófimo 
uno, que representará al defendido por pobre, sin nece- 


1 Art. 10 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

s Art. 2. a 


r> 


Sentencias de 30 di Septiembre de 18G4 y - 


¿4 de Octubre 


de 1884. 
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sitiad de poder; 3. a en los incidentes de pobreza tendrá 
siempre intervención el Fiscal, quien delegará al efecto 
en un funcionario del Ministerio público* para que con- 
curra á la práctica de las pruebas; 4. a la solicitud de 
pobreza no producirá el efecto de suspender la sustan- 
ciacion del pleito, a menos que el Tribunal de lo con t en- 
doso-administrativo lo acordase, de conformidad con el 
Fiscal, a. 1 ' la denegación de dicho beneficio implica la. 
condena de costas, y el reintegro del papel de oficio 
usado en las actuaciones por el solicitante; 6. a hasta 
que este reintegro tenga efecto, quedará en suspenso el 
procedimiento; salvo el caso en que la Administración 
sea demandante ó recurrente 

ha referencia que la primera de las reglas que acabo 
de consignar hace á la ley de Enjuiciamiento civil, alusi- 
\ a á ti amitos y recursos, me parece que comprende lo 
establecido en los artículos 28 y 29 de la misma; ó sea: 
l.° que la demanda de pobreza se formulará del propio 
modo que las ordinarias, con expresión en ella de las 
circunstancias siguientes : el pueblo de la naturaleza 
del demandante , el de su domicilio actual y el que haya 
tenido en los cinco años anteriores; su estado, edad, 
profesión ú oficio, y medios de subsistencia, si fuere ca- 
sado ó viudo, el nombre y pueblo de la naturaleza de 
su consorte, y los hijos que tenga, la casa ó cuarto en 
que habite, con expresión de calle y número, y del al- 
quiler que pague, y los bienes de su consorte y de sus 
hijos, cuyo usufructo le corresponda, y la renta, que 
produzcan; y asimismo acompañará una certificación, 
expedida por la autoridad ó funcionario competente, de 
no pagar contribución de clase alguna en el año econó- 
mico corriente y en el anterior; ó de la que satisfaga; 

1 Arl\ 39 de la ley sobre el ejercicio de la jurisdicción contencioso- 
admmistraUva. 
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presentando en este caso los recibos del último trimes- 
tre que hubiere abonado, y otra certificación para acre- 
ditar si se halla ó no inscrito en las listas electorales, y 
m qué concepto 2.° que no se dará Curso á las deman- 
das que no contengan los requisitos expresados * y si se 
alegare por el demandante no haber podido adquirir las 
enunciadas certificaciones, se reclamarán de oficio, y no 
se dara curso á la petición de pobreza mientras no se 
unan á |os autos. 

Tocante á la sustaneiaeión, que es la establecida 
por la ley de Enjuiciamiento civil para las .inciden- 
tes, sé reduce á un traslado á la parte contraria, por 
término de seis días, para que conteste concretamen- 
te sobre la solicitud de pobreza; si no se ha pedido 
prueba en el primer escrito, se mandan traer los autos 
á la vista para sentencia, con citación de las partes; el 
recibimiento á prueba tiene lugar cuando le hubieren 
pretendido todos los litigantes, y cuando, solicitado por 
una sola parte, lo estima el -Juez proi-nF ■ : ■ í término 
de prueba es de diez á veinte días, común para propo- 
ner y ejecutar aquélla; transcurrido, y sin necesidad de 
escrito alguno, manda el Juez que se traigan á la vista 
los autos, con citación, para sentencia; la cual debe ser 
dictada dentro del quinto día, y es apelable en ambos 
efectos 2 . 

El recurso de apelación no tiene otros trámites, una 
vez i ] ue se interpusiere por 


el litigante 


ro ael ter- 
mino de cinco días ", sino los siguientes: el Juezclentio 
de seis días, bajo su responsabilidad, tiene que i emitir 

1 Procede la denegad ón de la pobreza por haberse dado de teja en 
la contribución industrial durante el pleito. Sentfema de 21 de Di- 

í ■ i fi 1 1 1 1 5 i*p 1 1 1 ^ i h nf) 

9 Artículos 749 y siguientes de la ley de Enjuicia miento civil. 

5 Art. 382 de la misma. 
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los autos originales á la Audiencia territorial, con em- 
plaziimiento, para que las partes comparezcan en el tér- 
mino de veinte días Dentro de este plazo, se debe 
personar el apelante; y si no lo verifica, se declara de- 
sierto el recurso, sin necesidad de que se acuse rebeldía, 
y de derecho queda firme la sentencia ó auto a ; siendo 
el apelado quien dejare de personarse en el Tribunal 
superior, seguirá el asunto su curso, notificándose en los 
estrados del Tribunal las providencias que se dictaren; 
mas compareciendo después, se le tendrá por parte, sin 
retroceder en el procedimiento s . Formado el apunta- 
miento por el Relator ó Secretario de Sala, se entregará 
con los autos, por su orden, á cada una de las partes 
pura instrucción de sus Letrados, por un término que 
no bajará de diez días, ni excederá de diez ; tanto el ape- 
lante como el apelado manifestarán, en un escrito con 
firma de Abogado, su conformidad con el apuntamicn- 
to, o pedirán las reformas y adiciones que estimaren 
convenientes; pudiéndose en este escrito, y no antes ni 
después; adherir el apelado al recurso acerca de los ex- 
tremos en que crea le es perjudicial la sentencia ó el 
auto de que se trate. Devueltos los autos por el apelado, 
se pasaran al Magistrado ponente para su instrucción, 
por un término igual al otorgado á las partes. Habiendo 
conformidad con el apuntamiento, ó hechas en él las 
reformas ó adiciones que, en vista del informe del Ma- 
gistrado ponente, estime la Sala oportunas, de las soli- 
citadas por las partes, se acón lará traer los autos á la 
vista, con citación, y celebrada, se dictara el fallo corres 

pi 
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Art. 387. 

Arfe 840. 

Art. 843. 

Artículos 889 y siguientes, 
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CAPÍTULO ni 


OTRAS REGLA 8 ACERCA DE LA DEFENSA POR POBRE 

Las reglas procesales anteriormente consignadas no 
son las únicas (pie se deben tener en cuenta en la deci- 
sión del incidente sobre el beneficio de defenderse por 
>re ai mellos interesados eme deban obtener semeja 



] invuegio. 

Dice la ley de Enjuician! ionio civil que cuando el 
que solicite ser defendido como pobre tenga por objeto 
entablar una demanda, se esperará para dar curso á ésta, 
á que sobre el incidente haya recaído ejecutoria '. Es 
un principio general, que la declaración de pobreza se 
solicitará siempre en el Juzgado ó Tribunal que conozca, 
ó sea competente para conocer, del pleito ó negocio en 
que se trate de utilizar dicho beneficio ", infiérese efe 
aquí, <pie culos asuntos contencioso- administ ratiros, 
los Tribunales de la Administración están llamados ¡1 
aplicar oportunamente el mencionado principio, y hacer 
uso también de la excepción que tiene la enunciada 
regla, ó sea, cpie se accederá á que se practiquen, sin 
aguardar la resolución del incidente de pobreza, la> .M.- 
tuaciones de cuyo aplazamiento puedan seguirse peijjui- 
cios irreparables al actor; sus 
mente después el curso del pleito . 

Cuando se solicite la defensa por pobre, lauto por el 
actor como por el demandado, después de contestad a o 
al contestar la demanda, se sustanciará, el incidente en 
pieza separad», la cual se formará .1 costa del que pida 


Art. 22. .... ■ *t 

Art. 21 cíe la ley de Enjuiciamiento civil. 

Párrafo 2.° del citado art. 22. 
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la pobreza Si el actor que no solicitó la defensa por 
pobre antes de presentar su demanda, la pidiere des- 
pués, no podrá otorgársele, á menos de que justifique 
cumplidamente que lia venido al estado de pobreza con 
posterioridad á haber entablado el pleito 2 . 

-Id litigante que no haya sido defendido por pobre en 
la primera instancia, si pretende gozar de este benefi- 
cio en la segunda, deberá justificar que, después de 
aquélla ó en el curso de la misma, ha venido al estado 
de pobreza; y no acreditándolo cumplidamente, no se 
le declarará el indicado beneficio b 

La sentencia concediendo ó negando la defensa por 
pobre, no produce los efectos de cosa juzgada. En cual- 
quier estado del pleito podrá la parte á quien interese 
promover nuevo incidente para su revisión y revocación, 
siempre que asegure, á satisfacción del Juez ó Tribunal, 
el pago de las costas en que será condenada, si no pros- 
pera su pretensión. De esta fianza estará exento el Mi- 
nisterio Fiscal h En el caso ele la regla anterior, no se 
otorgará la defensa por pobre al litigante á quien hu- 
biese sido denegada, si no justifica cumplidamente que 
ha venido á ese estado por causas posteriores á la sen- 
tencia que le negó aquel beneficio; ni se dará curso á la 

nue% a demanda que no se fundé en el motivo expre- 
sado b ‘ 1 


La declaración de pobreza hecha en un pleito no 
puede utilizarse en otro, si á ello se opusiere el coliti- 
gante , en tal caso, deberá repetirse , con. su citación y 
auciuicia, la sustanciación del incidente hasta dictar 




5 


Art, 2 :í de «lidia, ley de Enjuiciamiento civil 
Art. 24. 

Art. 25. 

Art. 33. 

Art. 34. 


nueva sentencia sobre la pobreza. Es claro, pues, que 
no pudiendo utilizarse en un pleito la declaración de 
pobreza hecha en otro, a no consentirlo la parte contra- 
ria, no tiene tal declaración el valor y eficacia de cosa 
juzgada en el segundo ¡litigio. Mas tampoco puede ser 
denegado de plano el beneficio de pobreza cuando el 
interesado venía en posesión de él, por auto motivado 
consentido por su colitigante, que no hizo uso del dere- 
cho de oponerse, declarado á su favor en el art. 35 «le 
la ley de Enjuiciamiento civil *. 

La concesión del beneficio de pobreza á un litigante, 
no le libra de la obligación «le pagar las costas en que 
hubiere sido condenado, si se le encontrasen bienes en 
que Lacerias efectivas b 

Venciendo el declarado pobre en el pleito que hubiere 
promovido deberá pagar las costas causadas en su de- 
fensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo 
que en él haya obtenido en virtud de su demanda ó re- 
convención ; si excedieren, se redimirán á lo que im- 
porte dicha tercera parte. Cuando no haya bienes bas- 
tantes para cubrir los derechos de la Hacienda y los (pie 
pertenezcan É los Abogados, Procuradores y demas in- 
teresados en las costas, todos percibirán á p ron ata la 

parte que les corresponda b 

Estará, además, el declarado; pobre en la obligación 
de pagar las costas que no excedan «le la tercera paito 
de Jo que hubiere obtenido en el pleito, si den ti o de 
tres años después de fenecido este , viniese a mejor for- 
tuna; lo cual se entiende que ocurre: l.° por haber ad- 
quirido salario permanente, sueldo, rentas ó bienes, ó 


« Art. 35, sentencias de 0 de Octubre de 1865 y 

de 1881. 

! Art. 36. 

5 Artículos 37 y 38. 


22 de Abril 
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estar dedicado al cultivo de tierras o < na de ganados, 
cuyos productos sean ó estén graduados en una canti- 
dad superior al jornal de cuatro braceros en cada loca- 
lidad: 2.° por pagar de contribución cuotas dobles á las 
designadas por la ley, de las cuales Mee mención en el 
lugar oportuno *. 

Aun cuando el declarado pobre tiene derecho á que 
se 1c nombre de oficio Abogado que le represente y de- 
fienda, podrá valerse de uno de su elección, y hasta de 
Procurador en su caso, si les nombra y aceptan el cargo 
respectivo; no admitiéndolo, se efectúa la designación 
de oficio, con sujeción á las siguientes prescripciones: 
1. a el que haya obtenido la declaración de pobreza para 
promover un pleito ó deducir cualquier demanda, de- 
berá presentar, en papel común ó del sello de pobres, 
una relación circunstanciada de los hechos en que su 
derecho se funde, y los documentos ó expresión de los 
medios con que cuente para justificarlos ; 2. a luego que 
el declarado pobre cumpla lo prevenido en el artículo 
anterior, se le nombrarán de oficio Procurador y Abo- 
gado que se encarguen de su representación y defensa, 
y se entregarán los autos al Procurador para que los 
pase al estudio del Letrado; 3. a si este conceptuare que 
son insuficientes los hechos consignados en la relación, 

O 

podrá pedir dentro de diez días, que se requiera al in- 
teresado para que los amplíe ó aclare sobre los extremos 
que aquél designe: 4. a cuando, con dicha ampliación ó 
sin ella, estime el Letrado que es insostenible el dere- 
cho que quiere hacer valer el pobre, podrá excusarse de 
la defensa; manifestándolo asi dentro de diez días, en 
un escrito sucintamente razonado: 5. a en esté caso se 
pasaran los autos al Colegio de Abogados para que dos 
Letrados en ejercicio de los que paguen las tres priinc- 

‘ Alt. 39. 
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ras cuota* de contribución, den su dictamen soore si 
puede ó no sostenerse en juicio la acción que se pro- 
ponga entablar el declarado pobre; ó si no hubiere Co- 
legio, se nombrará á dos de. los Letrados ruéis antiguos 
de la localidad para que den dicho dictamen; y si no 
los hubiere hábiles, es decir, libres de incompatibilidad, 
se remitirán los autos, por conducto del Juez respec- 
tivo, al Colegio de Abogados más próximo: 6. a si el 
dictamen de dichos dos Letrados fuere conforme con el 
del nombrado de oficio, se negará al interesado él be- 
neficio de la defensa por pobre en aquel asunto, sin 
perjuicio de su derecho para promoverle como rico: 
7. a cuando los dos Letrados, ó uno de ellos, opinare (pie 
procede entablar la acción, ó que es dudoso por lo me- 
nos el derecho que pretenda tener el declarado pobre, 
se le nombrará de oficio otro Abogado, para quien será 
obligatoria la defensa 

En el caso de ser declarado pobre el demandado, si el 
Abogado á quien corresponde su defensa se excusare 
por creer insostenible la pretensión de aquél, dentro de 
seis días lo manifestará al Tribunal; el cual dispondrá 
el nombramiento de otro Letrado; si este se excusare 
también por la misma causa, se pasará el asunto al Fis- 
cal. cuando no fuere parte, para que manifieste si es ó 
no sus temible la pretensión del pobíe; y cuando sea 
parte el Ministerio Fiscal, dará este dictamen un Abo- 
gado que no sea de pobres, elegido por el Colegio, 
donde le baya, y por el Tribunal en su defecto. Si el 
Fiscal, ó el tercer Abogado, en su caso, estima insoste- 
nible la pretcnsión del poto, cesará la obligación de 
los Abogados de tumo; pero si la considera sostenible 
se nombrará un Abogado de oficio, el cual no podra 

1 Artículos 40 , 41, 42 , 43, 44 , 45, 4G y 47 do la ley de Enjuicia- 
miento civil- 
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excusarse de la defensa. Lo propio se practicará cuando 
el actor solicite y obtenga la defensa por pobre después 
de contestada la demanda, ó cualquiera de las partes 
durante la segunda instancia \ 

Los Abogados que dentro de los plazos fijados en las 
reglas que dejo consignadas no hicieren la manifesta- 
ción á que se refieren las mismas, se entenderá que 
aceptan la defensa del pobre, y no podrán excusarse 
sino por haber cesado en el ejercicio de la profesión. El 
Letrado que se haya encargado de la defensa de una 
parte en concepto de rica, si después la misma es decla- 
rada pobre, esta obligado a seguir defendiéndola gratui- 
tamente, cuando no haya en la localidad Abogados es- 
peciales de pobres hábiles para ello 3 . 

Ya se dijo que la denegación del beneficio de pobreza 
en la jurisdicción contencioso -administrativa implica el 
reintegro del papel de oficio usado en las actuaciones 
poi el solicitante, y que hasta que tenga efecto estará el 
procedimiento suspendido; salvo el caso de ser deman- 
dante ó recurrente la Administración , y hay que agregar 
á estas reglas la de que si no se justifica la pobreza en el 
término de la suspensión, caduca la demanda 5 . 

1 Art. 48 . 

* Artículos 48 y 50- 

Artículos 94 y J5 de la ley sobre el ejercicio de la jurisdicción 

contencioso-admmistrativa, promulgada en 14 de Septiembre de 1S88. 


TITULO IV 


De la recusación 


CAPÍTU 1.0 PRI.MEHO 

DE LA RECUSACIÓN EN LOS ASUNTOS CONTENCIOSO - ADMINISTRATIVOS 

Nada dice la ley de 14 de Septiembre de 1888 con 
respecto á la recusación; mas una de sus reglas genera- 
les consiste en que la de Enjuiciamiento civil regirá 
como supletoria de la de Procedimientos eontencioso- 
adm ilustrativos y será aplicada, en todo lo que con la 
índole de los mismos sea compatible Siendo, jai es, 
indudable que, no sólo existe esa compatibilidad, sino 
que hay una necesidad evidente del remedio legal de 
que hablamos, lo mismo en este fuero que en el común, 
entiendo que entra, por modo notorio, en el contenido 
del derecho procesal de que estoy tratando, la recusa- 
ción, así de los Ministros del Tribunal central y de los 
Magistrados de los Tribunales provinciales, como de los 
Secretarios de Sala y otros auxiliares de la juste ía ad- 
ministrativa. 

Porque si, con la jurisdicción retenida, cuando no se 
fallaba por los Tribunales contencioso-administrativos, 
y únicamente se proponía al Gobierno la resolución que 

1 Art. 105 . 
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se consideraba justa y conveniente, había en el Roo-]., 
mentó de 30 de Diciembre de 1846 un capítulo, %tm 
era el X del título I, el cual se ocupaba de las recu- 
saciones de los Vocales del Consejo de Estado; y ¿ 
en la ley orgánica de los Consejos provinciales, de 
2 de Abril de 1845, y en su Reglamento de l.° de Oc- 
tubre del propio año, se hablaba en la primera y se da- 
ban disposiciones en el segundo, acerca de lus^ recusa- 
ciones, ^claro está que actualmente, concedida á los 
nuevos Tribunales la jurisdicción delegada, con la im- 
portantísima facultad de dictar autos y sentencias eje- 
cutables en siendo firmes, no podrá desconocerse que 
precisa de todo punto conceder á las partes el medio 
legal de impedir que tomen conocimiento ó intervengan 

en sus negocios las personas á quienes pueda faltarles 
el íeq ínsito de la imparcialidad. 

Haciendo historia de la recusación en los Consejos 
provinciales y en el de Estado, conviene á mi objeto re- 

KM* P ° r -b Cltadi ' ley 01 'g“ nica <fe 2 de Abril 
r " a Se ^ )re '? 0 H caso de que fuesen recusados los 
1 ,,e J cl0S Provinciales; llamándose para sustituirlos á 
s supeinurnerarios 1 ; y en el Reglamento de l.° de 

_. C U V de i 845 86 deCÍa lo ««“ente: El Jefe político 

pona ser recusado; el Vicepresidente y los demás 

\ ocales del Consejo lo podrán ser: l.- si fueren parien- 
tes por consanguinidad ó afinidad basta el cuarto grado 
ern inclusive de alguno de los litigantes; 2.» si al 

SE Ó . dentr0 de W afta pre- 

contri SlgUle , rei í L 0 llnl;)leren seguid© causa criminal 
, gU r ks partes ’ su c <*yuge I SUS consan- 

* ® - afi “T 611 k W reeta; 3 -° si al tie mp° h 

cuTeren 1° , de los seis meses Precedentes, si- 

g , ° iutlerei1 se § u ido pleito civil con alguna de 

1 Art. 4,° ° 


las peí tonas mencionadas en el párrafo anterior; con 
que el pleito haya empezado antes de aquel en que ¡ 
proponga la recusación; 4.° si fueren tutores, curadores 
o defensores de cualquiera de las partes, ó administra- 
ren un establecimiento ó compañía que lo sea en el 
litigio. 

Determinaba también dicho Reglamento, que cuando 
los hechos en que se fundase la recusación fuesen ante- 
rioies al pleito, no podrían proponerla los litigantes 
después de haber contestado la demanda ó deducido 
excepción dilatoria; salvo si aquéllos vinieren posterior- 
mente á su noticia, en cuyo caso deberían hacerlo luego 
que la tuvieran. La recusación se proponía por escrito, 
firmando el recusante ó su apoderado; y la tramitación 
del incidente se reducía á comunicar el escrito al recu- 
sado, el cual respondía á él también por su escrito, ó do 
palabra ante el Consejo; éste recibía apruébala recusa- 
ción, si lo estimaba necesario ; y oído el recusado, ó eva- 
cuada la prueba, el Consejo fallaba inmediatamente, sin 
ulterior recurso. El recusado no podía asistir á la vista, 
ni á la votación del incidente; y admitida la recusación, 
se abstenía de conocer sen el uegocio 

El enunciado capítulo X, título I del Reglamento de 
lo contencioso del Consejo de Estado — entonces Con- 
sejo Real — -disponía, que los Vocales eran recusables 
por las causas expresadas en el art. 13 del de J." de 
Octubre de 1845, de que ya queda hecha mención , u 
otras equivalentes á juicio del Consejo; y daba también 
las siguientes reglas: 1> repetía lo dicho de que ruando 
los hechos en que se fundase la recusación hieran ante- 
riores al pleito, no podían proponerla los litigantes des- 
pués de haber contestado la demanda, etc., agregando 

1 Artículos 13, 14, J5 y 16 del Reglamento de los Consejos pro- 
vinciales. 
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la mejora de apelación ó recurso de nulidad, de que en 
los Consejos provinciales no había para qué hacer refe- 
rencia, y también que no podía proponerse la recusación 
en ningún caso, cuando hubiera empezado á verse el 
asunto en Consejo pleno; 2. a el litigante que faltare ú 
la verdad, suponiendo no haber llegado á su noticia la 
causa de recusación en tiempo hábil, era corregido con 
multa que no excediera de 6.000 reales; 3. a la recusa- 
ción se proponía por escrito, y se comunicaba, por me- 
dio de oficio, al recusado, el cual respondía en la misma 
forma; 4. a si no se daba el Consejero por recusado, la 
Sección recibía á prueba la recusación si lo estimaba ne- 
cesario, y proponía al Consejo la providencia que creía 
justa; 5. a igual á lo que dejo dicho de no poder el recu- 
sado asistir á la vista y votación del incidente; y que 

una vez admitida la recusación, aquél se abstenía de 
conocer en el negocio \ 


CAPÍTULO II 


REGLAS COMUNES Á TODAS LAS RECUSACION ES 

No siendo una cosa insólita en la jurisdicción conton- 
cioso-admmistrativa la recusación, y estando derogadas 
por la ley de 14 de Septiembre de 1888 todas las que 
se opongan i las disposiciones en ella contenidas ! cabe 
c , , «. c °n relación al expresado remedio, lian que- 

0 ? fle cirio he dado cuenta en el capítulo 

au error, o Si deben aplicarse las reglas establecidas en 
la ley de Enjuiciamiento civil, en lo que fuere compa- 

Dihtwoíiwó. 33 ’ 34 ’ 35 ’ 36 y 37 dd dta,1 ° lamento de .30 de 
* Art. 108. 
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tibie con la índole de los procedimientos de aquella ju- 
risdicción, de la cual es supletoria \ Hubiera sido acaso 
conveniente y oportuno que la repetida ley de 14 de 
Septiembre no hubiere hecho caso omiso de la recusa- 
ción, y que así como se ha ocupado, por ejemplo, del 
beneficio de pobreza, reglase también este punto tan 
esencial de los procedimientos contencioso -administra- 
tivos. Mas por causas (pie no discuto, se dejó de incluir 
el capítulo ó sección que habría evitado la indicada 
duda, verosímilmente reservando las recusaciones para 
el Reglamento general , que lia de dictar el Gobierno en 
el plazo máximo de un año, ó sea, antes del 14 de Sep- 
tiembre de 1889, comprensivo clel procedimiento á que 
deberá ajustarse la sustanciad ó n de los asuntos conten- 
cioso- administrativos y de sus incidentes *, uno de ellos, 
con toda evidencia, el de recusación. 

Yo me indino á que no son las disposiciones del Re- 
glamento de 19 de Octubre de 1860, y mucho menos 

O 

las del de l.° de Octubre de 1845, las que corresponde 
aplicar, sino las de la repetida ley de Enjuiciamiento 
civil declarada supletoria, según lie dicho, de la de 14 de 
Septiembre do 1888; y sin pretender que esta opinión 
mía sirva de norma á la jurisprudencia (pie se establez- 
ca en el particular, antes bien, habiendo consignado las 
doctrinas de aquella legislación de 1845 y 1860, por si 
ésta fuese la que como criterio provisional se adoptase 
en este punto concreto, voy á ceñirme á la enunciada 
ley procesal común, para exponer la teoría lespeetiva 

á las recusaciones. 

Como disposiciones generales hay que tenei presentes 
las que siguen. 

Los Jueces y Magistrados, cualquiera que sea »u 

1 Art. 105. 

* Art. 107. 


grado y jerarquía, y los auxiliares de los Tribunales y 
Juzgados, sólo podrán ser recusados por causa ligítirua 
que lo son, á saber: 1. a el parentesco de consanguinidad 
ó afinidad, dentro del cuarto grado civil, con cualquiera 
de los litigantes; 2. a el mismo parentesco, dentro del 
segundo grado, con el Letrado de alguna de las partes 
que intervengan en el pleito; lo cual se entiende sin 
perjuicio de hacer cumplir la prohibición que tienen los 
Abogados para encargarse de la defensa ele asuntos en 
que deban conocer como J ueces sus parientes dentro de 
dicho grado; 3. a estar ó haber sido denunciado por al- 
guna de las partes, como autor, cómplice ó encubridor 
de un delito, ó como autor de una falta; 4. a haber sido 
defensor de alguna le las partes, emitido dictamen 
sobre el pleito como i ntrado, ó intervenido en él como 
Fiscal, perito ó testigo; 5. a ser ó haber sido tutor ó cu- 
rador para bienes, ó haber estado bajo la tutela ó cura- 
duría de alguno que sea parte en el pleito; 6. a ser ó 
haber sido denunciador ó acusador privado del que re- 
cusa; 7. a tener pleito pendiente con el recusante; 8. a te- 
ner interés directo ó indirecto en el pleito, ó en otro 
semejante; 9. a amistad intima; 10. a enemistad maní- 

t 
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Los Ministros ó Magistrados en quienes concurra al- 
guna de has expresadas causas, se abstendrán del cono- 
cimiento del negocio, sin esperar á que se les recuse; lo 
mismo harán los auxiliares de los Tribunales en igual 
caso Sólo podrán recusar los que sean parte legítima, 
ó tengan derecho á serlo y se personen en el negocio á 
que se refiera la recusación Ésta se propondrá en el 
primer escrito que presente el recusante, cuando la 

1 Artículos 188 y 180 de la ley de Enjuiciamiento civil 
s Art. 100. 

5 Art. 121. 


causa en que se funde fuere anterior al pleito y ten^a 
conocimiento de ella; cuando fuere posterior, ó aunque 
unteiioi, no hubiese tenido antes conocimiento de ella 
el recusante, la deberá proponer tan luego como líeme 
á su noticia, y no justificándose este extremo, será des- 
estimada la recusación * En caso alguno podrá hacerse 
la misma después de citadas las partes para sentencia 
en primera instancia, ni después de Comenzada la vista 
del pleito en el respectivo Tribunal eontencioso-admi- 
nistrativo. Tampoco podra proponerse en las diligencias 
para la ejecución de la sentencia, á no ser que se funde 
en causas ligí timas que notoriamente hayan nacido des- 
pués de dictada. 


CAPÍTULO III 


RECUSACION DE CONSEJEROS MINISTROS DEL TRIBUNAL I “ENTRA L 
Y DE MAGISTRADOS DE LOS TRIBUNALES PROVINCIA LES 

La recusación de los Presidentes, Ministros y Magis- 
trados de los Tribunales de la Administración, á seme- 
janza de la de los del Tribunal Supremo de Justicia y 
de las Audiencias, deberá hacerse en escrito I Tinado por 
Letrado, por el Procurador, cuando intervenga, y por 
el recusante, si supiere firmar y estuviere en el lugar del 
juicio. Cuando este último no estuviere presente, firma- 
rán sólo el Ahogado, y en su caso también el Procura- 
dor, si se hallaren expresamente autorizados para recu- 
sar. En todo caso se expresará en el escrito concreta y 

claramente la causa de la recusación ■ 

Hi el litigante que la luciere, estuviera en el lugar 
del juicio, deberá ratificarse con juramento en dicho 


1 Art. 102. 
* Art. 19 E 


escrito, y sin este requisito no se le dará curso Acom- 
pañarán al escrito tantas copias cuantas sean las otras 
partes litigantes, á quienes serán entregadas al notifi- 
carles la primera providencia (pie recaiga *. 

Cuando el Ministro ó Magistrado reconociere como 
cierta la causa alegada, y el Tribunal la estimare pro- 
cedente, se dictará por el misino Tribunal auto, tenien- 
do por recusado á aquél, y contra el propio auto no 
habrá recurso alguno \ La decisión admitiendo la recu- 
sación ó denegándola, será notificada solamente al Pro- 
curador ó Abogado representante del que la hiciere, 
aun cuando el interesado se halle en el lugar del juicio 
y haya firmado el escrito \ 

Si el recusado no se considera comprendido en la 
calina alegada, se mandará formar pieza separada, á 
costa del recusante, para sustanciar el incidente; cuya 
pieza contendrá el escrito original de recusación y las 
actuaciones en su virtud practicadas; quedando nota 
expresiva en el pleito I huíante la sustanciación de 
aquélla, no podrá intervenir el recusado en el litigio, ni 
en el propio incidente de recusación B , 

No detendría ésta el curso del pleito, el cual seguirá 
sustanciándose hasta la citación para la sentencia defi- 
nitiva, y en este estado se suspenderá mientras no se 
decida el incidente de recusación \ 

Instruirán las piezas separadas de que se trata: cuan- 
do el recusado Sea el Presidente del Tribunal ó de una 
de sus Salas, el otro que hubiere ó en su defecto el Mi- 


1 Art. 195. 
51 Art. 196. 
5 Art. 197. 
* Art. 198. 
5 Art. 199. 
a Art. 200. 
7 Art. 201 . 


nistio o Magistrado mas antiguo, y cuando fuere recu- 
sado uno de éstos, el que le siga en antigüedad '. For- 
mada dicha pieza, se dura traslado ¡í la parte contraria 
en el pleito, para que, dentro de tres días, exponga lo 
que estime procedente respecto de la recusación; eva- 
cuado el traslado antedicho — para lo cual se entregarán 

- é ^ O 

copia, ó copias si son dos ó más los interesados — ó 
transcurrido el término sin haberlo utilizado, se reci- 
birá el incidente á prueba diez días improrrogables, 
cuando la recusación se funde en hechos que no estén 
justificados, niel recusado haya reconocido; sustancián- 
dose, en todo lo demás, la repetida pieza separada en la 
forma establecida para los incidentes \ 

Decidirán los de recusación: cuando el recusado fuere 
el Presidente ó un Presidente de Sala, el mismo Tribu- 
nal en pleno; y cuando fuere un Ministro ó Magistrado, 
la Sala á que pertenezca \ La declaración de haber ó no 
lugar á la recusación se dictará por medio do auto, den- 
tro del tercer día *. Cuando se desniegue aquélla, se 
condenará siempre en costas al que la hubiere propues- 
to, á quien, además, se impondrá una multa de -00 á 
400 pesetas, y por falta de pago, el multado sufrirá 
prisión por vía de sustitución y apremio cu los térmi- 
nos que para las causas por delitos establece el Godig 

penal 5 . . 

Otorgada la recusación, el Presidente, Ministro o 

Magistrado, contra ciuian so dirigid aquálift, quedará 

separado del conocimiento del asunto 

1 Art. 203. 

* Artículos 204 y 205. 
s Art. 20G. 
á 207, 

5 Artículos 211, 212 y 213. Véase también el art. 49 del Código. 
fi Art. 215. 
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CAPÍTULO IV 


RECUSACIÓN DE SECRETARIOS DE SALA Y OTROS AUXILIARES 


Presentado si g . se rito ele recusación de algún Secre- 
tara ú Oficial de Sala, el recusado consignará á conti- 
nuación por diligencia si reconoce ó no como cierta v 
legítima la causa alegada, y pasará al compañero que 
le preceda los autos para que se dé cuenta al Tribunal. 
Cuando reconociere como cierta la causa de la recusa- 
ción, se decidirá sin más trámites .haberle por recusado, 
si aquélla es de las que en su lugar dijimos, ó en caso 
contrario se declarará no haber lugar á la recusación. 
Contra el auto estimándola, no se da recurso alguno; 

contra el que la denegare procede el de súplica ante la 
misma Sala ó Tribunal *. 

Cuando el auxiliar recusado niegue la certeza de la 
causa alegada, se mandará formar la pieza separada co- 
rrespondiente; sera parte en ella el recusado, si lo soli- 
cita, y se admitirá la prueba pertinente que se propon- 
ga. La insti uccion de la pieza separada estará á cargo 
del Magisti ado mas moderno del tribunal ó Sala que 
conozca ce los autos en que sea recusado el auxiliar; y 
decidirán estos incidentes los propios Tribunales ó Sa- 
las que entiendan en el asunto, sin recurso alguno con- 
tra su decisión \ 

Los auxiliares recusados, desde el momento en que 
lo sean, no podrán actuar en el negocio en que lo hie- 
len , como tampoco en la pieza de recusación , y serán 
reemplazados por el que les preceda en antigüedad, de 

1 Artículos 234, 235, 230 y 237. 

- Artículos 238 , 239 y 240. 
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su misma clase, o si el recusado es el más antiguo, por 
el más moderno b ° 

No podrán ser recusados los auxiliares durante la 
práctica de cualquiera diligencia ó actuación de que es- 

encargado! ; así como tampoco después de ci- 
tadas las partes para- sentencia, ó de comenzada la 
vista; ni en las diligencias para la ejecución de aquélla, 
á no ser que se funde la recusación en causas legítimas 

que notoriamente hayan nacido después de dictado el 
fallo a . 

La recusación de los auxiliares no detendrá- el curso 
ni. la decisión del asunto en que se hubiere propuesto. 
Cuando se declare haber lugar á ella, será condenado 
en las costas del incidente el auxilia r recusado que negó 
la certeza ó legitimidad de la causa alegada; pero si se 
desestimare, se impondrá al recusante dicha condona, 
y además el pago de los derechos correspondientes á las 
actuaciones practicadas en el pleito; los emúes percibirá 
el recusado, sin perjuicio de hacer igual abono al que le 
haya sustituido 

Luego que se firme el auto estimando la recusación, 
quedará el auxiliar recusado separado definitivamente 
de toda intervención en los autos; continuando en su 
reemplazo el que le haya sustituido durante la sustan- 
ciación del incidente; sin que; pueda percibir aquél de- 
rechos de ninguna clase desde que se le hizo la recusa- 
ción; pero si ésta fuere denegada, luego que el auto 
quede firme, volverá el auxiliar recusado á ejercer sus 

funciones *. 

1 Art. 242. 

2 Art. 243. 

Artículos 243, 244, 245 y 247. 

Artículos 240 y 247. 
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De la acumulación 


CAPITULO PRIMERO 


ACUMULACIÓN DE ACCIONES 

Otro do los incidentes de que no halda la ley de 
14 de Septiembre, dejándolo, sin duda, para el Regla- 
mento general que lia de publicarse por el Gobierno, m 
el de acumulación: materia importantísima, de la cual 
no puede ni por un momento prescindirse ; porque to- 
dos los días está ocurriendo en la práctica de los Tri- 
bunales contencioso -administrativos este i miden te. v 

J J 

también porque la acumulación es couvenientísima: 
ya mirando al fin de la expedita marcha en la sustan - 
ciación de los asuntos, y hasta el mayor acierto en los 
fallos; ya buscando la economía de tiempo y gastos, que 
notoriamente es uno de los objetivos de toda ley pro- 
cesal. Claro es que provisionalmente rigen las disposi- 
ciones de la ley de Enjuiciamiento civil, conforme dejo 
dicho, y tanto más cuanto que en la legislación especial 
de los Consejos de Estado y provinciales hada se dice 
con respecto á esta materia, y liemos estado aplicando, 
como derecho supletorio, las reglas procesales comunes 
relativas al enunciado incidente de acumulación. 
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Puede ser ésta: l.° de acciones: 2.° de autos. En este 
capítulo lie de concretarme á la primera. 

El actor podrá acumular en la demanda cuantas ac- 
ciones le competan contra el demandado, aunque pro- 
cedan de diferentes títulos, siempre que aquellas no 
sean entre sí incompatibles \ Existe la incompatibili- 
dad y, por tanto, no se permite el ejercicio simultáneo 
de dos 6 más acciones en un mismo juicio: l.° cuando 
se excluyen mutuamente, ó son contrarias entre sí, de 
suerte que la elección de la una impida ó haga inef icaz 
el ejercicio de la otra; 2.° cuando el Tribunal que deba 
conocer de la acción principal sea incompetente, por 
razón de la materia litigiosa, para entender en la acu- 
mulada; 3.° cuando deban ventilarse y decidirse las ac- 
ciones cji juicios de diferente naturaleza \ 

Podrán acumularse y ejercitarse simultáneamente las 
acciones que uno tenga contra varios individuos, ó va- 
rios contra uno, siempre que nazcan de un mismo título 
ó se funden en una misma causa de pedir s . 

No se permitirá la acumulación de acciones después 
de contestada la demanda, quedando á salvo el derecho 
del actor para ejercitarlo en el juicio correspondiente \ 
Si antes de la contestación se ampliase la demanda para 
acumular nuevas acciones á las ya ejercitadas, el tér- 
mino para contestar se contará desde el traslado de 
dicho escrito 5 . 

La acumulación de acciones, cuando proceda y se 
utilice oportunamente por el actor, producirá el efecto 


i 

Z 

4 
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Art. 108 de la ley ele Enjuiciamiento civil. 
Art. 104. 

Art. 156. 

Art. 107. 

Art. IOS. 
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de discutirse indas en un mismo juicio y resol v 
una sola sentencia 


eme en 


LAIMTILO il 


ACUMU.LA.CKtX DE AUTOS 



rá decretarse la acumulación de autos á ins- 
tancia de parte legítima , que lo serán , para este efecto, 
los que hayan sido admitidos como litigantes cu cual- 
quiera de los pleitos cuya unión se pretenda ", 

Las causas por que deberá decretarse la acumulación, 
son á saber: 1. a cuando la sentencia que haya de dic- 
tarse en uno de los pleitos cuya acumulación se pida, 
produzca excepción de rosa juzgada en el m lo : A ;l cuan.- 

(lo en el Juzgado competente haya pendiente pleito, 
sobre lo mismo que sea objeto del que después se haya 
promovido; -3. a cuando haya un juicio de concurso d de 
quiebra, al que se halle sujeto el caudal contra el que so 
haya formulado ó formule cualquier demanda; 4. a cuan- 
do ha va un inicio de testamentaría ó ahiutestato, al 
que se encuentre sujeto el caudal contra el que se haya 
formulado ó formule una acción de las declaradas ai ít- 
mulables á estos juicios; 5. a cuando de seguirse separa- 
damente los pleitos, se divida la continencia de la. causa; 
lo cual se entiende qué sucede cuando hay entre los 
dos pleitos identidad de personas, cosas y acciones , ó, 
al menos, de personas y cosas, aunque la acción sea di- 
versa, o de personas y acciones, aunque las cosas sean 
distintas; ó cuando las acciones provengan de una mis- 


1 Art. í.'ií). 
s Art. 16 D. 


nía causa aunque se den contra muelos y haya, por 
consiguiente, diversidad de personas y aun sean dife- 
rentes las personas y las cosas, ó finalmente sean dis- 
tintas las personas, existiendo la identidad de cosas y 
acciones ' . 

La acumulación puede pedirse en cualquier estado 
del pleito, antes de la. citación para sentencia. No son 
acumula! des los asuntos que estén en diferentes instan- 
cias, ni los ya conclusos para definitiva a . 

Si im mismo Tribunal ó Sala conoce de los pleitos 
cuya acumulación se pida, y éstos tienen un propio Se- 
cretario de Sala, se dispondrá que él mismo vaya á 
hacer relación de unos y otros autos; pero si se siwe- 

* O 

ren por distintas Secretarías, concurrirán á hacer la re- 
lación, en una sola vista, los actuarios de unos y otros; 
señalándose día. y hora para aquélla con citación á las 
partes, dentro de Jos ocho días siguientes al de la provi- 
dencia, Terminada la relación, y oídos los defensores que 
se hubieren presentado, el Tribunal, dentro de los dos 
«lias siguientes, dictará, por medio de auto, la resolución 
que estime oportuna; la cual es apelable, si se trata «le 
un Tribunal de provincia, para ante el Tribuna] cen- 
tral de la Administración, y el recurso se admitirá en 
ambos efectos s . 

Cuando los pleitos se siguieren en distintos Tribuna- 
les, se pretenderá la acumulación ante aquel á quien 
corresponda conocer de los autos, que lo es el en que 
radique el pleito más antiguo, al cual se acu m ularán los 

Artículos 1 01 y 162, los cuales comprendo que no tendrán aplica- 
ciun, en totalidad, á los asuntos contencioso -administrativos; mas 
pnli ‘¡n que, en parte, huelgue la doctrina expuesta con sujeción á la 
ley, á mutilar lo por ella establecido. 
a Artículos 163 y 1G5. 
r * Artículos 1C3, 505, IOS, 169 y 170. 


más modernos. Del escrito pidiendo la acumulación, se 
acompañaran tantas copias cuantas sean las otras partes 
litigantes cu el mismo pleito en que se pida; á quienes 
serán entregadas, para que, dentro de tres días puedan , 
si les conviniere, impugnar dicha pretensión. Trans- 
currido ese término, y haya tí no quien impugne la 
acumulación, sin más trámites, el Tribunal, dentro del 
tercer día, dictara auto, denegándola ó concediéndola; 
el cual, en el primer caso, es apelable en un efecto, y 
en el segundo no es susceptible de ningún recurso 

Si el Tribunal estimare procedente la acumulación, 
mandará en el mismo auto dirigir oficio al que conozca 
en el pleito, reclamándole que se lo remita, y acompa- 
ñará testimonio ó certificación de los antecedentes que 
determine y sean bastantes para < lar á conocer la causa 
por que se pretende la acumulación. Recibidos el oficio 
y testimonio por el otro Tribunal ó Juez, se dará vista 
de todo al que ante él haya promovido el asunto, por 
el término improrrogable de tercer día. Rasado éste, se 
recogerán de oficio los autos, si fuere necesario, y el 
Tribunal ó Juez dictara uno otorgando la acumulación 
ó denegándola. El auto en que la conceda, será apelable 
en un solo efecto; contra el en «pie la deniegue no se 
dará recurso alguno 

Acordada, la acumulación, se remitirán los antas al 
Tribunal que la haya pedido, con emplazamiento de las 
partes para que dentro de quince días comparezcan ante 
él á usar de su derecho. Denegada la acumulación , el 
Tribunal ó Juez requerido lo comunicará, sin dilación, 
al requirente, acompañando á su oficio testimonio de 
los antecedentes que estime necesarios para j ustificar su 

1 Artículos 171, 172 y 173. 

- Artículos 174, 175 y 176. 


resolución , y exigiendo que le conteste para continuar 
actuando, si le deja en libertad, 6 remitir los autos á 
quien corresponda decidir la cuestión 

. El Tribunal que llaya pedido la acumulación, luego 
que reciba dicho oficio, si encuentra fundados los moti- 
vos por que le haya sido denegada, desistirá de su pre- 
tensión, contestando , sm demora, al otro Tribunal ó 
Juez, para que pueda continuar procediendo en el asun- 
to; cuyo auto es apelable en un solo efecto 2 . 

Cuando el Juez requerido se niegue á la remisión de 
los autos, por creer que la acumulación debe hacerse á 
los que penden ante él, y el requi rente no conceptuare 
deber desistir de su pretensión con mérito á lo que 
aquel diga en su oficio y resulte del testimonio, se dará 
v¡sta, por tres días improrrogables , á la parte que hu- 
biere pedido aquélla; y evacuada, ó recogidos los autos, 
dictará el que se estime procedente, que si es insistir 
en la reclamación del conocimiento del negocio produ- 
cirá el resultado de remitir las actuaciones al superior 
correspondiente con emplazamiento de las partes, avi- 
sándolo al otro Tribunal ó Juez para que, por la suya, 
verifique igual remesa \ 

Artículos 1 7 f y i 7<8. En mi concepto, corresponde decidir, al 
Tribunal central, si se trata de conflicto suscitado por el incidente de 
acumulación entre Tribunales provinciales; y si fuere entre uno de 
estos, y el mismo central, no teniendo un superior común, partéeme 
(pie debería aplicarse el procedimiento establecido para las cuestiones 
de competencia. 

Art. 1*9. Siempre (pie hablo de apelación, me refiero á la (pie 
se da de las decisiones de los Tribunales provinciales para ante oí 
central, que es el superior en la jerarquía contencioso-administrativa, 
y por esto, no teniéndole él, no son apelables sus resoluciones y sólo 
caben contra éstas los recursos de (pie trataré á su tiempo. 

3 Se entiende por superior para este efecto, quien lo sea para deci- 
dir las competencias. 

4 Artículos ISO y 182 


Las actuaciones sucesivas del incidente de acumula- 
ción se acomodaran a lo prevenido para las competen- 
cias; materia grave y delicada, de la cual, como he di- 
cho, me ocupo en su oportuno lugar. 

Desde que se pida la acumulación, quedará en sus- 
penso la sustanciación de los pleitos á que se refiera; y 
así continuará hasta que alguno de los Tribunales ó 
Jueces desista de su propósito, ó se dirima el conflicto 
por el superior correspondiente. Sin embargo, se enten- 
derá alzada la suspensión cuando se hubiere dictado al- 
guno de los autos que dejo dicho que son apelables en 
un solo efecto; salvo lo que proceda luego que se hu- 
biere dictado decisión firme á consecuencia de la al- 


zada 


lán virtud de la acumulación, los autos incorporados 
se continuarán en un mismo juicio y serán terminados 
por una sola sentencia ; para lo cual, se suspenderá el 
curso del que estuviere más próximo á su terminación, 
hasta que el otro ó los otros lleguen á igual estado \ 


1 Artículos 183, 1S4 y 185 , 

2 Artículos ISO y 18V. 


De los términos procesales y caducidad 
de acciones, y derechos. 


CAPÍTULO PRIMERO 


TÉRMINOS PROCESALES 


Los plazos que la ley de 14 de Septiembre de 1888 
señala por meses, se contarán por éstos enteros, sin 
tomar en cuenta el número de días de que se compon- 
gan , ni los feriados ; y los meses se entenderán de trein- 
ta días. 

Al computarse los plazos fijados por días, se descon- 
tarán los feriados; y si en uno de éstos expirase el tér- 
mino, se entenderá prorrogado basta el primer día bábil 
siguiente. Los términos señalados para utilizar los re- 

0 

cursos eontencioso-admimstrativos , inclusos los de re- 
visión y nulidad, correrán durante las vacaciones del 

verano \ 

1 El TribW»! de 1° conteucioso-ad ni iiiistra tiro— dice el artículo 

106 de la ley — vacará desde el 15 de Julio al 15 de Septiembre, du- 
rante cuya época funcionará una Sala compuesta de cinco Ministros 
que se limitará al despacho ordinario de los asuntos, acordando en 
ellos las providencias ó autos para dictar los (pie no se lupucie a 

presencia de siete Ministros. 

La mitad de los auxiliares del Tribunal disfrutara también de va- 


caciones- 


Los términos fijados en dicha ley empezarán á correr 
desde el día siguiente al en que se hubiere hecho el 
emplazamiento, citación ó notificación, y se contará en 
dios el del vencimiento. No podrán reducirse ni am- 
pliarse por el Tribunal, sino en los casos en que se le 
conceda expresamente la facultad de hacerlo 

En la jurisdicción contencioso -adnriftisti va se recono- 
cen como en la ordinaria, los términos improrrogables 
y prorrogables, y acerca de ellos, ó sea, de su índole 
peculiar y efectos que producen unos y otros, de igual 
manera (jue respecto de si alguna vez pueden suspen- 
derse, debe estarse á la ley de Enjuiciamiento civil como 
supletoria de la de 14 de Septiembre de 1888. 

Así, pues, con respecto á la naturaleza de los térmi- 
nos procesales, hay que tener presente que son impro- 
rrogables los señalados para comparecer en juicio; pro- 
poner excepciones dilatorias; interponer los recursos de 
reposición, apelación ó suplica; y preparar ó interponer 
los de queja por la no admisión déla alzada, pedir acla- 
ración de alguna sentencia, ó que se supla la omisión 
que en ella se hubiere cometido ; presentarse el apelante 
ante el Tribunal superior en virtud de emplazamiento 
hecho á consecuencia de haberse admitido en ambos 
efectos el recurso; comparecer asimismo ante el Tribu- 
nal superior, con el correspondiente testimonio, á me- 
jorarla apelación otorgada sólo en un efecto, é interpo- 
ner los recursos de nulidad y revisión excepto en los 
de los números l.° y 2.° del art. 79 de la ley sobre el 
ejercicio de la jurisdicción contencioso-admimstrativa; 


1 Ai't. 94 de la ley (le 14 de Septiembre de 1888. 

9 Artículos 810 do la ley de Enjuiciamiento civil, 82 de la ley de 

14 de Septiembre de 1888 y Secciones 2. a , 3. ¡l y 4c' titulo XXII, li- 

bro II de dicha ley de Enjuiciamiento civil. 


mi 1< >s cuales el de revisión deberá formularse en el tér- 
mino de un mes, contado desde la notificación de la 
sentencia \ Son, del propio modo, improrrogables cua- 
lesquiera otros términos con respecto á los cuales haya 
prevención expresa \ terminante de que pasados, no sr 
admitan en juicio la acción, excepción, recurso ó dere- 
chos para que estuvieren concedidos, 

Prorrogables son los términos cuya prórroga no esté 
prohibida expresamente por la ley; si bien se hacen im- 
prorrogables cuando han trascurrido sin haberse solici- 
tado ampliación de ellos Para otorgarla, serán nece- 
sarios que se pida antes de vencer el término, y que se 
alegue justa causa, á juicio del Tribunal, sin que contra 
la apreciación que de ella haga el mismo, sé otorgue re- 
curso alguno 

No podrá pedirse ui concederse más de una prórroga, 
la cual se dará por el tiempo (pie el Tribunal estime 
prudente; pero en ningún caso excederá de la mitad del 
señalado por la ley para el término que se prorrogue 1 * * 4 . 

Transcurridos los términos prorroga!) les, ó las prórro- 
gas otorgadas en tiempo hábil, si se hallaran los autos 
en la Secretaría de Sala, se dará al asunto el curso que 
corresponda; mas se admitirá el escrito que proceda, el 
cual producirá sus efectos legales , si se presentare dentro 
del día en que aquella providencia sea notificada, a si 

1 Los casos á que se alude son, á saber: V si cu la parte disposi- 
tiva de la sentencia resultare contradicción en sus decisiones y si en 
ella no se resolviesen algunas de las cuestiones planteadas en la de- 
manda y contestación: 2.* si los Tribunales cielo contcncmso-admims- 
trativo hubieren dictado resoluciones contrarias entie si, lt - ¡ j 
los mismos litigantes acerca del propio objeto y en fuerza de idénticos 

fundamentos. 

s Sentencia de 10 de Diciembre de 1804. 

s Art. 306 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

Art. 308. 
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los autos se encuentran en poder de alguna de las par- 
tes, luego i]ue apremíe la contraria, se mandará que 
aquella los devuelva dentro de veinticuatro horas, bajo 
la multa de LO á 25 pesetas por cada día que deje trans- 
currir sin devolverlos ; la cual se exigirá personalmente 
del Procurador, cuando intervenga, á no ser que justi- 
fique su inculpabilidad. Pasados tres días sin devolver- 
se los autos, procederá el actuario á recogerlos de quien 
los tenga, bajo su respoi i sabilú lad y sin necesidad de 
nueva providencia ; y en el caso de que no le sean entre- 
gados en el acto del requerimiento, dará cuenta al Tri- 
bunal para que disponga lo que lia va lugar por la ocul- 
tación de proceso ’. 

Si transcurren los términos improrrogables, ó las am- 
pliaciones de los prorrogables , corno también todos los 

señalados para el ejercicio de algún derecho, se tendrá 
éste por perdido *. 

.Los términos improrrogables no podrán suspenderse, 
ni abrirse después de cumplidos por vía de restitución 
ni por otro motivo alguno, y sólo por fuerza mayor que 
impida utilizarlos podrán suspenderse durante su cur- 
so. En igual caso están los prorrogables de los (pie uo 
se haya pedido ampliación. No es necesario apremio, ni 
que se acuse rebeldía; á no ser en el caso de falta, de 
comparecencia en juicio ó en segunda instancia para 
mejorar ó sostener la apelación s . 

No se admitirá escrito ni reclamación alguna sobré la 
declaración de caducidad del derecho no ejercitado den- 
tro del término improrrogable, ó del prorrogable que no 

1 Artículos 308 y 521 de la ley do Enjuiciamiento civil. 

- Artículos 312 de la misma Ley de Enjuiciamiento civil, y O í de 
la de 14 de Septiembre de 1888. 

Artículos 310, mi in. 1 31 1 y 312 de la ley de Enjuiciamiento 

civil y sentencia de 10 de Diciembre de 1804. ya citada. 
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lia tenido ampliación; así como si transcurriere- el pro- 
rrogable, y procediera el apremio, no se admitirá más 
de un escrito de esta clase, siendo de cuenta del apre- 
miado, tanto las costas de aquel , como las de las demás 
actuaciones hasta que los autos se devuelvan. 1 


CAPÍTULO II 


CADUCIDAD DE ACCIONES V DESECHOS 


Además de lo dicho en la ley sobre el ejercicio de la 
jurisdicción conteneioso-adminisíraliva, de que el trans- 
curso de un término señalado para el uso de algún dere- 
cho, sin verificarlo, producirá el efecto de la pérdida de 
aquél, contiene la misma ley disposiciones especiales y 
de suma importancia acerca de la caducidad, en armo- 
nía con las de los artículos 441 y siguientes de la de 
Enjuiciamiento civil; pero más concretas que éstas to- 
ú avía, y adecuadas á la especialidad de los procedimien- 
tos que son materia de la propia ley de 14 de Septiem- 
bre de 1S8S. 

Dispone, pues, esta última, que se tendrá por aban- 
donado todo pleito cuyo curso se detenga durante un 
año por culpa del demandante ó recurrente; y en este 
caso declarará el Tribunal caducado el recurso ó la de- 
manda y consentida la orden gubernativa ó la .senten- 
cia que hubiere motivado el pleito ó la apelación . 

Del auto á que se refiere la disposición anterior, po- 
drá el demandante, apelante ú otro recurrente, peí ir 
reposición, dentro de cinco días, si creyere que se ha 

1 Artículos 309 y 312 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

S Arfe. 95 de diclia ley especial. 


142 

procedido con equivocación al declarar transcurrido el 
término legal; no pudiendo fundarse la pretensión en 
ningún otro motivo. Este recurso se sustanciará coma 
todos los de su clase, ó sean los de reposición, admi- 
tiéndose al que pida la reforma la justificación que 
ofrezca sobre el hecho en que la funde, y concedién- 
dose á este fin un plazo que no podrá exceder de diez 

1 1 i 



US 



Eas reglas sentadas sobre caducidad por abandono 
del pleito, no son aplicables á aquellos en que la A 
nistrneion sea demandante ó recurrente r> . 

ÍMo esta de mas anticipar la doctrina procesal que se 
refiere á los trámites del recurso de reposición; acerca 
del cual, y por lo que á la caducidad respecta, varía la 
nueva ley, como hemos visto, las reglas generales que 
establece en el capítulo II J de su tercer título. No es 
ciertamente de mero trámite la declaración mencionada 
do caducidad, ni el termino, en este caso concreto, para 
solicitar la reforma, es el de tercer día, que señala el ar- 
tículo 64. 

Del escrito en que se interponga el recurso de repo- 
sición, se dará copia á las demás partes, para que ex- 
pongan, dentro del término de tercer «lía, lo que esti- 
men procedente, y el Tribunal, en su vista, resolverá 
sobro la reforma por auto fundado y no reclamabf.e. 


1 Alt. 90, 
r * Art. 07. 
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TITULO PRIMERO 


Del modo ele proceder en el Tribunal central de lo 

contencioso-administrativo. 


CAPÍTULO PRIMERO 

INTERPOSICIÓN DEL RECURSO CONTENCIOSO 

En otro lugar de .esta obra queda notada la especia- 
lidad de los procedimientos contencioso-adminisí rntivos, 
la cual mayormente consiste en no comenzar por deman- 
da, como los civiles ordinarios ; y la razón es que el actor 
no tiene como en éstos a su disposición los principales do- 
cumentos de que lia de valerse para deducir aquélla, ni 
puede en otro caso preparar el juicio del modo que esta- 
blece la ley de Enjuiciamiento civil; pidiendo ya declara- 
ción jurada á aquel contra quien se propone dirigir la 
demanda, acerca de algún hecho relativo á la personali- 
dad de éste sin cuyo conocimiento no pueda entrarse en 
el juicio; ya la exhibición de la cosa mueble que haya 
de ser objeto de la acción real ó mixta, que trate de 
entablar contra el (¡ue la tenga cu su poder: ya el que 
se crea heredero, coheredero ó legatario, la exhibición 
del testamento, codieilo ó memoria testamentaria del 
causante de la herencia ó legado; ya el comprador al 
vendedor, ó el vendedor al comprador, en el caso de 
cvicción, la exhibición do títulos u otros documentos 
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que se refieran á la cosa vendida ; v ya un socio 6 comu- 

1 r V u 

ñero, la presentación de los documentos y cuentas de 
la seriedad ó comunidad, al consocio ó condueño que 
Jos tenga en su poder, en los casos en que proceda con 
arreado á derecho \ 

O 

Lo más esencial en los asuntos contencioso-adminis- 
trativos es el expediente gubernativo; en el cual resul- 
tan los antecedentes del negocio, y principalmente la 
resolución del Gobierno ó sus autoridad os , contra la que 
se dirige, por lo común, la reclamación. 

Y hasta en los asuntos en que la Administración es 
demandante, hace falta, del propio modo, el enunciado 
expediente gubernativo: porque en él está con sus an- 
tecedentes la decisión que, declarada lesiva de los dere- 
chos de i Estado, debe ser impugnada por el Fiscal, 
quien para interponer el recurso contencioso no tiene á 
la vista más que la Eeal Orden, que presenta, en que 
se le previene que le intente, por los fundamentos que 
se le dan en las instrucciones al efecto comunicadas y 

V 

que se refieren por necesidad, al menos en cuanto á los 
hechos, al propio expediente gubernativo. 

Por eso dice la ley de 14 de Septiembre de 1888, qu,e 
el procedimiento contenc.ioso-administrativo, cuando no 
se entable por la Administración — puesto que si ésta 
le promoviere, sería en virtud de una Real Orden — se 
iniciará por medio ele un escrito reducido á solicitar que 
se tenga por interpuesto el recurso y se reclame el ex- 
pediente gubernativo do las oficinas en que se halle, y 
á manifestar también el domicilio del actor ó de su re- 
presentante, para oir las notificaciones \ 

Antes ha declarado la propia ley sobre el ejercicio de 
la jurisdicción contencioso- administrativa, que, según 


1 Art. 197 de la ley de Enjuiciamiento el vi!. 
- Art. 34 de la ley de 14 de Septiembre. 
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ya sabemos, las partes pueden recurrir por sí mismas, 
conferir su representación á un Procurador judicial, ó 
valerse tan sólo de un Letrado, con poder al efecto; y 
cuando tengan Procurador, aceptado el poder por rite, 
contraerá el mismo las obligaciones y adquirirá los dere- 
chos que se establecen por la ley de Enjuiciamiento 
civil, en cuanto no estén modificados por aquélla 4 por 
los reglamentos que se dicten. Los Procuradores que 
actúen ante el Tribunal de lo contencioso -ad mi ais tra- 
1 iv< i, aplicarán el arancel vigente para los negocios en 

que intervienen, ante el Tribunal Supremo de Justicia; y 
en los Tribunales provinciales, el que rige para los ne- 
gocios civiles ante las Audiencias territoriales; coime- 

O 

diéndose para el cobro de los honorarios de los Aboga- 
dos y de los derechos y suplementos de los Procurado- 
res, la vía de apremio, al tenor de lo dispuesto en la 
citada ley de Enjuiciamiento civil '. 

Al escrito interponiendo el recurso contencioso de- 
berá acompañarse necesariamente: l.° el poder que de- 
muestre la personalidad del compareciente, si no 
éste el interesado; 8.", el documento ó documentos que 

acrediten el carácter con que el actor se presenta en j ui- 
eio, en el caso de tener representación legal de alguna 
persona ó corporación, ó cuando el derecho que reclame 
provenga de habérsele otro transmitido por herencia ó 
por cualquier otro título; 3. ú , el traslado de la decisión 
reclamada, de la cual se hubiere hecho notificación I su 

curia: ó ruando menos, úidicaciéii precisa del expedirme 

hubiere recaído ó del periódico oficial en que se 
hubiere publicado; 4.°, los documentos que acrediten el 
cumplimiento de las formalidades que para entablar de- 
mandas ex i jan á los Ayuntamientos y Di] un aciones pro- 
vinciales sus respectivas leyes. No se dará curso al es- 


Y 


Art. 3 f> de la ley .le M <le Septiembre «le I88S. 
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erito que carezca de alguno de los anteriores requisitos 
y su presentación uo interrumpirá el lapso del término 
señalado para utilizar la vía contenciosa *. 

Presentado el escrito interponiendo el resurso, la g e - 
c] -otaría del Tribunal pondrá á continuación de dicho 
escrito nota del día y hora de su presentación, y dará 
recibo en que se acrediten estas circunstancias. Él Tri- 
bunal, en e.1 primor día hábil. acordará (pie se reclame 
el expediente administra i ivo del Ministerio de donde 
procede la resolución que motive el recurso, y que se 
pub] ique en la Gaceta de Madrid y en el Boletín Oficial 
de la provincia respectiva, el anuncio de haberse inter- 
puesto, para conocimiento de los que tuvieren interés 
directo en el negocio y quisieren coadyuvar en él á la 
Administración \ Jiil Tribunal tendrá como parte á Jos 
que se hallen en este caso y comparezcan debidamente 
en cualquier estado del recurso, cuya tramitación no 
podrá por esto retroceder ó interrumpirse \ 


CAPÍTULO II 


REMISIÓN DEL EXPEDIENTE ÉUBERNATI VO 

La remisión del expediente administrativo reclamado 
por el Tribunal, tendrá lugar dentro de treinta días, 
contados desde la entrega en la respectiva dependencia 
de la comunicación de aquél; de la cual dará la misma 
dependencia recibo en el acto, con expresión de la fecha 
en que se hubiese presentado la repetida comunicación, 
cuyo recibo se unirá á los autos. 

1 lanscurridos los treinta días sin que el Ministerio 

1 Alt. 35. 

ü Art. 36. 

•' Art. 37- 


de donde se reclame, haya remitido el expediente, el 
Tribu nal, de oficio, dirigirá recordatorio; poniéndolo en 
conocimiento del Consejo de Ministros, por conducto de 
su Presidente. 

Pasados quince días sin que se hubiere recibido el 
expediente reclamado, el Tribunal, también de oficio, 
remitirá testimonio al Congreso de los Diputados para 
los efectos á que hubiere lugar \ 

Sobre la indemnización de daños y perjuicios a que 
diere lugar la demora, en la remisión del expediente, 
acordará el Tribunal lo que estime oportuno *. 

No he de dar opinión acerca de las disposiciones del 
art. 38 de la ley, especialmente la relativa á los medios 
de coacción para obligar al (robierno á la pronta remi- 
sión del expediente administrativo; porque no escribo 

■ j a 1 

la glosa ó comentario, ni mucho menos la critica, <lc 
dicha ley: bastando á mi propósito hacer su exposición 
histórico-exegética , para darla á conocer y explicarla. 
Espero que la práctica nos dirá si son ó no eficaces los 
indicados medios coercitivos, los cuales responden al 
ro sistema que lia reemplazado, con evidente ven- 


nuevt 


taja, al antiguo ¿le la previa declaración de procedencia 
6 improcedencia de la vía contenciosa, por el misino 
Gobierno: especie de antejuicio, al que jamás lie sido 
afecto y cuya esfera, que no faltaba quienes tendieran 
á ensanchar, be procurado restringir cuanto m0 y 
posible en los muchos asuntos-iWld® era su uo. - 
be en que como Fiscal de lo contencioso del Consejo 

i i inmo e q S Q de responsabilklacl ministe- 
1 Alúdese á que, rei.n _ ‘ , Q corresponde al Congreso de- 

dal usa falta de remisión del y ** C L né i , ante el Senado ; 

clarar que procede la, 45 ¿ e la Constitución de 1876, 

todo ello con sujeción i ^ - n ^ Mayo de en su 

en su facultad tercera, y 1. de la ■) 

número primero. 
s -Art. 33. 


(le Estado lie intervenido; alcanzando con frecuencia <¡ ue 
por Ja Sala se consultase la procedencia de las deman- 
das que tal vez la Sección consideraba improcedentes 
No resisto al deseo de consignar aquí lo que era la 
mmstión previa de admisión, la cual, si cabía y tenía 
sentido dentro de la jurisdicción retenida, de ningún, 
modo podía coexistir con la delegada. 


CAPÍTULO III 

DUiRESIÚN ACERCA DE LA CUESTIÓN PREVIA DE ADMISIÓN 

DE LA DEMANDA 

Itl Reglamento de ÓO de Diciembre de 1840 sobre el 
modo de proceder el Consejo en los negocios contencio- 
sos de la Administración, decía que las demandas con- 
tra aquélla se remitirían por el Vicepresidente, que así 
se llamaba entonces, del Consejo al Ministerio de donde 
dimana! an las resoluciones que las produjeran; y si en 
vista de la redamación estimaba el Ministro de la Co- 
íonu que procedía la vía contenciosa, pasaría el expe- 
diente al Consejo; pero en el caso de no entenderlo así, 
desde luego oiría gubernativamente á aquel sobre esta 
cuestión previa, y la resolvería en vista de la consulta, 
sm ulterior recurso; dictándose, en todo caso, la decisión 
del Ministro dentro de un mes, contado desde la fecha, 
de la i emisión déla demanda á la respectiva Secretaría \ 

LaLq de 1 .7 de Agosto de 18G0 contenía otras dis- 
posiciones más completas y atendibles, que voy sucin- 
tamente á exponer en seguida. 

Cuando la Sección de lo contencioso consideraba que 
procedía la vía contenciosa, remitía al Ministerio á que 
correspondiera el negocio, su di clamen, con copia auto- 
rizada de Ja demanda. Si consideraba que necesitaba 

1 Art. 51 del indicado Reglamento de lo contencioso. 
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mayor examen, y que la precedencia ó la improeeden- 
eia de la Via contenciosa debía ser objeto de dis e nsi ón , 
comunicaba la demanda al Fiscal; señalando después 
día para la vista en la Sala de lo sentencioso, y citando 

f 1 ■ - . V 

a las partes. La Sala, oída la discusión oral, formulaba 
la consulta correspondiente, remitiéndola ai Gobierno 
cutí la copia autorizada de la demanda '. 

La Real Orden en que se concedía ó negaba la vía 
contenciosa, de acuerdo con el dictamen del Consej o, se 
expedía por el Ministerio á que se. había elevado la con- 
sulta ; mas cuando el Gobierno no se conformaba con 
ésta — siendo afirmativa — publicaba en la ( i aceta de 
Madrid su resolución motivada, por medio de Real 
Decreto acordado en Consejo de -Ministros y rubricado 

•I *#■ 

por su Presidente; lo cual debía hacer en el término ele 
un mes, contado desde <¡ue el Gobierno había recibido 
la consulta del Consejo de Estado, la cual había de in- 

v 

seriarse en el Real Decreto a . 

Si consultada la procedencia de la vía contenciosa, 
no comunicaba el Gobierno al Consejo su resolución 
dentro del término de un mes, se entendía concedida la 
autorización: declaración que correspondía al Consejo 
pleno, á la Sala o a la &ecciou , que respectivamente 
hubiere consultado ó informado sobre el asunto, y con- 
tra esta declaración ningún recurso quedaba. 

Estas disposiciones reglamentarias daban 
la práctica seguida en la Sección délo contención - res- 
pecto de las llamadas demandan, ó sean, asuntos qm 
, ,, , i , . ; '4.„ wó.i- 1 -ivii A la nroccden- 


argen a 


. 


i 


lu 


a u en 


^ el trámite previo relativo i la proceden 

cia de la vía contenciosa; pues hasta. después de admi- 
tidas aquéllas á su legítima sustanciado! i , y de I ice io 
el emplazamiento para contestarlas, no adquirirían m 

' Art. 57 do la ley de 17 de Agosto de 1860. 
a Artículos 58 y 50 de la citada ley. 


carácter de ¿Jeitos los negocios. JUas ocurría, y ésta fué 
mi constante preocupación mientras ejercí el cargo do 
Fiscal, que interpretándose de un modo, á mi ver, de- 
masiado extensivo, lo mandado, se resistía la proceden- 
cia en muchas ocasiones, en las cuales, para mí, no 
cal a'a impugnarla; y por eso, se repitieron los casos de 
allanarme á la admisión y ser otro el criterio que la Sec- 
eion tema; resultando de aquí, que f pará mayor rxa- 
?} i- c / i. y se 11 c v a 1 j iiii a la Sala c sí as c i i es t ion es , y 1 as 1 1 1 as 
de las \ cees era la Sala de mi parecer y no seguía la 
ponencia de la Sección; lo cual consistía principalmente 
en los juicios tan distintos que teníamos formados acerca 
del indicado trámite previo. 

Creía yo, y no encuentro razón para variar, que 
nunca el objeto que el legislador se propuso, fue eon- 
A'ertir en materia de semejante artículo de admisión, 
las excepciones dilatorias; las cuales determinaba el 
Reglamento que podía oponer, en su oportuno lugar, la 
parte demandada, por lo común, la Administración pú- 
Idira . De consiguiente, cu mi opinión, todos los moti- 
vos tomados de la falta de personalidad, incompetencia 
del Consejo ó litispendencia , y con doble razón, do la 
carencia de derecho para pedir, esto es, defecto de jus- 
ticia, no eran verdaderas causas de improcedencia de la 
vía contenciosa; como lo eran, sin duda, la materia de 
la reclamación, ora civil y no administrativa, ora de 
potestad discrecional y no regla» la: y asimismo, el estar 
consentida la resolución dictada gobernativamente, por 
no ser la que se quería impugnar sino su reproducción ó 
una providencia indispensable para su cumplimiento; el 
lio ser la propia decisión contra la cual se interponía 
el recurso, final y de las que agotan la- vía gubernativa; 
el transcurso del término señalado para reclamarla con- 

1 Art. 86 del Reglamento de 30 de Diciembre de 1846. 
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temuosamente; ó, por último, el dejar dé contener la 
demanda los requisitos indispensables. 

Aluna bien . cuando mediaba una excepción dilatoria. 


y mas aun si se argüía por taita 


"Ve 


urna 


yo de la manera siguiente: á su tiempo, se dilucidarán 
esos puntos, los cuales han de ser en el pleito debati- 
dos, y se estimara 6 se desechará la misma excepción 
dilatoria, ó se calificará la justicia ó injusticia de la de- 
manda y se absolverá, de ella, en su caso, á la Adminis- 
tración; pero no es lícito cerrar la puerta al recurrente, 
prohibiéndole la entrada en la vía contenciosa, si la 
materia que forma el cunten! do de su demanda es. en 
realidad, conteiicioso-ailni in istrativa, y lia in ! en l ¡alo en 
tiempo hábil y en debida forma la reclamación. De ahí 
la diversidad de criterios; porque hi [Fiscalía no concep- 
tuaba que era buena y conveniente la interpretación 
extensiva que á las disposiciones reglamentarias sé daba 
por algunos, los cuales, preciso es decirlo, estaban equi- 
vocados: como lo demuestran las acertadas consultas 
■ . # 

hechas por la Sala en la mayoría de estos asumios con- 
tra el parecer de la Sección: consultas que, por lo re- 
ñida r, olí tenían la aprobación del 1. hibierno. 


Pocos, por no tener motivos especiales de conocer i¡. 
estructura del Consejo de Estado, en lo releí ente á I. 


la. 
a 


jurisdicción contencioso- administral l\ a, saben qm la 

Sección sustanciaba los negocios y diñaba las oportunas 
blendas de tramitación; mas llegado el caso de la 
vista de las demandas para acordar la consulta de su 
procedencia ó improcedencia, y el de la definitiva sobre 
el fondo de! pleito, se constituía la Sala, con 
adero» de la Sección de lo contencioso, los cuales eran 

a de las restantes seis Secciones, 


prov 


s < Vm 


<áneo; otro por cada un 
V otros dos más perteneciente A aquella á que corres- 
pondía el asunto; es decir, según fuera procedente del 


.Ministerio < le listado, (.inicia y *1 usticia, Guerra, A Fariña, 

ir 

Gobernación, Hacienda, Fomento ó Ultramar, á qiie 
obedecía, con ligera variante, la división de Secciones 
del Consejo. Así se explica la distinción existente entre 
la Sección, compuesta de los cinco Consejeros de lo 
contencioso, y la Sala formada por ellos y hasta trece* 
si bien con once, y aun con nueve, podía tomar acuer- 
dos y así también era fácil «pie ocurriera la divergen- 
cia ó discordancia, que frecuentemente había , entre el 
modo de ver de la una y de la otra, 

«i* 

Todas las dificultades prácticas que tenían el artículo 
previo de procedencia de la vía contenciosa v la espe- 
cial decisión acerca de consultar que la demanda era ó 
no de admitir, dejando siempre al ( hibierno la suprema 
facultad de permitir ó prohibir al interesado la entrada 
en el pleito — facultad que constituía uno de los más 
graves y fundados cargos hechos á la, jurisdicción rete- 
nida; supuesto que ponía en la mano de la Administra- 
ción el medio de impedir que se discutieran sus resolu- 
ciones — han concluido por virtud de la nueva ley; en 
la cual ha sido abolido aquel trámite , y únicamente han 
quedado, como no podía por menos de suceder, las ex- 
cepciones dilatorias, y entre ellas, la que consiste en el 
defecto legal en el modo de proponer la demanda, cuan- 
do se hubiere formulado ésta sin Los r 
cióos en la propia le v '. 



s u 


CAPITULO JA 


HE LA. DEMANDA V FKESEXT ACIÓN DE DOCUMENTOS 

Remitido que sea el expediente gubernativo, según 

k 

’ Art. 19 do la ley orgánica del Consejo de Estado de 1 7 ele Agosto 
de 18(10. 


Alt. 46. 


lo" 

lo que dejo manifestado cu el capítulo primero do este 
título, se pondrá de manifiesto al ador por termino de 
veinte días, que podrá prorrogarse por otros diez, á 
juicio del Tribunal, para que formalice la demanda *. 

Ya sabemos que cuando los interesados gestionen 
por medio de Abogado, podrá el Tribunal acordar se 
entregue á éste, ó ¡d Procurador si le hubiere, el ex- 

O 

pedicoj c referido, para dicho objeto de formalizar la- 
demanda: lo mismo que después, para el electo de la 
contestación 2 . 

Sí la demanda no se hubiere formalizado dentro de 
los treinta días, se entenderá caducado el recurso, de- 
clarándose así de oficio ". 

Siendo la Administración general del Estado quien 
reclama en vía contenciosa, el Eiscal presentará, h sdt- 
luego, la demanda; acompañando á ella, además de su 
coplai el expediente gubernativo en ciue hubiese recaído 

la resolución impugnada ; si _ _ 

nisterio se lo habrá pasado con la Peal Orden declamad 
lesiva aquélla; y naturalmente presentará también el 
Fiscal esta Real Orden; porque, aun cuando-como acaso 
hubiera sido oportuno— nada dice la ley. se dednee de 
su contexto Ío uno y lo otro ; á saber : L° que el Gobierno 
€Stá obligado á remitir al Fiscal el expediente en queso 
encuentra la decisión contra la cual le previene que recu- 
rra; y 2." que la Peal Orden que conté nguov mandato, 

debe ser presentada, con la demanda, a \ i ,ll ' u ^ * 

Advierte la ley en este lugar, aunque tal vez ha m . 

ó sea, después de concluir de 

kt del Fiscal tendrá los mis- 



‘i re? 



vu- 
< > 


ella otro mas 
hablar de la ( 




a, que 


' Art. -10, párrafo i v 
- Art. 92. 

s Art. 46, párrafo 2." 
* Art. 41. 


mos trámites que las del litigante ó actor ¡(articular ha 
de seguir, con arreglo á lo establecido en aquélla res- 
pecto de su tramitación; y claro está, de la propia ma- 
nera, si bien el texto no lo consigna, que la repetida 
demanda fiscal tiene que ser del propio modo que las 
otras, redactada; si bien con las naturales diferencias 
concernientes á la personalidad y al término 

En toda demanda se consignarán, con la debida, se- 
paración entre los pimíos de hecho y los fundamen- 
tos de derecho, aun cuando la ley de i 1 de Septiembre 
de 1888 no exige, como la de Enjuiciamiento civil, quesea 
en párrafos distintos y numerados, las alegaciones rela- 
lativas : l.° á la competencia del Tribunal; 2.° á las 
condiciones de la resolución reclamada, que para poder- 
la impugnar en vía contenciosa, son indispensables: 
conforme queda expuesto en el capítulo primero, tí- 
tulo 1 [, libro primero de esta obra; 8. f> á la personalidad 
del demandante; 4.” al termino en que el recurso fue 
interpuesto; 5.° al fondo del asunto. Y se formulará con 
claridad la pretensión que se deduzca \ 

A la demanda se acompañarán los documentos que el 
actor juzgue convenientes á la defensa de su derecho; de- 
signando, en otro caso, el archivo, oficina ó protocolo en 
i ¡ue se encuentren. En este ultimo supuesto, es decir, en 
el de no acompañarse los documentos v señalarse el limar 
en que se bailen, se mandará l ibrar desde luego á costa del 

_ O v 

demandante, certificación de lo que de aquéllos resulte. 

Con la demanda se presentará la copia ó copias de la 

misma, que sean necesarias, según que se din ¡a contra 
una ó más partes s . 

Después de la demanda y de la Contestación no se 


1 Art. 41. 
" Art. 42. 
r * Art. 43. 


admitirán al actor ni al demandado, ni á los eoadyu- 

s/ 

van tes de la Administración, si les hubiere, otros docu 
mentes que los que se hallen en alguno de los casos que 
siguen: l.° quesean de fecha posterior á dichos escritos; 
2.° los anteriores, respecto de los cuales jure la parte 
que los presente, no haber tenido antes conocimiento de 
su existencia; 8.° los que no haya sido posible adquirir 
con anterioridad, por causas que no sean imputables á 
la parte interesada, siempre que se haya hecho oportu- 
namente la designación expresada en uno de los párra- 
fos que preceden, ó sea, el referente al art. 43 ; llaman- 
do, por cierto, la atención que en el mismo parece 
concedida una facultad al demandante, el cual puede 
acompañar sus documentos ó señalar el archivo, proto- 
colo ú oficina en que se encuentran, y después de esta- 
blecerse este derecho del actor, se restringe, en el numero 
tercero del art. 44, la admisión dé dichos documentos 
de que se hubiere hecho designación oportuna, al caso 
tínico de no haberlos podido adquirir con anterioridad 
por causas que no sean imputables a la parte interesada. 
¿Pues no había declarado la ley, sin exigir semejante 
requisito, que Cuando no se presentaren los documentos 
con la demanda, y en su lugar se manifestase en ella el 
archivo, oficina ó protocolo en que se hallaren, se man- 
dará librar, desde luego y á costa del denunciante, la 
certificación correspondiente? Para salvar esta antino- 
mia, estimo que la disposición del art. 44, sm contra- 
decir la del párrafo 2.‘> del 43, ha de referí me. al ca- 
en que la enunciada certificación, mandada libiai c es 
de luego , no haya sido expedida por causas indepen- 
dientes de la voluntad de la parte interesada, y \enga 


tarde al pleito, en ocasión en 


la cual va sería inadmisi- 


ble, sin 


la regla tercera del art. 44, que se armoniza de 


con e 


1 48. 
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jSTo se admitirá documento alguno después de la cita- 
ción para sentencia,. El Tribunal repelerá de oficio los 
íjue se presenten, mandado devolverlos á la parte, sin 
ulterior recurso *. 

Presentada la demanda, se emplazará * con entrega 
de la, copia, al particular demandado, ó al Fiscal y des- 
pués á los coadyuvantes; á fin de que la contesten su- 
cesivamente, en el término para cada uno, de veinte 
•lias prorrogadle por otros diez más; quedando, para 
ello, de manifiesto en la Secretaría del Tribunal el ex- 
pediente administrativo A 

Esta última regla debe ser indudablemente la gene- 
ral, pero ím se opone á 1.a excepción que ya liemos visto 
hace el art. 40, citando el 02, por lo que se refiere á la 
demanda, y la cual es perfectamente aplicable á la con- 
testación; conviene á saber: cuando los interesados ges- 
tionen por medio de Abogado podrá el Tribunal acor- 
dar se entreguen á éste, ó al Procurador si le hubiere, 

O 1 J 

las actuaciones con el expediente — sin duda, el admi- 
nistrativo ó gubernativo — bajo recibo en forma, para 
formular los escritos de demanda v contestación A 


CAPÍTULO Y 

UH LAS KXCEl'CIONE.S DELATO RIAS 

El demandado y sus coadyuvantes podrán proponer, 
dentro de los diez días siguientes al emplazamiento, 
como excepciones dilatorias, las siguientes: 1. a incom- 
petencia de jurisdicción; 2. a falta de personalidad en el 
demandante ó en su representante, y en el demandado; 


l 

4 

a 


Art. 44. 
Art. 4.". 
Art. 92. 
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3. a defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Se entenderá incompetente el Tribunal cuando, por 
la índole de la resolución reclamada, no se comprendí! , 
á tenor de lo dicho en el capítulo primero, titule' I de 
la Parte- fundamental \ dentro de la naturaleza y con- 
diciones del recurso conteie-ii wo-administrativo ; ó cuan- 
do éste hubiere sido interpuesto fuera de los plazos de- 
terminados, y que también expuse en su lugar opor- 
tuno A 

Considérase que existe defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, cuando se hubiere formulado sin 
los requisitos establecidos por la ley A 

Si el demandado fuere un particular, que al formali- 
zarse la demanda no hubiere comparecido , se le empla- 
zará para que lo verifique dentro del término de nueve 
días, y uno más por cada 30 kilómetros que medico 
desde su domicilio al lugar de residencia del Tribunal; 
y desde que se persone, comenzará á contarse el término 
establecido para proponer, por su parte, excepciones di- 
latorias A 

Desearía poder concordar esta regla del art. 47 con la 
del 45; pero lo tengo por imposible. Ya sabemos que, 
según el último, presentada la demanda, se emplazará, 
con entrega de la copia, al particular demandado 
además del Fiscal y después a los coadyuvantes a 
de que se conteste en el termino de veinte días, pioiio 
gablc por otros diez; y se ocurre preguntar: ¿es por ven- 
tura que se ha de hacer un segundo emplazamiento al 
pechar ya encado, el cual «o hay» comparecí;!,, 
en el término de los veinte días, c[i\e claro e&tá no a 


.i 
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sido prorrogado por otros diez más, que se hubieran po- 
dido conceder, mediando justa causa y petición de pau- 
te? ¿ó es, acaso, que la disposición del art. 47 se con- 
trae á los asuntos incoados por virtud de las demandas 
deducidas por el Fiscal contra resoluciones del Gobier- 
no, declaradas lesivas previamente , y las cuales favo- 
rezcan á particulares interesados en mantenerlas en- 
frente de las mismas demandas fiscales ; ó bien á aque- 
llos negocios de la competencia del Tribunal conten eio- 
so-administrativo, entablados entre personas individua- 
les ó jurídicas, y en que pueda no intervenir el Fiscal, 
con arreglo á la lev? 1 De todas maneras, bastaba, en 

O 

mi concepto, con la regla procesal consignada en el ar- 
tículo 45. de que presentada la demanda— por el Fiscal 
contra una decisión que importe á un particular soste- 
ner, ó por una persona contra otra — se emplace al de- 
mandado por veinte y hasta treinta días, y el emplazado, 
si tiene que proponer alguna excepción dilatoria, lo ve- 
rifique en los diez siguientes ; pero no veo la necesidad 
ni la conveniencia de volverle á emplazar por otros llue- 
ve y uno más por caula 30 kilómetros de recorrido desde 
su domicilio á la residencia del Tribunal: circunstancia 
esta < ¡ue bien pudo tenerse presénte al redactar el enun- 
ciado art. 45; porque, según mi teoría, expuesta en 
otras obras 2 , estos términos nunca deben ser iguales 
para todos los casos, mediante que así, son desiguales 
en realidad, sino proporcionados á las distancias y á la 
facilidad de las comunicaciones. Existe gran diferencia 
entre el emplazamiento hecho á un vecino de (lela fe 
para comparecer en Madrid y el efectuarlo á quien tiene 
su domicilio al pie de una roca de las Al puj arras ó en 


‘ Art. 24, párrafo 2." 

leüi'at pláctica de ¿OS Pi‘OCÍ(h.}}U6illos jutlicií 
Derecho procesal. 
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a c 


1(3.3 

el último rincón de la Península; por no hablar de 
nuestras posesiones de África, de América ó de otras 
más lejanas todavía: de las cuales creo yo que debie- 
ra ocuparse la ley al fijar las reglas de los emplaza- 
mientos. 

La alegación de excepciones dilatorias en la i 'orina y 
tiempo establecidos, producir;! desde luego el efecto de 
suspender el curso del emplazamiento, ó sea el término 
para contestar la demanda. Las que no se propusieren 
en tiempo y forma, podrán utilizarse como perentorios 
al contestarla, y acerca de ellas se pronunciará fallo cu 
la sentencia definitiva '. 

Presentado el escrito en que se opongan las excep- 
ciones dilatorias — entiéndese, como artículo de previo y 
especial pronunciamiento, dentro de los diez' días — sé 
comunicará copia de él a las partes, señánlandose desdo 
] i ieo -0 la vista de este incidente, sino se hubiese solici- 

O 

tado el recibimiento á prueba. Si se hubiese pedido, el 
Tribunal dictará auto resolviendo las que hayan de prac- 
ticarse; y verificado esto, haciéndose aquéllas en la for- 
ma que se determina para las relativas al fondo, se 
pondrán de manifiesto las actuaciones á las paites, por 
término de tres días , y se señalara el en que hay a de 
celebrarse la vista. Celebrada con audiencia de las par- 
tes que á ella concurrieren, se pronunciará, dentro del 
t érmino de tercer día, auto resolviendo si proceden o no 
las excepciones dilatorias. Si se estimaren, se declarará 
sin curso la demanda; ordenándose la devolución del 
expediente administrativo á la oficina de donde proce- 
diere; y si se desestimaren, se dispondrá que el deman- 
dado y sus coadyuvantes, si los Imbieie,^ contesten a 
demanda dentro del termino de quince días, prorroga- 
re por otros cinco. Son aplicables á estos autos las dis- 

Art. JS. 
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posiciones ele la ley re ferent c s m las sentencias , de I 
cuales hablaré en su lugar \ 


CAPÍTULO VI 


DE LA CONTESTACIÓN Á LA DEMANDA 

ÍP 

Se redactará la contestación á la demanda consignan- 
do con separación los puntos de hecho y fundamentos 
de derecho relativos al fondo del asunto, y formulando 
con claridad la pretensión que se deduzca \ 

El demandado deberá presentar con la contestación 
los documentos que fueren pertinentes á su derecho, 
siéndole aplicables las regias que dejo expuestas sobre 
la aducción de los de fecha posterior, y de los anteriores 
de que no haya tenido conocimiento la parte; como 
también todo lo dicho acerca de aquellos que no haya 
podido adquirir por causas no imputables al intere- 
sado 5 . 


GAPÍTULt > VII 


DE LA r HUELA 


Bolamente se podrá pedir el recibimiento del pleito á 
prueba por medio de otrosíes en los escritos de deman- 
da y contestación \ 

Cuando las partes hayan hecho uso de este derecho, 


3 


Ai'l ionios 

Art. 51. 
Art. 52. 
Alt. 53. 


49 y 50 


1 


pasarán las actuaciones á un Ministro ponente, que lo 
será por todo el curso ulterior del pleito v se desierta- 

x j O 

rá por turno. El Tribunal, oyendo su propuesta, resol- 
verá dentro del término de quince días, contados desde 
el en que se presente el escrito de contestación á la de- 
manda, si se recibe ó no el pleito á prueba. Gas© afirma- 
tivo , se prevendrá á las partes que en el término do 
diez días improrrogables proponga cada una toda la que 
le interese, y se fijará el término dentro del cual haya 
de practicarse, sin exceder del señalado en la ley de 
Enjuiciamiento civil en el segundo período de prueba 
Las reglas procesales de la jurisdicción común, á que 
se refiere la ley de 14 de Septiembre de 1888, y las 
cuales hay necesidad de tener presentes, puesto (pie 
ésta .se remite á la de Enjuiciamiento civil, son á saber: 
1. a el término ordinario de prueba se dividirá en dos 
períodos , comunes á las partes; el primero, de veinte 
días improrrogables, para proponer, en uno ó varios es- 
critos, toda la prueba que les interese; y el segundo, de 
treinta días, también improrrogables, para ejecutar toda 
la prueba que hubiesen propuesto. De estos términos, 
se concederá el que se estime suficiente, atendidas las 
circunstancias del pleito, sin que pueda bajar de diez 
días el del primer período, ni de quince el del segundo > 
pero se prorrogará hasta el máximum, cuando alguna 
de las partes lo solicitare s ; 2. a no podrán suspenderse 
los términos expresados en la regla anterior, sino por 
fuerza mayor que impida proponer ó practicar la piue- 
ba 5 dentro de ellos; cuya disposición es aplicable a t 
mino extraordinario de prueba, de que las reglas sigiuen 
tes tratan 5 ; 3. a el término extraordinario de prueba se 


t '\ v t fj 4 1 

1 Art. 553 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
3 Art. 554 de la misma. 


lee 

otorgará si hubiere de ojeo tirarse alguna fuera de la Pe- 
nínsula, de las islas adyacentes ó de las posesiones es- 
pañolas de África; y será: de cuatro meses, si Iludiere 
de ejecutarse la prueba en Europa o islas Baleares ó 
Canarias; de seis, si en las Antillas españolas, y 
odio, si en los continentes de América, África ó escalas 
de Levante, en Filipinas ó en cualquiera otra parte del 
mundo C 4. a para que pueda otorgarse el término ex- 
traordinario de prueba, se requiere-: I." que se solicite 
dentro de los tres días siguientes al en que se hubiere 
notificado el auto recibiendo el pleito á prueba; '2.° que 
los hechos que se quieren probar fuera de la Península, 
islas adyacentes ó posesiones españolas de África, hayan 
ocurrido en el país donde se intente hacer la prueba; 
3.° que cuando la prueba haya de ser testifical, además 
de la lista de los testigos de que- intente valerse el liti- 
gante, con expresión de sus nombres y apellidos, profe- 
fesión ú oficio y vecindad, se indique la residencia de 
los que hayan de ser examinados; 4.” que se expresen, 
en el caso de ser la prueba instrumental, los archivos 
donde se hallen los documentos que hayan de testimo- 
niarse, y que sean éstos conducentes al pleito s . Regla 
5. a Deberá también otorgarse el término extraordinario, 
aunque los hechos hayan tenido lugar en la Península 
é islas adyacentes ó posesiones españolas de África, 
cuando los testigos que sobre ellos hayan de declarar se 
hallen fuera de Europa (i las islas Baleares ó Canarias; 
en cuyo caso, habrán de expresarse en el escrito los 
nombres y residencia de los testigos que se pida sean 
examinados 5 . 6. 11 Déla pretensión que se dedujere para 
que se conceda el término extraordinario de prueba, se 

1 Artículos 355 y 056. 

2 Art. 557. 

3 Art. 55S. 
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dará traslado por tres días improrrogables á la parte 
contraria, y sin más trámites se fallará el artículo; sien- 
do el auto en que se otorgue ó se deniegue dicha peti- 
ción , apelable sólo en un efecto f 7. a El término ex- 
traordinario de prueba correrá al mismo tiempo que el 
ordinario : pero empezará á contarse desdo el día siguien- 
te al de la notificación del auto en que se hubiere con- 
cedido 8. a El litigante á quien se hubiere dado el tér- 
mino extraordinario, y no ejecutare la prueba que haya 
propuesto, será condenado á pagar á su contrario — ó la 
Administración, si ésta lo es — una indemnización, que 
no podrá bajar de quinientas pesetas, ni exceder de 
cinco mil, á juicio del Tribunal; salvo si apareciere que 
no ha sido por su culpa, ó si desistiere de hacer dicha 
prueba antes de que transcurra el término ordinario ’. 

El Tribunal de lo contencioso -administrativo podrá 
delegar en uno de sus Ministros, ó en un Juez de pri- 
mera instancia del lugar correspondiente , las diligencias 
probatorias que se hubieren de verificar. El Fiscal po- 
drá á su vez delegar en el funcionario publico que ten- 
ora por conveniente, la facultad de intervenir en la prac- 
tica de las pruebas f 


CAPITULO YIII 


DE EOS MEDIOS DE FRUEBi 


Puede hacerse uso en los pleitos conteneioso-admi- 
istrativos de los mismos medios de prueba que esta >le- 
e la ley de Enjuiciamiento civil, f cualquiera otro que 


1 Artículos 559 y 560. 
s Art. 561. 
mi Art* 562* 

* A,.f r*n fin la lev de 14 de Septiembre de 1898, 
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estime conducente el Tribunal. Éste podra hacer las 
preguntas q uc te uga por convenientes á los testigos 
presentados por las partes. Las repreguntas habrán de 
.ser precisamente por escrito, cuando no las haga direc- 
tamente al testigo el mismo Tribunal ó el ^Ministro, ante 

O 

quien declare. 

No se pedirán posiciones al representante de la Ad- 
ministración. en el juicio; y en su lugar, la parte con- 
traria propondrá por escrito las preguntas que quiera 
hacer, las cuales serán contestadas, por vía de informe, 
por las autoridades ó funcionarios de la Administración 
á quienes conciernan los hechos. Las comunicaciones al 
efecto se dirigirán por conducto de la persona que repre- 
sente al Estado ó corporación del mismo en los autos; 
cuya persona estará obligada á presentar la contestación» 
ó el documento que acredite la entrega de la comuni- 
cación en el Centro administrativo correspondiente, den- 
tro del término que el Tribunal, señale *. 

Para mejor proveer, podrá el Tribunal disponer la 
práctica de cualquiera otra diligencia de prueba, antes 
de celebrársela vista. Si el Tribunal!) ieie.ro después uso 
de este derecho, se pondrá de manifiesto el resultado de 
las diligencias á las partes; las cuales, dentro del térmi- 
no de tercer día, podrán alegar por escrito acerca de su 
alcance é importancia s . 

Considero necesario, después de expuestas las únicas 
reglas establecidas, con respecto á los medios de prueba, 
en la ley especial sobre el ejercicio de la jurisdicción 
contencioso- administrativa, incluir aquí la doctrina de 
derecho procesal común relativa á dichos medios; á la 
cual se refiere aquélla en su art. 56. , 

1 Art. 56 tic la ley anteriormente citada, concordando con el 595 de 
la de Enjuiciamiento civil. 

* Art. 57 de la misma. 
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Los medios de prueba son estos siete: l.° confesión 
enjuicio; 2.° documentos públicos y solemnes: 3.® do- 
cumentos privados y correspondencia ; 4.° los libros de 
los comerciantes que se lleven con las formalidades pre- 
venidas en el Código de Comercio; 5.° dictamen de peri- 
tos; 6.® reconocimiento judicial ; 7.° testigos 


§ l.° — De la confesión enjuicio, 


Desde que se reciba el pleito á prueba hasta la cita- 
ción para sentencia en primera -ó única — instancia, 
todo litigante está obligado á declarar, bajo juramento, 
cuando así lo exigiere el contrario. Estas declaraciones 

O 

podrán prestarse, á elección del que las pidiere, bajo 
juramento decisorio ó indecisorio. En el primer caso, 
luirán prueba plena, no obstante cualesquiera otras; en 
el segundo, sólo perjudicarán al confesante \ 

Las posiciones serán formuladas por escrito, con cla- 
ridad y precisión y en sentido afirmativo, y deberán 
concretarse á hechos que sean objeto del debate; repe- 
liéndose de oficio las que no reúnan estos requisitos. 
Del interrogatorio que las contenga no se acompañará 

copia \ 

La parte interesada podrá presentar las posiciones en 
pliego cerrado, que conservará el Juez sin abrirlo hasta 
el acto de la comparecencia para absolverlas. También 
podrá reservarse para dicho acto la presentación del in- 
terrogatorio solicitando ser citada al efecto la parte que 

O 7 

haya de declarar 4 . 

El Juez señalará el día y hora en que hayan de com- 

4 Art. 578 de la Jey de Enjuiciamiento civil. 

1 Artículos 579 y 580. 

5 Art. 683. 

4 Art. 582. 


no 


parecer las partes para llevar á efecto la absolución 
de las posiciones. El que haya de ser interrogado será ci- 
tado con un día de anticipación por lo menos. Si no 
compareciere ni alegare justa causa que se lo impida, 
se le volverá á citar para el día y hora que se señalen 
nuevamente, bajo apercibimiento de tenerle por confe- 
so si no se presentare 

En el acto de la comparecencia, el Juez resolverá 
previamente sobre la admisión de las preguntas, si se 
hubieren presentado en pliego cerrado ó en el mismo 
acto, v á continuación examinará sobre cada una délas 

* J 

admitidas á la parte «pie haya de absolverlas \ 

El declarante responderá por sí mismo, de palabra, 
á presencia de la parte contraria y de su Letrado, si 
asistieren. No podrá valerse de ningún borrador de 
respuestas; pero se le permitirá que consulte en el acto 
simples notas ó apuntes, cuando á juicio del Juez sean 
necesarios para auxiliar la memoria. Las contestacio- 
nes deberán ser afirmativas ó negativas, podiendo agre- 
gar el que las dé las explicaciones que estime conve- 
nientes, ó las que el Juez le pida. Si se negare á declarar, 
el Juez le apercibirá en el acto de tenerle por confeso 
si persiste en su negativa; y si las respuestas fueren 
evasivas, el propio Juez, de oficio ó á instancia «le la 
parte contraria, le apercibirá igualmente de tenerle por 
confeso sobre los hechos respecto á los cuales sus res- 
puestas no fueren terminantes v categóricas 

Cuando alguna pregunta se refiera á hechos que no 
sean personales del que haya de absolverla, podrá ne- 
garse á contestarla. Solo en este caso podrá admitirse la. 
absolución de posiciones por medio de un tercero que 




Art. 583. 

Alt. 584, 

Artículos 585 y 586. 




ni 


este enterado personalmente de los hechos, por haber 
intervenido en ellos á nombre del litigante Ínter 


roma u >, 

O 


Si éste lo solicita, aceptando la responsabilidad dé la 


deel 


a ración 1 


o 


Concurriendo al acto el litigante que haya solicitad 
5 posiciones, ambas partes podrán hacerse recíproca- 
mente por sí mismas, sin mediación de sus Letrados ni 
.Procuradores, y por conducto del Juez, las preguntas ú 
observaciones que éste admita como convenientes para 
la averiguación de la verdad de los hechos; pero sin 
atravesar la palabra ni interrumpirse. También podrá el 
Juez pedir las explicaciones que estime conducentes á 
dicho fin 

El actuario extenderá acta de lo ocurrido, en ia que 
insertará la declaración, la cual podrá leer por sí mis- 
ma la parte que la haya prestado. 

Enol.ro caso, la leerá el actuario, preguntando el Juez 
á dicha parte si se ratifica en ella ó tiene algo que aña- 
dir ó variar; y extendiéndose á continuación lo que di- 
jere, la firmará, si sabe, con el Juez y demás coi uní - 
rrentes, autorizándola el actuario ". 

Cuando dos ó más litigantes hayan de declarar sobre 
linas mismas posiciones, el Juez adoptará las precaucio- 
nes necesarias, si lo pidiere la parte interesada, pam 
que no puedan comunicarse ni enterarse previamente 

del contenido de aquéllas \ 

En el caso de que por enfermedad ó por otras cir- 
cunstancias especiales del litigante que haya de absolver 
las posiciones, el Juez lo estimare conveniente, podrá 
constituirse con el actuario en la casa de dicho in- 
teresado— es decir, donde estuviere— para recibirle la 

' Art. 587. 

s Art. 583. 

3 Art. 589. 

* Art. 590. 


declaración; y en tal caso, no se permitirá la concu- 
rrencia de la parte contraria , pero se le dará vista de la 
confesión y podrá pedir, dentro de tercer día, (pie se 
repita para aclarar algún punto dudoso sobro el cual 
no ha va sido categórica la contestación \ 

J O 

El litigante (pío resida dentro del partido judicial 
podrá ser obligado á comparecer ante el Juez (pie co- 
nozca del pleito; — ó sea delegado del Tribunal para la 
prueba — para prestar su declaración ; salvo si se lo im- 
pidiere justa causa, á juicio del mismo -Juez. En este 
caso, así como también si reside fuera del partido, será 
examinado por medio de exhorto ó despacho, al (pie se 
acompañará el interrogatorio, después de aprobado por 
té Juez, en pliego cerrado que se abrirá al tiempo de 

ser prestada la declaración ". 

Si el llamado á declarar no compareciere á la segunda 
citación sin justa causa, rehusare declarar ó pcrsitiere 
en no responder afirmativa ó negativamente á pesar del 
apercibimiento que se le haya hecho, podrá ser tenido 
por confeso en la sentencia definitiva \ 

No podrán exigirse nuevas posiciones sobre hechos 
que hayan sido una vez objeto de ellas. Tampoco po- 
drán exigirse más de una vez por cada parte después 
del término de prueba \ 


5 2.° — Docvmt' tifos j/ubiicox y solemnes . 


Bajo esta denominación se comprenden: L° las escri- 
turas públicas otorgadas con arreglo á derecho; 2." las 
certificaciones expedidas por los agentes de bolsa y co- 

1 Art. 501. 

a Art. 592. 

s Art. 593. 

4 Art. 594. 
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r re dores de comercio, con inferencia al libro -registro de 

O 

sus respectivas operaciones, en los términos y con las 
solemnidades que prescriben el Código y las leyes espe- 
ciales; 3.° los documentos expedidos por los funciona- 
rios públicos cpie estéu autorizados para ello, en lo que 
se refiera al ejercicio de sus cargos; 4.° los libras de actas, 
estatutos, ordenanzas, registros, catastros y demás 
documentos que se hallen en los archivos públicos ó 
dependientes del Estado, de las provincias ó de los 
pueblos, y las copias sacadas y autorizadas por los Se- 
cretarios y Archiveros por mandato de la autoridad 
competente; 3.° las ordenanzas, estatutos v reglamentos 
de sociedades, comunidades ó corporaciones, siempre 
que estuvieren aprobados por autoridad pública, y las 
copias libradas en la forma prevenida en el número an- 
terior; G.° las partidas ó certificaciones de nacimiento, 
matrimonio y defunción, dadas con arreglo á sus libros 
por los Párrocos ó por los que tengan á su cargo el re- 
gistro civil; 7.° las ejecutorias y las actuaciones judicia- 
les de toda especie 

Para que los documentos públicos y solemnes sean 
eficaces en juicio deberán observarse les icglas siguí raí 
tes: 1. a que los que hayan venido al pleito sin citación 
contraria se cotejen con los originales, previa dicha ci- 
tación, si hubiere sido impugnada expresamente su 
tenticidad ó exactitud por la parte á quien perjudi- 
quen; pues en otro caso se tendrán por legítimos y efi- 
caces sin necesidad del cotejo; 2. a que los que hubieren 
de llevarse á los autos por copia simple, si el interesado 
manifestare que carece de otra fehaciente, ó traerse de 
nuevo en los casos ya dichos de ser de fecha posterior a 
los escritos de demanda y contestación, ó anteriores de 
los cuales jure la parte que los presente tío haber tem- 


au 


1 Art. 59t>. 


'«lo antes conocimiento de su existencia, o en fin, los 
que no haya sido posible adquirir con anterioridad por 
causas no imputables á la parte que hubiere hecho de 
ellos oportunamente designación, señalando el protocolo 
ó archivo público en que se encuentran, sean librados 
en virtud de mandamiento compulsorio que se expida 
al efecto, previa citación de la parte á quien hayan de 
perjudicar; 3. a que si el testimonio que se pida fuere 
solamente de parte de un documento, se adicione á él 
lo (¡lie el otro litigante señalare, si lo cree conveniente; 
lo cual podrá hacerse en el acto de librarse el testimo- 
nio, abonando el gasto la parte que solicite la adición, 
sin perjuicio de lo que se resuelva en definitiva sobre 
pago de costas; 4. a - que los testimonios ó certificaciones 
sean dados por el encargado del archivo, oficina, regis- 
tro ó protocolo en que se hallen los documentos, ó por 
el Escribano en cuyo oficio radiquen los autos de que 
se hayan de tomar, y en otro caso, por el del pleito en 
que se practique la prueba. Estos testimonios ó certifi- 
caciones se expedirán bajo la responsabilidad de los 
funcionarios encargados de la custodia de los originales, 
y la intervención de los interesados se limitará á seña- 
lar lo que haya de testimoniarse ó certificarse y á pre- 
senciar su cotejo \ 

Serán eficaces en juicio sin necesidad de cotejo, salvo 
la prueba en contrario, ó la redargtiición del documento 
público que carezca de matriz y no pueda ser reconocido 
por el funcionario que lo expidiere: I . " las ejecutorias y 
las certificaciones ó testimonios de sentencias firmes, 
librados en legal forma por el Tribunal que las hubiere 
dictado ; 2." las escrituras jnil.ilic.as antiguas que carezcan 
de protocolo, y todas aquellas cuyo protocolo ó matriz 
hubiere desaparecido; 3." cualquier otro documento pú- 


1 Art. OííT 
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1 divo y solemne que por su índole carezca de original ó 
registro con el que pueda comprobarse \ 

El cotejo de los documentos públicos con sus origina- 
les se practicará por el actuario, constituyéndose al 
efecto en el archivo ó lugar donde se halle la matriz, á 
presencia de las partes y de sus defensores, si roncu mo- 
ren; á cuyo fin, se señalarán previamente el día, hora y 
local en que haya de verificarse. También podrá hacer 
la comprobación el Juez por sí mismo cuando lo estime 
conveniente *. 

Los documentos otorgados en otras naciones tendrán 
el mismo valoren juicio que los autorizados en España, 
si reúnen los requisitos siguientes: i.° que el asunto ó 
materia del acto ó contrato sea lícito ó permitido por 
las leyes de España; 2.° que los otorgantes tengan ap- 
titud ó capacidad legal para obligarse con arreglo al 
derecho de su país; 3.° que en el otorgamiento se hayan 
observado las formas y solemnidades establecidas cu la 
nación donde se han verificado los actos ó contratos; 
4." que el documento contenga la legalización y los de 
más requisitos necesarios para su ; 


e n 




L todo documento redactado en cualquier idioma que 
uo sea el castellano so acompañarán la traducción del 
mismo y copias de aquél y de ésta. Dicha traducción po- 
drá $¡er hecha privadamente, pero en este caso, si algu- 
na de las partes la impugnare dentro de tercer día, ma- 
nifestando que no la tiene por fiel V exacta, se remitirá 


y e 

el documento á la Interpretación de lenguas para su 
traducción oficial \ 


' Art. ,198. 
1 Art. 599. 
s Art. 000. 
4 ÁvU <_>01 * 


§ 3 . a — De los documentos privado # , cor responde acia 

y libros de los co^nercicintes. 

Los documentos privados y la correspondencia «pío 
obren en poder de los litiga ni es, se presentarán ori- 
piñales v unirán á los autos. Cuando formen parte de 

ÍD d ^ 

un libro, expediente ó legajo, podrán presentarse por 
■exhibición, para que se ponga testimonio de lo que seña- 
len los interesados. Esto mismo se verificará respecto 
de bis que obren, en poder de un tercero, si no quiere 
desprenderse de ellos. No se obligará á los que no liti- 
guen á la exhibición de documentos privados de su 

O A 

exclusiva pertenencia, salvo el derecho que asista al que 
los necesitare, del cual podrá usar en el juicio corres- 
pondiente. Si estuvieren dispuestos á exhibirlos volun- 
tariamente, tampoco se les obligará sí que los presen- 
ten en la escribanía; y si lo exigieren, irá el actuario á 
sus casas ú oficinas para testimoniarlos \ 

Los documentos privados y la correspondencia serán 
reconocidos bajo juramento á la presencia judicial, por 
la parte á quien perjudiquen, si lo solicitare la contra- 
ria. No será necesario dicho reconocimiento cuando di- 
cha parte ;í quien el documento perjudique le hubiere 
aceptado como legítimo al fijar los hechos en los escri- 
tos de contestación, réplica ó duplica 

Cuando hayan de utilizarse como medio de prueba 
los libros de los comerciantes , se practicará lo que or- 
dena el Código de Comercio, verificándose la exhibición 

O 1 

en el despacito ó escritorio donde se hallen los propios 
libros \ 


1 Artículos G02 y G03 
- Alt. @04. 

3 Alt. Gl)5. 


§ 4.° — Del cotejo de letras. 


Podra pedirse este medio de prueba siempre que se 
niegue por la parte a quien perjudique, ó se ponga en 
duda, la autenticidad de un documento privado, ó la de 
cualquier instrumento publico que carezca de matriz y 
!10 pueda ser reconocido por el fui íeionario que lo ex- 
pidiera. El cotejo se practicará por peritos con sujeción 
á lo que diré en su oportuno lugar '. 

La persona que pida el cotejo designará el documento 
ó documentos indubitados con que deba hacerse. Si no 
les hubiere, se tendrá por eficaz el documento público, 
y respecto del pri vatio el Juez apreciará el valor que 
merezca en combinación con las demás pruebas *. 

Pe considerarán como indubitados para el cotejo: 
l.° los documentos que las partes reconozcan como ta- 
les, de común acuerdo: 2.° las escrituras públicas y 
solemnes; 3. (J los documentos privados cuya letra ó firma 
haya sido reconocida en juicio por aquel á quien se 
atribuya la dudosa; 4/’ el escrito impugnado, cu la 
parte cu que reconozca la letra como suya aquel á quien 
perjudique. A falta de estos medios, la parte á quien se 
atribuya el documento impugnado tí la firma que le 
autorice, podrá ser requerida, á instancia de la contra- 
ria, para que forme un cuerpo tic escritura que en el 
acto le dictará el Juez; y sise negare á ello, se le puduí 
estimar por confesa en el reconocimiento del documento 

privado ". 

El Juez liará por sí mismo la comprobación de letras 
ó firmas, después de oir á los peritos revisores, y apre- 
ciará el resultado de esta prueba conforme a las reglas 


1 Art. rioo. 
* Art. G07. 
n Art. CUS. 
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de la sana crítica , sin tener que sujetarse al dictamen 
de aquéllos \ 


§ ó.° — Del dictamen de peritos. 


Podrá emplearse la prueba de peritos cuando para 
conocer ó apreciar algún hecho de influencia en el pleito, 
sean necesarios ó convenientes conocimientos científi- 
cos., artísticos ó prácticos s . 

La parte á quien interese este medio de prueba, pro- 
pondrá con claridad y precisión el objeto sobre el cual 
del)a recaer el reconocimiento pericial, y en el mismo 
escrito manifestará si lian de ser uno ó tres los peritos 
que se nombren 1 

Dentro de los tres días siguientes al de la entrega de 
la copia del escrito proponiendo dicha prueba, la parte 
o partes contrarias podrán exponer brevemente lo que 
estimen oportuno sobre su pertinencia ó ampliación, en 
su caso, á otros extremos, y sobre si lian ser uno ó tres 
los peritos. El Juez, sin más trámites, resolverá lo que 
estime procedente sobre la admisión de la prueba refe- 
rida. Si la considera pertinente, designará en el mismo 
auto lo que haya ríe ser objeto del reconocimiento peri- 
cial, y si éste lia de practicarse por tres peritos ó por 
uno. Sobre este último extremo, accederá á lo que de 
común acuerdo hayan propuesto las partes, y en otro 
caso resolver;!, sin ulterior recurso, lo que crea conve- 

1 Art. 609 y sentencia de 7 de Marzo de 1885. Es notabilísima y 
merece ser consultada la ley 118, título XVI I I , partida 3. a ; la cual 


se desvía del sistema de las pruebas tasadas y la verdad legal , y reco- 
noce la bondad del otro sistema racional de las de libre apreciación y 
el juicio de conciencia. 

* Art. 610 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

3 Art. 611. 
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mente; teniendo en consideración la importancia del 
i6t,onot:ii)L]Í6iito y la ciuiiitía clsl asunto \ 

En el mismo auto admitiendo la prueba pericial, 
mandará el Juez que comparezcan las partes ó sus pro- 
curadores á su presencia, en el día y hora que señalará, 
dentro de los seis siguientes, para que se pongan de 
acuerdo en el nombramiento de perito ó peritos. La 
parte que no comparezca se entenderá que se conforma 
con los designados por la contraria. Los peritos- deberán 
tener título de tales en la ciencia ó arte á que perte- 
nezca el punto sobre que han dé dar su dictamen, si su 
profesión está reglamentada por las leyes- 6 por el Go- 
bierno. No estándolo, ó no habiendo peritos de aquélla 
clase cu el partido judicial, si los litigantes no su con- 
forman en designarlos de otro punto, podrán set nom- 
bradas cualesquiera personas entendidas ó prácticas, 
aunque no tengan título \ 

Cuando las partes no se pongan de acuerdo sobre el 
nombramiento de perito ó peritos, el Juez insaculará en 
el mismo acto los nombres de tres, por lo menos, por 
cada uno de los que hayan de ser elegidos, de los que 
en el partido judicial paguen contribución industrial 
por la profesión ó arte á que pertenezca la pericia, y se 
tendrán por nombrados los que designe la suerte. 81 no 
hubiere dicho número, quedará á elección del Juez la 
designación de perito ó peritos; cuyo nombramiento 
verificará dentro de ios dos días siguientes al de la 
comparecencia. No se incluirán en el sorteo, ni en su 
caso podrán ser nombrados por el Juez, los peritos que 
en el acto de la comparecencia sean recusados por cual- 
quiera de las partes, por concurrir en ellos alguna de 
las causas que expresaré á seguida. Hecho el nombra- 


ü> 


Ar tículos 612 y 018. 
Artículos 014 y 61G. 
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miento tic perito ó peritos, se les notificara para que 
acepten y juren desempeñarlo bien y fielmente dentro 
del término que el Juez les señale *. 

Los peritos podrán ser recusados por cansas posterio- 
res á su nombramiento por las partes, y también, por 
causas anteriores, los designados por la suerte ó por el 
Juez. La recusación se fiará eu escrito firmado por el 
Letrado y el Procurador, expresando concretamente la 
causa y los medios de probarla. En el caso de ser los 
peritos de nombramiento de las partes recusados por 
causas posteriores, el escrito deberá presentarse antes 
del día señalado pava dar principio al reconocimiento; 
y en el caso de ser la recusación por causas anteriores, 
tratándose de peritos designados por la suerte ó por el 
Juez, el escrito de recusación habrá de presentarse den- 
tro de los dos días siguientes al de la notificación á las 

O 

partes, del nombramiento. Son causas legítimas de re- 
cusación: 1. a ser el perito pariente por consanguinidad 
ó afinidad dentro del cuarto grado civil, de la parte 
contraria; 2. a liaber dado anteriormente sobre el mismo 
asunto dictamen adverso al recusante; 3. a liaber pres- 
tado servicios como tal perito al litigante contrario, o 
ser dependiente ó socio del mismo; 4. a tener interés di- 
recto ó indirecto, en el pleito ó en otro semejante , ó 
participación en sociedad, establecimiento ó empresa 
contra la cual el recusante litigue; 5. a enemistad mani- 
fiesta; G. a amistad íntimo. El Juez rechazará de plano 
la recusación si no se funda concretamente cu alguna de 
las causas expresadas , ó no se hubiere presentado con 
las formalidades y dentro de los plazos (pie lie dicho t 
Propuesta debidamente la recusación, el Juez man- 
dará se haga saber al perito recusado, para que en el 


1 Artículos 610, 017 y 018. 

- Artículos 019, 080, 021 y 022. 
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acto de la notificación manifieste bajo juramento, que le 
recibirá el actuario, si es ó no cierta la causa cu que 
aquélla se funde. Si la reconoce como tal, se le tendrá 
poi íecusado sin mas tramites, y sera reemplazado por 
otro de nombramiento del Juez. Cuando el perito niegue 
la certeza de la causa de la recusación , mandará el Juez 
que comparezcan las partes á su presencia en el «lía v 

tj 

hora que señalará, con las pruebas de que intenten va- 
lerse. No compareciendo la parte recusante, se la tendrá 
por desistida de la recusación. Si comparecen todas las 
partes litigantes, el Juez las invitará á que se pongan 
de acuerdo sobre la procedencia de la recusación, y en 
su caso sobre el nombramiento del perito que haya de 
reemplazar al recusado. No poniéndose de acuerdo, el 
Juez admitirá las pruebas que se presenten, uniéndose 
á los autos los documentos ; y acto continuo, resolverá 
lo que estime procedente. En el caso de admitir la recu- 
sación, el mismo Juez hará el nombramiento de otro 
perito, si las partes no lo hubieren designado de común 
acuerdo. Del resultado de esta comparecencia, á la que 
podrán asistir también los Ahogados de las partes, se 
extenderá la oportuna acta que firmarán los concurren- 
tes. Cuando se desestime la recusación del perito, será 
condenado en todas las costas de este incidente el recu- 
sante, quien podrá serlo, de igual manera, á que abone, 
por vía do indemnización, a la parte o paites «pie la 
hubieren impugnado, la cantidad que el Juez fije, sin 
que pueda exceder de quinientas pesetas . 

Las partes y sus defensores podrán concurrir al acto 
del reconocimiento pericial y hacer a los peritos las ob 
servaciones que estimen oportunas; á cuyo fin, se seña- 
lará día y hora para dar principio á la operación, si al- 
guna de aquéllas lo solicitara. Cuando sean tres los pe- 

Avtícnlos 623, 624 y 025. 
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ritos, practicarán unidos la diligencia. Después de bal >er 
conferenciado entre si, á solas, siendo tres, darán su 
dictamen razonado, de palabra ó por escrito, según la 
importancia del asunto. En el primer caso, lo harán en 
forma de declaración y en el segundo se ratificarán en su 

*/ o 

certificación ó informe, con juramento, á la presencia 
judicial; verificándolo cu ambos casos acto continuo de! 
reconocimiento; y si esto no fuere, posible, en el día y 
Lora que el -Juez señalo. Las partes ó sus defensores 
podrán solicitar, en el acto de la declaración ó rati- 
ficación, que el .Juez exija del perito ó peritos las ex- 
plicaciones oportunas para el esclarecimiento de los 
hechos ‘. 

Cuando sean tres los peritos y estuvieren de acuerdo, 
darán ó extenderán su dictamen en una sola declaración 
firmada por todos. Si estuvieren en discordia, se pon- 
drán por separado tantos dictámenes escritos, ó tantas 
declaraciones, cuantos sean los pareceres. No se repeti- 
rá el reconocimiento pericia l , aunque se alegue la insu- 
ficiencia del practicado, ó no haya resultado acuerdo ó 
dictamen de mayoría. Sin embargo, cuando se juzgue 
necesario, podrá acordarse para mejor proveer que se 
practique otro reconocimiento, ó se amplíe el anterior, 
por los mismos peritos ó por otros que nombre el Tribu- 
nal. A instancia de cualquiera do las parnés, podrá pedirse 
informe á la Academia, Colegio ó Corporación oficial 
que corresponda, cuando el dictamen pericial exiga ope- 
raciones ó conocimientos científicos especiales. En este 
caso, se unirá á los autos y producirá sus efectos el in- 
forme, aunque se dé ó reciba después de transcurrido el 
término probatorio ". 

Los Tribunales apreciarán la prueba pericial según 


1 Artículos 626, 627 y 628. 
- Artículos 629, 630 y 681. 
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las reglas de la sana crítica, sin estar obligados á suje- 
tarse al dictamen de los peritos *. 


§ 6.° — Del reconocimiento judicial. 


Cuando para el esclarecimiento y apreciación de los 
Lechos, sea necesario que el Juez examine por sí mismo 
algún sitio ó la cosa litigiosa, se decretará el reconocí- 

r- O 

miento judicial á instancia de cualquiera de las partes. 
Para llevarle á efecto , señalará el Juez con tres días de 
anticipación por lo menos, el día y hora en que haya 
de practicarse, Las partes, sus representantes y Letra- 
dos podrán concurrirá la diligencia de reconocimiento 
é inspección ocular, y hacer al Juez de palabra las ob- 
servaciones que estimen oportunas. 

También podrá acompañar á cada parte una persona 
práctica en el terreno. Si el Juez cree conveniente oír 
las declaraciones de esas personas, las recibirá previa- 
mente juramento de decir verdad. Del resultado de la 
diligencia extenderá él Secretario la oportuna acta que 
firmarán los concurrentes, consignándose en ella las 
observaciones pertinentes hechas por una y otra parte, 

y las declaraciones de los prácticos ■ . 

Si se acuerdan el reconocimiento judicial y el pericia 
de una misma cosa, se practicarán simultáneamente 
estos dos medios de prueba, conforme á las reglas esta- 
blecidas para cada uno de ellos \ . 

Podrán ser examinados los testigos en el propio si i 
y acto continuo del reconocimiento judicial, cuam o -a 

inspección 

. Art. 032 y sentencia de 29 de Septiembre de 1881- 

- Artículos 633 y 631. 

. s Art. 635. 


o vista del lugar contribuya i la claridad de 
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su testimonio, si así lo hubiera solicitado previamente 
la pcrtíi á quien interese 


§ 7.° — De la prueba de testigos. 




Sobre los hechos prooacios por comes ion jucuciai no 
se permitirá, para corroborarlos, prueba de testigos á 
ninguna de las partes \ 

Al escrito .solicitando la admisión de este medio de 
prueba acompañarán el interrogatorio que contenga las 
preguntas á cuyo tenor hayan de ser examinados los 
testigos, y las copias, tanto del escrito como del interro- 
gatorio. listas preguntas se formularan con claridad y 
precisión, numerándolas correlativamente y concretán- 
dolas á los hechos qu.e sean objeto del debate. El Juez 
examinará el interrogatorio y admitirá las preguntas 
que sean pertinentes, desechando las que estime no 
serlo \ 

i ) en tro ele los diez días siguientes al de la notificación 
de la providencia admitiendo dicha prueba, presentará 
la parte interesada la lista de los testigos de que inten- 
te valerse, con expresión del nombre y apellidos de 
cada uno de ellos, su profesión ú oficio, su vecindad y 
las señas de .su habitación, si le constasen. Esta lista 
podrá adicionarse dentro de dicho termino. De ella se 
darán copias á 3a parte ó partes contrarias, y no podrán 
ser examinados otros testigos que los comprendidos en 
la misma 4 . 

Los litigantes podrán presentar interrogatorios de 
repreguntas á los testigos de sus contrarios, antes del 

* Art. 633. 

2 Art. 637. 

5 Art. 63S y 639. 

1 Art. 640. 
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examen de estos. El Juez aprobará las pertinentes v 
desechará las demás. Estos interrogatorios podrán pre- 
sentarse en pliego cerrado, que se abrirá al darse prin- 
cipio al acto, y también en el mismo del examen de los 
testigos. Los que se presenten abiertos quedarán reser- 
vados en poder del Juez, bajo su responsabilidad \ 

Con tres días de anticipación por lo menos, el Juez 
señalará día y hora en que haya de darse principio al 
examen de los testigos de cada parte; cuyo acto se ve- 
rificará en audiencia pública, á presencia de las partes 
y sus defensores, si concurrieren *. 

Los testigos que residiendo dentro del partido judi- 
cial, rehusaren presentarse voluntariamente á declarar, 
serán citados por cédula con dos días de anticipación 
por lo menos al señalado para su examen, si lo solicitare 
la parte interesada. Contra el testigo inobediente sin 
justa causa, acordará el Juez, también á instancia de 
parte, los apremios que estime conducentes para obli- 
garle á comparecer, incluso el de ser conducido por la 
fuerza publica. Y estos testigos que sean obligados á 
comparecer, tendrán derecho á reclamar de la parte in- 
teresada los auxilios ó la indemnización que correspon- 
dan. Cuando sobre este punto no se avengan h s intere- 
sados, el Juez fijará, la cantidad, sin ulterior recurso, 
teniendo en consideración las circunstancias del caso, y 
apremiará al Procurador de la parte para que la abone 
como gasto del pleito, si el testigo la reclama verbal - 
mente en la audiencia en que haya comparecido, o en 

los quince días siguientes s . 

Los litigantes podrán valerse de cuantos testigos es- 
timen conveniente sin limitación do numero; pero las 


Art. 641. 

Art. 642. 

A rtículos 643 y 644. 
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costas y gastos de los que excedan de seis por cada 
preguo|a útil serán en todo caso de cuenta de la parte 
que les haya presentado 

Los testigos serán examinados separada y sucesi- 
vamente , y por el orden en que vinieren anotados cu 
la lista; á no ser que el Juez encuentre motivo justo 
para alterarlo. Los que vayan declarando, no se comu- 
nicarán con los otros, ni éstos podrán presenciar las de- 
claraciones de aquéllos. A este fin, el Juez adoptará las 
medidas que estime convenientes, si alguna de las par- 
tes lo solicitare. Antes de declarar prestará el testigo 
juramento e .11 la forma- y bajo las penas que las leyes 
previenen, y si manifestare ignorarlas, el Juez le ins- 
truirá de las señaladas para el delito de falso testimonio 
en causa civil. No se exigirá juramento á los menores 
de catorce años \ 

Cada testigo sera interrogado: i.° por su nombré, 
apellido, edad, estado, profesión y domicilio: 2A si es 
pariente por consanguinidad ó afinidad , y en qué gra- 
do, de alguno de los litigantes; 3.° si es dependiente ó 
criado del que le presente, ó tiene con él sociedad ó al- 
guna otra relación de intereses ó dependencia; 4.° si 

O 

tiene interés directo ó indirecto en el pleito ó en otro 
semejante; 5.° si es amigo íntimo ó enemigo de alguno 
de los que litigan. Luego que el testigo haya contestado 
á estas preguntas, que so llaman técnicamente lets ye- 
ne rales de la le;./, será examinado por > aula una de las 
contenidas en el interrogatorio, á las cuales yo denomi- 
no particulai'es , porque me parece impropio el califi- 
cativo de útiles , en razona que también losen las otras, 
estando admitidas por el Juez, ó algunas de éstas , ha- 
biendo sido acotadas por la parte que presente al testigo 


Al t. 645. 

Artículos 040 y 647. 
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para que se le hagan; pues no todos han de contestar 
siempre á cuantas aquél comprenda. 

Y acto continuo será igualmente examinado por las 
repreguntas presentadas y admitidas. En rada una de 
as contestaciones el testigo expresará la razón de cien- 
cia de su dicho \ 

El testigo responderá por sí mismo de palabra, sin 
valerse de ningún borrador de respuestas. Cuando la 
pregunta se refiera, á cuentas, libros ó papeles, podrá 
permitírsele que los consulte para dar la contestación. 
Se extenderá por separado la declaración de cada testi- 
go; pero á continuación las unas de las otras. El decla- 
rante podrá leer la su va; y si no quisiere hacer uso de 
este derecho, la leerá el actuario y el Juez preguntará 
al testigo si se ratifica en ella ó tiene algo que añadirá 
variar; extendiéndose á continuación lo que hubiere 
manifestado. Seguidamente la firmará el testigo , si sabe, 
con el Juez, el actuario y los de m i - concurrentes s . 

Las parles y sus defensores no podrán interrumpir fi- 
los testigos ni hacerles otras preguntas ni repreguntas 
que las formuladas en sus respectivos interrogatorios. 
Sólo en el caso de que el testigo deje de contestar a al- 
guno de los particulares de las preguntas ó repreguntas, 
ó haya incurrido en contradicciones o se haya ex- 
presado con ambigüedad, podrán las partes ó sus defen- 
sores llamar la atención del Juez, a fin de que, si lo c^ 
tima pertinente, exija ai mismo testigo las aclaraciones 
oportunas. También podrá el Juez pedir por si a.l tes ti 
go las explicaciones que crea convenientes para el escla- 
recimiento de los hechos acerca de las cuales hubiese 

declarado \ 


1 Artículos 648 y 649. 

2 Artículos 650 y 65 i. 
5 Art. 652. 
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Cuando no sea posible terminar en una audiencia el 
examen de los testigos de una parte, se continuará en 
la siguiente ó en la que el Juez señale. Si por cualquier 
motivo no se presentaren todos los testigos en la au- 
diencia señalada para su examen , á petición de la parte 
interesada liará el Juez nuevo señalamiento del día y 
llora en que deban comparecer , notificándose á las par- 
tes. Y si por enfermedad ú otro motivo que el Juez es- 
time justo, no pudiere algún testigo personarse en la 
audiencia del Juzgado, podrá recibírselo la declaración 
en su domicilio á presencia de las partes y de los de- 
fensores; á no ser que, atendidas las circunstancias, aquél 
crea prudente no permitirles que concurran. En este 
caso podrán enterarse de la declaración en la Secre- 
taría \ 

Cuando haya de verificarse el examen de los testigos 
fuera del lugar del juicio, al exhorto ó despacho que 
para ello se dirija, se acompañara en pliego cerrado el 
interrogatorio de las preguntas -y lo mismo debe de- 
cirse del de repreguntas — que hayan sido admitidas; y 
el Juez exhortado abrirá dicho pliego en el acto de dar 
principio al examen de los testigos \ 

Si alguno de éstos no entendiere o no hablare el idio- 
ma español, será examinado por medio ele intérprete; 
cuyo nombramiento se hará en la forma prevenida para 
el de los peritos. Los sordo-mudos podrán ser admitidos 
como testigos en el caso de que, por saber leer y escri- 
bir, puedan enterarse de las preguntas y dar por escrito 
sus declaraciones \ 

Los Tribunales apreciarán la fuerza probatoria de 
las declaraciones de los testigos conforme á las reglas 

o o 

' Artículos 653, 654 y 655. 

* Art. 656. 

3 Artículos 057 y (558. 
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do la sana critica; teniendo cu consideración la razón 
de ciencia que hubieren dado y las circunstancias que 
en ellos concurran. Sin embargo, cumulo la le}' deter- 
mina el número ó la calidad de los testigos como solem- 
nidad ó circunstancia especial del acto á que se refieren, 
se observará lo dispuesto para aquel caso. Las leyes de 
Partida referentes á la apreciación de la prueba tes- 
tifical han sido derogadas por la de Enjuiciamiento ci- 
vil; y en su virtud, debiendo los Tribunales guiarse por 
las reglas de la sana crítica, es preciso para que pueda 
estimarse el recurso de casación en tal concepto inter- 
puesto, determinar la regla infringida citándola con- 
creta y señaladamente; sin que á la apreciación de la 
prueba hecha por el Tribunal cu uso de sus facultades 
puedan los litigantes oponer su propio criterio 

g 8.° — Di las tachas de los testigos. 

Cada parte podrá tachar los testigos de la contraria 
en quienes concurra alguna de las causas siguientes: 
1A ser el testigo pariente por consanguinidad ó afinidad, 
dentro del cuarto grado civil, del litigante que le haya 
presentado; 2. a ser, al prestar su declaración, socio, 
dependiente ó criado del que le presentare. &o entiende 
por criado ó dependiente pura los efectos do esta dispo 
sición , el que sirva en la casa del litigante y le preste 
en ella servicios mecánicos mediante un salarió fijo». } 
por dependiente el que preste liabitiuilmcutc servicios 
retribuidos al que le hubiere presentado por testigo, 
aunque no sirva en su casa; 3. a tener interés directo ó 
indirecto en el pleito ó en otro semejante; 4. a haber 
sido el testigo condenado por falso testimonio; 5.° ser 

1 Art. 659 y sentencias de 27 de Mayo de 1863, y 26 de Marzo 
de 1884. 
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amigo íntimo de uno de los litigantes, ó su enemigo 

O O J O 

manifiesto *. 

Dentro de cuatro días siguientes al en que se Hubie- 
ren terminado las declaraciones de los testigos de una 
parte, podrá cualquiera de ellos ser tachado por la con- 
traria, cuando concurra alguna de las causas expresa- 
das y no la hubiere confesado en su declaración al con- 
testar las preguntas generales. En el escrito en que se 
aleguen las tachas se propondrá, por medio ele otrosíes, 
la prueba para justificarlas; y si no se propusiere, se 
entenderá ipie se renuncia esta prueba \ 

La parte á quien interese podrá impugnar las tachas, 
dentro de los tres días siguientes al en que se le hubie- 
re entregado la copia del escrito , y también podrá pro- 
poner en el suyo, por otrosíes, la prueba que le convi- 
niere; no haciéndolo, se considerará que la renuncia. 
Cuando ninguna de las partes hubiera propuesto prueba 
de tachas, se unirán los escritos á los autos, sin más 
trámites, y se tendrán presentes á su tiempo. Si se 
hubiere articulado prueba, el Juez admitirá la pertinen- 
te- y mandará practicarla \ 

La prueba de tachas se hará dentro del término que 
reste del segundo período ; y si no quedare el suficiente 
para ello, el Juez le prorrogará para este solo efecto por 
el tiempo cpie estime necesario, sin exceder en caso al- 
guno la prórroga de diez días; y aquél la se unirá á los 
autos á los efectos que procedan en definitiva; es decir, 
para que sirva de dato en la crítica- y apreciación de la 
prueba testifical ; tomando en cuenta las taclias legales 
acreditadas en el pleito \ 


l 


Alt. 660 . 

Artículos 661 y 662. 

Artículos 663 y 664. 

Artículos 665 y CGG y sentencia de 22 de Marzo de 1884. 
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CAPITULO IX 


DE LA VISTA Y SENTENCIA 


Terminado el período de prueba y unidas á los antes 
las practicadas ó presentados el carril.. ó escritos de 
contestación á la demanda, si no hubiese habido necesi- 
dad de abrir el término probatorio, se acordará por el 
Tribunal que la Secretaría, en el plazo que él mismo 
lije, redacte un extracto del pleito, del cual se dará co- 
pia á las partes, en que se consigne: l.° un breve resu- 
men del expediente administrativo, de los hechos y 
fundamentos de derecho alegados y sostenidos en la 
discusión escrita, por el mismo orden con que han sido 
enumerados, y de las pretensiones por aquellas estable- 
cidas; i2. fI otro resumen', también breve, de la prueba 
practicada; 3.° copia textual, en lo que fuere pertinen- 
te, de las disposiciones y decisiones citadas por los liti- 
gantes como aplicables al caso. Este extracto se podiá 
imprimir á instancia y a costa de las paites . 

Formado el apuntamiento, se pondrá de manifiesto, 
con las actuaciones y el expediente administrativo, á 
las partes, las cuales podrán solicitar las modificaciones 
de dicho extracto dentro del término de quince días, a- 
saifo éste, ó introductas tas que el Tribuual acordare 
dentro del plazo de tercer día, se señalará el de la vis a . 

Se celebrarán éstas por rigoroso orden de antigüedad, 
á contar desde la fecha en que se haya declarado con- 
clusa la discusión escrita. No obstante, cuando el repre- 
sentante de la Administración pidiere que se de prefe- 
rencia á determinado asunto, podra el iribunal, a 

* Art. 58 de la ley de 14 de Septiembre de 1888. 

2 Alt. 59. 
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estima fundada esta solicitud, alterar el .orden prescrito 
para la celebración de la vista. En el acto de ésta expon- 
drán las partes ó su representación, clara y sucinta- 
mente, las pretensiones y los fundamentos legales en 
que se apoyen. Eí Presidente llamará á la cuestión á 
los que no cumplieren con este precepto. También po- 
drá el Presidente ó cualquier Ministro, con la venia de 
aquél, dirigir las preguntas que estimen oportunas para 
el esclarecimiento de los hechos y conceptos. Las par- 
tes ó sus defensores podrán rectificar cualquier error de 
hecho ó de concepto que se les haya atribuido. Termi- 
nado el acto, el Presidente declarará el pleito visto y 
concluso para sentencia, sin perjuicio de la facultad que 
al Tribunal otorga el art. 57; ó sea, la de dictar el auto 
para mejor proveer, de que en su lugar he hallado *. 

Se dictará la sentencia dentro del término de diez 
días, desde la conclusión de la vista ó desde que se 
unieron á ios autos las diligencias para mejor proveer 
que después de dicho acto se hubiesen instruido. Á la 
cabeza de sus sentencias se pondrá: «Consejo de Estado — 
Tribunal de lo contencioso -administrativo». — Se esta- 
blecerán por medio de párrafos separados que empiecen 
con la palabra resultando, los hechos que aparezcan en 
el expediente gubernativo y de las demás actuaciones 
y pruebas, consignándose después en párrafos que co- 
miencen con la palabra considerando, las declaraciones 
de derecho que correspondan; transcribiéndose á conti- 
nuación, en lo que sea pertinente, las disposiciones le- 
gales citadas por las partes y las que sirvan de funda- 
mento á la sentencia, y decidiéndose, por último, cu el 
fallo acerca de todos los puntos controvertidos en el 
pleito \ 


1 Art. 60. 
* Art. 61. 
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Llaman la atención dos cosas en las disposiciones de 
la ley de que he tomado casi á la letra la doctrina que 
acabo de exponer sobre la sentencia y su preparación; 
pues, en primer lugar, echo de menos el pase al Minis- 
tro ponente, que le hay sin duda porque ya he mani- 
festado refiriéndome al art. 5-1 de aquélla, que para re- 
cibir ó no á prueba el pleito, se nombra un ponente 
quien lo será para: todo el curso ulterior del asunto; y 
claro está que ha de serlo para la sentencia: de consi- 
guiente, falta expresar en el art. 59, que antes de seña- 
lar la vista, se entregarán al Ministro ponente los autos, 
con ó sin término, para que los estudie y redacte el 
proyecto de aquélla; y estoy seguro de que esta deficien- 
cia de la ley, que naturalmente la práctica está corrigien- 
do en consonancia con lo establecido en la supletoria, 
ó sea, la de Enjuiciamiento civil, se reformará en el. Re- 
glamento general que ha de formarse dentro del termi- 
no de un año, en cumplimiento del art. 107, y en la 
discusión del cual terció un Senador tan ilustrado como 
celoso, abogando por la publicación del mismo Regla- 
mento, si no se da una ley . para la homogeneidad de los 
procedimientos contencioso -administrativos, derogando, 
no sólo las reglas establecidas en 184o y 184G, sino 
también las tomadas de la misma ley de Enjuiciamiento 
civil y con gran satisfacción de todos los que nos inte- 
resamos por la prosperidad de la promulgada luego en 
14 de Septiembre de 1888, obtuvo la promesa que hizo 
el respetable Sr. Ministro de Gracia y Justicia, quien 
es un eminente Jurisconsulto muy versado en la ciencia 
del ! lerecho s de que se publicará efectivamente por el 
Gobierno, en observancia de aquélla, el indicado Regla- 

* Exorno . Sr. Conde de Tejada de Valdosera, Ministro que filé de 

Ultramar y antes dignísimo Consejero de Estado. 

- Excmo. Sr. D. Manuel Alonso Martínez. 
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mentó general de los procedimientos eonteneioso-adim- 
nis tuitivos. V en segundo lugar, la disposición del ar- 
tículo 58, de que la Secretaría redacte el extracto, al 
cual lia de darse lectura en la vista, entiendo yo que 
debe referirse á la Secretaría de Sala, en que radique el 
pleito; porque indudablemente habrá de existir un re- 
partimiento ó tumo entre las diez creadas por el art. 26, 
y cada Secretario, en el asunto que le corresponda, ejer- 
cerá sus importantes funciones desde el principio hasta 
el fin de la instancia; con lo cual se conseguirá la ven- 
taja inapreciable, acreditada por la experiencia , de que 
el Oficial del Consejo, hoy Secretario del Tribunal, que 
tome á su cargo un negocio, se penetre de él y estudie 
su contenido, ya en lo que toca á los hechos y ya en lo 
que á los puntos de derecho se refiere , contribuyendo de 
un modo poderoso, tanto á su expedita marcha, cuanto 
al acierto en las providencias, autos y fallos que se dicten 

Para que haya sentencia serán necesarios los votos 
conformes de la mayoría absoluta de los Ministros que 
concurran á la vista. Todo el que tome parte en la vo- 
tación de una sentencia firmará lo acordado, aunque 
disintiere de la mayoría; pero podrá en este caso salvar 
su voto, extendiéndolo, fundándolo é insertándolo con 
su firma al pie, á continuación de la sentencia, publi- 
cándose y notificándose con ésta. Cuando hubiere dis- 
cordia por no reunirse los votos necesarios para que 
haya sentencia, se citará á nueva vista ante el Tribunal 
en pleno; cuya sentencia votada por la mayoría de los 
Ministros presentes, ó por la mitad con el voto de cali- 
dad del Presidente del Tribunal, será definitiva. Los 
Ministros que disintieren de la sentencia así votada, no 
podrán excusarse ele firmarla, aunque salvando su voto 
en la forma que dejamos expuesta *. 

1 Art, 02. 


] 95 



No cumple á mi propósito mamtestar si me satis tace 
ó no la determinación relativa É la publicación ele los 
votos particulares; pues el estudio de este punto difícil 
me alejaría demasiado de mi objeto, ceñido á la expósi- 
ta liistórico-excgé tica de la teoría procesal de la Ad- 
ministración en los asuntos contenciosos, y de ninguna 
malicia me eieo en el caso de hacer la critica de la no- 
vísima ley de cuya doctrina se nutre esta obra. Dos 
ilustres Senadores discutieron este punto, y pueden 
consultarse las luminosas razones en esta partí* del de- 
bate alegadas en sus hábiles y elocuentes discursos \ 

1 Excmos. Sres. Conde de Tejada de Yaklosera y D. Vicente Ro- 
mero Girón. 


TÍTULO il 


De los procedimientos ante los Tribunales provinciales. 


CAPÍTULO PRIMERO 


DE LA PRIMERA INSTANCIA 


fia interposición, sustaneiación y decisión tic loare- 
cursos cont endoso -aclminiatrativ os ante los Tribunales 
provinciales, se acomodará á lo que dejo expuesto en el 
título anterior acerca de los que hayan de en tal darse 
ante el Tribunal central, con las modificaciones siguien- 
tes: 1. a la falta ele remisión del expediente gubernativo 
en el plazo de los treinta días, será considerada como 
desobediencia comprendida en el art. 380 del ( ó digo 
penal hoy vigente; debiendo pasar el Tribunal pro- 
vincial el oportuno testimonio al Juzgado ó Tribunal 
competente, para que proceda según corresponda. Po- 
drá acordar además aquél, á instancia y á favor del de- 
mandante, una indemnización de perjuicios, á satisfacer 
por la. autoridad, corporación ó funcionario que m re- 
mita el expediente en el enunciado término; 2. a la au- 
toridad ó corporación de quien proceda la resolución 
impugnada, al remitir el expediente gubernativo desig- 
nará el Letrado que haya de representar á la Adnnms- 
traeión en el negocio; es decir, un Abogado 
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do ó uno de los de Beneficencia, cuando el litigio afec- 
te ¿.intereses de esta parte; 3. a el anuncio p idílica - 
cando la interposición del recurso para conocimiento de 
los que tuvieren interés directo en el negocio y quisie- 
ren coadyuvar en él á la Administración, se insertará 
en el Boletín Oficial de la provincia; 4. a contra el auto 
en que los Tribunales provinciales resuelvan sobre las 
excepciones dilatorias, se podrá interponer el recurso de 
apelación para ante el Tribunal central de lo contencio- 
so- administrativo ; 5. a las providencias, autos y senten- 
cias de dichos Tribunales provinciales, se' dictarán por 
mayoría de votos, pudiendo salvar los suyos los i ¡ u e 
disintieren \ 

CAPITULO II 


DE LOS DECURSOS CONTRA LAS PROVIDENCIAS, AUTOS Y SENTENCIAS 

DE ESTOS TRIBUNALES 

Contra las providencias de mero trámite que dicten 
en los negocios contencioso -administra ti vos los Tri bú- 
llales provinciales, no procederá otro recurso que el de 
reposición ante el mismo Tribunal que las haya acorda- 
do; cuyo recurso se interpondrá dentro del término de 
tercer día, a contar desde el siguiente al de la notifica- 
ción de la providencia reclamada. Del escrito en que se 
interponga este recurso se dará copia á las demás par- 
tes, para que expongan dentro del término dé tercer 
día Jo que estimen procedente, y el Tribunal en su vis- 
ta y por auto fundado é inapelable, resolverá lo que es- 
time oportuno a . 

Contra los autos de los Tribunales de lo contencioso- 
administrativo prox ineiales y lo mismo contra sus sen- 

I Art. G3. 

II Art. 64. 


tencias, podra interponerse el recurso de apelación para 
ante el Tribunal central ; excepción hedía de los autos 
ordenando la práctica de pruebas, contra los cuales no 
se da recurso alguno. La apelación se interpondrá ante 
el mismo Tribunal que hubiere dictado el auto ó sen- 
tencia, dentro de los cinco días siguientes al de la noti- 
ficación \ 

Admitida la alzada , que se entenderá siempre en 
ambos efectos, se emplazará á las partes para que en el 
término de treinta días comparezcan ante el Tribunal 
central de lo contencioso-administrativo e . Cuando el 
Tribunal provincial no admita una apelación podiá la 
parto interesada recurrir en queja ante el Tribunal 
central en el término de ocho días, contados desde el 
siguiente al de la notificación del auto denegatorio de 

O >r. 

la alzada. Interpuesto en forma este recurso de queja, 
el Tribunal central mandará al provincial que informe 
con justificación en el término que Je designe, y en vista 
de todo, con audiencia del Fiscal, confirmará o revocará 
el auto del inferior \ 

Tam bié n podrá uti liza rse con tra las sen t e ne¡ as firmes 
de los Tribunales provinciales recurso de revisión, que 
se interpondrá ante el Tribunal central, y se acomoda- 
rá á lo que diré en el título siguiente cuando exponga 

el art. 79 ele la ley \ 

1 Artículos G9 y 70. 

a Art. 71. 

r> Art. 75. 

4 Art. 76. 
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TITULO III 


De loa recursos de que conoce el Tribunal central 

de lo contencioso-administrativo. 


CAPÍTULO PRIMERO 


DE LOS RECURSOS INTERPUESTOS EN LOS TRIBUNALES PROVINCIALES 

PARA ANTE EL TRIBUNAL CENTRAL 

Podrá reclamarse la utilidad de actuaciones por de- 
fectos esenciales en el procedimiento, en los casos si- 
guientes: l.° por falta de emplazamiento de las per- 
sonas que hubieren debido ser citadas para el juicio; 
2.° por falta de citación para alguna diligencia de prue- 
bo ó para sentencia definitiva; 3.° por denegación de 
cualquiera diligencia de prueba admisible según las le- 
yes y cuya falta haya podido producir indefensión; 
4 o por haber concurrido á dictar sentencia uno ó más 
Magistrados ó individuos del Tribunal, cuya recusación 
fundada en causa legal é intentada en tiempo y í&mz, 
hubiere sido estimada, ó se hubiere denegado siendo 
procedente. Para poder reclamar la nulidad sera nece- 
sario que la subsanación de la íalta que la motive se 
Imv» solicitado dentro de los diez días desde que Sue 

r< un 



1 


Artículo* 60 y G7t 
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Como hablamos ahora de la falta en el procedimiento 
que cause la nulidad, cometida en el Tribunal provin- 
cial, hay que advertir que éste deberá resolver la recla- 
mación que se prodúzca; siendo inconcuso que contra 
su decisión se da el recurso de alzada, conforme á la re- 
gla general de que son apelables los autos y sentencias 
de los Tribunales provinciales para ante el central, con 
la excepción única de los autos ordenando la práctica 
de pruebas b 

Admitida la apelación y emplazadas las partes, según 
queda dicho, deben comparecer las mismas en el térmi- 
no de treinta días en el Tribunal central. Si transcurri- 
do este plazo no lo hubiere verificado el apelante, se 
declarará desierto el recurso; lo cual podrá hacerse de 
oficio ó á instancia de parto, ordenándose la devolución 
de los autos al Tribunal de quien procedieren , para la 
ejecución del auto ó sentencia contra que se interpuso 
la alzada. 

Guando, los apelados no hubieren comparecido en el 
término del emplazamiento — claro está que habiéndolo 
verificado los apelantes — continuará la sustanciación 
del recurso sin su audiencia, y las notificaciones se en- 
tenderán con los estrados del Tribunal ; si bien en cual- 
quier estado del recurso en que el apelado comparezca, 
se le tendrá por parte, sin que esto interrumpa ni haga 
retroceder el curso de las actuaciones s . 

Una vez personado el apelante y transcurridos los 
treinta días, se redactará por el Secretario de la Sala 
en el plazo que ésta determine, una nota expresiva de 
lo actuado con posterioridad al extracto de primera ins- 
tancia; y celebrada la vista, se pronunciará sentencia. 
Declarada ésta firme, se remitirá con los autos al Tri- 

1 Artículos 6S y 69. 

2 Artículos 71, 72 y 73. 
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bunal inferior, para que inste su ejecución en la forma 
que manifestaré más adela 


CAPITULO 1.1 


BE LOS RECURSOS CONTRA LAS PROVIDENCIAS Y AUTOS DEL TRIBUNAL 

CENTRAL BE LO CONTENCIOSO-A DM IN‘Í8T IIATI VO 

Lo propio que contra las providencias de mero trá- 
mite de los Tribunales provinciales , no procederá res- 
pecto de los del Tribunal central ot ro recurso que el de 
reposición ante el mismo b La sustanciación es igual á la 
que expuesta queda, sin más variación que donde digo 
que el auto en que se decida sobre el recurso es inape- 
lable, debe entenderse, hablando del mencionado Tri- 
bunal central, cuyas decisiones siempre lo son, que 
es iiTcibrmable ó que no se da contra el remedio 

alguno. 

Contra los autos del Tribunal cení ral— y no necesito 
explicar aquí la distinción que el derecho procesal ha 
marcado muy atinadamente, entre provide riela. a ufo y 
sentencia — no se otorga más recurso que el de aclara- 
ción. En cuanto á sus sentencias, peden contra ellas 


íarse. ya el de aclaración , ya el de revisión del -na 

1/ 

trataré pronto ". 

Por lo concerniente al recurso do nulidad de actúa- 
(•iones, por los defectos esenciales que dejo expuestos, 
debe notarse que si la falta so ña cometido en el 1 n- 
I mnal central, la sustonciacWn y 611o del incubante 

corresponden al mismo, en pleno, siguiéndose los trami- 
tes , que ya ñe consignado en lugin opoi tuno , SC ^ 

1 Act. 7-1. 

- Art, 64. 

" Art. 63. 
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dos para los incidentes en general por la ley de Enjui- 
ciamiento civil 


CAPITULO III 


DE LOS RECURSOS CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CENTRAL 

DE LO CONTENCIOSO -ADMINISTRATIVO 

Notificada la sentencia á las partes con entrega de 
cédula en que se inserte literalmente, podrán proponer 
el recurso de aclaración dentro de los tres días siguien- 
tes; cuyo recurso se resolverá por auto del Tribunal, 
que habrá de dictarse dentro de los dos días siguientes 
á la petición de la aclaración s . 

El recurso de revisión no dará lugar á que se suspen- 
da la declaración de quedar firme la sentencia, ni su 
ejecución, y procederá : U° si en la parte dispositiva de 
la sentencia resultare contradicción en sus disposicio- 
nes, y si en ella no se resolviesen algunas de las cues- 
tiones planteadas en la demanda y contestación; 2.° si 
los Tribunales de lo contencioso-administrativo hubieren 
dictado resoluciones contrarias entre sí, respecto de los 
misinos litigantes, acerca del propio objeto y en fuerza 
de idénticos fundamentos; 3.° si después de pronuncia- 
da se recobraren documentos decisivos, detenidos por 
fuerza mayor ó por obra de la parte en cuyo favor se 
hubiere dictado; 4.° si hubiere recaído en virtud de do- 
cumentos que al tiempo de dictarse la sentencia igno- 
raba una de las partes haber sido reconocidos y decla- 
rados falsos , ó cu va falsedad se reconociese ó declarase 

* 4 ÜT 

después; 5.° si. habiéndose dictado en virtud di. 1 prueba 
testifical, los testigos hubieren sido condenados por 

1 Art. 68. 

- Artículos 77 y 78. 
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falso testimonio dado en las declaraciones rpie sirvieron 
ele fundamento á la sentencia; G.° si la sentencia firme 
se hubiere ganado injustamente en virtud de prevarica- 
ción, cohecho, violencia ú otra maquinación fraudu- 



E1 recurso de revisión se interpondrá ante el Tribu- 
nal de lo contencioso-administrativo, en pleno. La sen- 
tencia se pronunciará, notificará y ejecutará en la forma 
y manera determinadas para las definitivas en el fondo 
del negocio. En todo lo referente á términos y procedi- 
miento respecto del recurso de revisión, regirán las dis- 
posiciones délas secciones segunda, tercera y cuarta del 
título XXII, libro II de la ley de Enjuiciamiento civil; 
exceptuándose los casos de ser contradictoria la senten- 
cia en sus disposiciones, ó no resolver algunas de las 
cuestiones del pleito , ó bien ser contraria á otras reso- 
luciones de los Tribunales de lo contencioso-admmistra- 
tivo dictadas respecto de los- mismos litigantes, acerca 
del propio objeto y en fuerza de idénticos fundamentos . 

Las reglas procesales citadas en lo referente a ternu 
nos y ritualidad del recurso de revisión, son las si- 
guientes: 1 . . 

El plazo para su interposición, en los casos previ, • 

m los números 3.°, A* y 5.° de los que menciono en el 
capítulo III, será el de tres meses, á contar desdedía 
en que se descubrieren los documentos nuevos o A fis 
de, ó desde el día del reconocimiento o declaración de L 

falsedad 4 . , , .i 

Para que pueda tenerse por interpuesto el lecuiso 

será indispensable que con el esci i , 

la revisión , acompañe el recurrente, si no estuviere de 

* Art. 79. 

s Artículos 80, 81 y 82. , . , 

ó A h 1 7 DS de la ley de Enjuiciamiento civil. 
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('lavado pobre, documento justificativo de haber depo- 
sitado eu el establecimiento destinado al efecto, la can- 
tidad de dos mil pesetas.; pero si el valor de lo que 
fuere objeto del litigio es inferior á doce mil pesetas, el 
deposito no excederá de su sexta parte. Estas cantida- 
des serán devueltas, si el recurso se declarare proceden- 
te; y en el caso contrario, tendrán la aplicación de en- 
tregarse la mitad á la parte que hubiere obtenido la 
ejecutoria, como indemnización de perjuicios, conser- 
vándose la otra mitad en el indicado establecimiento 
público para el reintegro de las condenas de costas que 
fuesen impuestas al Ministerio Fiscal, ó sea, la Adminis- 
tración \ 

En ningún caso podrá interponerse el recurso de re- 
visión después de transcurridos cinco años desde la fecha 
ríe la publicación de la sentencia que hubiere podido 
motivarlo; y si pasado este plazo se presentare, se re- 
chazará de plano por el Tribunal \ 

Una vez presentado el recurso, el Tribunal llamará á 
sí todos los antecedentes del pleito cuya sentencia se 
impugne, y mandará emplazar á cuantos en el hubieren 
litigado ó á sus ca u salí ab i entes, para que dentro del 
término de cuarenta días comparezcan á sostener lo que 
convenga á su derecho. Personadas las partes, ó decla- 
rada su rebeldía, los trámites sucesivos se seguirán con- 

O 

forme á lo establecido para la sustanciación de los inci- 
dentes, oyéndose siempre al Ministerio Fiscal antes de 
dictar sentencia acerca de si ha ó no lugar á la admisión 
del recurso b 

Aunque las demandas de revisión no suspenderán, 
según queda dicho, la ejecución de las sentencias firmes 


1 Art. 1799. Véase el 1784. 
s Art. 1800. 

5 Artículos 1801 y 1802. 


que las motiven , podrá el Tribunal, en vista de las cir- 
cunstancias, á petición del recúrvenle, dando fianza y 
oído el Ministerio Fiscal, ordenar que se suspendan las 
diligencias de ejecución de las sentencias. El Tribunal 
señalará la cuantía de la fianza, la cual comprenderá 
el valor de lo litigado y los daños y perjuicios consi- 
guientes á la inejecución de la sentencia, para el caso de 
que el recurso fuere desestimado ! . 

¡Si entablado el recurso de revisión yen cualquiera de 
sus trámites, se suscitasen cuestiones cu va decisión, 
determinante de la procedencia de aquél, compete á la 
jurisdicción de los Tribunales de lo criminal, se suspen- 
derá el procedimiento hasta que la acción penal se re- 
suelva por sentencia firme. Y en este caso, el plazo de 
cinco años quedará interrumpido desde el momento de 
incoarse el procedimiento criminal basta Ja terminación 
definitiva por sentencia ejecutoria, volviendo á correr 
desde que ésta se hubiere dictado \ 

Fstimada procedente la revisión, por haberse funda- 
do la sentencia en documentos ó testigos declaradas 
falsos, ó por haberse dictado injustamente en los demás 
casos de revisión, se declarará así y se rescindirá en 
todo ó en parte la sentencia impugnada; devolviéndose 
los autos al Tribunal de que procedan para que las par- 
tes usen de su derecho en el juicio correspondiente, sii 
viendo de base al nuevo juicio las declaraciones hechas 
en el recurso de revisión, las cuales no podrán ya ser 


La rescisión de una sentencia firme, como res 
del recurso de revisión cuando fuere admitido, produ- 
cirá todos sus. efectos legales, salvo el derecho adquirió o 


• Art. 1803. 

- Artículos 1804 y LsOA 
3 Artículos 1806 y 1807. 
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por un tercero que deba respetarse con arreglo á lo es- 
tablecido en la ley hipotecaria *. 

Cuando el recurso de revisión se declare improceden- 
te, se condenará en todas las costas del juicio * y en la 
pérdida del depósito al que le hubiere promovido J . 

Contra la sentencia que recaiga en el recurso de re- 
visión no se dará otro remedio alguno \ 

En los casos de resultar contradicción en las disposi- 
ciones de la parte preceptiva de la sentencia, ó de ser 
ésta deficiente por no resolverse en ella algunas de las 
cuestiones planteadas en la demanda y contestación, y 
lo mismo si los Tribunales de lo coutencióso-ac minis- 
tra ti v o hubieren dictado resoluciones contradictorias 
entre sí, respecto á los mismos litigantes, acerca del 
propio objeto y en fuerza de idénticos fundamentos, no 
rigen los términos señalados en la ley de Enjuiciamiento 
civil, porque la de 14 do Septiembre de 1888 exceptúa 
los referidos casos, en los cuales el recurso de revisión 
deberá formularse, como dije, en el plazo de un mes, 
contado desde la notificación de la sentencia s . 


1 Art. 1808. 

1 Juicio dice la Ir: y de Enjuiciamiento civil; mas á todas luces 
quiere referirse únicamente al recurso de que está tratando. 

5 Art. 1809. 

* Art. 1810. 

r ' Párrafo 2.° del art. 82 de la citada ley de 14 de Septiembre 
de 1888. 


TITULO IV 


De la ejecución de las sentencias. 

Declaradas firmes las sentencias del Tribunal de lo 
contencioso -administrativo, ó las de los Tribunales pro- 
vinciales en su caso, se comunicarán en el término de 
diez días por medio de testimonio en forma al Ministro 
ó Autoridad administrativa á quien corresponda, para 
que la lleve á puro y debido efecto, adoptando las reso- 
luciones que procedan ó practicando lo que exija el 
cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo. 
El Ministro ó Autoridad administrativa á quien corres- 
ponda deberá acusar el recibo de la sentencia en el ter- 
mino de tres días y dar en el de un mes cuenta de su 

•J 

cumplimiento. Cuando por razones de interés publico, 
la Administración estimare necesaria y acordase la sus- 
pensión del cumplimiento de la sentencia, lo liara saber 
al Tribunal, comunicándole la resolución y sus motivos, 
y el Tribunal declarará la indemnización que corres- 
ponda al particular por el aplazamiento. En todo caso 
de suspensión, el C4obierno dará cuenta a las Coites 
dentro del primer mes de estar abiertas ó constituidas, 
de la misma suspensión y sus fundamentos \ 

Cuando la Administración fuere condenada al pag<> 
de cantidad líquida, deberá acordarlo y verificarlo en 
la forma y dentro de los límites que permitan los pro- 


1 Artículos 83 y 84. 


14 


*2 1 0 



mes siguiente 

O 


v determinen las disposiciones legales refe- 
rentes al aliono de las obligaciones y deudas del Estado, 
de la Provincia ó el Municipio. Si para el pago fuere 
preciso un presupuesto extraordinario, se presentará 
éste para la aprobación de las Cortes ó de la Corpora- 
ción ó Autoridad respectiva, de" 1 
al día de la notificación de la sentencia ; y si las Cortes 
no estuvieren abiertas, deberá presentarse dentro del 
primer mes de su reunión más próxima *. 

Será caso de responsabilidad, civil y criminal la in- 
fracción do lo preceptuado en los artículos que acabo de 
exponer acerca de la ejecución de las sentencias de los 
Tribunales de lo contencioso-administrativo, entendién- 
dose como desobediencia punible en forma igual á la es- 
tablecida respecto á las sentencias de los Tribunales en 
lo civil v en lo criminal. 1 Enunciada la demora, al r l ri- 
buinil de lo e< »ntenc¡ • iso-ad ministra í i vo cuando se trate 
de sus sentencias, se pasará el tanto de culpa al Tribu- 
nal de justicia correspondiente y en su caso á las (lor- 
ies. Cuando se trate de sentencias dictadas por los Tri- 
bunales provinciales, transmitirán éstos la denuncia al 
Tribunal de lo eontencioso-admimstrativo para lo que 
hubiere lugar s . 

Todas estas reglas concernientes á la ejecución de la. 
sentencia, ó mejor dicho, á su incimipUmieutn, dieron 
lugar á debates importantísimos en el Senado, en don- 
de verdaderamente se discutió el proyecto de ley con el 
deseo, por parte de todos, de mejoraría en lo posible, y 
á la manera inglesa; procurándose los resultados prác- 
ticos y sin derroches de elocuencia, cu este caso inúti- 
les. Además de haber impugnado la publicación de los 
votos particulares, en la cual encontraba más incuuve- 


1 Art. 85. 
Art. 80 . 


• 211 

uientes que ventajas, un distinguido orador, á quien ya 
la- citado antes, ilustro los o tros puntos ;í que ahora me 
refiero l : y un dignísimo Senador que. con grande hon- 
ra suya, ha desempañado los altos cargos de fiscal del 
( onsejo y Presidente de la Sección de lo contencioso *, 
so opuso á que sólo se diera un mes de plazo á la Admi- 
nistración para ejecutar las sentencias, por parecería 
término cortísimo y en ocasiones imposible ; a lo cual un 
insigne miembro de la Comisión * buho de contestar lo 
que al parecer debe constituir interpretación auténtica 
del art. 84; esto es. que el dar cumplimiento al fallo 
< leí Tribunal el Ministro ó Autoridad administrativa á 
quien corresponda, no quiere decir que se ejecute aquél 
real y completamente, sino que tic empiece tí cumplirle. 

Y no menos grave fué la declaración hedía por el 
propio eminente jurisconsulto y estadista á quien alu- 
dí*, respecto de la suspensión administrativa de la eje- 
cuciém del fallo: facultad que. según expresó , constitu- 
ye un objeto de grao concordia en esa ley, cuyo espí- 
ritu de transacción es notorio; venino, en el calor de la 
improvisación, hubo de reconocer que creía encontrar 
en el artículo tema concreto de aquel debute una two- 
m%lía, esto produjo que otro Senador que con plausi- 


' i ^ 


Me celo intervino en la discusión, dejando consigan 


inte rensantí simas observaciones, sobre la reforma efec- 
tuada 4 , hiciese notar la trascendencia de aquella má- 
infestación, dando margen ;í la aclaración muy oportu- 
na del concepto dé < [uo i^esu I i a I >a una apure ufe (Om- 

' O 

a . 

J )e todos modos hay que esperar <jue la práctica w» 

1 Kxcnio, S r. CYnule de Tejada de \ aldosera, 

- Kxcino. Sr* i>. Juan ele 1¿i Con día y Custuiiedu* 

“ ¡vxemo, Ét« JJ. \ icol it tí lio tuero ( drón- 

1 ¡bxomOt S r. i) * Pedro Calc&rón y Herce. # , t 

s Debo consignar con mucho gusto que los dignos individuos de m 


demuestre si se notan rozamientos entre la Administra- 
ción y el Tribunal con respecto á la ejecución de las 
sentencias, en la confianza de que se irán aquéllos sua- 
vizando; para que una reforma, á la cual todos los par- 
tidos contribu ve ron tan patrióticamente, no sea infe- 
cunda. 

Oreo yo que servirá bastante para obtener el resu Ira- 
do que unos y otros, sin distinción de colores políticos, 
apetecemos, lo que manda la ley de que al principio de 
cada año judicial se publicará en la < la ceta de Madrid 
un estado expresivo del cumplimiento que en el año 
anterior hubieren tenido las sentencias sobre negocios 
contenc i oso-administrativos ; determinando, en cuanto 
á las que no se hubiesen ejecutado, la razón por virtud 
de la cual no hubieren podido ser llevadas á efecto 

Comisión defendieron su proyecto con grande habilidad, distinguién- 
dose el Exorno. Sr. I). José de Aldecoa, ilust rado y respetable Magis- 
trado del Tribunal Supremo de Justicia, el cual ciertamente llevó la 
mayor parte del peso de tan interesante discusión. 

1 Art. 87. 
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D© Tas cuestiones de competencia y conflictos 

de atribuciones. 


CAPÍTULO PRUT LIJO 


DE LAS CUESTIONE* DE COMPETENCIA 

# 

Es vulgar entre los hombres de lev la noción de las 

■O 

competencias, ó mejor dicho, de las cvestmnes de com- 
j) ciencia , las cuales tienen lugar cuando lmy dos ó más 
Jueces ó Tribunales que conceptúan correspondíales el 
conocimiento del asunto, ó por el contrario que no tie- 
nen obligación de entender en el mismo; de donde nace 

O f 

la distinción entre competencias positivas ó ajinmU- 
ros y negativas; si bien estas ultimas son peculiares, 
con raras excepciones, de los procesos criminales, casi 
nunca se suscitan en los pleitos civiles y claro está que 

tampoco en los co ntcncioso -administra ti \ os. 

Sabido es también que las cuestiones de competencia 
pueden ser suscitadas ele dos modos: l.° por declinato- 
ria- Í 0 por inhibitoria. La primera , acudiendo la parte 
lile, ó Tribunal, en * opinión incompetente, decU- 
nanclo en forma su jurisdieión, para que se abstenga de 
se.o’uir conociendo del negocio; y la segunda, pidiendo 
al que considera competente que reí i uiera de inhibición 
a( (pie está entendiendo en él y se lo remu a. 
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Es finalmente elemental que, aparte de las cuestio- 
nes de competencia entre Jueces y Tribunales, ocurren 
los conflictos de atribiicioties, que se dan entre éstos y 
las Autoridades administrativas, cuando pretenden las 
últimas « | uc á ellas pertenece decidir lo que estiman que 
se halla dentro de sus facultades, en un caso concreto, 
mientras aquéllos consideran que éste se encuentre so- 
metido á su jurisdicción; versando entonces la contienda 
sobre si el asunto es realmente judicial ó administra- 
tivo. 

Pero si es fácil señalar el medio de dirimir las cues- 
tiones de competencia, encomendando su resolución al 
Tribunal que sea superior común de los contendientes, 
ora lo sea un Juez de partido, ora una Audiencia y ora 
4 Tribunal Supremo de Justicia, cabeza única de la 
jerarquía judicial, por cuanto ésta tiene sus líneas y 
sus grados, no es tan sencillo encontrar el centro de 
potestad en el cual resida la de < lar solución á los con- 
Úictos de atril alciones entre Jueces ó Tribunales por un 
lado, y Autoridades administrativas por otro. Ya sé yo 
loque acerca de este punto es el Derecho constituido 
cu España, y convengo en que debemos respetarlo; 
mas no todas las escuelas están conformes en que 

a se declare 

ante la ciencia jurídica de la manera en que lo está 
la legislación vigente. 

Dejando a un lado semejante disquisición, he de li- 
mitarme en el presente capítulo á exponer la doctrina 
de la ley de 14 de Septiembre de 1888 

Admitida que sea la demanda — textual, aunque tal 
\ez deba traducirse Jo ) 'mcdtzad a ó presentada, ¡ pues la 
le\ no habla de su od misión , como antes acontecía 

íHios la atan con la fecha del 13; mas, á mi entender, la ley 
necesita . para serlo, promulgación, y lacle ésta tuvo lugar el 14. 


grave y tri 
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i uando este ei a el objetivo del actor en iu cuestión prc 
via el Tribunal podrá requerir de inhibición á 



quiera otro que estuviese entendiendo en el negocio, 
acompañando testimonio del auto de admisión de la de- 
manda i on los ei 1 1 coi 'i ¡en l es necesarios; auto (pie, i nn 
ver, será el que se dicte, habiéndola por formalizada, ó 

teniéndola por presentada v mandando entregar su co- 

*■ 0 

pin , o sea emplazar al. J iscal y después á los coadyu- 
vantes; como detennina el art. 45. El Tribunal reque- 
rido procederá de igual forma que si lo fuese por 
autoridad administrativa, y no podrá dirigirse al de lo 
coiitencioso-adininistrativii más que para enviarle los 
autos, caso de haberse aquél declarado incompetente, 
ó para manifestarle que los remite á la 1 ^residencia 
del Consejo de Ministros, caso de sostener la compe- 
tencia 

Por lo expuesto se ve, que unicauicnio se trata de la 
inhibitoria, y es evidente que si pur declinatoria se sus- 
citare la cuestión de competencia, supuesto que acu- 
diera el interesado al Juez ó Tribunal que conociese del 
asunto, habría de seguir aquélla los trámites estableci- 
dos para la misma en la lev de Enjuiciamiento civil, de 
los cuales tengo hecha mención; porque la declinatoria 
en el fuero conteneioso-administrativo, entiendo que no 
tiene lugar sino como excepción dilatoria, con arreglo a 
los artículos 46 y siguientes déla ley de 14 de Septiem- 
bre de 1888; cuya teoría en m oportuno lugar expuse. 

De la ley de Enjuiciamiento civil, sólo conviene a nú 
propósito citar, por lo tocante al punto de que vo\ ha- 
blando* aquella regla de que las declinatorias se sustan- 
ciarán como excepciones dilatorias ó en la forma esfcable- 

is s ; porque 



%í\ 11b3 ' 


1 Alt. 10 1. . 

Art. 7!' lie la ley de Enjuiciamiento civil. 


los no demandados, aunque sí citados y no siempre 
en los juicios ordinarios declarativos, únicos délos civi- 
les en que se dan excepciones dilatorias. Infiero de 
aquí, que por lo concerniente á la jiírisdicióu conten - 
c ioso - a dministrativa , la cuestión de competencia sólo 
puede surgir en el tribunal de este nombre por inhibi- 
toria, salvo que en él se utilice la excepción dilatoria de 
incompetencia, la cual no es propiamente la cuestión 
de competencia de que estamos ocupándonos. 

Y he de consignar dos principios de suma importan- 
cia en esta materia; conviene, á saber: l.° que los 
Jueces y Tribunales no podrán suscitar cuestiones de 
competencia al de lo c on te no ioso- admini strati vo , si 
bien podrán sostener la jurisdicción y atribuciones que 
la Constitución y las leyes les confieren, reclamando 

1/ V 

contra el conocimiento por dicho Tribunal de lo con- 
tencioso-ai Imim'si rati vo de negocios que les pertenez- 
can, después que sea firme el auto admitiendo la de- 
manda — en mi opinión, el auto no es admitiéndola, sino 
habiéndola por formalizada ó teniéndola por presentada 
y ordenando emplazar al Fiscal y después á sus coad- 
yuvantes — cuyas reclamaciones se elevarán al Gobierno 
por medio de recursos de queja, los cuales se sustancia- 
rán del modo establecido para los que se promueven 
contra las Autoridades administrativas 8 ; 2.° que el 
Fiscal del Tribunal de lo contencioso -admini strati vo 
podrá durante la sustanci ación de un pleito y antes de 
la citación para sentencia, requerir al Tribunal para 

1 Art. 73. 

’ Art. 102 do la ley de 14 de. Septiembre de- 1888. La de Enjuicia- 
miento civil dice sustancial m ente lo mismo, en su art. 118, y en el 119 
declara que podrán promoverse los expedienten do recurso de i ¡ tuya, 
bien á instancia de parte agraviada, bien por excitación del .Ministe- 
rio Fiscal, bien ele oficio, únicamente por las Salas de gobierno del 
Tribunal Supremo y las Audiencias, dirigiéndose al Gobierno contra 


que se abstenga de conocer de el, si entendiere que ca- 
loría de competencia ó incurría en abuso dé poder; y si 
el Tribunal insistiere en su conocimiento, se entenderá 
preparado el recurso extraordinario de revisión, del cual 

t ■ t 


voy á tratar en sea 

*- O 






I>E LOS CONFLICTOS DE ATRIBUCIONES 


Una vez dictada la sentencia definitiva en asunto en 
que el Fiscal hubiere preparado el recurso extraordina- 
rio de revisión, le formalizará dicho funcionario, si lo 
estimare conveniente después de recibir instrucciones 
del Gobierno, en el término de treinta días contados 
desde el de la publicación de Ja sentencia. Interpuesto 
ó formalizado el recurso, el Tribunal pasará los autos á 
la Presidencia del Consejo de Ministros, y ésta propon- 
drá al mismo Consejo el examen y resolución del asún- 
to : limitándose á decidir, en el término de tres meses 
contados desde la notificación de la sentencia, si hubo 
falta de competencia ó abuso de poder, y dictando la 
resolución que en ese concepto proceda; publicándose lo 
acordado en la (j ítcetci de J ftidyid \ chindóse cuenta a 

las Cortes en su primera reunión 

m podrá formalizarse el recurso de revisión si, ha- 
biendo surgido el conflicto durante la sustanciación del 
pleito, por falta, de competencia ó abuso de poder, 

las invasiones de la Administración en í® atribuciones judiciales; ti 
fin de que aquél resuélva estos conflictos en la forma que .kiy minen 

S leves y reglamentos ; artículos 119, 130 y 124. De esta forma ó 

líU , , • F • r i -• reiMiríós de Queja, me ocupare mus ade- 
mólo de sustanciar dicnos reclusos quqja, t 

lante. 

' Art. 103. 
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hiere sido ya resuelto, como se previene en el siguiente 
articula, antis de la sentencia 

Los conflictos de jurisdicción v de atribuciones con 
el Tribunal de lo con teueioso - ad ministra tivo , suscitados 
por éste ó por recurso de queja ó por el extraordinario 
de revisión, se resolverán por el Rey. en la misma for- 
ma y con iguales trámites que por punto general se es- 
tablecen para las contiendas «le competencia y los recur- 
sos de queja por abuso de poder 

Quida dicho que sólo las Balas de gobierno del Tri- 
bunal Supremo y las Audiencias podran recurrir en 
queja contra las invasiones de la Administración en las 
atribuciones judiciales. Los .Juzgados municipales y los 
de primera instancia, cuando sean invadidas sus facul- 
tades por Autoridades del orden administrativo, lo 
pondrán en fonoeiiniento de la Sala de gobierno de la 
Audiencia, para qutp ésta pueda formuhir id recurso de 
queja, si lo estima procedente. Al efecto, los Juzgados 
municipales remitirán á los de primera instancia de su 
partido los expedientes en que consten los hechos rela- 
tivos al exceso de atribuciones cometido por los agen- 
tes del orden administrativo, y los segundos les pasarán 
coii su informe á la Audiencia respectiva. Cuando los 
expedientes nacieren en los Juzgados de primera. ins- 
tancia, serán remitidos directamente á la Audiencia. V 
si se formasen en las Balas de Justicia de las Audien- 
cias ó del Tribunal Supremo, se pasarán después de ins- 
truidos á la respectiva Sala de Gobierno s . 

Las Balas do gobierno de 3 as Audiencias, remitidos 
que Sean los expedientes mencionados*, ó en vista de los 
«pie ante ellas se hayan comenzado ó instruido, y la del 


* Alt. 1 03 . 

- Art. 104. 

“ Art. 1-1 de la lej Je Enjuiciamiento civil 


_rdmnal Supremo en su caso, les pasarán al Ministerio 

riscal WAVn fino r en n f rwl., _ r 



«i para que con tona pretereneia emita su mwmrn. 
Ln vista de este, y completado el expediente si fuere 
necesario, resolverán las Balas de gobierno de las Au- 
diencias o ía del Tribunal Supremo en su caso, si dehe 
ó no elevarse el recurso de queja. Cuando acordaren 
que debe elevarse, lo harán en una exposición fundada, 

á m que^ aceptaren el dictamen Fiscal sin adición 
alguna, dingicmlola al Gobierno, que es quien resuelve 
i stos < <m (fictos en la forma que las leves v reMamei ¡ ¡ > jsj 

i , * i * * írt 
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Rara conocer la tramitación de los repetidos expe- 
dientes que al Gobierno se remiten, para dirimir los 
conflictos de atribuciones, no está de más hacer una 
p<«-a historia ele estas interesantes reglas de nuestro 
Derecho procesal , menos estudiado de lo (pie sería con- 
veniente; para venir á parar á las últimas reformas que 
en él han sido hechas. 


CAPÍTULO III 


UKCISLACliiN 1»E 1S4i 


El Real Decreto de 4 de Junio de 1847. dictado para 
establecer reglas generales y permanentes para sustan- 
ciar y dirimir las competencias de jurisdicción y at-ri- 
1 melones entre las Autoridades judiciales y adminisira- 

de que corres- 
ponde al Rey, en uso de las prerrogativas constitucio- 
nales. resolver esos conflictos, determina '(ni', en estas 
cuestiones de atribución y jurisdicción que se originen 
cutre las Autoridades administrativas y los tribunales 


ti vas, después de consigna! 


1 


* Artículos 122, 123 }' 124. 
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ordinarios v especiales, sólo los Jefes políticos— los ( 
lie traidores de provincia — podrán promover contienda 
de competen cía. 1. nicamente la suscitarán para recla- 
mar los negocios cuyo coucici miento corresponda , en 

O V 

virtud de disposición expresa, á ellos mismos ó á las 
Autoridades de las cuales sean superiores jerárquicos 
en sus respectivas provincias, ó ála Administración ci- 
vil en general , consiguiente ó lo determinado en el ai - 

O ? O 

título 9.° de la ley de 2 de Abril de 1845, Las partes 
interesadas podrán deducir ante la Autoridad adminis- 
trativa las declinatorias que creyeren convenientes \ 

Los Gobernadores no podrán suscitar contienda de 
competencia : l.° en los juicios criminales, á no ser que 
el castigo del delito ó falta liaj-a sido reservado por la 
ley á los funcionarios de la Administración, ó cuando 
en virtud de la misma ley, deba decidirse por la Auto- 
ridad administrativa alguna cuestión previa de la cual 
dependa el fallo que los Tribunales ordinarios ó especia- 
les hayan de pronunciar; 2.° en los pleitos de comercio 
durante la primera instancia, y en los juicios que se -si- 
gan ante los Alcaldes como Jueces de paz, hoy Jueces 
muirid ¡tales; — A 0 en los pleitos fenecidos por sentencia 
pasada en autoridad de cosa juzgada; 4.° por no haber 
precedido la autorización correspondiente para perse- 
guir en juicio á los empleados en concepto de tales 
— la cual entonces se exigía ; — 5. 0 por falta de la que 
deben conceder los mismos Gobernadores cuando se 
trate de pleitos en que litiguen pueblos ó establecimien- 
tos públicos \ 

Así los Jueces y Tribunales, oído el Ministerio Fiscal 

M * 

ó á excitación do éste, como los Gobernadores, oídos 
los Consejos provinciales, osean las Comisiones penaa- 


Art. 2A del Ueal Decreto de 4 de Jimio de 1S47. 
Arfe. 3.° 


no ínter 


nortes, se declararán incompetentes, aunque 
venga reclamación de Autoridad extraña, siempre que 
se someta a su decisión, algún negocio cuyo conocimien- 

^ '-J i/ 

to no les pertenezca *. 

El Ministerio Fiscal , así en la jurisdicción ordinaria 
como en las especiales, y en todos los grados de cada 
una de ellas, interpondrá de oficio declinatoria ante el 
Juez ó Tribunal respectivo, siempre que estime que el 
conocimiento del negocio litigioso pertenece á la Admi- 
nistración. 1 'uando el Juez ó Tribunal no decretase la 
inhibición en virtud de la declinatoria, el Ministerio 
Fiscal lq advertirá así al. Gobernador, pasándole sucinta 
relación de las actuaciones y copia literal del pedimen- 
to de declinatoria 

El Gobernador que comprendiere pertenecerle el co- 
nocimiento de un negocio en que se halle entendiendo 
un Tribunal ó J uzga< lo ordinario ó especial, le requerirá 
inmediatamente de inhibición, manifestando las razones 
que le asistan y siempre el texto de la disposición en 
que se apoye para reclamar el negocio. El Tribunal ó 
Juzgado requerido de inhibición , luego que reciba el 
exhorto » suspenderá todo procedimiento cu el asunto á 
que se refiera, mientras no se termine la contienda por 
desistimiento del Gobernador ó por la decisión del con- 
flicto , so pena de nulidad de cuanto después se actuare. 

En seguida avisará el requerido el recibo del exhorto al 
Gobernador y lo comunicará al Ministerio Fiscal por 
tres días, á lo más, y por igual término á cada una e 
las partes. Citadas éstas inmediatamente y el Ministe- 
rio Fiscal, con señalamiento de día para la vista > e 
fíenlo de competencia, el requerido proveerá auto mo- 
tivado declarándose competente ó incompetente, y ® 


i) 


1 Art. 4. 

' ¿ Art. 5-” 


15 


las partes ó el Ministerio Fiscal apelasen de este auto, 
se sustanciará el artículo en segunda instancia con los 
mismos términos y por los propios trámites que en la 
primera, y el definitivo que recayere no será suscepti- 
ble de ulterior recurso. Tampoco lo. será el que se dic- 
tare en la segunda instancia cuando el Gobernador sus- 
citase en ella la contienda de competencia, por no ha- 
berla deducido en la anterior \ 

El requerido que se hubiere declarado incompetente 
por sentencia firme, remitirá los autos dentro de se- 
gundo día al Gobernador, haciendo poner al Escribano 
actuario en un libro destinado á este objeto, un sucinto 
extracto de ellos y certificación de su remesa 

Cuando el requerido se declare competente, también 
por sentencia firme, exhortará inmediatamente al Go- 
bernador para (pie deje expedita su jurisdicción, ó de 
lo contrario tenga por formada la competencia. En el 
exhorto se insertarán los dictámenes deducidos por el 
Ministerio Fiscal en cada instancia y los autos motiva- 
dos con (pie en cada una se haya terminado el artículo 
El Gobernador, oída la Comisión provincial, dirigirá 
dentro de los tres días de haber recibido el exhorto, 
nueva comunicación al requerido, insistiendo ó no en 
estimarse competente. Si desiste, quedara sin mas trá- 
mites expedido el ejercicio de la jurisdicción al reque- 
rido. y proseguirá conociendo del negocio; pero si in- 
siste, ambos contendientes remitirán por el primer 
correo al Ministerio de la Gobernación las actuaciones 
que ante cada cual se hubieren instruido, haciendo 
poner al Oficial público á quien respectivamente corres- 
ponda' esta diligencia, un extracto y certificación en los 


1 Artículos fi, 7, S. 9 y 10. 
- Art. 11. 

3 Art. 12. 


ri’i'minosi ya elidios, y dándose mutuo aviso d» t 
me ». »» ulterior procedimiento • 1 k * 

l , 0 , los dos dli1s cle recibidos los respectivos ; 

cada uno, les pasará al Consejo Seal, hoy £ Est do 

el cual oyendo á la Sección de Gracia y Justicia y 

V b n0 k de f“ 1<Sa motivada que estime, dentro de 
dos meses contados desde el día en cjue se le pasaron 

las actuaciones. El Consejo elevará la consulta, orminal 

por conducto del .Ministro de la Gobernación, acompa- 

nada de todas las diligeiuiaa reía ti vas á la contienda- y 

a mismo tiempo remitirá copias literales dü la Consulta 

al Ministro o Ministros de quienes dependan los otros 

•Jueces y Antón, hules, con los cuales se hubiere seguido 
la competencia i 

Cuando el Ministro de la Gobernación, ó cualquiera 
otro al que haya sido enviada la consulta original ó en 
copia, no estuviere coa í< irme con la decisión propuesta 
poi el Consejo, aquel la someterá para la resolución 
conveniente al Consejo de Ministros. Antes de verifi- 
carlo, el Ministro 6 Ministros que no estuviesen confor- 
mes podran reclamar los autos originales que hayan 
sido objeto de la competencia, para instruirse y soste- 
ner las atribuciones de su ramo \ 

La decisión que el Bey apruebe á propuesta del Mi- 
nistro de la Gobernación ó del Consejo de Ministros, 
será irrevocable; se extenderá, motivada y en forma de 
Real Decreto, refrendada por el Ministro de la Gober- 
nación, y para su cumplimiento se comunicará á los 


1 Artículos 13, 14 y 15. 

Artículos 10, 17 y 1S. 
3 Art. 19. 



0S> . 


contendientes dentro de un mes 
de la consulta. Los términos señalados en el Real De- 
creto de -i de Junio de 1847 son improrrogables \ 


CAPÍTULO rv 


EEAli DECRETO DE S DE SEPTIEMBRE DE 1887 


La I cgi ski -ión qu c < l u ran te c uai 'cuta a u os , con 1 >re v es 
interrupciones, venía rigiendo en España por lo tocante 
á lus conflictos do atribuciones, fue reformada por el 
Rea! Decreto de 8 de Septiembre de 1887 ; el cual es im- 
portantísimo y requiere particular estudio. 

En la exposición de motivos se manifiesta que el Re- 
gí amento «le l’ 5 de Septiembre de 18 (i o, dado para la 
ejecución de la ley relativa al goléeme y adm ilustra- 
ción de las provincias, y que apenas hizo más jue 
transcribir las prescripciones del Real Decreto de 4 de 
J unio de 1847, en lo concerniente á las competencias 
entre la Administración y los Tribunales — por cuya ra- 
zón prescindo de exponer dicho Reglamento -era la 
única disposición por que estas contiendas se regían, á pe- 
sar de las reformas introducidas con posterioridad; resul- 
tando de aquí que la aplicación estricta, y literal do los 
preceptos de aquel, daba lugar a iludas y a diversidad 
de jurisprudencia sobre varios extremos, la cual era im- 
putable solamente al estado de la legislación relativa á 
este particular. Era preciso por lo tanto armonizar las 
disposiciones del Reglamento de que se trata con la 
situación legal relativa á las Autoridades á quienes 
afecta, creada por el estado de derecho resultante de las 
leves do Enjuicia miento civil y criminal, la orgánica 

1 Artículos 2Ü y 21 . 


* 


leí Poder ju<#e¡al de 1870 y la adi.-ioiud á la misma 
2; y es le es el principal objeto que el Gobierno se 


propuso ; 



•rar nuevas 


■Uk fV i UI 


o 


as 



1+ k V* 


a susfcune iación y 

> ó aclarando 



encarga. 

O 


SC" 



el inicio. 


as competencias, 

algunos artículos en el sentido por la razón y la expe- 
riencia acousej ad< >. 

Principio general, según el Reglamento de 1847, es 
la prohibición impuesta, á los Gobernadores de suscitar 
contiendas de competencia en materia criminal, con 
>olo dos .excepciones, á saber: L a cuando ex]uv-amen¡c 

á los funciona rios 
tración el castigo del delito ó falta de que se trate; 
A ;l cuando exista, alguna cuestión administrativa, sin 
cuya previa 

Es evidente que en el primer caso, la competencia de 
la Administración para conocer del asunto, ha de ser 
definitiva y absoluta; pero también es de toda eviden- 
cia que no debe suceder otro tanto en el segundo. La 
cuestión previa adunuistrativa de la cual depende el 
fallo que los Tribunales hayan de pronunciar, puede 
resolverse de distinta y aun contraria manera : si se re- 
suelve en el sentido de falta de legitimidad en el pro- 
cedimiento judicial, no habrá lugar á su continuación; 
mas si queda decidida cu otra forma que permita ¡a con- 
tinuación del juicio, habrá de seguirse éste y sentenciarse 
por los Tribunales. En uno y otro caso, la Autoridad 
administrativa deberá comunicar á la judicial en el ter- 
mino más breve que lucre posible, la resolución que 
adopte , y en su vista el Juez o Tribunal competente 
procederá como en derecho corresponda. 

Dada la naturaleza excepcional del recurso de casa- 
ción, así como la índole especial del de revisión, enten- 
dió el Gobierno que cuando en virtud de estos recursos 

conoce el Tri 




■arso 
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ciclos los juicios tanto civiles como criminales para W 
efectos de la competencia. 

La ley de Enjuiciamiento criminal concede á los tí uc- 
ees de instrucción jurisdicción propia é independiente 
de la que corresponde á las Audiencias de lo criminal, 
aun más independiente que la que á veces solían tener 
con el procedimiento antiguo durante la sustaneiación 
del sumario. Esto obliga á atribuirles facultades pasa 
sostener las cuestiones de competencia que se les pro- 
muevan durante dicha sustaneiación, y á reconocer que 
teniendo el Ministerio Fiscal y en general las partes 
acusadoras las llaves del juicio oral según el sistema 
acusatorio vigente, basta con el recurso de apelación 
para que cuando lo conceptúen oportuno lleven el cono- 
cimiento de las cuestiones de competencia á la Audien- 
cia ó Bala respectiva. 

La Administración en ningún caso puede quedar in- 
defensa, porque aun suponiendo inclinado al Ministerio 
Fiscal en favor de los Tribunales, basta que el Gober- 
nador insista en la competencia para que ésta haya de 
decidirse por el Rey á consulta del Consejo de Estado, 
cualquiera que sea el Juez ó Tribunal que sostenga la 
contienda jurisdiccional. 

Complétase por último en este asunto el pensamiento 
del Gobierno con una disposición referente á las compe- 
tencias negativas que, aunque poco frecuentes, suelen á 
las veces promoverse. 

Los veintiocho artículos del Real Decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, respondiendo á lo consignado en 
la exposición que le precede y acabo de casi á la letra 
consignar, dispone todo lo relativo á tan interesante 
materia de derecho de la minera, sumiente: 

O 

Corresponde al Rey decidir las competencias de atri- 
buciones y de jurisdicción que ocurran entre las Autori- 
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dades administrativas y los 1 rib únales ordinarios y es- 



Solo los Gobernadores de provincia podrán promover 
cuestiones de competencia, y únicamente las suscitarán 
para reclamar el conocimiento de los negocios que en 
virtud de disposición expresa corresponda á los mismos 
Gobernadores, á las Autoridades dependientes de ellos 
ó á la Administración pública en general. Las partes 
interesadas podrán deducir ante la Autoridad adminis- 
trativa las declinatorias que creyeren convenientes 2 . 

Los Gobernadores no podrán suscitar contiendas de 
competencia: 1." en los juicios criminales, á no ser 
que el castigo del delito ó falta haya sido reservado 
por 1.a ley á los funcionarios de la Administración, ó 
cuando en virtud de la misma ley, deba decidirse por 
la Autoridad administrativa alguna cuestión previa de 
la cual dependa el fallo que los Tribunales ordinarios ó 
especiales hayan de pronunciar; 2.° en los juicios fene- 
cidos por sentencia firme , y en aquellos que sólo pen- 
dan de recurso de casación ó de revisión ante el 1 ribu- 
nal Supremo; 3.° por no haber precedido la autorización 
correspondiente para perseguir en juicio á los emplea- 
dos en concepto de tales; 4.° por falta de la que deben 
conceder los mismos Gobernadores con arreglo á las le- 
yes cuando se trate de pleitos en que litiguen los pue- 
blos ó establecimientos públicos. En los dos últimos 
casos precedentes quedarán expeditos á los interesados 
los recursos á que pueda dar margen la omisión de di- 
chas formalidades 

Cuando la contienda de competencia se fundare en a 
existencia de una cuestión previa administrativa, re- 


' Arfe. l.° 
2 Art. 2." 
r - Art. 3.* 




suelta fine sea esta poi la 
Be devolverán los autos 4 Jaez ó Tribunal competente, 

para que proceda con arreglo á derecho, declarando n„ 

haber lugar á la continuación del juicio si la decisión 
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o 
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ceñimiento , y continuándolo en caso contrario en el 
estado en que quedó al entablarse la competencia. La 
Autoridad administrativa llamada á resol ver « 

•evia. la decidirá en el plazo que las leyes ú otras dis- 

ayan establecido; y cuando no exista ter- 
mino prefijado, aquélla habrá de resolverse en el múxi- 
mo de seis meses, á no ser que los trámites marcados 
en las leyfsy reglamentos exigieren un período más lar- 
no. Transcurrido dicho plazo, el Juzgado ó Tribunal que 
antes conocía del asunto, reclamará los autos al Gober- 
■ y continuará el procedimiento en la íorma legal . 
Los Gobernadores, oídas las (‘omisiones provinciales, 
liarán los requerimientos de .inhibición á los Jueces ó 
Tribunales que estén conociendo del asunto, y solo 
cuando unos ú otros procedan por delegación se dirigi- 
rán aquéllas al Tribunal delegante. Por tanto, los Jue- 
ces de instrucción deberán sostener en su caso las cues- 


i 

i í 


i 1 f 11 ; 


JS 


en el período Je 


ti ones de competencia que promuevan 
mientras los procesos se encuentren 
sumario \ 

Así. los Jueces y Tribunales oído el Ai ¡misterio bisca! 
ó á excitación de éste, como los Gobernadores oídas las 

J ■ 

s provinciales, se declararán incom 
aunque no intervenga reclamación de Autoridad ex! ra- 
fia. cuando se someta á su decisión algún negocio cuy 

O 1 ■ 1 

conocimiento no les pertenezca. El Ministerio bisca- 
tanto en la jurisdicción ordinaria o» uno en las especiales 




■s 


Alt. 4.® 


Ai’t, 5." 


p 

y en todos los grados de cada una Je ellas, interpondrá 
* le oficio declinatoria ante el Juez ó Tribunal ivsprr- 
tivo, siempre que estime que el ccñoctmiento del ne«>o- 

1 O 

ció pertenece á la .Administración, salvo miando sea poí- 
no haber precedido la autorización correspondiente 
para perseguir en juicio á los empleados en concepto Je 
tales; y si el Juez ó Tribunal no decretare la iüliíbición 

* éJ 

el mismo Ministerio Fiscal lo cornmiii-ará al GoPerna- 
dor, pasándole sucinta relación de las actuaciones y co- 
pia literal del escrito en que propuso la declinatoria *. 

Siempre que el Gobernador requiera de inhibición á 
un Tribunal ó Juzgado ordinario ó especial , manifes- 
tará indispensablemente las razones que le asistan, y el 
texto de la disposición legal en que se apoye para re- 
clamar el conocimiento del negocio ! . 

El Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición luego 
que reciba el oficio suspenderá todo proeeJ imiento en 
el asunto á que se infiera mientras no termine la «*c > 11 - 

decisión 

Leal, so pena de nulidad de cuanto después se actuare. 
Sin embargo, los Jueces de instrucción poJraii seguir 
practicando las diligencias mas urgentes y necesarias 
liara la comprobación del hecho, absten leudóse en todo 
cuso de dictar auto de procesamiento ni detención. Sin 
pérdida de tiempo el requerido acusará, recibo del oficio 
al ( .Jo be mador v comunicará el asunto al Ministerio b is- 
cal por tres días á lo más y per igual término 8 

una de las partes. 1 ninec 
á éstas para la vista que deberá c 
tercer día. Verificada, el requerido dictará auto en otra 

plazo igual declarándose n 



SIS 


i' o 


I 


■me se citara a anuci v 


•ars' 


o del 
1 1 



nite o meo 



'te 


1 Artículos 6.° y i - ” 

- Art. S." 

r ' Artículos 9,, 10 y Ll* 


Dentro ilo tres <Éas podrá interponerse el recurso de 
apelación que deberá admitirse libremente: ]/• contra 
los autos dictados por los Jueces municipales para ante 
los de instrucción ó de primera instancia, según el 
. i -unto fuere criminal o civil; 2.° contra los dictados puj- 
íos Jueces de instrucción para ante las Audiencias ó Sa- 
las de lo criminal; 3.° contra los dictados por los Jueces 
de primera instancia' para ante las Sala de- lo civil de las 
Audiencias territoriales; y contra el Tribunal Suprema, 
si éste fuere req uendo , en los casos en que pueda serlo, 
no se da recurso alguno. Si el requerido es un Tribunal 
especial sólo habrá lugar á la apelación cuando tenga 
superior jerárquico que pueda conocer de dicho re- 


curso \ 

Admitida la apelación ciu 


proceda se citara y em- 
plazará en el acto al Ministerio fiscal y a las partes para 
que comparezcan dentro del. término de diez días ante 
el Tribunal que baya de eouocer del recurso, remitién- 
dose desde luego los autos á dicho Tribunal. Si trais- 

O 

curriere el término del emplazamiento sin «pie compa- 
rezca el apelante, se le tendrá por desistido sin necesidad 
de instancia contraria, se le impondrán las costas de la 
apelación y se devolverá n los autos al inferior; pero si 
compareciere en el referido plazo, se sustanciará el ar- 
tículo por los propios trámites establecidos para la pri- 
mera instancia, y contra el auto que recaiga no se da 
recurso alguno s . 

El requerido que se declare incompetente por auto 
hrme remitirá los autos dentro del segundo día al Go- 
bernador, haciendo extender al Escribano actuario ó 
Secretario judicial en un libro destinado al efecto, certi- 
ficación de la remesa. Cuando el requerido se declare 

1 Art. 12. 

' Artículos 13 y 14. 


competente por auto firme oficiará inmediatamente al 
( ¡obernador para que deje expedita su jurisdicción ó cE 
lo cont rario tenga por formada la rom patencia. Al oficio 
se acompañarán los dictámenes emitidos por el Minis- 
terio Fiscal en cada instancia y los autos con que en cada 
una se haya terminado el artículo. El Gobernador, oída 
la Comisión provincial y dentro de los tres días siguien- 
tes á la recepción «leí oficio, dirigirá nueva comunica- 
ción al requerido insistiendo ó' no en estimarse cor 


tente \ 

Si el Gobernad or desistiere de la «amipetencia, que- 
dará sin más trámites expedito al requerido el ejercicio 
de su jurisdicción ; perú cuando insistieren ambos con- 
tendientes remitirán directamente por el primer correo 
al Presidente del Consejo de Ministros las actuaciones 
que ante cada cual se hayan instruido, haciendo poner 
td Oficial público á quien respectivamente corresponda 
certificación de la remesa y dándose mutuo aviso de ella 

V 

sin ulterior procedimiento 

El Presidente del Consejo de Ministros acusará á los 
contendientes el recibo del expediente V de los autos 
que le hayan remitido y dentro de los dos días siguien- 
tes á su recepción los pasará al (éonsejo do - Estado, el 
cual o vendo á la Sección de Estado y Gracia y Justicia, 
que dará al asunto la instrucción que crea necesaria, con- 
sultará la decisión motivada que estime procedente den- 
tro de dos meses contados desde el día en que se le pa- 
sen las actuaciones; dirigiéndola original al Presidente 
del Consejo de Ministros, acompañada de todas las dili- 
gencias relativas á la contienda y al misino, tiempo en- 
viará copias literales de dicha consulta al Ministro de la 
Gobernación y á aquel ó aquellos otros de quienes de- 


1 Articulas 15, 16 .V 1 7* 
- Artículos 18 y 10. 


pendan los Jaeces y Autoridades con quienes humi sos- 
tenido el Gobernador la competencia 1 * * 4 

Si el Ministro de la Gobernación f ei Ministr» ¡ o Mi- 
nistros de quienes dependan los otros Jueces y Autori- 
dades estuvieren conformes con la decisión consultada, 
lo manifestarán Ú Presidente del Consejo de Ministros. 
Guando alguno de los Ministros indicados antes de emi- 
tir m opinión y con objeto de instruirse considerare ne- 
resario reclamar el expediente y los autos origimil.es que 



.1 niyan sido objeto de la competencia. poura pean los ú 
Presidente del Consejo de Ministros dentro clel término 
de un mes. Si alguno de los Ministros no estuviere con- 
forme con la decisión consultada lo manifestará al Pre- 
sidente para que la someta ¡i la resolución del Consejo 

de Ministros \ 

La decisión que el Rey adopte á propuesta del Con- 
sejo de Ministros ó de su Presidente será irrevocable; 

en forma de Real Decreto, re- 
frendado por el repetido Presidente, y para su cumpli- 
miento se comunicará á l«>s contendientes y se publícala 

enla Gcmúa de Madrid 

Los términos señalados e.u el Peal Decreto de 8 Je 
Septiembre de 1887 serán fatales e improrrogables . 

Sólo los Gobernadores podrán promover contienda* 
negativas de competencia para separarse del conocí- 



se extenderá motivada } 




miento de bis negocios que no ésten eucomenda 
disposición expresa á la Administración ; y 011 I a suslan- 
H ación y decisión de estas competencias negativas se 
observarán las mismas prese riprio nos que para las am- 
ina tivas ó positivas establece el citado Real Decreto • 


1 Artículos 20. 21 y 22. 

! Artículos 23, 21 y 25. 

5 Art 26. 

4 Art. 27. 
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CAPÍTULO \ 


L I'.TI MAS DISPOSICION*!» 



lujados los dos principios fundamentales de que la 
facultad de dirimir los conflictos' de jurisdicción y atri- 
buciones á los que se llama sincopadamente úOMp&ten^ 
das, pertenece al Rey por medio de su Gobierno res- 

. a' que la preparación del Real Decreto que se 
dicta ai efecto, corresponde al Consejo de Estado ¿ sien- 
do ponente su Sección de Estado y Gracia y Justicia, 
parece resuelta, por lo menos en el campo del dercAm 
positivo, la cuestión doctrinal á que dejo hecha alusión, 
y no me propongo tratar aquí con la extensión (¡tic por 
su gravedad merece, sobro si sería mas adecuado al 
sistema de la jurisdicción delegada no retener el Ec\ 
esa potestad; porque al cabo, en la decisión de las 
competencias entre los Iribtinales y la Administra 

rión, el Jefe y centro de éste, el Gobierno en una pa- 
labra, tiene algo de Juez y parte; como quiera que 
es, en suma, la Administración quien dirime las con- 
tiendas sostenidas sobre el derecho de conocer ele cier- 
tos asuntos, entre ella misma y el Poder judicial, lu- 
diera, dicen algunos, orillarse este inconveniente con 

la creación de una Junta J f» ^ 

cuyo nombre no sería un neologismo en España,, con 

Inmisión de resolver los indicados conflictos, } c 

puesta del Presidente del Senado, otros dos 

i i i if , fUmam dos Diputados a Cortes, dos 
dúos déla alta tamal a, nos j.ij. 

\r- - i. m Ti-ihmnl «le lo mtennoso , olios ai- 
-Ministros del lili anur <n j i t •i. nri «i 

.. . i v dos Magistrados del IiiIhiuu 

Consejeros de Estado y d QS D . 

Supremo .le Justicia : junta respetabiiisim^ .. ■ 

idoneidad c ¡ndenondemún podría tener duda, y 
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en cuyo nombramiento aun cabía que no interviniera 
el Gobierno; supuesto que las Cortes elegirían á los Se- 
nadores v Diputados, os decir, cada Citerp o colegislado L * 
á sus dos representantes, y lo propio liarían los I nbu- 
nales y el Consejo de Estado. Mas esta idea, que apun- 
to y no desenvuelvo, pertenece á la región científica 
del Derecho constituyente, y no lie de olvidarme de 
que, dentro del constituido, los dos principios enuncia- 
dos forman los polos entre los cuales gira la teoría (¡ue 
voy exponiendo. 

Así. pues, debo ampliar la doctrina expuesta sobre la 
intervención del Consejo de Estado en las competencias 
y respecto de los trámites que siguen las mismas en el 
Gobierno, hasta que se dé el Real Decreto decidiéndolas 
en favor de los Tribunales ó de las Autoridades admi- 
nistrativas, con arreglo á las últimas disposiciones que 
lian alterado, como no podía por menos de suceder, lo 
establecido por la legislación anterior al 1 4 de Septiem- 
bre de 1888. 

En la ley sobre el ejercicio de la jurisdicción conten- 
Coso-administrativa, se dice además de lo que sabemos 
acerca de la declinatoria interpuesta por el Fiscal y que 
motiva el recurso extraordinario de revisión, que el Tri- 
bunal de lo t'onteneioso-admiiiistrativo forma parte del 
Consejo en pleno, siempre que se delibera sobre compe- 
tencias entre la Administración activa vías Autorida- 

«y 

des judiciales; y esto, aparte de ser uno de los enlaces, 
notados en su lugar, entre dicho Tribunal y el Consejo» 
es un aumento de garantías de acierto en las consultas 
de este alto Cuerpo en materia tan delicada, después 
de la muy grande que o frece la ponencia de la Sección 
de Estado v Gracia y Justicia, la cual se discute y 
aprueba en el pleno á que necesariamente asisten los 
Ministros del tribunal, con voz y voto. De tal manera 
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se lia compensado ventajosamente sin duda, por lo res- 
pectivo á estos asuntos, la deficiencia que puede resul- 
tar en el Consejo por la supresión de la Sección de 
lo contencioso , la cual ha dejado reducido á aquél á 

* i * f '1**1 l T\ t . * . 


f . ^Jl *7' -Uris \r%iV_-' Jk K. V 

veintiún individuos l . De éstos pertenecen cinco á Es- 
tado y Gracia y Justicia, cuatro á Guerra y Marina 

»/ V * J } 

seis á Hacienda y Ultramar v seis á Gobernación y Fo- 
mentó. De donde resulta, que los plenos suelen cele- 
brarse con menos de veintiún Consejeros, porque algu- 
nos se excusan por enfermedad ú otra causa legítima, y 
sólo para las deliberaciones de competencias concurren 
treinta próximamente, por cuanto asiste el Tribunal 
cuyos Ministros son once, retirándose tan luego como 

J f 

se concluye el despacho de aquéllos. A esto ha obligado 
la segunda disposición transitoria de la ley de 14 de 
Septiembre de 1888, la cual dice que para hacer com- 
patible lo dispuesto en esta ley con el personal de Con- 
sejeros, el art. 2.° de la orgánica del Consejo de Es- 
tado de 7 de Agosto de 1860, sin aumento de aquél 
por no permitirlo la situación del tesoro, el Gobierno 
refundiría las Secciones de dicho Consejo en la fornm 

que estimare más conveniente. 

Con respecto á la tramitación de los asuntos de eom- 
petencia en la Presidencia del Consejo de Ministros, el 
Real Decreto de 13 de Septiembre de 1888 determina, 
con el fin de armonizar la distribución de negociados de 
dicha Presidencia, con lo que la ley sobre el ejercicio 

de lan urisdiceión contenraoso-admmistrativa ordena, o 

siguiente : Los Negociados de pleitos contencioso-adm.- 
nistrativos y de competencias de jurisdicción déla Pi - 
sidencia del Consejo de Ministros se refunden en un . 
eme se denominará de lo Contencioso, y tendía a m 
cargo la tramitación y despacho de estos asuntos . . 

. Tal Decreto de 13 de Septiembre de 1S88. 


recursos extraordinarios de revisión establecidos por l a 
ritada ley sobre ejercicio de la jurisdicción cpntencioso- 
administrativa ; 2." las competencias que suscitare el 
Tribunal de este orden; 3.° los recursos de queja que .se 
interpusieren contra el mismo Tribunal ; 4.» las inciden- 
cias acerca del envío á éste de los expedientes guberna- 
tivos, origen & las demandas ante él deducidas; ó." las 
disposiciones relativas i la organización del mismo, y 
nombramiento y tramitación de- expedientes de separa- 
ción del personal superior y auxiliar que poi la ley le 
está asignado; 6.® publicación del Reglamentó sobre el 
modo de proceder en los asuntos contencioso adminis- 
trativos y sus incidentes, y disposiciones pina la ejecu- 
ción de la ley; 7.° conflictos entre dos Ministerios; 
S.° competencias de jurisdicción entre Autoridades del 
orden administrativo y el judicial, o entre las del pri- 
mero, y sus incidencias; 9.° recursos de queja (pie los 
Tribunales ordinarios promuevan contra las Autorida- 
des gubernativas \ 

dos funcionarios que sean adscritos al Negociado re- 
ferido habrán de tener la cualidad de Letradas y ade- 
más reunirán alguna de las condiciones que siguen. 

I . a llevar más de cuatro años en alguno de los Negocia- 
dos de pleitos y de competencia de la Presidencia del 
Consejo de Ministros ó en el Cuerpo de Oficiales o as- 
pirantes del Consejo de Estado, ó en el de Abogados 
del Estado; 2. a haber prestado por más de diez anos 
servicios, con nombramiento Peal, en las diferentes de- 
pendencias de la Administración; 3. a haber ejercido por 
igual número de años la abogacía, con pago de alguna 
cuota. Las vacantes se proveerán por concurso '. 

Eí número de los funcionarios á cuyo cargo este el 

’ Artículos 1 y 2." del Real Decreto de 13 de Septiembre de 1888 . 

- Art. 
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referido Negociado de lo contencioso no podrá exceder 
f r ;; atro; ^empeñando las funciones de Jefe el que 
de ellos tuviere mayor categorík administrativa. Bicho, 
íuncimianos^e considerarán asimilados á los Secretarios 
de bala del Tribunal de lo contencioso -administrativo, 

teniendo los mismos derechos y beneficios que á éstos 
<úorga la Ley sobre el ejercicio de esta jurisdicción. Po- 
drán optar í los ascensos reglamentarios en las mismas 
condiciones que las leyes establecen para los empleados 

en general, siempre cpie lo permita la cifra del presu- 
puesto de la Presidencia 

f 

A la publicación del Decreto de 13 de Septiembre 
de 1888 han ocupado las plazas del Negociado de lo 
contencioso que por el se organiza, funcionarios que 
reunían las condiciones establecidas por el art. 3." de 
entre los Letrados que servían á la sazón en los Nego- 
ciados de pleitos contciicioso-adminisn ativi.is y compe- 
tencias de jurisdicción de la Presidencia del Consejo ele 
Ministros 2 . 

No entra en mi plan hacer el comentario y mucho 

menos la crítica do las disposiciones que acabo de ex- 

* 

poner, y por consiguiente dejo terminado cuanto me 
propuse que formara el contenido de este título, y lo 
último que estimo necesario con respecto al derecho 
procesal administrativo de la Península. 

1 Artículos 4 .” y 
s Art. é° 
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LIBRO QUINTO 



EN NUESTRAS POSESIONES DE ULTRAMAR 


PARTE PECULIAR 


DE CUBA, PUERTO-RICO Y FILIPINAS 



De los procedimientos administrativos en Ultramar. 


CAPÍTULO PRIMERO 


r)TÍ LOS PROCEDIMIENTOS GUBERNATIVOS EN LAS 1'OSEslONKs 

-* 

ESPAÑOLAS I)E CUIJA. FÜERTÓ-RICO V FILIPINAS 

Faltos de adecuada reglamentación y por consecuen- 
cia ele conveniente estudio, los procedimientos guberna- 
tivos , que dispersos andan en nnütitud de confusas co- 
lecciones y abigarrados repertorios del movible Derecho 
administrativo español, solicitando la unificación que 
tauiu lian de menester y las posi files fijeza y estabilidad 
de sus disposiciones, causa gran satisfacción \er cjut un 
ilustrado Ministro de Ultramar edificando con discre- 
ción y patriotismo sobre los cimientos echados por sus 
di olios antecesores, ha publicado un Decreto importan- 
tísimo por acuerdo del Consejo de Ministros y de con- 
formidad con la Comisión de reformas de aquel ramo. 
Y 4 bien el objeto concreto y definido de la présenle 

Mmmmmém histórico-exegéika> son los procedimientos 
contenciosos, estimo pertinente á mi propósito tratar ce 
los o’ubérnativos que acalma de establecerse pam Uil.m 
P ucu'to -Rico y Filipinas, por el aludido Re^ Decreto 

de -Jo de Septiembre de D>ht>, W l omo 
i Kxcmo. Sr. D- Trinitario lluiz y Capclepon. 


aquellas apartadas posesiones españolas los ronteneú,- 
sos, en un plazo verosímilmente no lejano, sepia de- 
termina la ley de 14 del propio mes, y entonces me 
prometo de ellos ocuparme, según toda probabilidad, en 
una nueva edición de esta obra, en la cual hoy me ciño 

1/ 

al Derecho vigente. Son, pues, dos las cosas que reservo 
para más adelante, porque en el día no es posible- hacer- 
las, á saber: tratar de los procedimientos gubernativo.- 
de la Península é islas adyacentes, cuando se realice su 
reforma, pedida con instancia por la pública opinión : y 
acaso antes, exponer los contendoso-administrativos de 
Ultramar, adonde será llevada la referida ley de 14 de 

V 

Septiembre de 1888, con las modificaciones oportunas, 
en cumplimiento de su quinta disposición transitoria. 

Y hechas estas manifestaciones, voy á dar á conocer 
el citado Real Decreto del Sr. Ruiz y Capdepón. 

La Comisión de reformas ele Ultramar, creada en 4 de 

■f 

Enero de 1888, propuso como indispensable, entre 
otras, la modificación del procedimiento administrativo: 
pues, con efecto, era por demás complicado el que exis- 
tía. formado sin responder á un sistema definido, como 
resultante de disposiciones aisladas que se dictaron en 
épocas diferentes para satisfacer necesidades del mo- 
mento. Preciso era, pues, organizar el procedimiento 
referido y al mismo tiempo que darle un carácter siste- 
mático y racional, simplificar la. tramitación de los asun- 
tos y adoptar garantías para hacer efectiva la responsa- 
bilidad • de los funcionarios públicos, ya en cuanto ¡ó 
primer momento de todo expediente, estableciendo for- 
malidades positivas en los registros, ya en cuanto á su 
desenvolvimiento, fijando plazos para el despacho, ya 
estableciendo la mayor formalidad posible para las re- 
soluciones , asegurándose ele que serán conocidas por los 
interesados en tiempo oportuno , ya por último, mar- 


cando con claridad los dist intos recursos que del huí con- 
ederse a lo,- particulares contra las decisiones adminis- 
trativas y la manera, tiempo y solemnidades coñ que 
(liben promoverse. 

Ría importantísimo fijar los trámites y resolución de 
las competencias que se promovieren entre Autoridades 
de órdenes di ¡entes, para conservar el prestigio de las 
mismas y para < juc no (Jepeada -ir >u la rúa y tal vez 

mteimiiidble flusuusion, la resolueiun de asuntas qíU' 
mteiesan \ i\ ■ uiiisiitc ¿i la AxIiRiiiistniriuu y á Jos ixirti - 

1 -r -p I 

rulaies. \ aunque la ( ¡Omisión citada formuló en un pro- 
yecto de ley los enunciados principios, deseoso el Go- 
bierno de adelantar la realización de los mismos en bien 
del servicio publico, y no habiendo dificultades de or- 
den constitucional que lo impidan, el Ministro de Ul- 
tramar, aceptando en lo fundan i en tal lo propuesto por 
aquélla, y después de introducir algunas variantes de 
detalle que la experiencia aconsejaba, propuso el Real 
Decreto de que nos ocupamos. 


§ I — Del Registro genera! // de los registros 

de Negociados, 

Bajo la dependencia del .tefe ó del Secretario de todo 
jen'tro ó departamento administrativo, habrá un Regu- 
lo < (ene red , donde se llevarán los libros necesarios para 
•i ne conste con claridad la enfraila de los documentos 

ij % 

pie al mismo se dirijan, así como la salida y destino ur 
os que de él emanen. En el acto de presentarse cual 
piier documento para .ser registrado, se pondrá en í 
nismo el sello del Registro con la fecha de su presen 
ación y el número de orden de cu irada que le corres - 
ionda, haciéndose después el asiento Correspondienlr. 
roda orden ó comunicación se remitirá cu seguida que 
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sefl firmada, al Megistro general para el cierre, ;u;oni- 
pañándola con su minuta para que se estampe en ella el 
sello de salida y se hagan las oportunas anotaciones en 

el registro del expediente *. 

Habrá además en cada Negociado un Registro parti- 
cular, cu el cual deberá constar la historia completa de 
todos los asuntos \ 

Después de registrados los documentos de entrada, 
se pasarán al Jefe ó Secretario para que se entere, lla- 
mando su atención sobre aquellos que deben fijarla in- 
mediatamente por su urgencia ó alguna otra circuns- 
tancia. Los documentos quedarán entregados el mismo 
día en el Negociado correspondiente 

Se hará constar en el Megistro general el Negociado 
al cual se remitan los documentos de entrada, y el de 
que procedan los de salida. El pase de los expedientes 
de un Negociado á otro se liará constaren los Registros 
particulares de éstos y en el Registro general. Siendo 
responsables éste y cada Negociado de la pérdida ó ex- 
travío de los documentos que reciban, deberán exigirse 
para su justificación unos ¡í otros los correspondientes 
recibos, consignados sencillamente en cuadernos ó vo- 

í O 

1 antes, expresando siempre los: números de registro \ 
Todo el que presente en el Registro general una ins- 
tancia, solicitud, exposición, comunicación, oficio ó en 
general cualquier documento abierto , podrá exigir reci- 
bo en que se exprese el asunto, documentos que acom- 
pañe, número de orden de entrada, fecha de su presen- 

* ■ / i 

ración y hasta la hora en que ésta t enga lugar , si asi lo 
desea. El encargado del Registro hará constar el dmvu- 

1 Artículos l.° y 2.** del Real Decreto de 23 de Septiembre* de IS88. 
s Art. 3.° 

" Art. 4." 

Art. 5.° 




cilio del interesado. Bajo ningún pretexto dejará, de 
recibirse en el Registro general documento alguno que 
se presente, ni de darse el oportuno recibo 


g 2 0 
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o de incoar los < ,r/u 
cifhnrnnf catiros. 
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Los expedientes administrativos se incoarán tí <* oficio 
o a instancia de parte interesada. (Anuido se incoen de 
oficio se abrirán eun el decreto original del Jefe que lo 
ordene. Cuando se incoen á petición de partí* interesada 
se abrirán con la instancia ó comunicación que los mo- 
tive, decretando que ha lugar á su formación ó resol - 
viendo de plano como proceda. Los escritos promovien- 
do un expediente administrativo, estarán firmados por 
los mismos interesados ó por sus representantes tí apo- 
derados. acompañando en este caso los documentos 
públicos que acrediten la representación ó el mandato 
ó la carta ú oficio en que se les autorice como represen- 
tantes. Si el interesado no supiere firmar lo liará otra 
persona de la misma vecindad á su mego, Dichos escri- 
tos se redactarán procurando distinguir los puntos de 
hecho y de derecho y expresando con claridad en la sih* 
plica lo que se solicita. En la parte superior de lns do- 
cumentos que se acompañen se pondrá poro! interesado 
un número de orden y un epígrafe de su contenido. Si 
el interesado los presentase en otra [orina, 1" lia ni el 
encargado del Registro general en el expresado escrito 
y señalará aquél su domicilio y su habitual residencia 

De la tramitación de lo» espediente*. 

ó escritos en el Negociado, el 
a cuidará de unir los ante- 


§ o.° 


Recibidos el esc 


empleado a quien corres 



1 Avt. c. D 

- Artículos 7.° y 8.° 
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cedentes que hubiere acerca de aquel asunto, haciendo 
su extracto cuando esté fuere necesario, con claridad, 
exactitud y concisión , sin omitir circunstancia alguna 
esencial, y en el. plazo improrrogable de veinte días. Si 
una sola comunicación de entrada contuviere dos ó más 
expedientes, se liarán tantos extractos separados cuan- 
tos fueren aquéllos, cuidando de relacionarlos entre sí 
por medio de notas de referencia. Iguales notas se pon- 
drán siempre que dos ó más expedientes tengan tal en- 
lace, que la resolución de uno de ellos pueda influir en 
la del otro ú otros. La responsabilidad en que incurra 
el empleado por las inexactitudes que cometiere en la 
forma ció ti del extracto, no eximirá al Jefe del Negociado 
de la que á su vez pueda corresponder!© por no haberse 
cerciorado debidamente de la fidelidad, en la ejecución 
de aquel trabajo *. 

A continuación del extracto, el Jefe del Negociado 

O 

extenderá nota proponiendo la resolución que Juzgue 
procedente, fundándola, según corresponda y citando 
las disposiciones que sean aplicables al caso, y dentro 
del plazo improrrogable dé quince días. Podrá también 
proponer cualquier trámite, previa diligencia de prueba, 
escrito aclaratorio del interesado, informe ó consulta, 
exponiendo su necesidad ó conveniencia para la mejor 
resolución del asunto, caso de no hallarse autorizado para 
verificarlo ú ordenarlo por sí misino. El informe de los 
altos Cuerpos consultivos de la Administración no será 
reclamado sino en los < asos explícitamente marcados en 
los decretos de su constitución y por el Jefe que haya 
de resolver el expediente, antes de dictar la decisión. 
Los Jefes de Negociado son responsables de los informes 
Y propuestas que emitan en el curso de los exped ientes 2 . 

1 Artículos 0, 1.0, lt y 12. 

' Art. 13. 


Si el Jefe del Negociado no despachase directamente 
ton quien haya de resolver en definitiva, por existir 
un Jefe intermedio, pondrá éste á continuación de la 
nota del Negociado su conformidad ó la contranota 
que considere oportuna, presentando el asunto á la 
decisión definitiva de quien corresponda, ó resolvien- 
do por sien aquello para lo cual esta viere autoriza- 
do siri que en uno ni otro caso pueda retardar más de 
ocho días el verificarlo: y si por causas superiores á su 
voluntad lo retardase, pondrá nota en el expediente 
expresiva de aquéllas para no incurrir en respongabi- 
' idad \ 

íerá deber del Jefe de Negociado cuidar bajo >u res- 
ponsabilidad en el suyo, de que los papeles y documen- 
tos de cada expediente estén unidos, ordenados y mi- 

v 

merados convenientemente, teniendo su hoja de índice 
que se irá llenando á medida que se agreguen dichos 
papeles y documentos, con expresión de las fojas que 
cada uno de éstos comprenda. Siempre que salga del 
Negociado un expediente para infbrnléú otro objeto, se 
entregará acompañado de una copia de este índice, la 
cual podrá el que la reciba confrontar con la original que 
permanecerá en el Negociado. Emitido un informe ó 
practicada una diligencia, se unirán al expediente los 
documentos recibidos extractándoles, s i fuere preciso, y 
continuando su curso el procedimiento \ 

Los que sean parte en un expediente podrán entera r- 
sé del estado del trámite en que se encuentre, peí o no 
del contenido de los informes, notas y acuerdos, .salvo 
en el caso de que por quien corresponda se ordene que 
se le ponga de manifiesto. En cualquier estado del ex- 
pediente, antes de que recaiga resolución definitiva, po- 

1 Art- 14. 

• Artículos 15 y 16. 
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dráii presentar los documentos que estimen útiles á su 
defensa 

Todos los extractos, informes, diligencias y propues- 
tas llevarán al pie 3a fecha y la firma del empleado que 
hubiere ejecutado el trabajo. Las providencias de nueva 
tramitación podrán dictarse por decreto autorizado con 
la media firma del que las acuerde *. 

§ 4 . o — Jiksolucióii definitiva y notificación 

al interesado. 


\ 


La resolución definitiva se dictará por la Autoridad 
á quien corresponda con arreglo á las leyes y reglamen- 
tos, redactándose con el razonamiento oportuno, siem- 
pre que la índole del asunto lo exija \ 

Las providencias que poniendo término en cualquiera 
instancia á un expediente, sean susceptibles de algún 
recurso, se notificarán ú los interesados en el término 
de treinta días, entregándoles copia literal de ellas, y 
haciéndose constar, además, el recurso que pueden utili- 
zar, el término para interponerle y el centro donde se 
haya de presentar la alzada \ 

La notificación se hará en el domicilio del interesado, 
ó en su caso del apoderado habilitado al efecto. Si no 
fuere hallado en su domicilio, se liará constar por cédu- 
la expresiva del objeto y circunstancias de la notifica- 
ción, con entrega del oficio ó documento que contenga 
íntegramente la copia de la resolución, al pariente más 
cercano y en su defecto al familiar ó criado mayor de 
catorce años que estuviere en la habitación de quien 


L* 


Art. 17. 

Artículos 18 y 10. 
Art. 20. 

Art, 21. 


4 


255 


deba ser notificado, tso encontrándose á nadie, se repe- 
tirá la diligencia al día siguiente con las mismas forma- 
lidades ; y si resultase infructuosa, se hará la notifica- 
ción al. vecino mas próximo que fuere habido, firmando 
la cédula la persona que reciba aquel oficio, ó dos testi- 
gos si no supiere firmar. También sé expondrá al públi- 
co copia de la resolución, á la entrada de la oficina, en 
la portería del edificio ó en el sitio acostumbrado para 
hacer las publicaciones. Se entenderá, sin embargo, he- 
cha la notificación administrativa cuando conste en el 
expediente por la firma del interesado, ó éste se mues- 
tre enterado de la resolución en el mismo expediente 


§ 5 -° 


De tos recursos y competencias. 


Procederá el recurso de alzada ante la Autoridad su- 
perior contra toda resolución de la inferior, salvo los 
casos en que la ley lo prohíba expresamente ó declare 
que el asunto es de la resolución de la Autoridad infe- 
rior, sin ulterior recurso, ó establezca cualquier otro in- 
mediato y directo \ 

Los recursos de alzada que en la vía gubernativa con- 
ceden las leyes y reglamentos de la Península á los in- 
teresados para ante los Ministros y Directores de cada 
ramo, se entenderán concedidos para ante los .Directo- 
res generales de Ultramar, en los asuntos de Cuba, 
Puerto-Pico y Filipinas. Las resoluciones que en tales 
recursos dicten los Directores generales de las provin- 
cias de Ultramar darán lugar inmediatamente al recur- 
so conteiicioso-adminístrativo ¡ si procedieie con ane 0 o 

á las leyes. En los demás asuntos en que por referirse á 
la potestad discrecional de la Administración, no pioce 


1 Artículos 22 y 23. 
a Art. 24. 


__ f 


de el recurso contem • i oso-administrativo, los interesados 
podrán alzarse de la resolución del Director ante el Go- 
bernador general v de la de éste ante el Gobierno S 


primo . 

Los recursos de alzada que en la vía gubernativa con- 
ceden las leyes y reglamentos de la Península á los in- 
teresados para ante los Gobernadores de provincia, se 
entenderán concedidos á los de l ’ Itramar para ante los 
Directores generales de aquellas posesiones españolas; y 
las resoluciones que en tales recursos dicten los expre- 
sados Directores darán lugar inmediatamente al recurso 

O 

contencioso-administmtivo si procediere con arreglo á 
las leyes. En los demás asuntos en que, por referirse á 
la potestad discrecional de la Administración, no pro- 
cede el recurso contencioso-admiuistrativo, los interesa- 
dos podrán alzarse de la resolución del. Director ante el 
Gobernador general, v de la de éste ante el Gobierno 

O 1 j 

¡Supremo lo mismo que dicho queda, con referencia al 
articulo anterior, por lo tocante á Los recursos que en la 
Península se interponen para ante los Ministros y Di- 
rectores de cada ramo. Ahora, en el art. 2G, se habla no 
de esos recursos ante los Ministros v Directores de cada 

w 

ramo, sino de aquellos otros que proceden ante los Go- 
bernadores de provincia, en cuyo lugar se pone á los 
Directores generales respectivos de U 1 tramar. 

El Gobernador general podrá modificar ó revocar sus 
providencias y las de sus antecesores , á no ser que hayan 
sido confirmadas por el Gobierno, ó sean declaratorias ó 
reeo noecdoras de derechos, ó hayan servido de base á 
algunas sentencias judiciales ó contencioso-administrati- 
vas . ó hayan resuelto una cuestión de competencia *. 

1 Art. 25 . 

- Art. 26. 

1 Art. 27. 
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lodo recurso de alzada se. interpondrá dentro del pla- 
zo improrrogable de treinta días , á contar desde el si- 
guiente al de su múiliraeión, presentándose ante las 

Autoridades que hayan dictado el acuerdo contra el cual 
se reclama 

Los interesados podran recurrir en queja ante las 


_ 1 1 u nrm ai tes Supe ru > res respecil vas . si por 

no se diere curso á sus reclamaciones ó se sustanciasen 
con infracción de disposiciones aplicadles al caso a . 
Procederá el recurso de Utilidad contra; las providen- 
te r. dictado fundándolas en do- 



I ■ 


■í qs 


cías 



se 


cimientos falsos. El tértUino para entablar este recurso 
prescribe á los cinco años de dictada la providencia, 
tanto para el particular como para la Administración. 
Transcurrido dicha término, no procederá, el recurso de 
nulidad; pero quedarán á salvo Ja-s acciones que puedan 
entablarse para perseguir ante la jurisdicción ordinaria 
el delito de falsedad y exigir la indemnización de per- 
juicios á los que aparecieren responsables 
Las contiendas de competencia entre las Autoridades 
administrativas, se resolverán por la Autoridad superior 
común más inmediata á las que contiendan. Si la com- 
petencia fuere entre el Director de Administración y el 
de Hacienda, ó entre una Autoridad del orden civil y 
otra del orden militar, el Gobernador general, oyendo 
previamente al Consejo de Axlnnu istrneión , informara 
remitiendo el expediente para su resolución al Gobiei- 
no Supremo i observándose la- misma tramitación cuan 
do la competencia tuviere lugar entre una i 
x d y otra judicial, o entre esta \ olía mihlui 


rl- 


Art, áti. 

Art. n>. 
Art. 30. 
Art. 31. 


I 


2 58 


$ Í . ° — l)i> los 


s 



•a 






Siempre que fuere posible, los Jetes señalarán térmi 

ti trabaios ó la práctica 


nos para la ejecución 
diligencias que exigiese la muy or ilustincion Je los asun- 
tos, sin que en ningún caso puedan excederse los mar- 
cados por el Decreto de 23 de Septiembre de 1888. El 
empleado que no ejecutare el trabajo dentro del teimi- 
m> prefijado deberá explicar los motivos del retiaso \ 
quedar! sujeto á la corrección á que pueda haberse he- 
cho acreedor J . 

En el despacho de los expedientes se guardará en 
rada Negociado el orden rigoroso de entrada, salvo que 
por el Jefe de la dependencia se dé orden escrita, fun- 
dada en la urgencia del servicio, en contrario \ 

Transcurridos que sean treinta días desde aquel en 
que se haya pedido el informe á algún otro Cuerpo ó 
dependencia sin haberlo evacuado, se dirigirá oficio re- 
cordatorio sin necesidad de nuevo decreto, bajo la res- 
ponsabilidad del empicado encargado del asunto, ha- 
ciéndolo así constar en el extracto. Este plazo se redu- 
cir;! al de quince días si solamente se trata de la revisión 
de un documento ó expediente. Si después de segundo 
oficio recordatorio no se obtuviere la práctica de las di- 
ligencias ordenadas, se pasará el expediente al Jefe del 
Negociado para que proponga lo que estime conve- 
niente. En los expedientes remitidos á informe de l Va- 
poraciones que vaquen durante algunos meses del ano, 
quedarán en suspenso éstos términos mientras duren le- 
galmente las vacaciones \ 

1 Artículos 32 y 33. 

* Art. 34. 


' Art. 35. 


4 


preciso término 




/■ 1 1 * i 
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Los acuerdos da Mera, t, , 0 i¡u , iu en # j 

5 por razones de in- 
i eres publico conviniere dejar en suspenso el curso de 

algún expediente, se hai,¡ en virtud de acuerdo de la 

ral á quien corresponda Ja resolución definitiva 

e meses presentarán los Jefes de Neg< iciado á 

su respectivo Jefe, estados demostrativos de la situación 

en que se encuentren los expedientes, por el orden de 

entrada en el Negociado y con expresión de la fechi 

que ésta hubiere tenido Jugar. C 

so general en el despachó de los expedid 1 1 es . ©1 Jóle 
señalará el plazo dentro del cual debe desaparecer. To- 
dos los anos en el mes de Febrero se publicarán en 


a en 
3re un reirá- 



i ■ 




•cíales estados de los exi 






■‘"'dlS < 



v ítl 1 ^ 


existan en jas «uversas 
con expresión de la fecha de su entrada v de la situa- 
ción en que se encuentran hasta el 31 de Diciembre 
Los expedientes fenecidos se remitirán al Archivo al 
fin de cada mes ó cuando determine el Jefe de la de- 
pendencia; y al efecto se formarán relaciones duplica- 
das, uno de cuyos ejemplares con el recibo del Archive- 
ro se custodiará en el Negociado ". 

O 

Se tendrá por abandonada toda reclamación cuyo cur- 
so se detenga durante un año por culpa del reclamante, 
remitiéndose el expediente al Archivo \ 

Se considerar ;in hábiles todos los días para el cómpu- 
to de los plazos y para el electo de interponer los re- 
cursos. Los Jefes de las dependencias dictarán las órde- 
nes oportunas para que en cualquier día se reciban en 
ellas las reclamaciones v recursos. Los términos empe- 


l 


Artículos 36 y 3 < 
Art. 39. 

Art. 40. 

Art. 41. 


■i 
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i 

zaráñ á correr desde el día sigílente aJ en que se hubie- 
re hecho la notificación y se contará en ellos el día del 
vencimiento ’. 


í5 7 ." 


De iu ai fracción de las reglan 
( i el procedí míen to. 


Las infracciones de las reglas del procedimiento ad- 
ministra tdvn m castigarán imponiendo á los funciona- 
rios que las cometan la corresp endiente corrección dis- 
ciplinaria, pud i en do dar lugar por sn gra\edad ó re- 
incidencia á la separación del servicio, con expresión 
de la causa que la ha motivado 

hu igual responsabilidad incurrirá sin perjuicio de la 
(jiie proceda con arreglo al Código penal: I." el funcio- 
nario que por negligencia ó ignoran eia proponga ó 
acuerde una resolución manifiestamente injusta; 2.° el 
funcionario que proponga ó acuerde un trámite que 
siendo innecesario, manifiestamente se encamine á de- 
moiai la resol lición eludiendo las prescripciones regla- 
mentarias , o." el funcionario que no guarde la más 
completa reserva en la instrucción y resolución de los 
expedientes, revelando a los interesados aquello que 
oíos no tengan derecho a conocer; 4.° el funcionario 
que íecibiere obsequio ó aceptare ofrecimiento, por in- 
signífií ante que sea, de los interesados en los expedien- 
tes, 5.° el funcionario que habiendo recibido cartas de 
recomendación para el despacho de un expediente en 
determinado sentido, las contestare prometiendo acce- 
der á ellas ó manifestare haberlas ten irlo en cuenta en 
la tramitación del asunto; 6.° el fuiicionario que no pu- 
siere en conocimiento de su Jefe cualquiera proposición 


1 Alt. 4 S. 
” Alt, 43. 
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que se le hiciere como recompense para la ejecución ríe 
un ta-abaj o que tenga í su cargo \ 

. C p'f° ? V, ' h ' rl de lo cx P ue * to c " «1 arfe 44 que 
acabo de referir; o de lo que pudiere resultar del J-.,_ 

men de un expediente, hubiese indicios para racional- 

mentc presumir que se ha cometido un hecho punible 

por un funcionario <5 por <4 interesado cn el negocio se 

pondrá en conocimiento ,1c la Autoridad judicial, por 
el J efe de la 1 1 * * 



cía 


El Jefe de cada una de ellas tendrá á disposición del 
público un libro en el que todos podrán exponer. fir- 
mándolas, las quejas que tengan contra los funcionarios 
por las faltas que éstos cometieren en el cumplí miento 

de sus deberes, cuyo libro será guardado por los indica- 
dos Jefes s . 


$ Disposiciones (hades. 


El Real Decreto de 23 de Septiembre de 1 S-S8 regirá 
desde de Enero de 1889. \ r á 1" cstal decid» • en el 
mismo se atendrán las oficinas del i\I misterio de Ult ra- 
mar y todas las de las provincias de Pulía , Puerto- Rico 
y Filipinas. El Gobierno dictará las disposiciones opor- 
tunas para acomodar las plantillas á las proscripciones 
de dicho Real Decreto, dentro de los ©réditos concedi- 
dos por las leyes económicas vigentes: i nadando dern- 
gadas todas las disposiciones anteriores Sobre procedi- 
miento administrativo, dictada.-; por Decreto, es decir, 
im por medida legislativa \ 

1 Alt. 44. 

- Art. 45. 

r * Art. 46. 

* Artículos 47 y is 
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CA PlT 1 1 LO II 

1>E LOS PROCEDIMIENTOS CONTENI 1IOS0-X EMENISTIíATIYuS 

EN ULTRAMAR 

Mientras la ley de 14 de Septiembre do 1888 no sea 
llevada á Ultramar con las modilirncinm-s que él Go- 
bierno estime convenientes, lia. de seguir el régimen 
establecido por los Reales Decretos y Reglamentos 
de 1861; res ni tan do una verdadera anomalía., en que 
no se ira fijado la atención y que me propongo Inu-er 
notar después que exponga las cuatro soberanas dispo- 
siciones en las cuales lioy está contenido el Derecho 
procesal -administra tivo de Ultramar, en su parte con- 
tenciosa, 

¡; yo. -Raed Decreto de 4 de J/dio de 18 til 
sobre reorganizcicióii de las Audiencias d& Ultraym/.i'. 


La importan ti sima exposición de motivos (pie precede 
á los Reales Decretos sobre organización, atribuciones 
y procedimientos de los Consejos de Administración 
de Ultramar, fue presentada á la Reina en 4 de -lidio 
de 1861 , por el Ministerio O’Donnell; en el cual figuraban 
este ilustre general, Presidente del Consejo de Ministros 
y Ministro de la Guerra y de Ultramar, el insigne señor 
Posada Herrera, Ministro de la Gobernación . y otros 
eminentes hombres públicos: y entre los conceptos más 
salientes en aquélla expresados, está el de que la polí- 
tica tradicional de España en el gol tierno de sus pro- 
vincias de América y Asia, filé siempre la de asimilar 
en lo posible á la organización de la Metrópoli sus vas- 
tos territorios transatlánticos; organización que respon- 
día en su época perfectamente al estado político y social 


de los pueblos peninsulares y ultramarinos; pero (pie 
habiendo desaparecido de los primeros, ó sido en ellos 
cambiada, llegó á ser en los segundos incompatible con 
los adelantos verificados en la vida moderna de las na- 
ciones,}- con los preceptos de la ciencia, v las legítimas 
esperanzas de la publica opinión. De aquí la tendencia 
constante de los Gobiernos de llevar á las provincias de 
allende el Océano las innovaciones cuya bondad había 
sido comprobada por la práctica en la Península, modi- 
ficándolas en armonía con las circunstancias especiales 
de localidad, que no pueden jamás olvidarse sin expo- 
ner al país donde existen, á lamentables trastornos. Y 
aquel Ministerio hacía constar, que este justo temor 
sería quimérico respecto á las reí orín as que proponía, 
porque habiéndose aplicado ya en nuestras posesiones 
de Ultramar, con grande ventaja para los intereses ge- 
nerales y privados, muchas de las alteraciones que de 
veinticinco años antes del 61 había tenido el k gimen 
de la Península, creía llegado el momento ele realizai 
sin menoscabo de la sociedad, en el gobierno superior 
de cada isla, una asimilación en el orden ¡uhmmstnitiv.) 
tan completa como sus condiciones particulares lo con- 
sintiesen. . 

Entre las instituciones trasplantadas del sistema pa- 

trio i dichas posesiones ultramarinas por las leyes fie 
Indias desde los tiempos del descubrimiento y la oon- 

• p.i.-rr,. la exposición á que voy refiriéndome criaba como 
la más fundamental y qjie descollaba en t re . 

titución de las Reales Audiencias en ^ ¿ 

nían siendo el criterio de mayor 

■**> * ■* s "i: £ 

obligadas aquellas Autoiidactps 
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Ministerio O’Domiellen la exposición — i consultarlo con 
ios Reales Accenlm; como si éstos pudieran reunir una 
tan variada simia de oí mor i mi entos técnicos aparte de 
los peculiares cié su principal instituto, sin contar nm 
qué la confusión del carácter jurídico que más esencial- 
mente les corresponde, con el consultivo de diferente 

naturaleza de que a cada paso se revisten, lia dado ori- 
gen repetidas veces ú sensibles desavenencias con los Go- 
bernadores-Presidentes, y hecho precisa la severa inter- 
vención del Poder Supremo. » 

Mas al eliminar de las Peales Audiencias las laciilta- 
des «pie tenían en el orden consultivo y contencioso de 
la Administración, era necesario, como en la referida 
exposición consignaba el Gobierno, formar otra corpo- 
ración que en el indicado sentido reemplazase á aquéllas, 
por modo análogo á lo que en la Península venía esta- 
blecido para el régimen especial de cada provincia y el 
general del Estado. V de aquí la creación de los Conse- 
jos de Administración de Ultramar, con su adecuada or- 
ganización y sus procedimientos con ti • 1 1 ci oso-ad minis- 
trativos, en los cuales habían de incluirse los conflictos 





- ¡ *■ 


x 


Así, pues, por lo respectivo á la parte orgánica do las 
Audiencias de Ultramar, y antes de ocuparse de los 
Consejos, uno de los Peales Decretos de 4 de Julio 
de 1861, en sus diecinueve artículos dispuso lo siguiente: 

Las Peales Audiencias de Ultramar no podrán cons- 
tituirse en AgubtcIo para consultar ni fallar en los asu li- 


es 


aran 


tos de la Administración. Dichos Tribuna 
sus funciones á la administración de justicia, con suje- 
ción á lo dispuesto en la Real. Cédula de 30 de Enero 
de 1855 y demás leyes y disposiciones vigentes. Las 
Reales Audiencias de Ultramar tendrán el tratamiento 
de Excelencia y sus Regentes serán los únicos Jefes y 


* r.x ^ p 
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Presidentes de las mismas, Las atribuciones de los pre- 
sidentes se ejercerán én lo sucesivo por los Regentes de 

las Audiencias, sin perjuicio de la iniciativa de los Go- 

e llores ei\ iles para proponer al (Gobier- 
no, oyendo á las mismas, las reformas i pie estimen con- 
ducentes á la mejor administración de justicia 

Eos Regentes serán el conducto per dónele las Audien- 
rias dirigirán al Gobierno ó al Tribunal Supremo ele 
Justicia las representaciones, consultas ó cualesipiiera 
otras exposiciones, salvo el caso de queja contra el Re- 
gente. Por el mismo conducto se dirigirán las pretensio- 
nes y solicitudes de los Ii 1 alastrados . Jueces v i lernas 
dependientes y subalternos de los Tribunales cuando 
sean de aquellos que no pueden resolver por sí, con 


‘' 1 ‘"egio u ¡as 


o 


1 1 
ú 



( 5 


Los Regentes firmarán la correspondencia < 
nal pleno (i de las Salas que no deba comunicarse por 
los Secretarios ó por ¡os Escribanos de ( ‘amara , y ejer- 
cerán todas las facultades concedidas á los Presiden les 
y Regentes por las leves de Indias, Instrucción de Im- 
putes de 20 de Junio de 1776, Ordenanzas de las Au- 
diencias y demás disposiciones urgentes, en cuanto no 
se opusieren al Real Decreto qué voy exponiendo j al 
de igual fecha sobre establecimientos de los Consejos de 
Admi ilustración cu las provincias de l ltianiai . 

Todo lo dicho se entiende siempre sin perjuic io de L 
alta inspección y de las facultades extraordinarias de 

an revestidos los Gobernadores superiores 

•p , 4 r i a, o m ii i • ’ 13 . 14 v il se de- 

En los artículos v. , i o . i i . < - < 


que se i m 
civiles 1 


Artículos I . 2.", 3.° y 
Artículos ó. 11 y (¡A 
Art. 7." 

Art, S,’ 1 


L o ( | ( .| [¡,. a | | íecrel o citado r» d textu 


terminan las atribuciones de la Bala de Gobierno de las 
Audiencias de Ultramar; el 16 habla de la concurrencia 
de los Tribunales de justicia de aquellas posesiones á 
las funciones denominadas d e tabla y demás ceremonias 
<jue no fueren de su peculiar instituto, y también de su 
asistencia á la corte que recibieren los (gobernad ores 
Capitanes generales; el 17 de la organización y planta 
de las Secretarías do las propias Audiencias; el I 8 dice 
( | ue las disposiciones consignadas en el Real Decreto de 
que me ocupo empezarán á regir al mismo tiempo que 
las contenidas en el de igual fecha relativo al estableci- 
miento de los Consejos de Administración de las pro- 
vincias de Ultramar: y el 19 deroga todas las leyes. 
Reales cédulas y demás disposiciones que se opusieren á 
las del referido Real Decreto. 


tí o o 
> — 


i )j'(jrf)t y <<i rihvciou.es i 1 o los Cor seyos 

de Ultramar. 


En el mismo día que el anterior, se expidió otro Real 

* A * 

Decreto mandando que cu cada una délas provincias 
de l Atraillar y con residencia en la capital de las mis- 
mas, se estableciera un Consejo de Administración pre- 
sidido por el respectivo ( Gobernador superior civil , cu- 
yos Cuerpos se compondrían de Consejeros natos y otros 
de Real nombramiento 

Bon Consejeros natos en la Isla de Cuba; l." el ( i o- 
1 ie mador superior civil, Presidente; 2*° el M. K. Arzo- 
bispo metropolitano: A." el R. Obispo de la Habana; 
4.° el Comandante general del Apostadero; 5." el Re - 
gente de la Real Audiencia; 6.° el Intendente general 
de Ejército y Hacienda; 7.° el Fiscal de S. M. en la 
Real Audiencia ; 8.° el Presidente del Tri 



i'iTi - 


Al t. 1 ." cid Uccil Decreto tjvic en el texto se cita 


i 


tas. En las Islas Filipinas ; l,° el ( Gobernador superior 
civil , Presidente: 2.° el M. R, Arzobispo metri>pn|¡i;ini>: 
3.° Id® RR. Obispos sufragáneos; 4.° el C om andante 
general del Apostadero; 5." el legente de la leal Au- 
diencia: f>." el Intendente de Ejército e Hacienda de 
Luzón; 7.° el Fiscal de B. M. en la Real Audiencia; 8,° 
el Presidente del Tribunal de (Aleutas. Y en Puetio- 
Rico : I .° el O oliera ador superior civil . Presidente : 2.° el 
R.. Obispo diocesano; 3." el Regenté de la Real Audien- 
cia; 4. Q el Intendente general de Ejército y Hacienda; 
5.° el Fiscal de B. M. en la Real Audiencia ; 6.° el Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas. 

Los Consejos de Administración se dividen en tres 
Secciones queso deno mi nan de lo ( 'ontencioso, de Ha- 
cienda y de Gobierno, y son presididos respectivamente 
por el Regente de la Real Audiencia, por el 1 móndenle 
de Ejército y Hacienda y por el Fiscal de B. M. en di- 
cho superior Tribunal. Las Secciones de lo contencioso 
se componen de sus Presidentes y de seis Consejeros de 
Real nombramiento en (Pulía, y de cuatro en filipinas 
y Puerto-Rico. Cuatro de estos Consejeros en Cuba y 
tres en Fdipinas y Puerto-Rico, han de ser pi or ida- 
mente Letrados, y unos y otros tienen el mismo sueldo 

que los Magistrados de las Audiencias respectivas 9 . 

Para ser nombrado Consejero en las Secciones de lo 
contencioso es indispensable pertenecer o haber perte- 
necido á cualquiera de las categorías siguientes : 1. a Ma- 
gistrado de alguna de las Audiencias . — territoriales se 

e k Península ó de Ultramar: 2. a Juez de 

primera instancia. Alcalde mayor ó funm.munu del or- 
den judicial ó Fiscal que tuviere Ja categoría de Juez 
de término, con dos años de ejercicio; 3. a Mv de A> - 


' Art. 2 . 

- Artículos ■í." y -i-" 


ministra ció i.i «le la Pi.íi ínsula coa las mismas condicio- 
nes; !. a ' Jefe «le Admínistrai-ión «le segunda clase «le las 
provincias «le Ultramar con inútiles «‘iré mis t anclas ; 5. a 
Ministros ó Fiscales «le los Tribunales le (Amatas de Ul- 
tramar Coa igual tiempo de ejercido: J. a Catedráticos 
lo Derecho en las Universidades de la Península ole 
Ultramar con diez anos de ejercicio, listos Coñsej eros 
no pueden ejercer ningún cargo en sociedades indus- 
triales ó mercantiles \ 

Las Secciones de Hacienda y de (hibierno se compo- 
uen de sus Presidentes y de Consejeros de Peal nombra- 
miento «pie se designan siempre Je R cal Orden. El nu- 
mero puede ser hasta de veintidós en Cuba y de «loce en 
Filipinas y Puerta «-Rico. Estos cargos son honoríficos y 
gratuitos, incompatibles con toda función pública re- 
tribuida; curres p«) rulen á la primera categoría de la Ad- 
ministración ele Ultramar, y sólo pueden recaer en per- 
sonas que además de llevar seis anos por lo menos de 
residencia en la provincia respectiva , re unan alguna de 
las circunstan »-ias siguientes: L :i títulos de Castilla: ± il 
propietarios comprendidos entre los cincuenta mayores 
contribuyentes en las provincias «donde fuere posible 
esta clasiticaeii m , «i en otro caso iiotoriaiii-'ute aernu tala- 
dos ; 3 . a Director ó Subdirector de los Bancos; 4. a Prior 
q Cónsul de los Tribunales de Comercio ; 5. a Alcalde 
ordinario de las capitales de Ultramar. El gobierno 
puede nombrar fuera de estas categorías y dentro del 
número marcado, cuatro Consejeros para 1.a Isla de 
Cuba y dos para cada una de las de Filipinas y Puerto - 
Rico, que á la residencia do seis años reúnan las cir- 
cunstancia de notoria ilustración ó «le (-onecí minutos 


En cada una de las Secciones de Hacienda y «le C«>- 
nerno hay un Ponente que se designa de Real Orden, 

! 6 eutre os ( * msejeros que componen las Seccionas de 
o con temoso. Los otros Consejeros de estas últimas 
sustituyen en ausencias y 




O 


[ i n »¿r i t v \ >i - a 



s e11 Ls de I larienda y «le Gobierno. 
Imi la do lo contencioso es Ponente en cada negocio el 
( Ymsejero designado por el Presidente de la misma '. 

Son Yicepresiden tes de los Consejos de Administra - 
ción, el Comandante general del Apostadero en Cuba y 
Filipinas, y el Regento de la Real Audiencia en Pueriv.- 
Rico. Cuando no asistan al Consejo pleno el Presidente 
y el Vi.ypresiikmte, les sustituyen los Presidentes de 
las Secciones por el orden en que quedan nombrados. 
‘0 que asistan al Consejo pleno los M etropolita- 
Prelados di. «cesa nos, ocupan la Uicepresidencía; 
y á falta de los Presidentes de las Secciones* preside en 
cada, úna de ellas el Consejero más antiguo v en igual. -s 
circunstancias el de más edad \ 

Los Consejos de Administración de las provincias de 
Ultramar tienen el tratamiento de Mmdemda. Los 
Consejeros al tomar posesión de sus cargos juran ser 
fieles á >S. M., desempeñar lealmente su cometido y 

i 

consultar con arreglo á las leyes, Reales Ordenes 3 - de- 
mds disposiciones del Gobierno, en los negocios que se. 
sometieren ¡í su informe J . 

Hay en cada Consejo un Secretario general dotado 
con el sueldo de a .000 pesos en la Isla de (.‘uña. Je 
4.000 en las de Filipinas y de 3.000 en Ja «le Puerto- 
líico. Para ser nombrado Secretario general es necesario 
haber cumplido treinta años de edad, ser Letra do y cs- 


' Art. S.° 

- A i-ir i'cliIo.s 9 y 10. 

5 Artículos ll y 12. 
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tar (í Jaber estado por lo menos en cualquiera de las 
raie> 'orlas siguientes: 1. a Jueces de primera instancia 
m la Península ó Alcaldes mayores de Ultramar : 2. 1 Te- 
nientes Fiscales de las Audiencias de Ultramar o Abo- 
bados Fiscales de las de la Península — entieodese fern- 

: 31. a Secretario de gol tierno cu las provincias 

e la Península é islas adyaceÉa- 


N 



3 JHisnana 


es 


tes — ; 4. a Jefe de Sección de cualquiera de los gobier- 


nos superiores de las provincias de Ultramar; 5. a Ofi- 
cia les primeros del Oousejo de listado, con dos anos de 
ejercicio; f). !V Jefes de Negociado de primera y segunda 
clase de la Península ó de Ultramar, con la misma con- 
dición; 7. a Decanos de los Colegios de Abogados de las 
capitales en que haya Audiencia— a ripíona/. — Los 
Secretarios no pueden desempeñar cargo alguno en so- 
ciedades industriales ó mercantiles. Hay en cada Secre- 
taría un Oficial primero precisamente Letrado, y los 
demás Oficiales, Ujieres y subalternos necesarios \ 

Los ¡Consejos de Administración informan en pleno: 
l.o sobre los presupuestos generales de ingreséis de cada 
provincia y sobre los de gastos de todos los servicios de 
Hacienda, de (hibernación y de Fomento; 2.° sobr 

s provinciales y munie 

que en lo sucesivo se establecieren ; 3.® sobre la reforma, 
fundamental de los Reglamentos é Instrucciones gene- 
rales para cualquier ramo de la Administración , que los 
(iobernadores superiores civiles hayan de proponer al 
Gobierno ; 4.° sobre b»s asuntos del Peal Patronato y 
recurso de protección en que antes consultaba el Real 
Acuerdo; 5.° sobre creación de nuevos Ayuntamientos y 
traslación ó supresión ríe los existentes; 6.° sobre las 





! ‘ ‘Su 



>; /. 



las 


excepciones para rehusar cargos conce 
inclusiones indebidas ú omisiones en las listas para elec- 

1 Artículos 13, 14 y 15. 
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ciones municipales , 8.° sol me conceder o negar á los pue- 
blos o establecimientos públicos el permiso que soliciten 
para enajenar o cambiar sus bienes y para contraer em- 
préstitos; í L 0 sobre todos los asuntos que las leyes, Re- 
glamentos o disposiciones especiales sometan al examen 
de dichos Consejas, y en general cuando el Gobierno lo 
determine *. 

Podrán además informar los Consejos en pleno ó en 
Secciones, ajuicio del Gobernador superior civil: [."so- 
bre la reforma parcial délos Reglamentos ó Instrucciones 
en cualquier ramo de la Administración; 2.° sobre los 
proyectos de reforma ó mejora de. cualquier ramo del 
servicio público que el Gobernador superior civil hubie- 
se de someter al Gobierno; 3.° sobre la expedición de 
títulos provisionales en los oficios enajenados; 4. 11 sobre 
los acuerdos que tomen las municipalidades y cuya apro- 
bación corresponda al Gobernador superior civil; 5. 11 so- 
bre los demás negocios administrativos en que antes 
consultaban el Real Acuerdo ó las Juntas que quedaron 
suprimidas por estas reformas y en todos los demás ra- 
sos en que lo estimaren conveniente los Gobernadores 
superiores civiles. La Sección de Hacienda informa cu 
su caso acerca, de la administración económica y del 
propio modo la de Gobierno en los de gobernación y 

fomento 

El Ponente en cada una de estas Secciones instruirá 
los expedientes relativos i los negocios de m compe- 
tencia y formulará los informes que se hubieren de dar 
respecto de ellos al Gobierno ó al Gobernador superior 
civil. De igual modo propondrá á la Sección el pro vecto 
de consulta que ésta deba someter á la deliberación del 
Consejo pleno. Éste no podrá deliberar sin la concurren- 

' Art. 16. 

4 Art. 17. 


cia ele la mitad más uno de los Consejeros que Labitual- 
mente residan en la capital y en indos los casos sin la 
mayoría de la Sección que lmya preparado el dictamen. 
Las Secciones tampoco podrán acordar en los asuntos 
sometidos á su examen sin la asistencia de la mayoría 
Los informes del Consejo pleno y délas Secciones no 
podrán publicarse sin autorización expresa del Cfobiornu 
ó del Gobernador superior civil, fuera de los casos en 
(jue las leves. Reglamentos y otras disposiciones deter- 
minen ¡o contrario. Las sesiones del Consejo y de las 
Secciones serán secretas. Exceptúense en la de lo con- 
tencioso las vistas de los asuntos de su competencia las 
cuales serán públicas, salvo: si la publicidad pudiere cau- 
sar escándalo, en cuyo caso podrán hacerse á puerta 
(‘errada, si lo acordare la Sección oyendo n¡ roce al Fis- 

v* 

cal. No podrán reunirse dos Secciones sino cuando el 
(hibierno (í los < ínbernadmv* superiores civiles lo dispu- 
sieren; y en tales casos será Ponente la Sección á que 
se refiera el objeto principal del asunto. Las Secciones 
podrán pedir por medio del Secretario general los ante- 
cedentes que juzguen necesarios para la instrucción de 
los expedientes sometidos á su informe *. 

La Sección de lo conten eioso info rm ara : 1 . 0 sobre las 
rom peten cías positivas y negativas de jurisdicción y 
atribución entre las Autoridades i u< liria Les v adminis- 

i." */ 

tuitivas y las que se susciten entre las Autoridades y 
Agentes de la Administración ; 2.° para conceder ó ne- 
jar autorización á los pueblos ó establecimientos públi- 
cos para litigar con arreglo á lo que determinen las la- 
yes, Peales Ordenes y otras disposiciones del Gol lienn > : 
3.° sobro conceder ó negar con arrecio á las leves ó dis- 

O O d 

posiciones que se dicten la autorización para procesar á 


S 


i 


Artículos 18. ID y ¿0. 
Artículos 21 . 22. 23 v 24. 


°“ plea ? 08 y ^potaciones dependiente* de la Ad 

immstTaeion por hechos relath m al ciérnelo d ‘ 


ejercicio de sus 
' ls presas maríti- 


íuneiones; 4.° sobre la validez de L... 

Writa'A A br p la f.,l ÍCe “ e¡as . 1"'“ ““Ler matrimonio 

bre la procedencia ó improcedencia de la vía contenciosa 
as demandas contra las resoluciones del Gobernador 
supeuoi cml o de los Jefes de la Administración • 7 «so- 
bre los demás asuntos de Gracia y Justicia cu q M ¿ 
tes consultaba el Real Acuerdo \ 

La persona que se considere agraviada en sus dere- 
dios por alguna resolución del Gobernador superior ci- 
' ° ^ as Autoridades superiores administrativas, que 

cause estado, podrá reclamar contra ella en la vía con- 
tenciosa en la manera y formas prevenidas en el Regla- 
mento de procedimientos para los negocios contenciosos 
de la Administración de las provincias de Ultramar. La 
Sección de lo contencioso constituida en Tribunal co- 
nocerá de los asuntos de la Administración qué tengan 
aquel carácter, y simuladamente de los que siguen: 

\ ." sobre la desigualdad de los repartimientos indivi- 
duales de toda clase de contribuciones; 2.° sobre el 
cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la Administración en 
todos los ramos del Estado para cualquiera espetác de 
servicio ú obra pública; 3.° sobre el resarcimiento délos 
daños y perjuicios ocasionados por la ejecución de obras 
públicas, así como por la infracción de los trámites de 
la ley ó Reglamento en las expropiaciones ; 4° sobre la 
inobservancia de las formalidades prescritas por ley ó 
Reglamento acerca de los establecimientos peligrosos, 
incómodos ó insalubres; 5.° sobre el deslinde, amojóna- 
lo ir uto y posesión de los montes y terrenos per teñe - 


Ai 


’í. 25. 
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o i entes al Estado (5 á los pueblos ó establecimientos 
públicos, sin perjuicio de que las cuestiones de propie- 
dad hayan de ventilarse en los Tribunales ; 6." sobre los 
negocios de minas en los calos previstos por la ley; 7." 

I , J 

sobre el tmmpl i mienta. inteligencia* rescisión, efectos d 
incidencias de los arrendamientos, ventas y mercedes 
de. Jos bienes del Estado, cuando en estos dos últimos 
casos se trate del acto primitivo de adquisición, y salvo 
el pleito de propiedad; 8.° sobre la aplicación de las Ur- 
den an zas ó 'Reglamentos generales de policía de aguas, 
caminos, ferrocarriles, montes y demás objetos de poli- 
cía urbana ó rural . y también sobre su parte penal 
mientras el hecho no constituya delito; 9.° sobre la ca- 

v 

ducidad de concesiones de privilegios industriales y re- 
novación de licencias otorgadas por las Autoridades 
para la construcción de obras, fábricas y artefactos b 

Para que haya sentencia cu los negocios contenciosos 
de la Administración, se necesita que hayan asistido á 
la vista todos los Consejeros < | ue componen el Tribunal 
y el acuerdo de la mayoría absoluta de sus votos. Los 
Consejeros que disintieren de la mayoría pueden salvar 
sus votos consignándolo en un libro destinado al efecto *. 

En vacantes, ausencias y enfermedades de los Conse- 
jeros de la Sección de lo contencioso , son reemplazados 
por el Consejero de Real nombramiento que designe el 
Gobernador superior civil; en cuyo Consejero debe con- 
currir la cualidad de Letrado cuando la tuviere el que 
produce la vacante ó ausencia, y en todo caso se ha de 
abstener de formar parte del Tribunal contencioso 
cuando tuviere participación ó interés en cualquier ne- 
gocio sometido á su fallo 


1 Art. 27. 
- Art. 28 . 
3 Art. -9. 


El Ministerio Fiscal está representado en sus Seeciov 
nés de lo contencioso por cualquiera de los Tenientes 
Fiscales de la Audiencia respectiva que para cada cuso 
designe el Gobernador superior civil Estos funcionónos 
no reciben para ejercer su oficio culos negocios conten- 

o 

ciosos de la Administración, ofeas instrucciones que las 
que les comunica el mismo Gobernador ó el de ib del 
ramo, contra cuya providencia se reclame 

El Real Decreto cuya doctrina he expuesto en este 
capítulo, ceñido á la organización y régimen de los { \>u- 
Sejos de Administración de i d tramar. dejó para tas 
otros de igual focha, que á seguida he de examinar, ya 
el orden de los procedimientos en la vía contencioso- 
administrativa , ya los trámites para la decisión de las 
competencias y conflictos de atribuciones *, y en los res- 
i antes artículos se ocupó de las presidencias del Consejo 
y de las Secciones; del Secretan' o general de aquél ; del 

I*/ 

Ministerio Fiscal; de los Abogados y hasta de los Ujie- 
res ; adoptando las disposiciones generales y las transi- 
torias que se consideraron oportunas para el plantea- 
miento de aquellas reformas de Ultramar, las cuales 
ciertamente honran el glorioso nombre del invicto Du* 
que de Tetuán que las refrendo como Ministro de Ul- 
tramar al mismo tiempo que de la (hierra, y á mi jui- 
cio revelan también la perspicaz inteligencia del eximio 
Sr. Posada Herrera, quien á la sazón estiba al fíente 
del departamento de la Gobernación y era competentí- 
simo en la ciencia de la Administración publica. 


Art. ao. 
Art. ‘ild. 


< o o C(lihl l€¡ltOS (01 los CíSVldúS (‘Ont^VV ¿osos 

t y "P 


,/. la Aíhnmiitt ración 


rama ¡\ 


Kn la memorable techa de 4 (1® Julio tic 1861 se p u - 
blirú el Reglamento de procedimientos conteneioso-ad- 
ministrativos de Cuba, Puerto -Ríe o y Filipin as , el cual 
indudablemente es el mas inipoitante pmn el asunto dt 
la presente obra, de las cuatro en que se hizo la reforma 
debida al Ministerio O’ Dm noli; por lo tanto, voy á ex 
poner la teoría procesal que contiene, con toda la debi- 
da extensión, y en la confianza de que en esa teoría está 
el molde para, realizar las modificaciones que lia de te- 
ner para ser aplicada á Ultramar, la le}' de 1.4 de Sep- 
tiembre de 1888; así como en esta creo lia debido in- 
fluir en alguna parte aquella misma doctrina. 


SECCION PRIMERA. 


PREPARACIÓN DE LA VÍA CONTENCIOSO - ADMINISTH ATI VA 


El que se considere agraviado en sus derechos por 
alguna providencia de la Administración que cause es- 
tado. según lo prevenido en el art. 26 del Real Decreto 
de la propia fecha de 4 de Julio de 1861, relativo á la 
organización y atribuciones de los Consejos de Admi- 
nistración de las provincias de Ultramar, deducirá de- 
manda contra ella ante la Sección de lo contencioso del 
respectivo Consejo, dentro del término de noventa días 
en las provincias do América y de (dentó veinte en las 
de Filipinas, á contar desde aquel en (pie se le hubiere 

hecho saber administrativamente la resolución objeto 

* 

del recurso. Con esta demanda se acompañará copia 


simple de ella y de los documentos que se presenten, 
autorizada por la misma parte con su firma. La referida 
demanda comprenderá numerados los puntos de hecho 
y de derecho y la designación del domicilio del actor 
para los efectos de las notificaciones sucesivas. Los pla- 
zos señalados para deducir aquélla se entenderán de seis 
meses, si el interesado se hallase en la Península, res- 
pecto á las provincias de América, y de un año respecto 
á las de Filipinas 

Son Autoridades administrativas para los ciertos ex- 
presados; el Capitán general, el Comandante general de 
Marina del Apostadero y cualquier otra Autoridad su- 
perior cpie sea exclusiva mente competente para entender 
y resolver en los asuntos declarados contenciosos por el 
Real Decreto expuesto en eDcapítulo anterior. La in- 
terposición de la demanda no suspende la ejecución de 
lo mandado; pero si en algún otro puchera esta produ- 
cir perjuicios graves é irreparables al interesado, podiá 
suspenderse sin ulterior recurso, siempre que de ello no 
resulte inconveniente para los intereses de la Adminis- 
tración, á juicio de la Autoridad que hubiere dictado la 

providencia reclamada s . 

Presentada la demanda en h Sección, pedmá esta el 
expediente administrativo al Gobernador superior en i , 
ó á la Autoridad de cuya providencia se trate por con- 
ducto de aquél, 4 fin de emitir su dictamen sobre a 
procedencia del recurso. Si la Sección ornase que o 
¡, r01 ,dc la via couteueiy. 

Íntíteéy en vista de ello, la Sección formula» su 

, * i nrui't’óimitíntos contcncioso-íidini- 

. Art, del Reglamento . } |¡0 de 1S6I . 

nist altivos de los Coosojns de Ultraom, de 

- Artículos y 3" 


consulta definitiva y k remitirá con el expediente al Go- 
bernador superior civil \ 

Cuando la improcédeneiá del recurso d ('pendiere de la 
falta de providencia que cause estado, la Sección deberá 
consultar al mismo tiempo sobre la procedencia ó im- 
procedencia de aquél, atendida la naturaleza del asunto; 
y «i la misma improcedencia se fundare en no hallarse 
aún agotada la vía gubernativa, el Gobernador superior 
civil remitirá el expediente á quien corresponda exami- 
nar ó -revisar la providencia para que así se verifique 
con devolución de aquél, ó resolverá directamente por 
sí, 'cuando á él tocase la decisión. Dictada ésta en los 
casos respectivos, resolverá el Gobernador superior ci- 
vil, inmediatamente, sobre la procedencia é improce- 
dencia de la vía contenciosa \ 

Si la Sección hubiese informado la, procedencia del 
recurso y el Si lobenmlor superior civil no le comunica 
su decisión dentro del término de treinta días, se en- 
tenderá concedido aquél. Siempre que el Gobernador 
superior civil se conformare con la procedencia de la vía 
contenciosa, su resolución causará estado v será irrevo- 


a Corel on en 


cable. Cuando disintiere del dictamen de 
sentido favorable ó adverso á la procedencia del recur- 
so, remitirá el expedienté á la resolución del Gobierno 
de S. AL, la cual recaerá después de oir al Consejo de 
Estado s . 

Conformándose el Gobernador superior civil con le 
improcedencia del recurso, queda á la parte el de queja 
al Gobierno de S. AI., y podrá deducirle en el término 
de veinte días ante dicho Gobernador, quien remitirá 
el expediente por el primer correo, y aquél resolverá lo 

1 Artículos 4 .° y Ib 

~ Art . tí . 0 

r> Artículos 7/', 8.° y 9.° 


que, después de oír al ( ’imsejo dé Estado , estime con- 
veniente. Tanto esta resolución del Gobierno cuanto la 
del caso anterior, ó sea el de disentimiento, serán irre- 
vocables *. 

Declarada definitivamente la procedencia del recurso 
contencioso -a dmini s ir a t iv n , el Gobernador superior ci- 
vil devolverá el expediente á la Sección para la sus- 
tan elación oportuna, designando al mismo tiempo el 
Teniente Fiscal de la Real Audiencia que haya de re- 
presentar á la Administración. I >cl propio modo devol- 
verá el expediente v hará la designación expresada, á 
excitación del Presidente de la Sección de lo conten- 
cioso, cuando hubiere dejado de dictar la resolución 
dentro de los treinta días ’ J . 


SECCIÓN II 


©el PROCEDIMIENTO CúN PARTES PRESENTES 

Autorizada la vía contenciosa \ cLev licito el expe 
.líente á la Sección, ésta mandará poner de manifiesto 
las actuaciones al demandante por término de diez días, 
:í fin de que en su vista pueda ampliar, declarar ó mo- 
dificar en cuanto proceda, su demanda. Si esta versare 
S0 V>re negocio en que dicha Sección no dispense del mi- 
nisterio de Letrado, y no estuviere suscrita por alguno 
de los de la capital, deberá la parte apoderar a «juo 
hay* do representarla en el resto del juicio, en el «• >- 
mino de ocho días. La contestación sera articulada ) 
documentada como la demanda. Las partes deber 


A rtículos 10 y 11. 
Art, J 2. 
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cimientos que presentaren, á excepción de la demanda 
y no tendrán curso ninguno de aquéllos si no const i : 
su pie el recibo de dichas copias firmado por la ., lirtp 
contraria 

Con la demanda y contestación se dará, cuenta á k 
Sección de lo contencioso, y sólo cuando posterior- 
mente á su presentación hubieren aparecido hechos ó 
documentos desconocidos hasta entonces, podrá la Sec- 
ción admitir otro escrito á cada parte, otorgándoles res- 
pectivamente el término de seis días para presentarlos 
(-•on los escritos de cada uno de estos casos, es decir 
los dos ó los cuatro, según haya sólo demanda y con- 
testación, ó también réplica y duplica, se habrá el ne- 
gocio por concluso para la vista \ 

.Las citaciones y emplazamientos se harán: j 0 pía 1 
cédula; 2.° por despacho; 3.° por medio de anuncios en 
el periódico oficial Se harán las citaciones por cédula 
citando la persona citada o emplazada sea vecina de la 
capital. La cédula se extenderá por la Secretaría y de- 
berá contener: l.° el nombre, apellido, profesión y do- 
micilio del citante y del citado; 2.° la solicitud que 
haya hecho el primero; 3." la providencia que haya 
recaído; 4.- el nombre y apellido del Ujier encargado 
de entregarla 5.° el término dentro del cual deberá 
usar el citado del derecho que en virtud de ella pueda 
ejercitar. Se entregará la cédula al Ujier y se autorizará 
con la firma del Secretario. El Ujier sacará de la cédula 
original tantas copias simples como fueren las personas 
citadas ó emplazadas, y si al notificar á éstas no las en- 
contrare después de haberse presentado tres veces en 
su domicilio, dejará la copia de la cédula á su mujer, 
amiliaies, péisonas que con ellas vivieren, ó en su de- 

1 Artículos 13 y 14 . 

5 Art. rs. 
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fei-to, al \ ecino más inmediato, para que la hagan lle- 
gar á. manos del citado. En la cédula original" que el 
Ujiei ha de devolver á la Secretaría y unirse á los au- 
tos, se extenderá el recibo de la copia simple por la 
persona á quien se hubiere entregado y dos testigos, 
que fn muían asimismo si supieren, o lo verificarán 

unos por otros, o cualquiera testigo á su ruego, en cas 
contrario \ 


1 1 1 . Jv i 


LS 


Por medio de despacho serán citados v 
los que estuvieren ausentes de la capital. En él se inser- 
tarán la solicitud ó escrito que la motivé, la providen- 
cia que hubiere recaído, el plazo que para usar ele su 
derecho se conceda al citarlo y la forma en qut deba 
verificarlo. Cuando el citado ó emplazado tuviere su 
domicilio fuera de la provincia respectiva, se dirigirá el 
despacho al Alcalde mayor ó Juez del distrito en que 
residiere, siempre por conducto del Regente de la Au- 
diencia del territorio, y si residiere en el extranjero, 
por conducto del Ministerio de Estado, al punto donde, 
se hallare *. 

Por anuncio en el periódico oficial se verificará la ci- 
tación ó emplazamiento cuando se ignore el paradero de 
la persona á quien se cita ó emplaza, y en el anuncio se 
insertara lo que queda dicho respecto á la citación pm 

despacho *. 

Las excepciones dilatorias se interpondrán antes de 
contestar y se resolverán por el Tribunal contencioso 
sin más trámites que el escrito en qfe se deduzcan y su 
contestación, la cual deberá evacuarse en el término de 
seis días; cuyas excepciones son las siguientes: l. a faha 
de personalidad en el actor o en el Abogado paia com 


Artículos 16, 1 1 y ^ 
Artícelos 19 y 20. 
Arfe. 21. 




parecer en juicio; 2. a Iitispendencia ; 3. a fianza de anui- 
g 0r Ésta podrá exigirla el demandado cuando él actor 
sea transeúnte ó extranjero no domiciliado, quedando en 
tai caso excusado aquel de con restar a la demanda 
mientras éste no dé danza de pagar las costas y los gas- 
tos y perjuicios que ocasione el proceso, ó no deposite 

la suma, equivalente 

Habrá lugar á prueba siempre que á juicio dé la Sec- 
ción de lo contencioso, haya hechos pertinentes qué jus- 
tificar. Así las partes como el Ministerio Fiscal., solici- 
tarán la prueba en un otrosí de los escritos de demanda 
y contestación. Las pruebas que hayan de practicarse 
en las capitales, se delegarán en cualquiera de los Con- 
sejeros de la Sección de lo contencioso; y lucra de las 
capitales se someterán á los Alcaldes mayores de los 
distritos respectivos, los cuales deberán ajustarse en su 
práctica á lo prescrito en el Reglamento de procedimien- 
tos contencinso-administrativos de Ultramar y en el de 
lo contencioso del Consejo de Estado ", 

i f 

Puede hacerse la, prueba por medio de posiciones, tes- 
tigos, comprobación de documentos presentados, ins- 
pección ocular ó cualquiera otra diligencia conducente 
al descubrimiento de la verdad. El término de prueba 
se fijará por el Tribunal contencioso - administrativo, 
según fueren la naturaleza y circunstancias de ella. Eva- 

o 1/ -| 

emulas las pruebas y agregadas al proceso, se Labra el 
pleito por concluso y permanecerá cu la Secretaría du- 
rante quince días, á fin de que las partes ó sus Aboga- 
dos puedan tomar la instrucción necesaria para informar 
cu la vista 


1 Artículos 22 y 23. 

- Artículos 2-'i y 26. 
r * Artículos 27, 28 y 20. 


SECCIÓK ITT 


del Procedí miento ex rebeldía 


so compareciendo un litigante (atado y emplazado, 
(í no contestando á la demanda, se fallará el proceso en 
rebeldía. Acusada ésta, el actor obí iidrá lo que pidiere 
en cuanto no fuere injusto. Si el actor no hubiere **( mi- 
parecido en forma después de autorizada, la vía conten- 
ciosa, será absuelto el demandado. Para mejor proveer 
en rebeldía podrá practicarse prueba dé oficio, no siendo 
testifical ‘. 

Si la cédula de emplazamiento resultare nula, no «e 
declarará la rebeldía contra el demandado, y se le man- 
dará emplazar de nuevo. Cuando por fuerza mayor no- 
toria lio pudiere alguna, de las partes comparecer en el 
término del emplazamiento, se suspenderá la declara- 
ción de rebeldía y podrá decretarse nuevo emplazamien- 
to. Si fundándose la demanda en un mismo título Y te- 
miendo el propio objeto contra diferentes personas, 
incurren las unas en rebeldía y las otras no , podrá el 
Tribunal suspender su decisión ha i pronunciar la de- 
finitiva respecto á todos los demandados . 

La sentencia en rebeldía se notificará por mecho de 
anuncio en el periódico oficial y de éste se agregara un 
ejemplar al proceso. El contumaz no tendrá contra «Ib. 
otro vía-tuso que el de resai-aun por nuWad de_ a ■ < 

k ,1c emplazamiento, ó povfocm mayor notoria qwk 

hubiera impedido cotiiikuv. cl- en c triminu m ■■ .• 
cuyo recurso será objeto de un juicio pie W ! upe i. . 

1 Artículos 30, 31 y 32. 

- Artículos 3.3, 34 y 35. 

Artículos 36 y 3 7 . 


s 
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SECCION ÍV 


T>E LAS PROVIDENCIAS DE SUSTANCTACR iN Y DE LA VISTA 

v fallo de los negocios 

Los autos de mera sustanciado u serán dados por el 
Presidente de la Sección de lo contencioso, aun en los 
días y horas en que ésta no funcione. Las providencias 
interinen torias corresponden al Tribunal, que deberá 
darlas en el término de seis días. Dicho tribunal funda- 
rá todas sus resoluciones definitivas, v también las in- 
terlocutorias por las cuales conceda ó deniegue la repo- 
sición de alguna providencia 

Las sentencias definitivas se dictarán después de la 
vista pública del proceso. El Ponente propondrá y ex- 
tenderá las providencias interlocutorias y definitivas, y 
después de debatido el asunto en el Tribunal, se proce- 
derá á la votación, comenzando por el Ponente y ter- 
minando por el Presidente de aquél. No podrá el bisca 1 
estar presente á las deliberaciones ni á las votaciones. 
El fallo se dictará dentro de diez días después de la 
vista definitiva del pleito, y se firmará y publicará en 
las veinticuatro horas después de haberse acordado . 


■ u'í tn 


N V 


RECURSOS CONTRA LOS AUTOS Y SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES 
CONTENI ÍOSO- ADMINISTRATIVOS DE ULTRAMAR 


Contra los autos interlocutorios podrá in 
recurso de reposición dentro do tres días 
la notificación. La reposición se decidirá con 


terponerse el 
ados desde 
cédula pre- 


1 Artículos 33 y 39. 
í Artículos 40 y 11 . 


vía de emplazamiento y un solo traslado por otros tres 

días, y de la providencia que recaiga no podrá pedirse 
nueva reposición \ 

De las sentencias definitivas habrá lugar al recurso 
de aclaración cuando su parte dispositiva sea ambigua ti 
oscura en sus clausulas. Este recurso se interpondrá en 
el término de cinco días contados desde la notificación ¡ 
La demanda sobie aclaración se introducirá. p< a cédula 
de emplazamiento pena de nulidad, y se instruirá pol- 
los mismos tramites que otra demanda cualquiera: pero 
no suspenderán la ejecución de la sentencia, si bien el 
1 ribunal, atendidas las circunstancias del caso , podrá 
sobreseer en la ejecución bajo fianza 

No procede la aclaración: 1." contra la sentencia de- 
finitiva sobre la cual se hubiere interpuesto una voz este 
recurso; 2.° contra la definitiva misma de aclaración. Si 
el Tribunal la estimare procedente, admitirá el recurso 
y aclarará la duda ú oscuridad que ofrezca la sentencia, 
sin variaren el fondo sus disposiciones. Las decisiones de 
dicho recurso se tomarán en la forma prevenida para las 
resoluciones finales Ó 


SECCIÓN VI 


CONTINUACIÓN DE LA QUE PRECEDE. — RECURSOS DE RESCISION. 

APELACIÓN V NULIDAD 

El recurso de rescisión se ínter] ‘ondra pm el conde- 
nado en rebeldía, dentro de quince días contados desde 
que se hubiere hecho la notificación por medio de anun- 
cio en el periódico oficial. Aun después de este plazo 
podrá pedir la rescisión si acredita que fué imposible 

1 Artículos 42 y 43. 

* Artículos 44, 43. 43 y 47 

r * Artículos 48, 49 y ¡>0. 


ig tuviera noticia de lu demanda ni de la se uto n- 
m . ó lo fúé asimismo que la intentara por ausencia» 
enfermedad grave ú otro motivo semejante. Transcu- 
rrido aquel plazo v quince «lías después de haber cesado 
el impedimento, no se admi i irá el recurso, ni tampoco 
en caso alguno , pasado un año desde la ejecución de la 
sentencia dictada en las provincias de América, ó dos si 

lo hubiese sido en Filipinas l . 

K) recurso de rescisión se comunicará . pena 
dad, por cédula de emplazamiento, en la nial se fije 
p al -a comparecer el término de seis días. Deducido en 
forma . suspender;! la ejecución de la sentencia en rebel- 
día, á no ser que al dictarse hubiese sido ordenada sin 
perjuicio del recurso, con lianza ó sin 
del arfe. 52 no se suspenderá la ejecución de la senten- 
cia dictada en rebeldía contra el ignorante ó impedido, 
si no se mandare así al a dmit ir el recurso de rescisión 2 . 

Rescindido el fallo, continuará la actuación desde el 
trámite en que se hallaba antes del incidente de rebel- 
día. La sentencia dictada sobre el recurso de rescisión, 
cuando unos demandados incurran en rebeldía y otros 

É r 

no, aprovechará á las partes condenadas en juicio con- 
tradictorio en los dos casos siguientes: l.° Si dicha sene- 


«"a. Jim ei cas 



tencia descansare en fundamentos comunes pero 
nocidos á dichas partes, ó cuya prueba haya de’ 
de los contumaces: 2.° si la condena Lucre indivisible. 

J 

('endonada una parte por segunda vez en rebeldía, no 
podrá deducir el recurso de rescisión en el misino ne- 


<_é icio 

O 


De las sentencias definitivas cjue dicten los Tribuna- 
les eonteneioso-administrativos podrá apelarse para ante 


1 Artículos 5 1 , 52 y 03. 
- Artículos 55 y 5.6. 


Ht 


Artículos 57, 58 y 59 . 


el Consejo de Estado en todos los casos en que el inte- 
rés del litigio pueda apreciarse y su cuantía sea dé mil 
pesos al menos. La apelación deberá interponerse den- 
tro del término de diez días contados desde aquel en 
<|iic >e hiciere saber aquélla a los interesados. Podrá 
también interponerse contra la referida sentencia deii- 
ñtÍP-’í n *-1- a.'-uii o is de m»n or cuantía, superior á nul pe- 
sos. el recurso de nulidad juntamente con el de apela- 
cion. Contra los fallos en pleitos de menor cuantía 
procederá únicamente el indicado recurso de nulidad, 
en el mismo término de diez días desde la notificación 
Para que se estime procedente el recurso de nulida I 
en los casos de los artículos anteriores, deberá concurrir 
alguna de las circunstancias siguientes: 1. a que la sen- 
tencia no se haya dictado por el número de votos nece- 
sario para formarla; 2. a que sea contraria en su tenor al 
texto expreso de las leyes, decretos y órdenes vigentes: 
3. a que alguna de las partes careciere de poder bastante 
ó de capacidad para litigar; !. fl que no hubiere sido em- 
plazada en tiempo y forma; 5. a que no hubiere sido 
citada para prueba ó sentencia; 6. a que se hubiere de- 
negado la prueba necesaria para dictar la definitiva. No 
procede el recurso de nulidad por las causas tercera, 
cuarta, quinta y sexta si no se ha reclamado en primera 
instancia eu tiempo y forma contra el defecto cc 
De la providencia eu que se declare que no es s 
sible el recurso de nulidad podrá apelarse para ante el 
Consejo de Estado dentro del término de diez días con- 
tados desde la notificación de dicha providencia. El Tri- 
bunal admitirá siempre en estos casos la apelación y re- 
mitirá los autos citadas y emplazadas las partes. Remiti- 
dos, el Consejo de .Estado procederá á su sustanmemn 


1 Artículos 60, 61 y r >~- 
- Artículos 63 y 64. 


y fallo como en las demás apelaciones que por la ley- le 
están cometidas. El termino sin embargo para mejorar 
ante el mismo Consejo así las apelaciones como los re- 
cursos de nulidad, será el de seis meses para las provin- 
cias do América y de un año para las de Filipinas, á 
contar desde el día en que se hubiere notificado su ad- 
misión \ 

En lo que no fuere contrario á Jas anteriores reglas 
procesales se observará respecto de los asuntos de Ul- 
tramar por los Consejos de Cuba , Puerto- Hit?. o y Filipi- 
nas el sistema de procedimientos del Consejo de Es- 
tado \ 

CAPÍTULO ITT 


URAX DECRETO DE 4 DE JULIO DE 18C1 SOBRE LAS COMPETENCIAS 
Y CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN EX ULTRAMAR 

Los Gobernadores superiores civiles de las provincias 
de Ultramar son las únicas Autoridades que podrán pro- 
mover competencias de jurisdicción y atribuciones y so- 
lamente las suscitarán en aquellos asuntos cuyo conoci- 
miento corresponda á la Administración general. Los 
Capitanes generales, los Comandantes generales de nia- 
ri n a de los Apostaderos y demás Autoridades superiores 
se limitarán ;í dar conocimiento á dichos Gobernado- 
res cuando conceptuaren invadidas sus atribuciones en 
materia administrativa por los procedimientos de Jos 
Tribunales ó Juzgados. La Autoridad judicial no podrá 
provocar contiendas de competencias de atribuciones á 
la Administración . ni admitir interdictos posesorios con- 
tra las decisiones dictadas por las Autoridades ó Corpo- 
raciones administrativas. Podrá sin embargo elevar al 

O 

1 Artículos 00 y 66. 

- Art. 07. 


m 


ó de 
a 
a 


Gobierno de S. M. los recursos de abuso de poder Vl 
incompetencia comprendidos en el art. 45 S 10 de 1 
ey orgánica del Consejo de Estado \ El artículo de 1 
ley orgamea de este alto Cuerpo, que se cita, dice: que 
será Ando necesariamente y en pleno sobre los recursos 
de abuso de poder ó de incompetencia que eleven al Go- 
bierno las Autoridades del orden judicial contra las re- 
solución es administrativas. 

# k us Parios interesadas podrán deducir ante la Admi- 
nistración las declinatorias que juzgaren procedentes; 
cuyos íecursos propondrán ante las Autoridades admi- 
nistrativas que entiendan en los asuntos. Éstas, una vez 
intentados aquéllos, suspenderán todo procedimiento 
y los elevarán dentro de ocho días al Gobernador supe- 
rior civil respectivo, remitiendo el expediente con su 
informe. El Gobernador oirá siempre sobre estos asuntos 
á la Sección de lo contencioso del Consejo de Adminis- 
tracion , la cual evacuará ¡a consulta en i «nial término 

_ f O 

de ocho días, y dentro de otro plazo idéntico adoptará 
el referido Gobernador superior civil la resolución que 
estimo procedente. Si ésta fuere conforme con el pare- 
<-er de dicha Sección, causar;! estado, y si no, se remitirá 
el expedienté al Gobierno de S. AL para que adopte la 




a 


que corres' 

Los Gobernadores superiores civiles no podrán susci- 
tar contienda de competencia: L° en los juicios crimina- 
les, á no ser 1 1 nc el castigo del delito ó falta haya sido 
reservado por las leyes ó disposiciones emanadas del 
Gobierno ó aprobadas por él, á los funcionarios de la 
Administración ; ó cuando en virtud de dichas disposi- 
ciones deba decidir la Autoridad administra i iva alguna 

* Artículos l.° y 2 ." del Real Decreto de 4 de Julio do 1881 sobre 
\ competencia de jurisdicción y atribuciones en Ultramar. 

3 Artículos 3. ", 4.” y 0/’ 

1 9 
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cuestión previa, de la cual dependa el fallo que los Tri- 
bunales hayan de pronunciar; 2.° en los juicios de con- 
ciliación; 3.° en los pleitos fenecidos por sentencia 
ejecutoriada; aunque si podra provocarse el conflicto 
cuando la cuestión versare solamente acerca del cum- 
plimiento ó aplicación de una ejecutoria, si dicho cum- 
plimiento ó aplicación f uere de la competencia adminis- 
trativa \ 

Así las Reales Audiencias, oído el Ministerio Fiscal, 
como las Autoridades adn íinistratiA as, se declararan in- 
competentes, aunque no intervenga reclamación de Au- 
toridad extraña, siempre que se someta á su decisión 
algún negocio cuyo conocimiento no les pertenezca. 
Juzgados ordinarios y especiales, y los demás agentes 
de la Administración, cuando creyeren llegado este caso, 
consultarán respectivamente con la Real Audiencia o 
con dichas Autoridades superiores, y obrarán en el sen- 
tido que les ordenen \ 

Los funcionarios del Ministerio Fiscal en sus diversos 
grados, así en la jurisdicción ordinaria como en las es- 
peciales , deberán siempre que estimen que el conoci- 
miento de algún asunto pendiente ante el Juzgado á 
que estén asignados corresponde á la Administración, 
dar aviso á los Gobernadores superiores respectivos, con 
expresión de las razones en que se apoyen 

Los Gobernadores superiores civiles dirigirán siempre 
sus requerimientos en forma de oficio, fundándoles y 
citando la disposición ó principio que en su concepto les 
atribuya el conocimiento del asunto de que se trate. 
Siempre que la competencia hubiere sido provocada por 
una Autoridad administrativa no facultada para susei- 


1 Art. e.° 
4 Art. 7. ü 
3 Art, 8.° 
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talla p.u si, la judicial se limitará á rechazarla por me- 
dio de un oficio dirigido al requireute dentro del ténui- 
no de ocho días *. 

Si se provocase competencia sobre alguno de los asun- 
tos excluidos, de los cuales hice mención en su lugar, ó 
el requerimiento de inhibición fuere no dirigido en de- 
bida forma, ó fuera de los plazos prevenidos, la Autori- 
dad judicial sustanciará el conflicto hasta declararse 
competente ó incompetente, consignando en el auto 
las infracciones u omisiones cornetillas; y si un Tribu- 
nal ó Juzgado requiriese de inhibición á la Aiitori- 
dad administrativa contra las disposiciones reclamen - 
tardas, se limitará la última á rechazarla por medio d 
un oficio dirigido en el término de odio días al re- 
quirente. Lo dispuesto acerca de infracciones cometidas 
en el procedimiento relativo á las contiendas de com- 
petencia por la Administración, es aplicable ¡i la Auto- 
ridad judicial que en aquéllas incurriere, y lo tendrán 
presente los Gobernadores superiores civiles, para cum- 

* 1 o 

irlo ", 

El Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición suspen- 
derá todo procedimiento mientras no se termine la coi o 
tienda por desistimiento del requirente ó por decisión 
definitiva, pena de nulidad do cuanto después se obrare 
y del pago de las costas causadas por las diligencias 
practicadas desde aquel momento, sin perjuicio de cual- 
quier otra responsabilidad civil ó penal en que incurriere. 
Acto continuo acusará el recibo del oficio al Gobernado! 
superior civil y comunicara los autos al Ministerio FL 
cal y á las partes por término de ocho chas respccfciva- 
v amente; y con lo que expongan, dictaiá providencia 
motivada dentro del plazo ele diez chas, declarándose 

* Artículos 9 y 10. 

3 Artículos 11 y 12. 



competente ó incompetente. La declaración de incompe- 
tencia será irrevocable \ 

El - 1 uez que se inhibiere remitirá los autos dentro de 
odio días al Gobernador superior civil, haciendo poner 
al Escribano actuario en un libro destinado al efecto, 
extracto de aquéllos y certificación de la remesa. El Go- 
bernador acusará el recibo y continuara en los mismos 
autos el conocimiento del asunto. Cuando, por el con- 
trario, el Juez se hubiera declarado competente, el Go- 
bernador superior civil remitirá las actuaciones á la Sec- 
ción de lo contencioso del Consejo de Administración, 
la cual dará su dictamen sobré el caso en el término de 
odio días y en otro igual resolverá dicha Autoridad lo 
que estime procedente \ 

Si el Gobernador superior civil , conformándose con 
el dictamen de dicha Sección, desistiere de la competen- 
cia, devolverá los autos el Juez; cuya jurisdicción que- 
dará expedita sin más trámites. Pero cuando insistiere 
en considerarse competente, de conformidad también 
con el parecer de la Sección de lo contencioso, causará 
estado su providencia, V la decisión motivada 'deberá 
publicarse en el periódico oficial dentro del plazo de 

quince días 5 . 

Cuando el Gobernador superior civil disintiera deJ 
dictamen de la Sección de lo contencioso, respecto a su 
competencia é incompetencia, remitirá el asunto por el 
primer correo a! Gobierno Supremo, el cual dictará la 
resolución que corresponda. Ésta, como asimismo suce- 
de en los recursos de abuso de poder, se adoptará por el 
Ministerio de Ultramar, oyendo previamente al Consejo 
de Estado, con arreglo al art. 45 y al § I/' del 54 de la 

1 Artículos 13 y 14 y primer párrafo del 15, 

- Párrafo 2.° del 15, y artículos 16 y 17. 

3 Art. 18. 


ley orgánica de este alto Cuerpo '. Aquel, según queda 
expuesto eu otro lugar, dice cpie el Consejo de Estado 
será oído necesariamente y en pleno sobre las competen- 
cias positivas ó negativas de jurisdicción y atribuciones 
cutre las Auto vi» bu les judiciales y administrativas; y el 
indicado § l.° del art. 52 dispone que la Sección de Es- 
tado y Gracia y .J ustieia despachará, entre otros, los 
negocios relativos á competenc i as de jurisdicción, recur- 
sos de abuso de poder ó de incompetencia, elevados pol- 
las Autoridades judiciales contra la Administración, 
Cuando la resolución hubiere de afectar al Ministerio 
de la Guerra ó al de Marina, el Consejo de Estado dirigi- 
rá á éstos respectivamente copia literal de su consulta, 
para que se conforme ó no con ella, manifestándolo así al 
de Ultramar en el término de veinte días. Transcurrido 
éste, sin haber mostrado disentimiento, se adoptará por 
el Ministerio de Ultramar la resolución que corresponda 
dentro del plazo de otros diez días; en el caso contieno, 
se someterá el asunto al Consejo de Ministros cuya de- 
cisión ha de recaer en el término de veinte días, con la 
preparación del expediente por la Subsecretaría de la 
Presidencia de aquél, de que oportunamente hube de 
ocuparme al dar cuenta de un .Real Decreto reciente- 
mente publicado, á virtud de la novísima ley de 14 de 

Septiembre de 1888 . TTU 

La decisión que se adopte por el Ministerio de Ultra - 

mar ó que en su caso se acuerde en Consejo de Mum- 

tros, se expedirá por aquel departamento, sera moto ... ± 

v en forma de Real Decreto, se publicara en la — 
ih' 1 Madrid y se dirigirá al Gobernador superior erad 
■i i. uo corresponda, por el primer correo postem a 
plazo referido. El Gobernador la hará insertar en el p* 


1 Artículos 1!) y 2(i. 
= Artículos 21 y 22. 
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rióclieo oficial y la comunicará á los con tendientes den- 
tro de quince días contados desde la fecha de su re- 
cibo \ 

Así la decisión de competencia que adopte el Gobier- 
no de S. M. como la dictada en su caso por el Gober- 
nador superior civil, será irrevocable y no podrá inten- 
tarse de nuevo la contienda en el mismo asunto B . 

Cuando llegare el caso de haberse inhibido sucesiva- 
mente de conocer en un negocio, la Autoridad adminis- 
trativa y la judicial, podrán las partes acudir al Gober- 
nador superior civil en solicitud de (pie defina á cuál de 
ellas corresponde el conocimiento de aquél. El Gober- 
nador reclamará todas las actuaciones y las remitirá á 
la Sección de lo contencioso del Consejo de Adminis- 
tración, observándose lo que dejo dicho de que la Sec- 
ción dará su dictamen sobre el cuso en el término de 
ocho días, y en otro igual resolverá la indicada Autori- 
dad lo que estime procedente. Será irrevocable la que 
adopte de conformidad con el parecer de la Sección, y 
si no hubiere aquélla, el Gobernador superior civil 
remitirá las actuaciones al Gobierno de S. M. por el 
primer correo para que se determine lo conveniente, 
bien por el Ministerio de Ultramar oyendo antes al 
Consejo de Estado, bien por el de Ministros cuando no 
hubiere Conformidad entre los Ministerios a que afectan' 
la resolución. Esta, ya sea dictada por el Gobierno 
de S. M., ya por el Gobernador superior civil en su caso, 
se publicará en el periódico oficial, remitiéndose las 
diligencias incoadas ante las Autoridades que entendie- 
ron en el asunto, á aquella á quien se hubiere declarado 
competente para que le sustancie y determine. Dichas re- 
soluciones serán irrevocables y producirán los mismos 


1 Artículos 23 y 24. 
* Art. 25. 


efectos que las recaídas en los conflictos positivos de 
atribuciones o jurisdicción, siendo también como en és- 
tos improrrogables los términos señalados para las com- 
petencias negativas *. 


CAPÍTULO II 


consi rnaiAUiONiSB generales aceeca de dos dhociidímientos 

CONT EN Cldéo-A T>M IN IST I¡ A TI V OS KN CUIJA , FUEKTO-EICO 

V FILIPINAS 

Está dicho en la ley de 14 de Septiembre de 1 BBS, 
que la misma es aplicable á las provincias de Cuba, 
Puerto-Rico y Filipinas; para lo cctal el Gobierno dic- 
tará las disposiciones que exija su planteamiento en 
virtud de la especial organización de aquellas provin- 
cias a . 

No es dudoso que la reforma será llevada, y acaso en 
breve, á Ultramar; pero surgen las siguientes cuestio- 
nes, las cuales no creo inútil exponer paira ilustrar este 
punto esenci alísimo del derecho procesal de la Admi- 
nistración en aquellos países. En primer lugar, ¿cómo 
podrá conciliarse la citada ley, que descansa en el prin- 
cipio de abolición de la jurisdicción retenida y estable- 
cimiento de la delegada, con la especial organización 
administrativa de nuestras posesiones de A menea y el 
archipiélago filipino? En segundo lugar, ¿ habrán de 
seguir teniendo los Consejos de Ultramar atribuciones 
superiores, por no decir supremas, en muchos casos; 
cesarán en absoluto respecto .le las Secciones Je lo con- 
tencioso; (judiarán .«tas solamente como rabanales 
provinciales, 6 so adoptará por último con relación * 

1 Artículos 26, 27, 28, 29, 30 j 31. 

- Quinta disposición transitoria. 


ellos un .sistema Semejante al de la Península? Y en 
tercer hi^ar, ¿motfficados, y quizá .suprimidos, los ¡Vi- 
liumil.es do lo conteiieioso-admiuisirativo i|ue existen 

hoy en Ultramar, ó sean las Secciones de lo contencioso 
de h»s enunciados < 'onsejos de Administración, subsis- 
tirán los mismos en la parto meramente consultiva, con- 
servándose sus Secciones de Hacienda y Gobernación? 

Pava resolver las tres cuestiones indicadas, estimo de 
absoluta necesidad inspirarse en el sentido leal y since- 
ramente asimilista que informó» las importantes refor- 
mas del Gabinete O’Donnell en 1.861, y prescindir com- 
pletamente, ya de las exageraciones autonomistas y ya 
también del identismo, que no pasa, en mi concepto, 
de ser una bella quimera, como ideal naturalmente 
irrealizable. 

La escuela ¿dentista empezando por ella, en orden 

inverso al be la anterior enumeración de las tres que 
existen con respecto á la Administración oceánica ó ul- 
tramarina— quisiera que de un modo total fuesen las 
de Amé- rica y Filipinas provincias españolas, entera- 
mente iguales á las de la Península é islas adyacentes; 
pero esta aspiración, patriótica en cuanto nace de un 
deseo noble y legítimo de igualdad entre todos los es- 

v O O 

pañoles, es el producto, si no del desconoc imi ento . del 

n i " i n cntáñeo olvido de las diferencias esenciales our 

+ ■* 

hay entre América y Filipinas por un lado , y la Penín- 
sula con sus islas Canarias V Baleares por otro; diferen- 
cias que, por lo mismo <jue son hijas de la naturaleza 
de las cosas, no está en la mano de los hombres borrar 
según su voluntad ó capricho. 

Ya sé yo que se tiene por arcaico , y hasta inadmisi- 
ble y erróneo, el nombre de colonias que por espacio 
de muclio tiempo se ha dado ú las qué se denominan 
provincias españolas de Ultramar, las cuales, tal vez, 
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en rigor no pueden ser así consideradas, y por eso pre- 
fiero la frase de pose su mes españolas oceánicas ó ultra- 
marinas, y principalmente de América y el archipiéla- 
go filipino. Claro es que el régimen colonial, én cuanto 
representaba explotación de las colonias por la metró- 
poli, no existe, ni podemos desear que directa ni obli- 
cuamente sea restablecido. Mas, prescindiendo de ese 
régimen de explotación, que hizo decir al sabio histo- 
riador de la Economía política Mr. Blanqui , que «las 
colonias eran para España una gallina de los huevos de 
oro y Carlos Y la mató haciendo abrir sus entrañas pava 
sorprender en ellas aquel tesoro que parecía inagotable 
y codiciaba obtener en un solo momento», es evidente 
que bis condiciones peculiares de aquellos lejanos terri- 
torios, y la primera de ellas la gran distancia ñ que es- 
tán situados de la Península, impiden su completa iden- 
tificación con ésta en el orden administrativo, que es 
el de que me ocupo y al cual debo contraerme. Así, el 
identismo está desautorizado por nuestra misma ley 
fundamental, porque la Constitución de 1876, en su ar- 
tículo 89, dice lo siguiente: «Las provincias de Ultra- 
mar serán gobernadas por leyes especiales, pero el Go 
lúe rilo queda autorizado para aplicar á las mismas, con 
las modificaciones que juzgue convenientes y dando 
cuenta á las Cortes, las leyes promulgadas ó que se pro- 
mulguen para la Península.» , .. . , 

No era, pues, necesario decir, como so 1i» e » 

de M de Septiembre do 1888, que ésta es api" ' llle * 

■ * i /'ti Puerto- Rico v iñ liornas, parí 

las provincias de Cuba, lueito niu> > l 

C,ue el Gobierno la llevase á ellas con las enverne uto 
modificaciones, á no ser que semejante | ¡ _ 

mientos de no dejar este punto al jurero 

cutivo , mediante que desde luego se le rmpone que, 


h 
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considerándola aplicable á dicha, s posesiones españolas, 
adopte las medidas que su planteamiento exige en vir- 
tud de la especial organización de aquéllas, y también 
de que se considere innecesario el dar cuenta á las Cor- 
tes del referido planteamiento, supuesto que ya ellas lo 
han acordado; si bien creo yo que de todas maneras 
habrá- que darla de las disposiciones que al efecto se 
dicten. 

Desechado el principio del identismo administrativo 
de nuestras posesiones de Ultramar con la Península, 
como contrario á la naturaleza de las cosas y al precep- 
to de la ( Constitución, aun hay otro más radical y es el 
del autonoinisnio ; del cual es menester ocuparse con un 
total desapasionamiento, por la misma razón de (pie, 
con error ó malicia, suele confundírsele con el separa- 
tismo y tacharse á sus adeptos de filibusteros enemigos 
do la integridad de la patria v algo así como cantonales 
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que propenden á que, por la división, se vaya á la pér- 
dida de esa hermosa parte del territorio nacional, cuya 
unidad constituye uno de los dogmas del verdadero es- 
pañolismo. 

No soy yo de los que creen que la autonomía de 
nuestras posesiones de Ultramar significa la separación 
de éstas de su antigua metrópoli; de ningún modo pue- 
de ser ese el ideal de los partidarios de dicha escuela. 
Limítanse éstos realmente á la administración autóno- 
ma de Cuba, Puerto-Pico y Filipinas, y conceptúan que 
la misma es conciliable con la unidad política, para 
que la integridad de la patria sea, como debe ser, un 
hecho fuera de toda discusión. Uno de los cubanos más 
amantes de su país, el cual dignamente tiene asiento en 
la alta Cámara expone con toda sinceridad su patrió- 
tico pensamiento, aunque sin tratar a fondo esta cues- 

* ISxemo. Sv. D. José Ramón de Betancourt. 
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tión, porque no era esc su propósito en el libro á que 
aludo, esencialmente literario, no político Hace cons- 
tar que otro eminente hombre público * fui de loe pri- 
meros en plantear en las Cortes Constituyentes de 18fi!) 

éJ 

el problema autonómico para el régimen de las Anti- 
llas; y remontándose á la época en que el mismo señor 
Betancourt era estudiante, de la Facultad de Derecho 
en la Universidad de la Habana, cita una cláusula del 
testamento de la ovan reina Doña Isabel la Católica, 

O * 

la cual después recordó en Granada al visitar en 1.882 
la Peal Capilla, con el objetó de contraponer los nol li- 
lísimos deseos de aquella reina insigne , á los desmanes 
del régimen colonial s . Del propio modo, menciona las 
conferencias tenidas en la cátedra de Derecho público 
y administrativo, en que él y algunos de sus condiscí- 
pulos decían: «Si todos somos españoles ¿por qué no ri- 
gen aquí las mismas leyes que en España ?» 1 aun so- 
lían extralimitarse recordando ya una de las Leyes de 
Indios referente á Méjico, ya otra relativa al Cuzco, 
en las cuales hablase del voto de las ciudades y villas 
de la nueva España, en los Congresos ó Cortes \ La in- 
tención de todas estas citas eran, más bien que obtener 
lo que actualmente las Antillas tienen, ó sea, el dere- 
cho de enviar sus representantes lo mismo al Senado 
que al Congreso, pedir la autonomía administrativa, 

1 Prosee de viis verso*. 

: SUS L ° * - 

do á latido J hija, ,ue pongan — 

*» "i <Un lugar ó ,» H Sn" alguno «, 

islas y tierras ^ ^ U en y. ¡listamente trata- 

SUS personas j bitnes», m« , . „j¡ en v provean de mane- 

dos, y si algún agravio lian lpüstó lica a de la 

ra que no exceda cosa alguna lo que 1» U» I 

dicha concesión nos ce. ínyun^y j rv ] - 0 

4 Leyes 2 .» y 4. a , titulo VIII, libro IV del Codi¿o. 


nunca en el sentido, creo yo, de absoluta independen 
cia, que pudiera ir á parar en separación ó emancipa- 
ción, sino sencillamente en el de que se practicara con 
verdadera sinceridad el sistema desee ntralizador. extir- 
pándose hasta los últimos gérmenes del colonial, con su 
inicua explotación y sangrienta tiranía. Y como en este 
concepto existe ya la autonomía administrativa compa- 
tible con la especialidad que la Constitución requiere 
en la legislación de Ultramar, nacida de las peculiares 
condiciones de aquellos lejanos territorios, y además es- 
tán llevándose á las Antillas y aun á Filipinas las leyes 
principales que se publican en España, y obligan, tan- 
to á los peninsulares que aquí residen, como á los que 
allá se encuentran y á los mismos insulares, resulta 
que el auionoinismo no tiene hoy razón de ser, y lo 
único justo y práctico es el asimilismo de que se había- 
la por el Ministerio O'Doimell, y verosímilmente por 
el Sr. Posada Herrera, en el preámbulo de los decretos 
de 4 de Julio de i 861, que he citado en otro lugar de 
esta obra, al consignarse por aquel Gabinete que los es- 
fuerzos nunca interrumpidos del Gobierno han sido en- 
caminados á implantar en las provincias de allende el 
Océano las innovaciones cuya bondad había sido com- 
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probada por la experiencia en la Península; si bien mo- 
dificándolas, cuando lo han hecho conveniente <1 nece- 
sario circunstancias de localidad, que no pueden jamás 
olvidarse sin exponer al país donde existen á lamenta- 
bles trastornos. 

Hecho notar al principio de este capítulo que en la 
quinta disposición transitoria déla ley de 14 de Sep- 
tiembre de ¡888 se declara que la misma ley es aplica- 
ble á las. provincias de Cuba, Puerto-Pico y Filipinas, 
y desde luego se impone la necesidad de su plantea- 
miento, dictándose las reglas que éste exige por virtud 
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de la organización propia de aquellas posesiones, pro- 
cede examinar como podrán concillarse unas reglas que 
descansan en el principio do abolición de la jurisdicción 
retenida y establecimiento de la delegada, con el orden 
administrativo peculiar de dichos remotos países, los 
cuales aunque son parte integrante de la nación espa- 
ñola, tienen su modo de ser en algo diferente al general 
de ésta ; tienen asimismo su propia fisonomía y tienen 
por último más necesidad que las provincias peninsula- 
res de la acción del Gobierno, representado allí por 
Autoridades investidas de grandes atribuciones. 

Mas creo yo que el problema se debe plantear de otro 
modo, distinguiendo lo que las condiciones peculiares 
de América, y en mayor grado las de Filipinas, exigen 
con respecto á las funciones activas y verdaderamente 
de gobierno , y lo que demandan relativamente á las de 
administración del Poder ejecutivo . las cuales son las 
fmicas que pueden prestar margen á la jurisdicción 
contenci o so -administrativa , lo propio allende que aquen- 
de el Océano. Claro está que la ley de 14 de Septiem- 
bre de 1888, nada tiene (pie ver con el ejercicio de la 
potestad discrecional , y por lo tanto en esta parte no 
hay. ni era posible, alteración alguna del i mídame utal 
principio que antes lie recordado, es decir, que las pio- 
vincias de Ultramar serán gobernadas por leyes espe- 
ciales; acerca de lo cual, y también de las medidas de 
gobierno que puedan ser necesarias y oportunas para 
el de aquellas posesiones, continúa todo en el mismo 
ser y estado que tenía antes de la reforma hecha en el 
ejercicio de la jurisdicción contencioso-adminstrativa y 
el cambio de la retenida por la delegada. Pues bien; 
esta esencialísima variación en lo que á la justicia admi- 
nistrativa concierne, no estimo que sea difícil de apal- 
eará Cuba, Puerto-Rico y Filipinas, porque allí podran 
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nunca en el sentido, creo yo, de absoluta independen 
cía, que pudiera ir á parar en separación ó emancipa- 
ción, sino sencillamente en el de que se practicara con 
verdadera sinceridad el sistema descentralizad or, extir- 
pándose hasta ios últimos gérmenes del colonial, con su 
inicua explotación y sangrienta tiranía, Y como en este 
concepto existe ya la autonomía administrativa compa- 
tible con la especialidad que la Constitución requiere 
en la legislación do Ultramar, nacida de las peculiares 
condiciones de aquellos lejanos territorios, y además es- 
tán llevándose á las Antillas y aun ¡i Filipinas las leves 
principales que se publican en España, y obligan, tan- 
to á los peninsulares que aquí residen, como á los que 
allá se encuentran y á los mismos insulares, resulta 
que el autonomismo no tiene hoy razón de ser, y lo 
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único justo y práctico es el asimilismo de que se habla- 
ba por el Ministerio O’Donnell, y verosímilmente por 
el Sr. Posada Herrera, en el preámbulo de los decretos 
de 4 de Julio de 1861, que he citado en otro lugar de 
esta obra, al consignarse por aquel Gabinete que los es- 
fuerzos nunca interrumpidos del Gobierno han sido en- 
caminados á implantar en las provincias de allende el 
Océano las innovaciones cu va bondad había sido cora- 
probada por la experiencia en la Península ; si bien mo- 
dificándolas, cuando lo han hecho conveniente, ó nece- 
sario circunstancias de localidad, que no pueden jamás 
olvidarse sin exponer al país donde existen á lamenta- 
bles trastornos. 

Hecho notar al principio de este capítulo que en la 
quinta disposición transitoria de la ley do 14 de Sep- 
tiembre de 1888 se declara que la misma ley es aplica- 
ble á las provincias de Criba, Puerto-Rico y Filipinas, 
y desde luego se impone la necesidad de su plantea- 
miento, dictándose las reglas que éste exige por virtud 
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de la organización propia de aquellas posesiones, pro- 
1 ede examinar como podran concillarse unas reglas que 
descansan en el principio de abolición déla jurisdicción 
retenida y establecimiento de la delegada, con el orden 
administrativo peculiar de dichos remotos países, los 
cuales aunque son parte integrante de la nación espa- 
ñola, tienen su ¡nodo de ser en algo diferente al general 
de ésta; tienen asimismo su propia fisonomía y tienen 
por último más necesidad que las provincias peninsula- 
res de la acción del Gobierno, representado allí por 
Autoridades investidas de grandes atribuciones. 

Mas creo yo que el problema se debe plantear de otro 
modo, distinguiendo lo que las condiciones peculiares 
de América, y en mayor grado las de Filipinas, exigen 
con respecto á las funciones activas y verdaderamente 
de gobierno, y lo que demandan relativamente á las de 
administración del Poder ejecutivo, las cuales son las 
únicas que pueden prestar margen á la jurisdicción 
contencioso-administrativa, lo propio allende que aquen- 
de el Océano. Claro está que la ley de 14 de Septiem- 
bre de 1888, nada tiene que ver con el ejercicio de la 
potestad discrecional, y por lo tanto en esta parte no 
hay. ni era posible, alteración alguna del fundamental 
principio que antes he recordado, es decir, que las pro- 
vincias de Ultramar serán gobernadas por leyes espe- 
ciales: acerca de lo cual, v también de las medidas de 

v 

gobierno que puedan ser necesarias y oportunas para 
el de aquellas posesiones, continúa todo en el mismo 
ser y estado que tenía antes de la reforma hecha en el 

ejercicio de la jurisdicción coiitencioso-adminsiiativa y 

el cambio de la retenida por la delegada. Pues bien, 
esta escncialísima variación en lo que á la justicia admi- 
nistrativa concierne, no estimo que sea difícil de apli 
car á Cuba, Puerto -Pico y Filipinas, porque allá podrán 
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formarse los Tril tunales conté ndoso-administrat i vos pro- 
vinciales lo mismo que en la Península, y se darán 
contra sus decisiones los oportunos recursos dé alzada 
para ante el central de la Administración, y por último 
en éste se incoarán los recursos con te ncioso- administra- 
tivos que se originen por las resoluciones susceptibles de 
ellos, emanadas del Ministerio de Ultramar. 

De consiguiente, la duda relativa á cómo podrá con- 
cillarse la citada ley de 14 de Septiembre de 1888 que 
descansa en el principio de abolición de la jurisdicción 
retenida y establecimiento de la delegada, cotí la espe- 
cial organización de nuestras posesiones de América y 
el archipiélago filipino, está resuelta, á mi entender, 
de una manera natural y fácil, apartando todo lo con- 
cerniente á la indicada potestad discrecional ó de go- 
bierno, y aceptando que, en su función administrativa, 
es idéntico el Poder ejecutivo de España en aquellas 
provincias y en todas las restantes del Peino. 

En cuanto á si habrán de seguir teniendo los Con- 
sejos de Ultramar atribuciones superiores, por no decir 
supremas en muchos casos, no es esta la ocasión de 
emitir un juicio en lo referente á sus facultades consul- 
tivas, pero en lo que toca á todo lo eonteneioso-admi- 
mstrativo, la solución se impone en el sentido de que 
no han de continuar aquéllos ejerciendo jurisdicción 
alguna, y en su lugar se formarán los Tribunales pro- 
vinciales. i for consecuencia, cesarán en absoluto las 
Secciones de lo contencioso, que no quedarán siquiera 
como Tribunales provinciales, porque se formarán éstos 
del modo que la repetida ley de 14 de Septiembre or- 
dena en su art-. 15, ó sea, que se constituya en cada 
provincia uno compuesto del Presidente de la Audiencia 
territorial, dos Magistrados de la sala de lo civil y dos 
Diputados provinciales, que sean Letrados, elegidos y 
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suplidos como previenen los artículos 16 y 17 de 
aquélla. 

1 oí ultimo, la tercera duda, en mi sentir, no es más 
difícil de resoh er que las anteriores. Entiendo que no 
serán suprimidos los Consejos de Ultramar, sino modi- 
ficados por la supresión de las Secciones de lo conten- 
cioso, y subsistirán en la parte meramente consultiva, 
conservándose de la propia manera que hoy existen sus 
Secciones de Hacienda y Gobernación. 

De esta suerte, ni hay que pagar tributo alguno al 
sistema identista en lo que tiene de absoluto, mediante 
que, si se asimila, no se iguala completamente la Ad- 
ministración de Ultramar á la de la Península, y aun 
es fácil que relativamente á los mismos procedimientos 
eontencioso-administrativos, tenga alguna modificación 
al ser llevada á Cuba, Puerto-Rico y Filipinas, la le}' 
de 14 de Septiembre de 1888, respecto de los términos 
y las cantidades, y acaso también por lo tocante á la 
ejecución’ de las sentencias y suspensión provisional de 
las resoluciones gubernativas; ni hay, mucho menos, 
que rendir un homenaje al autonomismo en sus exage- 
raciones que traspasarían los racionales límites de la 
descentralización y vendrían á parar en que la total i- 
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dad, ó ana gran parte de los asuntos contencioso-! 
instintivos de Ultramar, concluyeran sin la menor 
intervención del Tribunal central establecido en Madrid, 
tanto para aquellos asuntos cuanto para los de la Pe- 
nínsula é islas adyacentes. 


APÉNDICES 


IPÉNDiOE PRIMERO 
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Sota 6 líi suspensión ele las resoluciones giibornativas 
que causan estado y son reclaman es en vía contenciosa. 

Un surgid i > la cuestión do si el Gobierno puedo sus- 
pender la ejecución de sus resoluciones que causan esta- 
do y contra las cuales, dentro de las condiciones fijada 
en la ley, se da el recurso contencioso-administrativo ; y 
se lian dibujado tros opiniones : 1. a ■ [ue no cabe respecto 
de aquéllas otro remedio sano la demanda cu vía con- 
tenciosa ; 2. a que al Tribunal de lo administrativo, y 
en su caso al Gobierno, pero sólo a instancia del Minis- 
terio Fiscal, corresponde suspender su ejecución; 3. a que 
después de sometido el asunto al Tribunal, puede el 
Gobierno decretarlo. Y esta diversidad do criterios acer- 
ca de nn punto de tamaña importancia y trascenden- 
cia, me obliga á tratarle de un modo concreto, verifi- 
cándolo por apéndice, toda vez que la indicada cuestión 
ha salido á la superficie después de estar muy avanzada 
y próxima á su terminación esta edición de m. obra, la 
cual deseo hacer todo lo más completa que me sea po- 
sible. 


S l.o — ¿Cabe ¡a suspensión gubernativa 



de las resoluciones finales c 
por la A dmmistraoión ? 

No se trata en este párrafo de si el Gobierno puede 
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suspender sus resoluciones después de haber sido recla- 
madas en vía con neiosa. Este aspecto de la cuestión 
será examinado en otro lugar; mas hay quien estima 
, | u e una vez agotado el procedimiento gubernativo, por 
haberse dictado en él una resolución final que causa es- 
tad», así como no es posible su reforma por otro medio 
alguno sino por la- interposición dcirecurso contencioso, 
tamul »eo es lícito al Gobierno suspender el i umplimiento 
de lo definitivamente acordado. Yo considero indispen- 
sable una aclaración. Si se trata- del ejercido de la po- 
testad discrecional, de un acto de gobierno que no da 
margen á contienda- ante el Tribunal contencioso- admi- 
nistrativo y cuya naturaleza, por lo tanto, no permite 
que pueda el mismo suspender su ejecución, es induda- 
ble que esta medida toca al Poder ejecutivo, sin más 
restricción que su prudencia, toda vez que á su discre- 
ción y arbitrio se somete el asunto, ni otra coacción 
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contra el abusó que la responsabilidad ministerial. Esto 
me parece claro , elementa! é indiscutible. 

Pero relativamente á las decisiones que se derivan de 
la potestad reglada, ó sea la función administrativa, de 
estión; aquella que da lugar al recurso, aquella en la 
cual puede entender la jurisdicción conteneioso-admi- 
nistrativa, aquella, en fin, de cuyas resoluciones habla 
la ley do 14 de Septiembre de 1888, no es tan fácil y 
llano establecer como principio y verdad indudable, que 
el Gobierno está facultado para decretar que deje de 
cumplirse lo que, por conclusión del expediente, ha re- 
suelto de una manera definitiva y final. Hay, sin em- 
bargo, que hacer todavía una distinción; porque cabe 
la hipótesis de que no se haya utilizado el recurso den- 
tro del término correspondiente, y la decisión haya 
quedado firme por el consentimiento de los interesados. 
Y se pregunta: ¿podrá entonces el Gobierno suspender- 
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la? Si se ha interpuesto aquél varia la. cuestión, y vere- 
mos después cómo entiendo que se decide con mis 
acierto. Para resolver dicha duda, es menester atenerse 
á la razón de analogía con lo que ocurre en la vía con- 
tenciosa, para inferir lo que debe hacerse cuando no ha 
sido suscitada contienda contra el acuerdo ministerial. 

o es que, según el art. 100 de la ley sobre el 
ejeicieio de la j urixdiceion conteneiosó-admijiistrativa, 

los Tribunales que la ejercen podrán decretar, oído el 
Eisí al , Lt suspensión de las resoluciones reclamadas en 
la vía contenciosa, cuando la ejecución puede ocasionar 
ñaños irreparables, exigiendo lianza do estar á las resul- 
tas, al que la hubiere podido ; y si el Fiscal se opusiere, 

en que puede causar perjuicio al servicio pu- 
blico, no podrá llevarse á efecto, sin con fi trinidad dtf 
Gobernador ó del Gobierno, según que la decisión recu- 
rrida proceda de la Administración local ó provincial, ó 
de la central; los cuales expondrán como fundamento 
de su acuerdo las razones (pie tal medida, aconsejen. 
Cuando de la suspensión de las expresadas resoluciones 
pueda seguirse menoscabo al servicio público , se limi- 
tar;!, el tribunal á dar curso á las pretensiones de aqué- 
lla, elevándolas con su informe al 3M inist-ro ó Autoridad 
á quien incumba resolverlas. 

Ahora bien; si en los asuntos que ya están en vía 
contenciosa basta que ei Fiscal se oponga á la suspen- 
sión para que el derecho de otorgarla ó negarla corres- 
ponda al Gobierno ó sus Autoridades, claro está que 
cuando no se lia suscitado el recurso contencioso, úni- 
camente al mismo Gobierno ó sus Autoridades compete 


determinar lo (pie considere pisto y acertado, sm que 
intervenga en este caso el Ministerio fiscal pon pie uo 
es parte ni tiene representación alguna en el expe- 
diente administrativo. El punto de partida es que cabo 
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la, suspensión de las resol aciones finales; y esto se con- 
<-il,o perfectamente, no sólo en los casos en que media 
una cuestión de orden público, sino siempre que de 
aquélla pueda seguirse menoscabo al servicio; de donde 
se infiere que, no pudiéndose producir este mal, es po- 
testativo en el Gobierno decretar la repetida suspensión. 
Luego si así ocurre, aun estando el asunto en vía con- 
tenciosa, no puede negarse la aplicación de aquel prin- 
cipio y el uso de aquella facultad en la hipótesis esta- 
blecida de no haberse utilizado el recurso contencioso, 
y haber quedado la resolución que pudo ser y no filé 
reclamada, firme por el consentimiento de los interesa- 
dos. Lo natural es llevarla á efecto ; mas no cabe negar 
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á la Administración el derecho de aplazar su ejecución 
por motivos y razones que á ella toca apreciar como 
atendibles y suficientes bajo la responsabilidad ministe- 
rial exigidle ante las Cortes. 


§ 2.°- — g Corresponde al Gobierno la suspensión de las 
resoluciones finales dictadas por la Administración, 
después de hallarse sometidas á los Tribunales con- 
tencioso- adminis ira tiros t 


Obvio me parece que la cuestión propuesta en este 
párrafo so debe decidir en sentido negativo ; por la sen- 
cilla razón de que, suscitada contienda y sometido el 
asunto á la jurisdicción contencioso -administrativa, que- 
da inhibida y sin atribuciones en el expediente la Admi- 
nistración, que le ha remitido al Tribunal, desprendién- 
dose de su conocimiento y sometiéndole por modo total 
é íntegro al Tribunal á quien compete resolver aquello 
que sobre su fondo y sus incidentes corresponda. De 
aquí, que respecto de la suspensión, la cual es uno de 
éstos, nadie tiene potestad en el caso á que voy con- 
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trayéndome de estar el negocio en la vía contenciosa, 
sino el mismo Tribunal- de la Administración que de lo 
principal de aquél conoce con plena jurisdicción á él de- 
legada por el Bey. ¡Si, pues, no hubiera en la repetida 
cuestión otra cosa sino el sencillo razonamiento que de 
sus elementales términos resulta, la solución del pro- 
blema quedaría dada con las breves palabras que aca- 
llan de leerse. Mas la ley de 14 de Septiembre de 1888, 
por efecto de una gran transacción operada en ella, in- 
curriendo, á no dudar, en una anomalía siquiera apa- 
rente como se dijo al discutirla en el Senado, exige otras 
explicaciones ; de las cuales no me es lícito prescindir sin 
faltar al sentido histórico -exegético de la presente obra. 

Por grave que sea la suspensión de la providencia 
gubernativa llevada á la vía contenciosa para que en 
ella determine el Tribunal si es digna de revocación ó 
debe ser confirmada, y en este caso , cumplida , mucho 
más lo es la de la sentencia firme y ejecutable del mis- 
Tribunal. Esto es evidente, y sin embargo, la ley 
en su art. 84 dice asi* ({Cuando por razones de interés 
público la Administración estimare necesaria y mm- 
daré la suspensión del cumplimiento de la sentencia, 
lo hará saber al Tribunal, comunicándole la resolución 
y SUS motivos.» Tal es el precepto, en virtud del cual 
es claro que el fallo de la justicia administrativa, pro- 
nunciado por el Tribunal competente con jun*dimun 
delegada, queda subordinado á los motivos y razones 
de interés público que la Administración, por sí, en- 
tienda que imponen la necesidad de tan importante me- 
( lula. Y el rigor del enunciado precepto no se modifica 
ciertamente en el orden teórico y en la región de os 
principios aunque venga atenuado por la (lineal y < o l- 
eada facultad que al Tribunal se otorga de declarar la 
indemnización que por el aplazamiento eonesponc 


particular, indudablemente á c argo de la Administra- 
ción, que le he acordado en contra. del apotegma de que 
lo juzgado y sentenciado debe ser llevado á efecto por 
los Tril mnales de justicia, para que ésta no sea ilusoria 
ni sus resoluciones queden como en el aire á modo de 
verdades de carácter puramente especulativo, sin apli- 
cación y sin realidad en el terreno de la práctica; y 
aunque también siga en la ley á tan enorme derecho, 
la sanción de que eu todo caso de suspensión guberna- 
tiva del cumplimiento ele la sentencia del Tribunal de 
l<> (íontencioso-adniinistrativo , el Gobierno dará cuenta 
;í las Curies dentro del primer mes de estar abiertas ó 
constituidas, de aquélla y sus fundamentos; lo cual creo 
yo debe hacerse asimismo dentro de un ines de dictada 
la suspensión, si á la sazón están abiertas las Cortes; 
pues ind u dablemente la enunciada restricción coarta la 
libertad que á la A dministaación se otorga por el ci- 
tado art. 84, y evita que el uso de esa facultad , en la 
cual se encuentra la apai'euie anomalía de dar al Go- 
1 úerno un veto suspensivo contra las sentencias firmes, 
pudiera degenerar en abuso que anulase tal vez la juris- 
dicción delegada, entronizando la arbitrariedad guber- 
namental (pie de seguro no desean ni defienden los 
mismos que consideran el derecho de suspensión como 
un contrapeso necesario de la propia jurisdicción dele- 
gada, y un resto que debe conservarse de la retenida. 

Volviendo al tema, es indudable que á pesar de tener 
el Gobierno el explicado derecho de suspender las sen- 
tencias firmes de los Tribunales de la Administración., 
las resoluciones gubernativas reclamadas , y cuya con- 
firmación ó revocación está pendiente del fallo de aqué- 
llos, no pueden ser suspendidas de otro modo sino como 
establece la ley en su ya citado art. 100, es decir, por 
el propio Tribunal que del asunto conoce, oído su Fis- 


cal y de conformidad con el dictamen de éste; porque, 
«si el Fiscal se opusiere a la suspensión — literal del ar- 
tículo fundado en que de esta puede seguirse perjuicio 
al servicio público, no podrá llevarse á efecto sin acuer- 
do del Gobernador ó del Gobierno, según que la resolu- 
ción reclamada proceda de la Administración local ó 
provincial ó de la central, los cuales expondrém. como 
fundamento de su acuerdo las razones que aconsejen tal 
medida.» De consiguiente, la ejecución de las decisio- 
nes sujetas á vía contenciosa, pendiente el juicio, sólo 
puede aplazarse por el Tribunal que entiende en el 

asunto, cuando el Fiscal está de acuerdo con ella . v si 

/ * */ 

éste se opone, queda reservado el derecho á la Admi- 
nistración activa , provincial ti central y aquél no tiene 
atribuciones para otra cosa que para, dar curso á las 
pretensiones de suspensión, informando acerca de las 
mismas al Ministerio ti Autoridad ét quien su decisión 
corresponda. 

Debe notarse en este lugar la inmensa importancia, 
que no creo excesiva, si bien muchos no son de mi opi- 
nión, concedida por la novísima ley «1 Ministerio ¡ fis- 
cal. no solamente en lo que toca a la suspensión de las 
resoluciones gubernativas reclamadas, sino también por 
lo qne respecta á las cuestiones de competencia \ aliu- 
so de poder; pues el art. 10b dice, que el bisca! del 

Tribunal de lo contencioso-admiuistrativo podrá, du- 
rante la sustauciacion del pleito y antes de la citación 
para sentencia, requerir al propio Tribunal para que se 
abstenga de conocer de él, si entendiere que carecía de 
competencia ó incurría en el indicado abuso de poder; 
y si el Tribunal insistiere en su conocimiento, se tendrá 
por preparado el recurso extraordinario de revisión. 
Una vez dictada la sentencia definitiva en asunto en 
que el Fiscal hubiese preparado de este modo el indica- 
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do recurso, le formalizará elidió funcionario si lo esti- 
mare procedente, después de recibir instrucciones del 
Gobierno, en término de treinta días contados desde el 
de la publicación de la sentencia. Interpuesto el recur- 
so, el Tribunal pasará los autos á la Presidencia del 
Consejo de Ministros, y ésta propondrá á dicho Con- 
sejo d. examen y resolución del negocio, limitándose á 
decidir en el término de tres meses contados desde la 
notificación de la sentencia, si hubo falta de competen- 
cia ó abuso de poder, y dictando la resolución que en 
ese concepto proceda, publicándose lo acordado en la 
(raeeta de Madrid y dando cuenta á las Cortes en su 
primera reunión. Mas no podrá formalizarse el recurso 
extraordinario de revisión si habiendo surgido el con- 
Hiero durante la sustanciación del pleito por falta de 
competencia (i abuso de poder , hubiere sido ya resuelto 
como se previene en el art. 104, el cual dispone que 
todos los conflictos de inhibición se decidirán por el Rey 
en la misma i orina y con iguales trámites que las con- 
tiendas de competencia y los recursos de queja por 
abuso de poder de que en su oportuno lugar he tra- 


Resulta, pues, por lo que se refiere á la cuestión en 
este párrafo examinada, que según consigné al propo- 
nerla. no corresponde al Gobierno en absoluto la sus- 
pensión de las resoluciones finales dictadas por la Ad- 
ministración, después de hallarse ésta sometida á los 
Tribunales conteneioso-administrativos , porque á los 
misinos incumbe, por regla general, adoptar dicha me- 
dida de acuerdo con su Fiscal, y únicamente cuando 
este último disintiere, oponiéndose á la suspensión por 
estimarla contraria á los intereses públicos, pasa el de- 
recho de concederla ó negarla á la Administración ac- 
tiva. 
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§ 3." — ¿ Puede el <Tobierno; -por .sí, decretar la s?«$- 
■pensión de las peo ruteadas recurridas en ría con- 
tenciosa t 


Parece inútil desenvolver este punto de vista en que 
se han colocado algunos, después de la solución (pie al 
problema anterior acabo de dar; y no obstante , creo 
preciso examinar ese aspecto de la cuestión que no ca- 
rece de importancia y forma parte de la doctrina que 
por modo total debo exponer en esta obra. 

No cálie duda en que según el art. 100 de la ley 
de 14 de Septiembre de 1888, nunca puede, por sí, el 
Gobierno acordar la suspensión de que se trata, y más 
bien, cuando el Fiscal se opone á ella y su oposición 
impide que la decrete el Tribunal, se reserva á aquel 
decidir esa como discordia; siendo lógico que así como 
está facultado para ordenar que no se suspenda el cum- 
plimiento de la resolución gubernativa objeto del re- 
curso contencioso, asi también lo esta para disponer lo 
contrario, si no media peligro de que el servicio pú- 
blico sufra menoscabo y quizá ofrezca, inconvenientes 
la ejecución. Pero no es este el punto controvertido; 
lo que se indaga es el derecho de suspensión guber- 
nativa sin que el Tribunal intervenga ni medie la exci- 
tación del Fiscal. Y dicen los que le defienden, que 
aun cuando este funcionario ejerce un cargo de confian- 
za del Gobierno y es amovible á voluntad del mismo, 
por cuya razón es de suponer que le ofrezca, con su di- 
sentimiento del Tribunal, ocasión de usar de aquel de- 
recho siempre que le convenga para la mejor gestión de 

los intereses del Estado, cabe la hipótesis de que alguna 
vez el Fiscal consienta la repetida suspensión y culón 
ces el Tribunal pueda concederla, vulnerando acaso Cl 
servicio público; ó i la inversa, esté conforme en que 


sen ¡denegarán y el Tribunal en efecto desestime la pre- 
tensión de la parte que la hubiere pedido, irrogándose 
algún mal por el inmediato cumplimiento de la resolu- 
<-ión final gubernativa, (.pie motivos no sabidos ó esti- 
mados, que tal vez lian sobrevenido después ó quizá en- 
carnan una cuestión de orden público, exigen su apla- 
zamiento hasta (pie recaiga sentencia (irme. 

Y desde este punto de mira, se arguye de la siguien- 
te manera. Xo se* debe privar al Gobierno de la supre- 
ma inspección que necesita ejercer sobre todos los ser- 
vicios para el bien del Estado, y si la revisión en vía 
contenciosa de las resoluciones administrativas suscep- 
tibles de ella es una garantía contra la posible arbitra- 
riedad de aquél y sus Autoridades, menester es que pa- 
ralelamente con tan preciosa garantía se dé otra al mismo 
Gobierno facultándole para evitar que los Tribunales 
eontencioso-administrativos, por error y aun por oxees. > 
de celo en el ejercicio de sus funciones puedan acaos 
perturbar la marcha de la Administración y hasta pro- 
ducir alteraciones del orden público. De ahí el precepto 
del art. 84 de la ley que permite á la Administración 
suspender el cumplimiento de las sentencias firmes de 
los Tribu u a les de esta jurisdicción, de la manera que 
en su lugar expuse; y claro es que si el que puede lo 
más puede lo menos, el Gobierno, facultado para apla- 
zar la ejecución de los fallos, lo debe estar para decidir 
acerca, de la de sus resoluciones gubernativas reclama- 
das en la vía contenciosa. Tal es el argumento, cuya 
contestación creo yo puede darse de un modo cumplido 
en los términos siguientes. 

Verdad es que la ley no respeta el principio de que 
quien puede lo más puede lo menos, y ésta es la ano- 
media que << ¡tárente, fue llamada en el Senado, sin que 
conduzca á nii propósito b - cutir el valor de semejante 


calificativo; pero lo cierto es que si al Gobierno se per- 
mite aplazar el cumplimiento de las sentencias firmes 
en los pleitos ( - on t ene io s o - ad mi ni s t r a t i v o s pronunciadas 
por los Tribunales de esta jurisdicción, de ningún modo 
se le da derecho para resolver acerca de la suspensión 
de las resoluciones gubernativas finales reclamadas por 
los interesados que conceptúan, vulnerados por ellas sus 
derechos, ó por la misma Administración que declara 
ser aquellas lesivas do los intereses del Estado y ordena 
al Fiscal interponer el recurso correspondiente para su 
revisión en vía contenciosa. De suerte que podra decirse 
en la esfera del derecho constituyente, ó bien que de- 
bía otorgarse al Gobierno ésta facultad de resolver so- 
bre el indicado punto de suspensión de las decisiones 
administrativas llevadas al juicio contencioso, que á los 
Tribunales de la Administración compete sustanciar y 
decidir; ó bien que no debía otorgársele el derecho de 
suspender el cumplimiento de las sentencias firmes de 
los expresados Tribunales. Mas, absteniéndome de to- 
mar parte en este debate relativo á lo que pudiera ha- 
cerse cuando de formar otra ley se tratara, lo que digo 
y en ello estoy en lo firme de la doctrina del derecho 
positivo, es que la repetida ley de U de Septiembre 
de 1888 , la cual permite la suspensión por el bo bienio 
de la ejecución de los fallos de un Tribunal conteueioso- 
administrativo, no autoriza á aquél para decidir por su 
propia autoridad y en todos los casos las cuestiones de 
suspensión de las providencias gubernativa* reclamadas 
en la vía contenciosa: cuestiones que, como incidentes 
del pleito, incumbe á los mismos Tribunales de la Ad- 
ministración resolver de acuerdo con su IMi 7® ° 
cuando éste disienta del criterio de T^lloe, ° P« 1 
menos, se oponga 4 la suspensión fondado en que d 
ella puede seguirse perjuicio al servicio publico, el bo 
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bienio decidirá lo que juzgue más aceitado y conve- 

niente. 

Por lo tanto, la duda por algunos propuesta y que lia 
dado margen á este párrafo, en realidad no existe en el 
terreno del derecho constituido. Todas las solicitudes <1 e 
suspensión de las resoluciones gubernativas reclamadas 
en vía contenciosa, deben ser dirigidas al Tribunal que 
conoce del recurso. 


Procedimientos administrativos ante el Tribunal 

de Cuentas. 




ig, y con especialidad los de ca- 
rácter contencioso, forman c\ id cu teniente paite del de 
reeho procesal administrativo ; y como todo él , admiten 
la clasificación de parte orgánica y parte ritual. Hay, 
pues, que estudiar: 1,° la organización del Tribunal de 
Cuentas; 2.° su régimen interior; 3. ú los asuntos de 

que conoce; 4.° su modo de proceder. 

Nada tan fácil como hacer la historia de la que , mas 
<5 menos propiamente, puede üamarse jurisdicción, de 
cuentan; pero, sin renunciar en absoluto a exponer o 
que acerca de este punto considere necesario^ creo mas 
práctico y conveniente consagrar mi atención da una 
manera principal al estado en que al presente se en- 
cuentra el Tribunal constituido. Si antes exisluu uno 
de la Península é islas adyacentes, otro ’• ) 

Puerto-Rico y otro de Filipinas, en la actuahdad su- 
primidos los de allende los mares, se ha reformado bajo 

S2*L* unificación el indicado ; Tribunal ¿Cui- 
en vez de las tres que había, para 
islas Canarias y Baleares; otra que <W*4 
nara Cuba y Puerto-Rico, y otra cuarta en sustitucio 

del Txibuual territorial de Filipinas , 1 


cargó los asuntos del archipiélago y posesiones españo- 
las del Golfo de Guinea. De suerte que, con arreglo á 
las liltiiiLí i s ref( trinas , el antes llamado T > v hurí a l J / ayoi • 
cié Qwifffis m Reinó se d¡ •nominará Tribunal Supe- 
rior, v (‘Gustará de las dos Salas que lie dicho cu lugar 
de las tres que antes entendían de las ene utas peninsu- 
lares; y por lo relativo al conocimiento y resolución 
de los asuntos propios de la competencia del Tribunal 
Superior, en cuanto se refieran á las provincias y pose- 
siones de i ‘1 tramar, hay dos Salas: una, para las islas 
de Cuba y Puerto-Eico , y °^ ra P ara las islas Filipinas 
y posesiones españolas del Golfo de Guinea; cuyas Sa- 
las están asimiladas á las demás del enunciado Tribunal 
% 

y forman parte integrante del mismo. 


c; 1 ;° — Organización del Tribunal de Cuentas. 


Fue creado en el siglo xv, á petición de los Procura- 
dores de í as ciudades y villas del Reino, por la Orde- 
nanza de D. Juan 1 1, fecha en \ aliado! id á 2 de Julio 
de 1437, y se denominó en un principio Tribunal de 
Contaduría mayor; sus atribuciones eran : reclamar, 
censurar y fallar todas las cuentas de los funcionarios 
que manejaban caudales y electos públicos. Por espacio 
de más de dos siglos estuvo incorporado al Supremo 
Consejo de Hacienda, siendo su tercera Sala. 

La. lev de 25 de Agosto de 1851 , después de muchas 
vicisitudes que sufrió» este Tribunal, y dejo á un lado 
porque no es mi propósito escribir su historia sino ex- 
poner algunos precedentes que basten para el estudio 
de su actual estado, le dio el nombre de Tribunal de 
Cuentas del Reino , y tanto por aquélla, cuanto por las 
de Administración y Contabilidad, recibió amplias fa- 
cultades para residenciar los actos de los funcionarios 


cuentadantes y exigirles el reintegro de los fondos que 
hubiesen distraído de su legítima aplicación. Por donde 
se ve que. si desde su origen llevó el nombre de Tribu - 
naL fué con el tiempo algo más que una Contaduría, 
mediante que, además de la gestión administrativa de 
exigir las cuentas de tocios los empleados á cuyo cargo 
está el manejo de caudales y efectos públicos, tiene lo 
que es más jurídico y hasta contencioso ; es decir, el de- 
recho de residenciar sus actos y decidir sobre la buena 
ó mala aplicación que de los fondos hayan hecho á los 
servicios á que están afectos los mismos. Por manera 
que necesita el Tribunal conocer la legislación adminis- 
tiva y los reglamentos é instrucciones que se dictan 
para su ejecución, singularmente por lo que hace a pre- 
supuestos y contabilidad; y en cada caso concreto ver, 
no sólo si se lia cometido malversación , sino también si 
se ha percibido alguna cantidad indebidamente ; si se ha 
verificado algún pago que no estuviese autorizado de un 
modo legítimo; si se ha rendido alguna cuenta equivo- 
cada, ó*si han dejado de efectuarse los reintegros co- 
rrespondientes; oyendo para ello á los cuentadantes y 
en general á todos los interesados, á quienes hay que 
formar los cargos oportunos, llamar para que opongan 
sus descargos, resolver á veces en forma contenciosa, 
discutiendo el Ministerio Fiscal con las partes, Jo que 
proceda en justicia, y exigir, por último, el remte- 
irro é que lugar hubiere; á fin de que no sufran menos- 
cabo ni perjuicio el Tesoro público y los derechos del 

ES La Gonstitueiún de 1869 cometió á las Cortes la fa- 
cultad de nombrar y separar al Presidente y r mi» ru 
del Tribunal de Cuentas; nnls pareciendo, sin dud., 
demasiado radical este sistema, contrario ciertamente 
al de que reside en el Rey, bajo la responsabr idad 
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Gobierno, la potestad, que delega en tocios los Triba- 
les así comunes ú ordinarios como administrativos, aun 
con mayor causa y razón , si cabe, tratándose de este de 
que vengo hablando, la Contitución de 1876, que es la 
vigente , no admitió semejante origen de jurisdicción, y 
suprimió la referida facultad de las Cortes. En su virtud, 
la ley de 3 de Julio 1877 dispuso que los nombramien- 
tos de Presidente, Ministros y Fiscal del Tribunal de 
Cuentas, se hiciesen por Peales Decretos acordados en 
Consejo de Ministros. 

La organización del expresado Tribunal era hasta hace 
poco, á saber : Un Presidente que ha de haber sido Mi- 
nistro de la Corona, Presidente del mismo Tribunal, Con- 
sejero de Estado durante dos años ó Fiscal del Tribunal 
Supremo, durante igual i lempo: tres Salas, cada una 
con tres Ministros del Tribunal, uno de ellos Letrado; 
un Fiscal, un Secretario general, un Teniente Fiscal, 
dos Abogados Fiscales y varios contadores. 

Por Peal Decreto de 12 de Agosto de 1887 se supri- 
mió el Tribunal territorial que existía- en Cuba y fue 
creada eu el de Cuentas del Reino una Sala especial de 
Cuba y Puerto-Pico, la cual consta de tres Ministros y 
tiene el mismo Fiscal de aquél y un A bogado Fiscal 
adscrito á ella. Posteriormente se suprimió también 
una de las tres Salas que en el repetido Tribunal de 
Cuentas había, quedando por consiguiente dos, y la de 
Cuba; suscitándose alguna dificultad con este motivo, 
porque no estaba hecha la verdadera unificación, hasta 
que recientemente se ha publicado un Peal Decreto en 
que se determina lo que sigue: Se suprime el Tribunal 
territorial de Cuentas de las islas Filipinas. Del servicio 
que le estaba encomendado se hace cargo el Superior 
del Peino. Del conocimiento y resolución tic los asuntos 
propios de la competencia del indicado Tribunal Supe- 


rior, en cuanto se refieren á las provincias y posesiones 
españolas de Ultramar, conocen dos Salas: una para las 
islas de Cuba y Puerto-Pico, y oira pera las islas Fili- 
pinas y posesiones españolas del -Golfo de Guinea; cu- 
yas Salas están asimiladas á las demás del Tribunal , ó 
sean las dos que lian quedado de las tres antiguas, y 
forman parte integrante del mismo. 

El nombramiento de los funcionarios de todas las 
categorías y clases, sin excepción , que lian de constituir 
las referidas Balas, se hace por el Ministerio de Ultra- 
mar. con sujeción á las condiciones establecidas por la- 
ley de 21 de J ulio de 1876, hasta tanto que por una 
que se promulgue se fije la organización definitiva de 
estos servicios. Claro está que el Fiscal del Tribunal 
Superior de Cuentas, lo mismo lo es respecto do- los 
asuntos de la Península é islas adyacentes que de los de 
Cuba y Puerto-Rico, y Filipinas y posesiones española-; 
en el Golfo de Guinea; pero así como hay un Abogado 
Fiscal para los negocios de Cuba y Puerto-Re así 
bien creo yo ha de haber otro para los de Filipinas 


y posesiones á estas islas agregadas. 
Tal es en la actualidad la organizan 


lición del Tribunal 


Superior de Cuentas del Romo. 
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de los demás asuntos <jue son o J ¡ j 0 Su- 

con jurisdicción no se da 
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to, dice: que para el despacho correspondiente á sus 
atribuciones , tendrá (. '< Hiladores de primera y segunda 
clase, un Archivero y los Oficiales, Auxiliares, Ujieres 
y demás dependientes que el Reglamento determine. 
También habrá por separado de los Abogados Fiscales, 
Agentes Fiscales de Contabilidad, no Letrados, si las 
urgencias ó conveniencias del servicio lo exigieren. 

<l3i 

El Reglamento para la ejecución de la citada ley or- 

■v 

Anica, publicado en 8 de Novienbre de 1871 , dispuso 
entre Otras cosas, que el régimen interior del Tribunal 
estaría á cargo de su Presidente, quien cuidaría de que 
los Ministros y demás empleados llenasen con exactitud 
sus obligaciones. El Presidente, dice el art. 12, recibirá 
y despachará la correspondencia del Tribunal y de las 
Palas; autorizará con su firma la que se dirija á los 
Cuerpos Colegisladores, al Gobierno, al Presidente del 
Consejo de Estado, á los Tribunales Supremos y á los 
Jefes de Palacio; recibirá las excusas de asistencia de 
los Ministros y empleados del Tribunal; podrá conce- 
derles licencia para ausentarse con justa causa por 
quince días; oirá las quejas que le dieren los inseresa- 
dos sobre el retardo del despacho de los expedientes, ó 
sobre abusos que merezcan particular providencia , to- 
mando la que corresponda ó dando cuenta al Pleno 
cuando el caso lo requiera; podrá llamar á su despacho 
á cualquier Ministro ó empleado del Tribunal ; podrá 
también asistir á la Sala que tenga por conveniente pre- 
sidir; abrirá, suspenderá ó levantará la sesión en pleno 
cuando lo estime conveniente; dirigirá la discusión y 
tendrá á sus inmediatas órdenes al Secretario general. 

O 

El art. 13 agrega, que el Presidente no podrá ausen- 
tarse sin licencia, y concurrirá con asuidad al Tribunal; 
cuidará, bajo su responsabilidad, de la puntual asisten- 
cia al mismo de los Ministros, Contadores y demás em- 



nüos, exigiendo al efecto, de quien corresponda, par- 
tes diarios, á fin de llamar la atención del Tribunal ple- 
no sobre las faltas que advierta en el particular, y ¡Hin- 
que añadía ser esto con el objeto de que se aplicasen las 
correspondientes correcciones disciplinarias, este artícu- 
lo ha sido modificado por la ley de 3 de Julio de 1877. 

El Fiscal, como representante de la ley y del (hibier- 
no, ejerce las atribuciones propias de su raigo, tocán- 
dole exclusivamente la distribución de los trabajos de 
la Fiscalía, y pudiendo encomendar á los Abogados Fis- 
cales el despacho de determinados expedientes y del c- 
nar en el Teniente y Abogados Fiscales la asistencia á 
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los actos que su presencia exijan. Ejercerá, además, so- 
bre los aspirantes y subalternos asignados á la Fiscalía, 
las funciones de Jefe superior: podrá conceder licencia 
al Teniente Fiscal, Abogados y Agentes Fiscales para 
ausentarse por quince días, y por su conducto y con su 
informe dirigirán éstos al -Ministro de Planeada las ins- 
tancias en cpie soliciten por más tiempo. El ienientc 
Fiscal y los Abogados y Agentes Fiscales auxiliarán al 
Fiscal del Tribunal de Cuentas en el desempeño de sus 
funciones, y el primero le sustituye en los casos de va- 
cante, ausencia ó enfermedad, supliendo á dicho Te- 
niente en estos casos, el Abogado Fiscal más antiguo. 

Por la urgencia ó conveniencia del servicio, el Fiara, 
propondrá al Ministro de Hacienda, por conducto y ron 
informe del Presidente del Tribunal de Cuenta*, >« 
creación de una ó más plaza* de Agentes Fiscaks m » 
Letrados, para entender en los asun tos de L 1. 

cuyos Agentes tendrán el carácter do temeos p» 
plazo que el mismo Fiscal doünmuie, u 

ceder del eju, uo ' • l „«,*«, Mee del se, 

que fueren nombre-U' 5,1 

vicio reunieren su 


\ 




continuación, el Fiscal lonn 



stara 


b 


observándose los m i sinos trámites que en la primitiva 
propuesta, y procurará que en los presupuestos se con- 
signe el opoituno ci edito para el pago de sus haberes, 
lemán que ser los repetidos Agentes Fiscales elegidos 
onti.'ü los empleadi >s cesantes que figuraran en el escala- 
ion del Cuerpo de Contabilidad y Tesorería, el cual se 
hallaba establecido, mas no subsistiendo actualmente, 
considero que el Fiscal puede hacer la designación ex- 
presada sin atenerse á lo que prescribía fcl art 16 del 
citado .Reglamento de 1871. 

El Ministro decano de cada. Sala tiene á su cargo el 
jjobiemo y presidencia de el la ; ( 1 1 rige las discusiones y 
cuida de la conservación del orden; reconoce las comu- 
nicaciones y despachos, les coteja con las decisiones ori- 
ginales y les autoriza con su firma cuando deben ser 
expedidos por Ja Sala, y tiene finalmente á su cargo la 
Sección ó Secciones que se le designan. Los Ministros 
Letrados tienen también á su cargo las que se les seña- 
lan y las ponencias de ios expedientes de reintegro que 
coi i espondan a sn Sala, debiendo bajo tal concepto pro- 
poner á la misma tanto las providencias de tramitación 
ó sustancia clon como los fallos definitivos; vigilan sobre 
el curso de los expedientes de cuentas, exigiendo á la 
Intervención general del Estado, Centro de Contabilidad 
y agentes administrativos, mientras se hallan aquéllos 
en su poder, las certificaciones y partes de estado y ade- 
lantos necesarios al efecto, proponiendo á la Sala las 
medidas oportunas para acelerar su curso cuando ad- 
vierten retraso; y cuidan de que en el Tribunal no le 
sufran tampoco dichos expedientes y de que se formen, 
en los periodos y plazos que determina el Reglamento 
interior, los oportunos alardes. La sustitución del Mi- 
nistro Letrado de cada Serien hade recaer precisamente 
en otro de su misma clase; pero si la causa que la mo- 
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ti va es de larga duración, el Presidente del Tribunal lo 
pondrá en conocimiento del Gobierno para que si lo es- 
tima, nombre un suplente. 

Cada Ministro del Tribunal tiene asimismo á su car- 
go el gobierno interior de la Sección ó Secciones que se 
le asignen; cuida de que los empleados de su Sección 
asistan con puntualidad á las horas por el Tribunal se- 
ñaladas, de que se ocupen asiduamente en el desempe- 
ño de sus deberes y observen con exactitud las disposi- 
ciones de la ley y -el Reglamento; de que se ejecute al 
menos una vez lodos los meses, en presencia suya, la 
comprobación ó nuevo examen de una cuenta (pie él 
elija, por empleados distintos de los que hubieren he- 
cho el primero, y debe concurrir puntualmente á la 
Sala. En las vacantes, ausencias y enfermedades de los 
Ministros que no pueden ausentarse por más do quince 
días sin licencia del Gobierno se sustituyen unos a otros 
por designación del Presidente; mas si la causa que mo- 
tiva su no asistencia es de excesiva duración, á juicio de 
este último , se obrará como queda dicho respecto de los 

Ministros Letrados. 

El Secretario general tiene á su cargo, además de los 
Negociados de actas y acuerdos del ¡Tribunal pleno, la 
comunicación de las providencias que acuerda el Presi- 
dente; redacción del estado general de las cuentas que 
deben presentarse al Tribunal, registro de su presen- 
tación curso y fenecimiento, correspondencia con las 

anual de loshrabajos del Tribunal, el cuida,!,, dé la 

* .i„ m vr,n <le los expedientes a que se refiera la le, 

en sus artículos 39 y 44. y la prepara- 


de Cents 



rion 


de los trabajos en que lian de 


arsc 


las 


i u 


rías así ordinarias como 


extraordinarias; el examen y 


e 


oitiprobación de las cuentas definitivas 







de 


los presupuestos* que prest-i la Intervención general del 
Estado en él Tribunal; la preparación de los trabajos 
en que ha de fundarse la declaración de éste sobre el 
resultado que ofrezca dicho examen y comprobación, y 
el proyecto de la certificación que en su día se ha de 
expedir; la redacción de las indicadas Memorias ; la 
instrucción de los expedientes sobre cancelación de fian- 
zas de los cuentadantes directos y certificaciones de soli- 
citudes por los indirectos que puedan producir aquéllas 
por los Centros respectivos, y también la de los pro- 
puestos, separaciones, licencias é incidentes del perso- 
nal, formación de los escalafones para los tumos de 
ascenso por antigüedad, elección y oposición; redacción 
de los presupuestos del Tribunal por los conceptos de 
personal y material ; expedientes de carácter general , y 
certificaciones é informes con relación á dar los que 
obien en el Ardua o ó dependencias de aquél : y por úl- 
timo, el Archivo mismo. 

El Contador primero del Tribunal sustituye al Secre- 
tario general en les vacantes, ausencias y enfermedades, 

y está destinado a la Secretaría, desempeñando el He- 
gociado que se le confíe. 

Renuncio á exponer toda la teoría procesal orgánica 
de las nueve Secciones en que las dependencias del Tri- 
bunal se dividen; porque, aun miando de relativa im- 
portancia su conocimiento, no es doctrina propia de mi 
estudio en la presente obra. 


§ 0,0 -Asuntos de que conove el T eibmial de Cuentas. 


IIa\ que distinguir las atribuciones gubernativas y 
las eontencioso-ad m|nistra ti vas que forman el total de 
la competencia y jurisdicción del Tribunal Superior de 
tientas; y entrando desde luego á tratar de las prime- 


ras, debo declarar que sigo el texto de la lev de 25 de 
Junio de 18/0 y del Reglamento de 8 de Noviembre 
de 1871, porque la ley de 3 de Junio de 1877 no hizo 
sino modificar algunos artículos de aquélla v < ; ste — lo 
cual tengo en consideración al exponer la doctrina — 
toda vez que su objeto ei T a solamente determinar los 
requisitos necesarios para obtener ó perder los cargos 
de Presidente, Ministro ó Fiscal del Tribunal referido. 

El Tribunal pleno tiene las atribuciones siguientes: 

1. a proponer al Ministro de Hacienda el nombramiento 
de las personas que lian de ocupar las vacantes en los 
turnos de antigüedad y de elección, de Contadores y 
auxiliares, cuyo sueldo sea ó exceda de i. 500 pesetas; 

2. a suspender de empleo y sueldo á los empleados del 
Tribunal, en los casos en que esto proceda; 3. a proponer 
al Gobierno la j ululación de los que se hallen imposibi- 
litados para el servicio, ó lo soliciten : 4. a informar al 
Ministerio de Hacienda sobre la concesión de licencias 
al Secretario general, Contadores y auxiliares; las que 
se pklan por los aspirantes y dependientes , se concede- 
rán ó denegarán por el Tribunal pleno ; 57 nominar los 
aspirantes, previa oposición; 6. a nombrar asimismo los 
dependientes del Tribunal; 7. a acordar la suspensión de 
emnleo v sueldo de los cuentadantes directo, cualesquie- 

BU fuero y categoría ; 8.* proponer al Go- 
bierno lo destitución de dichos cuentadantes; 9.* circu- 
lar & quien corresponda las leyes y disposiciones que se 
les comuniquen por las Cortes, sobre asuntos de su 
competencia; 10. a formar sus presupuestos por los con- 
ceptos del personal y material; 11.* aprobar las cuentas 
del material de gastos del Tribunal y sus dependencias; 
12.* distribuir los Negociados y trabajos, designaiu 
los Ministros que han de componer cada bala J el P 
sonal que deba desempeñar aquellos. 
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Con el objeto de que el Tribunal tenga tiempo de ve- 
ii.fi caí las operaciones de revisión de las cuernas parcia- 
les y comprobación de sus resultados con las generales 
definitivas, la Secretaría general llevará con la debida 
separación registros demostrativos de la presentación 
de unas y otras en el Tribunal. En uno anotará todas 
las cuentas parciales que deben rendirle sus cuentadan- 
tes, períodos a que hayan de referirse y plazos en que 
deben remitirlas los cuentadantes directos á la Inter- 
vención general del Estado y Centros de Contabilidad. 
En el otro anotará todas las cuentas generales que de- 
ben remitir al Tribunal la Intervención general del 

Estado y Centros de Contabilidad, y los períodos á 
que hayan de referirse. 

Las cuentas parciales que lian de remitirse al Tribu- 
ual por conducto de la Intervención general del Estado, 
han de es tai piecisamciite en su poder falladas por 
dicho Centro, a los veinte meses contado, s desde el 
plazo en que los cuentadantes directos debieron remi- 
tírselas, y las parciales que no hayan do venir al Tribu- 
nal por conducto de (Echa Intervención, sino por el de 
otros Centros, han de estar en su poder en los plazos 
que las instrucciones respectivas determinen, siempre 
que sea dentro de los veinte meses expresados. Las 
cuentas generales definitivas que debe rendir Ja inter- 
vención general, lian de hallarse en el Tribunal preci- 
samente á los veintidós meses contados desde el día que 
termine el ejercicio de cada presupuesto. 

Con las cuentas definitivas mandará al Tribunal la In- 
tervención. general del Estado los libros originales que 
lleva de cuenta y razón. Transcurridos que sean los pla- 
zos indicados, podrán emplearse por el Tribunal los me- 
dios coercitivos de apremio, establecidos para la recla- 
mación de cuentas que falten ó no se hayan presentado. 
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A medida que se vayan recibiendo en el Tribunal las 
cuentas parciales falladas por la Intervención, ó las que 
deben dirigirse por otros conductos, la Secretaría gene- 
ral las anotará en el estado de que se ha hecho mérito, 
y transcurridos los veinte meses en las unas, y en las 

v 

otras los plazos en que debieron rendirse., el Secretario 
general presentará al Pleno en la sesión más próxima, 
dos estados iguales demostrativos de las cuentas que 
falten ó no se hayan recibido y cuentadantes que se ha- 
llen en descubierto; debiendo la misma Secretaría con- 
tinuar presentando mensualmente al Pleno dichos esta- 
dos demostrativos de las que en este período hayan 
debido recibirse y estén pendientes de recibo. De aná- 
loga manera obran! la Secretaría respecto de las cuentas 
generales luego que pasen los veintidós meses de la 
finalización del ejercicio del presupuesto á que corres- 



E1 Pleno dispondrá que dichos estados se pasen al 
Fiscal á los efectos oportunos ; y á instancia del referido 
ó de oficio, el Tribunal procederá de la manera siguien- 
te! Si las cuentas que falten son de las paiciales, pro\ i 
deliciará que se requiera al Interventor general de la 
Administración del Estado, que ha debido cuidar de 
exi oirlas, para que las remita inmediatamente ó mani- 
fieste los motivos de la falta; si dicho Jefe no contesta 
ó los motivos que alegue no descargan su responsabili- 
dad, á juicio del Pleno, se obrará en la forma que el ar- 
tículo 48 del Reglamento prescribe, esto es, se anotara 
lo ocurrido en la Memoria anual de presupuestos. S i m 
cuentas que faltan son de las generales que debe remi- 
tir al Tribunal el Interventor general del listado, üans- 
currido el plazo de los veintidós meses desde k hnab- 
zaeión del ejercicio del prewpuestó^newH^iUM^ 

providenciará el Pleno que se requiera al .Tefe 
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la px esentaeióu de dichas cuentas en el plazo de quince 
días, bajo conminaci 011 de la multa que se señale, seo’ún 
la importancia de la cuenta ó cuentas, dentro del límite 
de hasta 750 pesetas. Si transcurrido el plazo no se ha 
presentado la cuenta ni obtenido contestación, el Secre- 
tario lo pondrá inmediatamente en conocimiento del 
Pleno, y éste dictará providencia declarando al Jefe 
moi oso ineurso en la multa con que fue conminado que 
habrá de hacer electiva en el término de tercer día. re- 
mitiendo el papel correspondiente á la Secretaría gene- 
ral, bajo el concepto de que en otro caso, se le descon- 
tará de sus sueldos en las primeras mensualidades y 
señalándole otro término de ocho días pava la remisión 
de la cuenta o cuentas que falten, con apercibimiento 
de suspensión de eiu [leo y sueldo. Transcurrido este 
segundo plazo sin haber conseguido el objeto, se pro- 
pondrá por el Pleno al Gobierno la suspensión del Jefe 
moroso. Las providencias del Pleno de que queda hecha 
mención, se comunicarán por Secretaría al Jefe moroso 
al. siguiente día de dictadas, comenzando á correr sus 
términos desde el que le siga , y llevarán los oficios en 
horas hábiles de despacho por medio de Ujier, cuyo 
dependiente exigirá recibo para entregarle en la Secre- 
ta, ría general y unirle al expediente. Pero si el Jefe re- 
querido contestase á las diferentes comunicaciones que 
quedan reseñadas, el Pleno, oyendo de palabra al Fis- 
cal, acordará lo que tenga por conveniente. Si el Go- 
bierno deniega la suspensión del Jefe moroso, ó no se 
ejecuta en el acto, dando cuenta al Tribunal de haber- 
lo verificado, providenciará el Pleno que se escriba y 

anote en su Memoria anual de presupuestos esta 
omisión. 

Cuando en la falta de remisión de cuentas anuales 

* 

concurriesen circunstancias tales que den lugar á califi- 


carla como desobediencia, se remitirá al Juzgado com- 
petente el oportuno tanto de culpa; y si por falta de 
cuentas pardales ó generales en los plazos establecidos, 
el Tribunal no pudiere revisar aquéllas ni comprobar 
los resultados con los de éstas, ni hacer las demás 
operaciones propias de su institución , el Pleno acordará 
que se escriba y anote lo ocurrido en la, Memoria anual 
de presupuestos. Obtenida la presenta' -ion do las cuen- 
tas que falten, queda á cargo del Presidente darlas el 
curso que corresponda, después de registradas y hechos 
los asientos oportunos en la Secretaría general. 

Á medida (pie las Salas confirmen ó revoquen los fa- 
llos dictados por la Intervención general del Estado en 
las cuentas pardales, las Secciones pasarán á la Secre- 
taría general en el término de (¡niñee días, las copias de 
los fallos y los demás datos necesarios del Negociado de 
resúmenes de Secretaria general, para que pueda cum- 
plir su cometido, líe mi ti r á n ademas a la misma decre- 
taría una copia autorizada de los cargos relativos á los 
pagos no conformes con el presupuesto , aunque hayan 
sido autorizados por disposición del Gobierno, á fin de 
cumplir de este modo con lo establecido en la ley orgá- 
nica del Tribunal. De igual manera obrarán siempre que 
del examen de una cuenta parcial resulte un abuso co- 
metido por orden ele los Ministros de la Corona por infrac- 
ción de la ley de Contabilidad , de las generales del 
Reino ó de las Instrucciones y Decretos vigentes que 

arreglan los ramos del servicio publico. . 

La Secretaría general, con presencia de sus asientos 
y resúmenes de las cuentas generales definitivas, pre- 

sentará al Pleno, un mes antes de la terminación de 

.11 -i _ t f¡ i Jo ] a ley de Contabilidad 
plazo establecido en el ait. o y J . f] , < 

«testes, la comparación de aquellas con es 


y sus con cor 


tas, expresando las diferencias 


ias observadas. El Heno 
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mandará pasar el expediente al Fiscal para (pie. en un 
breve plazo, alegue lo que tenga por conveniente sobre 
el resultado de dicha comparación, y con lo qm exponga 
acordará los términos en que ha de expedirse la certifi- 
cación, del resultado <pie ofrece la comprobación de las 
cuentas generales. 

Con referencia á lo que resulte de las cuentas gene- 
rales y con presencia de los datos suministrados por las 
Secciones de la Secretaría general, procederá ésta á re- 
dactar la Memoria en que se han de poner de manifiesto 
los cargos relativas á pagos no conformes con presupues- 
to, los abusos cometidos en la recaudación y distribu- 
ción de los fondos públicos, las infracciones observadas 
de los preceptos de la ley de Contabilidad, en las ge- 
nerales del Reino ó de las Instrucciones ó Decretos vi- 
gentes .pie arreglen los ramos del servicio público y to- 
dos los actos ilegales que se hayan cometido por los 
Ministros responsables ante las Cortes. Contendrá, ade- 
más, esta Memoria las observaciones que se crean con- 
venientes acerca de las reformas que deban hacerse , á 
juicio del Tribunal , en las disposiciones que arreglan 1< >s 
servicios públicos, para evitar abusos. 

Dada cuenta al Pleno por la decretaría, de esta Me- 
moria, se pasará al Fiscal, por un plazo breve para que 
ejerza sus funciones: y en vista de lo (pie exponga, el 
Tribunal pleno acordará los términos en que lia ó * re- 
dactarse definitivamente dicha Memoria, y su r. .ai ión 
á las Cortes , con copia de ella á los Ministra, y su 
inserción en la Gaceta de Madrid. 

Guando los Ordenadores ó Interventores de la Admi- 
nistración del Estado pongan en conocimiento del Tri- 
bunal, en descargo de su responsabilidad, algún acto 
ilegal cometido por los Consejeros de la Corona, será 
éste objeto de una Memoria extraordinaria que redacta- 


rá el Secretario general con presencia de todos los da- 
tos que tengan relación con dicho acto, siguiéndose en la 
sustanciación del expediente análogo trámites á los in- 
dicados sobre la Memoria de presupuestos. 

La Secretaría general tomará razón de los expedien- 
tes de nuevos créditos que el Gobierno remita al Tribu- 
nal é inmediatamente procederá á examinar: L° si está 
bien o mal justincada la necesidad del crédito extraor- 
dinario suplemento de crédito, en el expediente de su 
razón; 2, u si so han llenado loe requisitos de la ley de 
Contabilidad, buscando sobrantes en otros capítulos del 
presupuesto análogo á los servicios que necesiten el crédi- 
to extraordinario ó suplemento de crédito; 3.° si los me- 
dios propuestos para obtener los fondos necesarios son 
los más convenientes, ó pudieran haberse sustituido por 
otros. Seguidamente y dada cuenta al Pleno éste acor- 
dará comunicar el expediente al Fiscal por un breve 
término; siguiéndose en este caso, como en los anterio- 
res, los trámites ya indicados, á fin de que tenga cum- 
plimiento lo determinado en el ^ 11 del art. 1 tí de la 
ley orgánica del Tribunal de Cuentas, ó sea. la pre- 
sentación á. las Cortes de una Memoria sobre estos cré- 
ditos , dentro del primer mes de su reunión, con las ob- 
servaciones convenientes respecto de su legalidad. 

De la propia manera la Secretaría general tomará ra- 
zón y hará el examen de los expedientes que el (. H ibier- 
no remita al Tribunal y cuyo objeto sea adquirir muda-* 
en concepto de préstamo o anticipo, o para nogou.ni 
valores ó efectos públicos; versando dicho examen: 
l.o sobre sise ha excedido ó no el Ministro responsable 
en adquirir mayor cantidad de fondos <¡e la que se se- 
ñale como deuda flotante del Tesoro en el presupuesto 
respectivo ó en la ley que autorice la negociación de los 
valores ó efectos públicos, si tal es la índole del contra- 
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to; 2." si en las cláusulas de éste y sus condiciones se 
han establecido algunas que puedan ser perjudiciales á 
los intereses públicos; 3.° si se han guardado las formas 
establecidas por las disposiciones 'vigentes, según la 
calidad del contrato para los de servicios públicos. Los 
trámites que lian de seguirse en esta clase de expedien- 
tes serán también análogos á los que quedan expuestos; 
mas acerca de estos expedientes ha de mediar siempre 
deliberación previa sobre si se lian cometido en ellas 
faltas j abusos ó ilegalidades; y la decisión consistirá en 
si ha de remitirse ó no Memoria, extraordinaria á las 
Cortes. 


§ 4. 0 — At nlmciones contenciosas. 

Cuanto acabo de exponer, conforme al Reglamento 
del Tribunal de Cuentas, hace ver lo graves, importan- 
tes y delicadas que son sus funciones gubernativas; 
como quiera que, dentro de la esfera de la Contabilidad, 
que es su característica, tiene aquél atribuciones para 
cuidar di que se cumplan, con la debida exactitud, los 
presupuestos del listado, y también de que los "Minis- 
tros de la Corona no incidan en faltas, abusos ó ilegali- 
dades respecto del ejercicio de los mismos y manejo de 
fondos , valores ó efectos públicos; en suma de la ad- 
ministración de los caudales y crédito de la i> ación. .Por 
eso no he vacilado un punto en detenerme todo lo que 
lia sido preciso para dar á conocer de una manera, si lio 
total, completa en lo que se relaciona con el derecho 
pi oces.il do la Administración, los asuntos que son de 

la competencia del expresado Tribunal de Cuentas del 
Reino. 

Alas ahoi a tócame hablar de las atribuciones conten- 
ciosas del propio 1 ribunal , que son, y| que no de más ín- 


teres \ ti ascendencia, d© mayor concordancia y enlace 
con el asunto peculiar de esta obra, es decir, los Pro< t - 
climiratos administrativos; en cuyas primeras páginas 

tengo consignado que, dejando para otros escritores y 

no se si reservándome para otra ocasión — el I catado de 
los r/ubernativos , me proponía ocuparme de los conten- 
ciosos , aunque, debo confesarlo, lie caído en alguna in- 
consecuencia, separándome á veces de mi plan, bien con 
respecto á los procedimientos de la Administración de 

Ultramar y bien por lo que al Tribunal de Cuentas se 
refiere. 

Ahora bien; eméndeme á las atril iliciones contencio- 
sas de este último, he de exponerlas en cuatro Seccio- 
nes; conviene á saber: 1. a ti el juicio de cuentas v sus 

O J 

recursos; 2. a del procedimiento de reintegro y los suyos; 
3. a de la cancelación de fiamas y recursos para obtener- 
la; 4. a del procedimiento contra ausentes cuyo domici- 
lio se ignora, y del juicio en rebeldía. 


SECCIÓN PRIMERA 


DEL JUICIO DE CUENTAS Y SUS RECURSOS 

El examen de las cuentas se hará por el orden preci- 
so de sus fechas, comenzando por la primera del año 
económico y continuando sin interrupción por las suce- 
gfvas hasta finalizar el ejercicio. Si ninguna ofreciese 
reparo, habrá una censura y fallo únicos, que se ano- 
tarán en la última. Si los ofreciere, se acumulará u á 
ella las anteriores que no les tengan, y sustanciados h" 
reparos por todos sus trámites, recaerá fallo que se es- 
tampará en la cuenta reparada. También se dictará fallo 
siempre que cese el cuentadante, baya o no reparos. 


El Contador examinará, ante todo . > i la i-ucuta viene 
arréglenla á las instrucciones y múdelos de las de su 
dase, y autorizada con firma entera del que la rinde y 
del < j ne la interviene : y si faltare alguno de estos requi- 
sitos, se subsanará ante todo el defecto, exigiendo otra 

O 

cuenta que correrá unida á la defectuosa; a cuvo fin, el 
Contador extenderá censura que se llamará ¡nrr'x . ¡Aub- 
sa nados estos delectes, ó cuando no Ies Ludiere, conti- 
nuará el examen de la cuenta sobre los puntos siguien- 
tes: l.° si las existencias de la inmediata- anterior fisuran 

O 

en m deludo lugar en la. que se examina; L\° si en las 
partidas de cargo y data que en ellas aparecen y proce- 
den de otras cuentas, hay ó no conformidad, según, el 

* ? O 

sistema, que el Tribiinal adopte para su comprobación; 
3." si las partidas (pie se e< -atraen como cargo, son todas 
las que deden constituirle ó hay en las mismas ;ikmua 
omisión ó falta; 4.° si los ingresos o pagos están con- 
formes t'On el presupuesto respectivo, consignando, en 
caso contrario, la procedencia ú origen de la variación, 
por quien está autorizada y si antes de su ejecución se 
han i iccho las deludas reclamaciones; 5.° si todas las 
partidas de la cuenta se hallan debidamente justificadas 
con. los documentos prevenidos, y si están extendidos 
éstos con arreglo á instrucciones; 6.° si en la cuenta, 
doc limen ta< dói i , mimen »s ú operaciones ; i ritmó' ticas hay 
errores, raspaduras ó enmiendas que alteren jos resul- 
tados debidos. 

Practicado el. examen en los términos que expuestos 
quedan, el Contador extenderá su censura en la forma 
que proceda, según los casos siguientes : 1." cuando se 
trate de cuentas que vengan falladas- al Tribunal, y el 
Contado]- creyere justo el fallo, y arreglada su tramita- 
ción, propondrá desde luego su confirmación en censura 
razonada que se llamará du <<>nforui¡dad ; 2. n si creyere 


que ha\ memos para nuevos reparos , ó que los produ- 
cidos por los Centros no se lian tramitado ni depurado 
en debida forma , propondrá censwpéi/ ele examen con 
i'í'jhíi'o; 3.° si arcudidos los méritos de la cuenta, no 
estuviese conforme, bien porque no considerase sat is- 
fechos los reparos y que ha lugar á responsabilidades 
ó descubiertos declarados, ó que debe alterarse en sus 
can tidai les y circunstancias, ó» introducirse modificacio- 
nes en el número de los responsables ó en la extensión 
de las responsabilidades, lo propondrá así en 
revocatoria debidamente expresiva y razonada. Las cen- 
suras que procedan se extenderán ;¡ continuación del 
fallo respectivo. En las cuentas que no se remitan falla- 
das al Tribunal, las censuras se pondrán en seguida de 
las firmas que autorizan aquéllas, ya sea sin reparos ó 
con ellos. 

Censuradas en la forma que queda dicho. elMinistro 
Jefe de la Sección, cuando se trate de cuentas falladas, 
las presentará en Sala con su conformidad ú observacio- 
nes que se le ofrezcan : y no siendo aquéllas de dicha 
clase, se formarán los pliegos de reparos que correspon- 
dan. Aprobados ó modificados cu Sala o por el .Ministro 
ponente en su caso, los reparos contenidos en la cc usu- 
ra, el Contador extenderá los pliegos de ellos para cada 
uno de los res p en. sables, aun cuando un mismo reparo 

kj T "» ^ £ É" 

afecte á varios empleados , emplazándoles por el ternu- 

no que dicho Ministro les designe, atendidas I» calidad 
é índole del reparo y la residencia del responsable, \ 
autorizados con firma entera del Contador y visto bueno 
del Ministro de la Sección, se rc-mi tivíuUa Intervención 
• •eneral del Estado ó Centros de Contabilidad íes 
vos, pava su entrega personal I los interesados, de 
quienes ivogeráu recibo que transmitirán original «1 ln- 
bnnat. como también 4 su tiempo el pliego 
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Si el interesado no fuese habido, la entrega del plie- 
go de reparos se hará á su familia ó criados , de quienes 
se recogerá recibo, v cuando una v otros se nieguen á 
ello, se extenderá diligencia que lo acredite, firmada 
pnr el encargado del acto y dos testigos. El término 
para contestar estos primeros reparos, no excederá de 
dos meses contados desde el día siguiente al del recibo 

O 

(i diligencia de emplazamiento. Cuando no fuese cono- 
cido el domicilio del responsable, el Centro respectivo 
le llamará por edictos y anuncios que se publicarán en la 
Gaceta de Madrid y en el Boletín, Oficial de la pro- 
vincia de donde proceda la cuenta, con apercibimiento 
de que no presentándose por sí ó por legitimo apode- 
rado á recoger y contestar el pliego dentro del término, 
le parará el perjuicio «¡ue haya lugar. Durante este 
tiempo, el Centro continuará practicando gestiones en 
averiguación de la residencia del responsable; y si fue- 
sen inútiles v pasase el plazo sin comparecer el citado, 
el Centro devolverá original el pliego de reparos, con 
ejemplares de la Gaceta ■ y Boletín Oficial indicados, y 
las diligencias de investigación , para unirlas ala cuenta 
respectiva. Así en este caso como en el de que el em- 
plazado personalmente dejare transcurrir el término sin 
contestación, el ( bntador lo hará presente sin demora 
al Ministro «Tefe, v éste dispondrá que en el de ocho 
días se reproduzca el pliego de reparos con señalamiento 
de nuevo término «pie no excederá de treinta, practi- 
cándose lo mismo que se deja dicho respecto del pri- 
mero. Si este segundo término fuese también sin resal- 

O 

tado, se darán por contestados los reparos, declarándose 
en rebeldía al emplazado , y se procederá sí la censura, 
liquidación y fallo final. 

Contestados los reparos, el Contador, dentro de los 
veinte días hábiles siguientes al en que los haya reci- 
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bido , examinará y apreciará las contestaciones en cen- 
sura que se llamará de calificación, proponiendo se 
acepte su solución ó refutando las contestaciones y es- 
forzando los fundamentos de los reparos. Confirmada ó 
modificada esta censura por el Ministro Jefe, se despa - 
chavan los pliegos en la misma furnia que. los primeros, 
pero el plazo para su contestación no excederá de trein- 
ta días. 

Los interesados, desde el punteen que se hallen , bien 
por sí ó por medio de sus representantes con poder en 
forma, podrán contestar lo que tengan por conveniente 
á su descargo, presentando documentos ó manifestando 
las oficinas ó dependencias publicas donde puedan ha- 
llarse, do las cuales serán reclama, dos sin demora. Li- 
chas oficinas ó dependencias están obligadas á proveer 
¡i los interesados de los documentos que con este- objeto 
solicitasen; y cuando se les pidiere de oficio por las Sa- 
las ó Secciones del Tribunal y no las remitiesen en el 
plazo ó plazos señalados, el Ministro déla Sección ciará 
cuenta á la Sala, quien podrá apremiar á los Jefas mo- 
rosos por los medios graduales que la ley orgánica esta- 
blece; conviene á saber: l.° el requerimiento conmina- 
torio; 2.'° • la imposición de multas hasta en cantidad 
de 750 pesetas; 3.° la suspensión de empleo y sueldo 
que no exceda de dos meses ; 4.» la formación de oficio 
de la cuenta— aquí será tal ven del documento— á eos- 

y j. _ 1 / i wl da c*n 


uen lo 


ta del apremiado; 5." la propuesta al Gol 
destitución, sin perjuicio de la formación de causa por 
desobediencia, cuando en ella ame umeren eircunstan- 

rias agravantes á juicio dal Tribunal 

Cuando algún interesado quisiere enterarse del origen 
y fundamento del reparo ó reparos que le afecten, se o 
pondrán de manifiesto la cuenta y sus documentos con 
permiso del Jefe de Sección; y si se le negase, puede 


acudir á la Sala, «pie oyendo al Ponente determinará de 
plano lo que estime oportuno. Con la contestación del 
interesado á los reparos calificados, ó sin ella, fo anulará 
el Contador su censura y liquidación final , y con la con- 
formidad del Ministro Jefe, ó con las observaciones que 
éste considere del caso, dará el último cuenta á la Sala. 
Esta oirá las explicaciones verbales del Contador y el 
dictamen del Eiseal si lo creyere necesario; y el Presi- 
dente de la Sala designará el término, que no excederá 
de veinte días, para dictar el fallo definitivo, confir- 
mando, revocando ó modificando el de la Intervención 
general del Estado ó del Centro de Contabilidad ; ó bien 
haciendo en las cuentas- de otra procedencia las declara- 
ciones que correspondan. La Sala podrá absolver de res- 
ponsabilidad á los cuentadantes, sin perjuicio de impo- 
nerla á terceros ; ios cuales serán oídos en expediente 
separado, si no lo hubiesen sido ya en el c.urso de la 
cuenta. Cuando la Sala encuentre defectos sustanciales 
en la tramitación, repondrá ante todo las actuaciones, 
para subsanarlos. Ihi el tallo hará la Sala declaración 
expresa de si los alcances mencionados en el mismo, 
atendidos su origen y circunstancias, devengan ó no in- 

O v 3 O 

teres legal. 

O 

Si el fallo fuese de aprobación y fenecimiento de la 
cuenta, se archivará á su tiempo; si se declarasen alcan- 
ces, se sacará certificación firmada por el Contador con 
el visto bttrno del Jefe de la Sección, y se remitirá al Mi- 

fci' 

rustro Letrado de la Sala páralos efectos < \ u e. más adelan- 
te se expresarán ; y si se iniciasen descubiertos ó respon- 
sabilidades entre personas que no hubiesen sido oídas 
durante el juicio, se sacarán certificaciones de lo condu- 
cente para oirlas en piezas separadas por los trámites 
ya expuestos. En estos últimos casos quedará la cuenta 
en suspenso hasta el cobro ó fallido de los alcances. 


El fallo original autorizado con firma entera de los 

O 

Ministros y ¡Secretario de Sala, se remitirá por éste á 
la Secretaría general para sti custodia y demás efectos á 
que haya lugar, y á la cuenta quedará unida copia lite- 
ral autorizada con firma entera del Secretario v rúbrica 

J 

del Decano de la Sala. Los fallos de fenecimiento de las 
cuentas y aquellos en. <¡ue hayan sido absueltos los 
cuentadantes ó interventores, aunque contei igan respon- 
sabilidades respecto de otros empleados, se comunicarán 
por la Secretaría general á la Intervención del Estado y 
por ésta se transmitirán ;í las provincias «i localidades 
correspondientes. Las demás providencias y los fallos 
condenatorios se notificarán por la Secretaria de Sala á 
los interesados ó sus representantes que se personen cu 
aquella dependencia. Si no se presentasen y constara su 
domicilio en Madrid, se liará la notificación por medio 
de Ujier, y en los demás casos se dirigirá |)or el Ministro 
decano de la Bala comunicación a! ( 'entro de ipic depen- 
dan, con copia literal del fallo, autorizada con la rúbri- 
ca y firma cutera del Secretario de Bala, para que por 
el mismo Centro so le de la dirección con\ emente y se 
devuelva original la copia con las diligencias de notifi- 


ca!* 


El recurso de ¡n la ración consignado en el art 46 de 
la lev orgánica 1 será extensivo á que se suplan las mm- 
’tnt ,;S Imvan podido comete*» en los fallos. Ksve 
recurso se in terpondrá ante la misma Sak en el termino 
de tres días por los presentes, en el de veinte por os 
ausentes y por los .pie residan en Ultramar el co- 
rresponda. Presentado en la Secreto*. *> pasara p« U 
misma al Ministro de la Sección como ponente, y éste, 

curso de aclaración ante la Sala que a . 
fuere oscura ú ambigua en sus cláusulas.) 
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uniéndole á sus antecedentes , dará cuenta á la Sala, que 
en el término de quine© días dictará providencia. I)e la 
que recayere no se podrán pedir otras aclaraciones ni 
suplementos de omisiones; pero sí podrán interponerse 
los recursos que la ley establece. 

El recurso de revisión de que se trata en el art. 47 de 
la ley ' se podrá interponer por los particulares y por el 
Fiscal dentro de: los cinco años que la de Contabilidad se- 
ñale para la prescripción de créditos; eu y o plazo so com- 
puta iá desde la notificación del fallo, y al interponer (.li- 
dio recurso se acompañarán siempre los nuevos docu- 
mentos en que el mismo se funde. Se pasará á la Sección 
que hubiese entendido ó eonoeiese entonces del ramo á 
que pertenezca la cuenta fallada, y unida á la misma, 
propondrá el Contador las comprobaciones (5 diligencias 
que considere oportunas, y con su informe sobre si el 
recurso es ó no admisible, llevará el expediente al Mi- 
nistro Jefe, quien con su conformidad ó con las obser- 
vaciones que estime, dará cuenta á la Sala. Esta, oído 
el Fiscal por escrito, dieta rá providencia admitiendo ó 
desechando el recurso. Si le admitiese, volverá la cuen- 
ta á la Sección, y ésta examinando de nuevo los repa- 
ros concernientes con lo demás que sea necesario, así 
como la. decisión de la fíala en lo que sea referente , pro- 
pondrá la censura de revisión; siguiéndose después los 
trámites de la ley, pasados los cuales dictará la Sala 

1 4 También tendrá lugar el recurso de revisión ante la misma Sala 

contra las resoluciones definitivas , en los casos siguientes: 1." cuando 
después de haber recaído decisión definitiva sobre una cuenta, hubie- 
re el interesado obtenido documentos nuevos que justifiquen las par- 
tidas desechadas; 2." cuando por el examen de otras cuentas se descu- 
bran en la que haya sido objeto de una decisión definitiva errores 
trascendentales, omisiones de cargos ó dobles datas y falsas aplica- 
ciones de los fondos públicos. Este recurso se promoverá respectiva- 
mente por los interesados en las cuentas ó por el Fiscal en virtud di- 
denuncia que estarán obligados á iniciar los Contadores. )> 
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nuevo fallo dentro del término de veinte días confir- 
mando el anterior, supliéndole ó modificándole según 
corresponda. Contra este fallo > lo mismo que contra la 
providencia declarando inadmisible el recurso de revi- 
sión, podrán los interesados, ó el Fiscal en su caso, in- 
terponer el de casación. 

por los interesados ó) por el Fiscal, el re- 
curso de casación en el tiempo y forma establecidos por 
él art. 50 de la ley orgánica 1 le admitirá la Sala desde 
luego. En los mismos recursos se precisarán las cuestio- 
tiones de infracción de leves ó •instrucciones, ó da viola- 
ción de furnias sustanciales que les motiven, citando el 
texto legal ó el trámite omitido. Para los electos del ci- 

O 

tado art. 50 de la lev se considerarán definitivos los fa- 

■ ■ 

líos dictados en las cuentas ó sus incidentes después de 
la censura y liquidación final, aprobándolas o ó criaran- 
do alcances y responsabilidades; los fallos din a» los so- 
bre recursos de aclaración y revisión, y aquellos en que 
la Sala declare inadmisibles dichos dos recursos, y final- 
mente aquellos en que deniegue la Audiencia á un res- 


Ot 


en LUíjcmia. 


Para los mismos efectos, se entenderán violadas las 
formas esenciales del juicio por la falta de emplaza- 
miento con los primeros ó segundos pliegos de reparos; 
por la falta de personalidad legítima de los herederos o 
representantes del responsable ; por no haberse reclama- 
do oportunamente los documentos citados por los íes- 

t ] jico el art. 49, que se podrá interponer el recurso do casación 
para ante el Tribunal en pleno; y el 50 es á saber: «Este recurso de- 
berá interponerse en la Sala que dictó la resolución , en el tcrmmo c e 
diez días cuando las partes hubieren comparecido ante el I n -una y 
de treinta en caso contrario; acreditando haber depositado 1.-50 pe- 
setas en la Caja General de Depósitos ó en las sucursa les de la 
sin cuyo requisito no tendrá efecto el recurso. El Fiscal no estala obli- 
gado á constituir el depósito. 




ponsables ó por el Contador para el esclarecimiento de 
los reparos v sus contentaciones ; por haberse censurado 
v tallado la cuenta por Contadores ó Ministros recusa- 
hles y cuya recusación solicitada en tiempo hábil, se 
hubiese desestimado siendo precedente ' ; y finalmente 
cuando el fallo no estuviere dictado por el número de 
Ministros que- la ley exige \ El recurso de casación 
por quebrantamiento de formas, sólo procede cuando la 
subsan ación de la falta se haya solicitado durante el mi- 
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ció. si hubiese sido posible según su estado. 

Admitido el recurso de casación, la Sala pasará inme- 
diatamente la cuenta y los comprobantes que sean del 
caso á la Secretaría general, notificando al interesado ó 
su representante esta providencia y la remesa; el Secre- 
tario general dará cuenta al Presidente, el cual en el 

O 

término de tercer día señalará el de la vista ante el 
Pleno, entendiéndose que no ha de bajar del décimo ni 
exceder del decimoquinto desde aquella fecha; de cuyo 
señalamiento se dará aviso á las partes. La vista será 
pública cu el día señalado; el Secretario general ú otro 
empleado caracterizado de Secretaría leerá los reparos 
eoneernientes y sus contestaciones, los documentos re- 
lativos al caso, el fallo reclamado, el recurso y las de- 
más piezas que los interesados pidieren y procedan á 

1 Hay que tener á la vista el art. 07 de la ley orgánica del Tribu- 
nal de Cuentas, á saber: «Ningún funcionario del Tribunal podrá in- 
tervenir en el examen y juicio de una cuenta cuándo concurran en él 
alguna ó algunas de las circunstancias que según el déreelm común ó 
el administrativo induzcan A suponer parcialidad en favor ó en contra 
de los responsables. Así éstos como la ] arte Fiscal en su caso respec- 
tivo, podrán pedir la nulidad de lo actuado, antes de ejecutoriado el 
fallo de la cuenta, sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario 
contraventor. La forma y trámites «le este recurso se consignarán en el 

Reglamento.» Les expondré A seguida. 

- El art. 27 de la Ley dice: «Cada una de las Salas se compondrá 

de tres Ministros, uno de ellos Letrado.» 



juicio del Presidente. Hecha la lectura, el mismo decla- 
rará visto i'/ cítu/wu, á lio ser que las partes o el Fis- 
cal si habióse concurrido, pidiesen la palabra. En este 
raso, la concederá por su orden, primero ni recurrente: 
admitirá también las réplicas que se solicitaren, princi- 
palmente aquellas que conduzcan á rectificar hechos ó 
citas legales que inexactamente se hubieren alegado, 
procurando siempre conciliaria amplitud de la defensa 
con las demás atenciones del servicio, y conchudo este 
debate, hará el Presidente la declaración de nsto. 
Á este acto concurrirán todos los Ministros que formen 
el Tribunal pleno, con exclusión de los que hayan dic- 
tado el fallo reclamado, y siempre habrán de ser lo me- 
nos seis Ministros y el Presidente. liará de Juez po- 
nente el más moderno de los Ministros, llevándose al 
efecto el turno por la Secretaría general. 

Hecha la declaración de visto el réeutso, se pasaran 
los antecedentes al Ministro ponente por el término que 
el Tribunal estime, que no podrá exceder de ocho días. 
En uno de los doce inmediatos siguientes dictará el Tri- 
bunal su sentencia, para cuya validez sera necesaria, 
cuando menos, la mayoría absoluta de votos. Para este 
caso el Tribunal se compondrá como queda dicho. L mui- 
do el Pleno, por virtud del recurso de casación, declare 
la nulidad del fallo reclamado, al tenor del art, $2 ele la 
lev determinará también la hala que ha de conocer \ 
fallar de nuevo el asunto, y mandará devolver e < opo- 
sito constituido por el recurente \ Si éste se sep^a«e o 
desistiese del recurso antes de la vista, lo luía « f 

i Art 52 m el Tribunal en pleno declarase la nulidad de nn ta- 

„ i V Víñ m r haberse violado la. formas sustanciales de la act m- 

n .°, tle ÍVornuc cu h\leeisión hubiere infracción manifiesta de las 
«un, ó porque en la cle ° , q ^ faU<J sev¡l íle nuevo exami- 

í5 f d ^ We * KÓ'.tnX.Ó. y Sala M Tnlmnal. sjSrffttee 
nada yj<«g»d» P°‘ 0 ““ a V . «Umiento.:» 
ante todas cosas los t, íciofc del amu c i 


sente al Tribunal por escrito; y teniéndosele por sepa- 
rado se devolverá el expediente á la Sala de donde pro- 
ceda para la ejecución de lo fallado por la misma, 
dejando aplicado á la extinción del alcance el importe 
del depósito. 

Cuando el Tribunal decida que no lia lugar al recur- 
so* procederá con arreglo á lo dispuesto en elart. 53 de 
la ley orgánica, el cual dice así: «Siempre que se de- 
clare no haber lugar al recurso de casación ante el Ple- 
no, se condenará al recurrente en la pérdida de la can- 
tidad depositarla, con aplicación al Erario público.» 

El recurso de nulidad á que se refiere el art. 57 de la 
ley orgánica 1 tendrá lugar siempre que en el examen 
y juicio de una cuenta hayan intervenido Contadores Ó 
Ministros recusa! des con arreglo al derecho común ó 

O 

administrativo, en los casos siguientes: i." ser «musan- 

O 

guineo ó afín, dentro del cuarto grado civil, délos cuen- 
tadantes; 3." haber emitido dictamen sobre alguno ó 

O 

algunos de los puntos controvertidos ó controvertid Es 
en la cuenta, desempeñando un destino anterior; 3. u te- 
ner interés directo ó indirecto en la cuenta que se exa- 
mine; 4." tener pleito pendiente con el cuentadante ó 
interesados en la cuenta; 5.° ser ó haber sido denuncia- 
dor ó acusador del cuentadante, ó haber sido ó estar 
acusado por éste de alguna falta ó delito; 0.” tener 
amistad íntima ó enemistad manifiesta con los orien- 
tada rites ó interesados en la cuenta. Dicho recurso de 
nulidad deberá interponerse por escrito antes de dictar- 
se el fallo, expresando la causa ó causas de la recusa- 
ción y acompañando los documentos ó justificaciones 
en que so apoye. El escrito será firmado por la misma 


1 Se contrae á la nulidad de lo actuado antes del fallo de las cuen- 
tas, en cuyo examen y, juicio hayan intervenido funcionarios «jue no 
sean imparciales. 
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parte interesada ó por apoderado expresamente autori- 
zado oara ello. 




i echa saber la recusnrión al recusado v siendo cierta 

V 

la causa, se separará éste desde luego, y sin más trá- 
mite «leí conocimiento del asunto, I luciéndose constar 
así por diligencia que firmarán el recusado y el Secreta- 
rio de la Sala; en otro caso, expondrá por medio de 
manifestación en las mismas actuaciones de la cuenta, 
lo que tuviere por conveniente, dentro del término pre- 
ciso de tres días, presentando también los documentos 
y justificaciones en «pie se funde la oposición, ó mani- 
festando las dependencias ó archivos en que podrán 
hallarse. En este último caso se pedirán de oficio con 
citación del recusante, y unidos que sean, la Bala dic- 
tará providencia dentro de los diez días siguientes. Si 
admitiese la recusación y el recusado fuese Contador, se 
pasará la cuenta á otro; si fuere Ministro, se llamará al 
más moderno «le las otras Salas por designación del 
Presidente del Tribunal, á quien se dará conocimiento 
oportuno de la recusación. Si esta se denegare, no que- 
da otro recurso «jue el de casación conforme á lo esta- 
blecido en el art. 78 del Reglamento, cuya doctrina dejo 
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El Presidente, 


aliar en carne ion, i 
«le la vista,, en la for 


stros y suplentes que hayan de 
también recusables antes del día 



a que quena ex 
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ÍL lUlOO II OIMIENTO DE EEINTEOKO Y SUS BEGURKi >3 


Ejecutoriado el fallo de la cuenta con declaración de 
alcances, mandará la Sala que se pase al Ministro Le- 


traclo integra del mismo para proceder al 

reintegro , cuya certificación ira autorizada con firma 
entera del Contador y visto hur<t<> del Ministro de la 
Sección. Aquel dará menta á la .Sala y esta lo mandará 
comunicar á la Intervem-i.'.n general del Estado, la. cual 
por sí ó sus delegados requerirá de pago á los respon 
liles, y no verificándolo procederá por la vía deapremlo 
ajustándose al orden gradual de las responsabilidad) 
establecida en las leyes de Contabilidad y orgánica del 
Tribunal de Cuentas, es decir, precediendo contra la 
fianza. \ bienes de los alcanzados^ v en su defecto con- 
tra los demás que como fiadores, testigos de. abono ó 
Jefes de a( ju< ■ i , puedan tener responso bil idad su 1 »si diaria. 
Itn la, misma forma procederá la Intervención general 
del Estado, cuando declare alcance en el examen y jui- 
cio que le corresponden de las cuentas respe ivas, sin 
perjuicio de lo que <1 Tribunal acordare < l' 1 ! iuiti Vil- 
mente. 

Los expedientes por desfalt . faltas ó descubiertos 
en los efectos y caudales del Estado que aparezcan fuera 
de las cuentas, serán instruidos por los Jefes inmediatos 
de los responsables ■ debiendo dar parte sin demora á la 
Dirección de Contabilidad pública, ó sea, la dependencia 
interventora de la Administración del Estado, de la for- 
mación de los oportunos expedientes, y proceder en 
ellos, como en los de alcances, con arreglo á las io, : me- 
ciónos que aquella oficina les comunique. El fallí! eiesu- 
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torio corresponde á la Dirección expresada, según ei ar- 
tículo 61 de la ley orgánica del Tribunal de Cuentas 
determina. En todos estos expedientes se dará periódi- 
camente cuenta al Tribunal de los adelantos qué se ob- 
tuviesen; y hecha la declaración de responsabilidad, pro- 
seguirá el procedimiento de apremio como en los de 
alcances. 


Las providencias ele fallidos, absolución de respon sa- 
ó cualesquiera otras que perjudiquen al Fisco y 
fueren dadas por los Centros de Contabilidad en la vía 
administrativa, no causarán estado sin consultarlas con 
la Sala respectiva del Tribunal que baya vigilado su 

-*• v í - ' 

curso. Remitido el expediente original en consulta, se 
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liará tm breve pero exacto resumen de las actuacio- 
nes y se comunicará al Fiscal. La Sala en vista de su 
dictamen y de los méritos que resulten , como también 
de los informes ó documentos que considero útiles, dicta- 
rá el fallo que estime procedente: y con r.yriiieaeión del 
mismo, se devolverán los exp edlent es originales al Cen- 
tro correspondiente, para su cumplimiento. Si el fallo 
consultado fuese absolu§:»rio de responsabilidad y el 
Fiscal se opusiere., se observará lo siguiente : l 'muido l<»s 
interesados absueltos no hubieren sido oídos, se devol- 
verá el exped ¡te para que lo sean en debida forma; y 
si ya lo hubiese u sido, se les citará y emplazará por 
término de quince días , .siguiéndose las actuaciones es- 
tablecidas para el caso de apelación. 

Además de la vigilancia inmediata de los Ministros 
Letrados en el curso de los expedientes de reintegro, 
como Ponentes les correspondo también revisar ó apun- 
taniientos y expresar su conformidad con ell< rubri- 
cándolos ; informar á las Salas sobre las adiciones ó rec- 
tificaciones que pidieren los interesados ; cuidar de que 
las diligencias para mejor proveer se practiquen con 
toda la brevedad posible; examinar la pertinencia de los 
interrogatorios y demás puntos de la prueba propuesta, 
y redactar y publicar las sentencias. 

Cuando en estos expedientes se descubran delitos ó 
indicios de ellos , la Sala ó el Centro respectivo, según 
el estado del procedimiento , mandara, con audiew í«i 
fiscal que se formule y se remita tanto de culpa al Fis - 


cal de la, audiencia respectiva^ para los efectos que haya 
lugar en justicia, pero sin suspender el procedimiento 

administrativo. 

Bi se interpusieren tercerías ú otras excepciones o re- 
clamaciones que exijan la declaración previa de un de- 
recho civil, se suspenderán las actuaciones en cuanto se 
refieran á la excepción propuesta y se remitirá copia de 
la instancia y antecedentes que sean del caso al Juzga- 
do é Tribunal de justicia competente, por quien á su 
tiempo se pasará al de Cuentas testimonio de la ejecu- 
toria que recayere , á 1 in de que en el expediente de rein- 
tegro obre los efectos á que haya lugar. 

En todos los expedientes de esta clase ejercerán las 
Balas del Tribunal por medio de sus .Ministros Letrados, 
la vigilancia superior que les corresponde; removerán 
con sus providencias las dilaciones ó entorpecimientos 
que ocurrieren; pedirán á los Centros respectivos las 
noticias y datos periódicos ó extraordinarios que crean 
conducentes al mejor y más cumplido ejercicio de esta 
facultad, y los Ministros Letrados vigilarán el pronto 
cumplimiento de aquellos acuerdos, dando cuenta á la 
Sala cuando lo crean necesario. 

Contra las providencias dictadas por la Intervención 
general del Estado, ó por los Centros de Contabili- 
dad, tienen los interesados el recurso de apelación para 
ante la Sala respectiva del Tribunal de Cuentas; cuyo 
recurso deberán deducir en el propio Centro en el tér- 
mino de cinco días desde que fueron notificados, pero 
no podrá ser admitido aquél ni el expediente pasará 
á la vía contenciosa mientras no se realice el pago del 
alcance ó se deposite su importe en las Cajas del Teso- 
ro. También podrá darse curso á la apelación cuando 
la fianza del alcanzado no estuviese afecta á otras res- 
ponsabilidades y considere el Centro respectivo qiie 
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con ella está suficientemente garantido el resultado del 
juicio ‘. 

Admitida la apelación y suspendido el procedimiento, 
se remitirá el expediente original á la Sala con empla- 
zamiento de los interesados por término de quince días 
en la Península, treinta en las islas adyacentes v el que 
se considere necesario en el extranjero y Ultramar, 
atendidas las distancias. Pasado el término del empla- 
zamiento sin haber comparecido por sí ó por medio de 
apoderado los responsables ante la Sala, v acusada la 
rebeldía por el Fiscal ó por manifestación escrita del 
Ponente, la Sala declarará desierto el recurso y devol- 
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verá el expediente al Centro de donde procede para la 
ejecución de la sentencia. Si se personase en tiempo 
oportuno por sí ó por apoderado, se formará el apunta- 
miento y se pondrán los antecedentes de manifiesto por 
término de ocho días, para que el interesado alegue y 
proponga la prueba que le conviniere. Este término será 
e< nuitn á todos los interesados , los cuales unidos 6 sepa- 
rados harán la defensa, y sólo cuando hubiere incompa- 
tibilidad se concederán otro ú otros iguales términos, 
semín fuesen necesarios; debiendo manifestar al mismo 
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tiempo los interesados si están conformes con el apunta- 
miento ó las rectificaciones ó adiciones que en sn concep- 
to deban hacerse. Con este escrito ó sin él pasará el expe- 
diente al Fiscal para los mismos fines. Si se propusiere 
prueba . la Sala la admitirá en cuanto sea pertinente y 
mandará (¡ue se libren los despachos para su piá.<tua, 
siempre con citación de las partes. El teimmo ultiama 
riño para la prueba sólo se concederá cuando los hechos 

1 Es ana regla general consigna! la en los artículos 9 y 14 de la ley 
de Contabilidad y otras disposiciones concordantes, que no podrán 
hacerse contenciosos los asuntos sobre créditos á favor de la Hacien- 
da, sin que los reclamantes hayan verificado el pago ó consignación 
de % cantidad de que aparezcan en descubierto. 
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sobre que verse lia van ocurrido en Ultramar, ó cuando 
aunque ocurridos en k Península, únicamente se ha- 
llen en aquellas provincias los medios de su justifica- 
ción. 

El recibimiento á prueba ante la Sala, solamente se 
decretará respecto de los extremos ó particulares que no 
hubiesen sido objeto de ella durante el curso adminis- 
trativo del asunto, sobre hechos posteriores ó sobre los 
que siendo anteriores no hubiesen llegado oportuna- 
mente á noticia ele las partes. 

Los despachos de prueba consistirán en certificacio- 
nes que llevarán insertos los particulares de aquélla yin 
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citación de las partes; se autorizarán con firma entera 
del Secretario de la Sala, nsto bueno del Ministro de- 
cano v sello del Tribunal, y se entregarán á los intere- 
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dos bajo recibo para que acudan con ellos donde les 
conviniere á practicar las pruebas. En el rollo de la Sala 
quedara la minuta de la certificación; firmará á conti- 
nuación el interesado el recibo de la copia autorizada, y 
desde esta techa principiará á correr y contarse el tér- 
mino probatorio. Si estando ya extendida la copia de- 
morase aquél su recogida por veinticuatro horas, el Se- 
rré tarto de Sala pondrá nota que lo acredite y el térmi- 
no principiará á correr desde la fecha de la nota. 

Pasado el término probatorio, .según liquidación que 
estampará el Secretario de la Sala, unirá éste las prue- 
bas practicadas y dará cuenta. Si aun no se hubiesen 
devuelto diligenciadas la certificación ó certificaciones 
para la prueba , podrá la Sala conceder otra corta mora- 
furia, que no pasará de quince días, para el solo efeetu 
de su presentación ; pero esto ha de ser si lo pidiere al- 
gún interesado, exponiendo las causas de la dilación y 
cu anuo á juicio de la Sala no interviniese malicia ó mo- 
rosidad voluntaria. El Secretario del Tribunal deberá 
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poner nota expresiva de no haber prueba, cuando en 
realidad no se haya practicado. 

Habiendo prueba, se pondrá de manifiesto el expe- 
diente por término de seis «lías para conocimiento de 
los interesados y del Pisca!. Devuelto aquél, se pasará 
al Ministro Letrado por igual término para la amplia- 
ción del apuntamiento, y pasado dicho plazo , volverá 
el expediente á la Sala, que señalará parala vista el día 
más próximo posible. Citadas previamente las partes, 
tendrá lugar el acto público de la vista, leyéndose el 
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apuntamiento, y si aquéllos ó el. Fiscal hubiesen concu- 
rrido y pidiesen la palabra, se la concederá el Presi- 
dente, v oídas las observaciones que hagan, declarará 

É. 1 ' 

visto el asunto. En los veinte días primeros siguientes, 
la S;da dictará su falte confirmando , revocando ó modi- 
ficando el apelado, el cual causará ejecutoria, á no ser 
que fuese contra ley ó instrucción expresa , o se hubie- 
sen violado las formas sustanciales del procedimiento, 
pues en este caso cabe remanso de súplica ante el Tri- 
bunal pleno. 

Para este efecto se consideran turnias esenciales del 
juicio, á saber: 1 * la audiencia que se debe conceder á 
los responsables para presentar y justificar los descargos 
durante el procedimiento administrativo* 2. a la que m 
les debe dar ante la Sala para mejorar su alzada; 3. a el 
recibimiento á prueba , siendo procedente y admisible; 
4. a ' la citación para toda diligencia probatoria ; a.' 1 la recu- 
sación cuando existiere justa causa; 6.* que el fallo defi- 
nitivo esté dictado por el número de -Jueces qué la ley exi- 
o’e. La falta ó violación de estos tramites ó de cualqiiK 
ra de ellos dará lugar al expresado recurso. Si se inter- 
pusiere dentro de diez óias, la Sala le admitna, ^ si 
observarán sucesivamente los trámites establecidos para 
ti ."wii'iim rm ciiíin+n sean aplicables. 


SECCIÓN III 


r»E I.A OANCEIiAOXÓS DB FIANZA* A DE Lus XXEITÍÍSO* l’ABA "li'l'KN KI;r. \ 


Se entienden cuentadantes ' todos aquellos emplea- 
dos en cuyas cuentas documentadas é ínter venidas re- 
cae fallo especial de aprobación y fenecimiento del Tri- 
bunal ó de las Salas, cualquiera que sea el Ministerio 
6 Centro de que procedan. Cuando las rindiese un mis- 
mo empleado por diferentes ramos ó conceptos, basta 
que por alguno de el los recaiga aquel, fallo especial papa 
que esté sujeto á la cancelación por el Tribunal, aunque 
por los demás conceptos se refundan ó incorporen sus 
cuentas en otras sobre las que baya, de recaer un fallo 
común. 

Para considerar libre de responsabilidad al emplead'» 
que solicita cancelar su fianza, han de concurrir las cir- 
cunstancias siguientes; 1. a que estén fenecidas con apro- 
bación (odas las cuentas en que pueda alcanzarle res- 
ponsabilidad, bien sean directas, bien se hallen refun- 
didas en otras; 2. a que independientemente de las 
cuentas no le resulten cargos por alcances ó desfalcos de 
que deba responder como deudor directo por sus pro- 
pios actos ó por los de sus subalternos; 3. a que estas 
justificaciones comprendan toda la época en que el 

' Para los efectos del art. 67 de la ley orgánica, el cual dice: que 
corresponde privativamente al Tribunal la cancelación de las fianzas 
que tuviesen prestadas los empleados públicos que rinden cuentas di- 
rectamente al mismo ; que la de los subalternos cuyas cuentas se incor- 
poran á las de los respectivos Jefes de provincia, corresponde ;¡ éstos 
con recurso de sus providencias al Centro general competente, y que la 
Secretaría general del Tribunal no dará curso á instancia alguna de 
los subalternos para acreditar su solvencia, sino cuando viniese por 
conducto de las oficinas principales en justificación de no encontrarse 
en ellas los datos necesarios para la cancelación. 
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interesado hubiese desempeñado destinos de lianza, 
cuyo fin se lijará este extremo ron el mayor celo v es- 
mero. Las responsabilidades subsidiarias sólo impedirán 
la cancelación cuando va estuviesen iniciados h>,^ mrq'os 
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ó las diligencias por este concepto, has fianzas de un 
tercero quedarán libres cuando el empleado lo está 

de responsabilidad en la parte y tiempo ¡i que aquéllas 

* 

afecten. 

En las cancelaciones de fianza anteriores al afín 
de J s2S, se aplicarán estas disposiciones, si no las hu- 
biere- de aquella época, en cuanto sea posible; y cuando 
a punidos todos los medios, no hubieren podido reí no - 
verse las dudas ó dificultades que ofrezca la responsabi- 
lidad, está el Tribunal autorizado, al tenor de lo que se 
establece en materia de cuentas, para dictar la resolu- 
ción definitiva que estime procedente. 

Para sustanciar el recurso de súplica establecido por 
el art. 70 de la ley orgánica h luego que se haya pre- 
sentado el su]) ficante en la Sala á que haya pasado ¡d 
expediente, se le pondrá este de m< mili esto por termino 
de ocho días útiles, dentro de los cuales podrá alegar 
por escrito lo que le conviniere, presenta]’ documentos 
ó pedir que se t raigan los que considere conducentes á 
su defensa y puedan hallarse en las oficinas clel Estado. 
La Sala mandará que se reclamen, y unido todo al ex- 
pediente , la Secretaría general presentara nuevo 


infor- 


‘ Los fallos sobre la cancelación se notificaran á los interesados ó 
sus herederos ó representantes, y cuando se creyeren agraviados tie- 
nen recurso de súplica, que deberán interponer ante la misma Sala 
dentro del término perentorio de diez dias contados desde el siguiente 
al de la notificación, y el expediente pasará original a otra Sala con 
emplazamiento del interesado por otros quince días. Si se sup íeiL 3 
enmendare el fallo, la misma Sala ejecutará lo juzgado: si se confir- 
mare, no se da recurso alguno, y el expediente será devuelto á la Sala 

originaria* 


me razonado, y oído también el Fiscal, se dictará pro- 
videncia dentro de veinte días. 

Si en estos expedientes se suscitasen también recla- 
maciones ó cuestiones que exijan declaración previa de 
derechos civiles, se suspenderá su curso y se procederá 
al tenor de lo establecido en el art. 98 \ v unida al ex- 
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podiente de cancelación la ejecutoria dictada por los 
Tribunales ordinarios, resolverá la Sala en su vista lo 
que corresponda. 

La cancelación se acordaní siempre sin perjuicio de 
otras responsabilidades á que pueda hallarse sujeta la 
fianza y que no hayan sido objeto del expediente. 


DEL PROCEDIMIENTO CONTE A Vl'sKNTHs il'Vo DOMICILIO SE Rl.XOR \ 

Y DEL JUICIO 1ÍN REBELDÍA 


La citación y emplazamiento de los cuentadantes ó 
de los responsables al reintegro, cuando se ignoré su 
domicilio, se hará por medio de edictos y anuncios pu- 
blicados en la (xmeeta de Madrid v en el .Boletín Ofi- 
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nal de Ja. provincia, ó en los respect ivos periódicos ofi- 
ciales de 1 1 tramar á que corresponda la cuenta, ó 
expediente de alcance, fijando el termino dentro del 
cual deban comparecer, y si no lo hacen, se les decla- 
rará en rebeldía y se publicará en la forma indicada: 
Continuando el juicio y haciéndose las notificaciones en 
los estrados del Tribunal ó Autoridad que conozca del 
asunto. En cualquier tiempo en que se presente el res- 

1 \ a lo lio diclm. Se remitirá copia, de la instancia y antecedentes 

que sean del caso al Juzgarlo i» Tribunal competente, por el cual, á su 
tiempo, se pasará al de Cuentas testimonio de su sentencia firme. 


ponsable durante el juicio, será oído en los trámites 


sucesivos. 


Después de pasado un año desde que se dictó el fallo 
que haya puesto término al asunto, no se oirá redama- 
ción alg una por este concepto, si los interesados fueron 
citados personalmente. Si dentro de dicho plazo acudie- 
sen los responsables ó sus herederos exponiendo con 
justificación que durante el juicio se hallaron impedidos 
de comparecer por fuerza mayor ó que por ausencia ne- 
cesaria en países remotos, no tuvieron ocasión de ente- 
rarse de los llamamientos , se les oirán sus alegaciones v 
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defensas, y si hubiere lugar á ello, se entenderá suspen- 
dido el término cuyo transcurso causó el perjuicio. 
También serán oídos si justifican el fallecimiento del 
causante mientras tenía lugar el juicio y que no habían 
sido citados ni llamados. Contra las providencias en que 
se de ue¡mre audiencia al ausente se dan los recursos de 


apelación, suplica o casación, según corresponda ron 
arreglo á las prescripciones de la ley orgánica y el Re- 
glamento del Tribunal de Cuentas, 

O' 

§ 5 .° — Disposiciones generales ace rea de Jos ‘procedi- 
mientos contencioso-administrat l ros del Tribunal de 
Cuentas. 


Las alegaciones y defensas que tengan lugar ante c 
Tribunal pleno ó sus Salas, como también las contesta- 
ciones á los reparos, serán claras, metódicas y concisas, 
como lo exige la índole de los negocios sobre que ver- 
san; se guardarán en ellas el respeto y consideración 
que se deben al Tribunal y sus dependencias, y cuando 
se faltare por escrito ó de palabra, el Presidente de 
aquél ó de la Sala procederá á lo que haya lugar pura 
corregir tales demasías, dictando las providencias que 
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considere convenientes según las circunstancias del 
caso. 

Las diligencias y actuaciones acordadas por las Salas 
se ejecutaran por el Secretario de la misma y' por los 
Ujieres en sus respectivos casos, quienes serán respon- 
sables ante aquéllas del exacto cumplimiento de cuanto 
les hubieren encomendado. 

Los plazos señalados por días se entenderán de Ufaos 
útiles y no comprenderán el de su techa ni el de su 
vencimiento. El término que concluyese en domingo ú 
otro día de fiesta legal , se prorrogará al día siguiente. 
Los señalados al Fiscal para emitir sus dictámenes, se 
entenderán siempre en cuanto lo permita el despacho 
de los negocios que tiene á su cargo. Los plazos regla- 
mentarios no podrán ampliarse ni disminuirse por las 
Salas, fuera de los casos en que se les reserva expresa- 
mente la facultad de hacerlo. 

Tanto los interesados como el Fiscal pierden todo 
derecho á interponer los recursos de alzada, súplica ó 
casación cuando no utilizasen los términos señalados por 
la lev 6 el Reglamento : v en estos casos q uedan firmes 

, * . v' ■ l T 

é irrevocables ipso jure las providencias y fallos (pie 
hubieran podido ser objeto de aquellos recursos. Que- 
darán. sin embargo, suspendidos así. dichos términos 
como el probatorio, por el fallecimiento de los respon- 
sables hasta la citación de sus herederos. 

Los plazos cu va designación queda al arbitrio de las 
Salas, serán del tiempo absolutamente necesario para 
que se ejecute el acto de que se trate, y no se prorroga- 
rán sin justa causa. 

Las multas que impongan las Salas no podrán exce- 
der de 750 pesetas. 

Los defensores, actuarios ó Ujieres que infringiesen 
las disposiciones reglamentarias, ó no se ajustaren ú 
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ellas en el ejercicio de sus peculiares funciones, serán 
corregidos por las Salas respectivas, las cuales podrán 
multarles por primera vez en cantidad que no exceda 
de 125 pesetas y hasta 250 en caso de reincidencia. 

Para el examen y tramitación de las cuentas anterio- 
res al año de 1828 que puedan hallarse aún pendientes 
en el Tribunal, queda éste facultado para sustanciarlas 
y fenecerlas concillando el interés del Tesoro con el 
menor vejamen de los responsables ó sus causahabien- 
tes, teniendo en consideración las dificultades que se 
ofrezcan para la solvencia por los reparos y demás cir- 
cunstancias que el transcurso del tiempo ha producido 
y sean difíciles de superar á juicio ele las ¡Salas. En las 
cuentas cor respondientes á la época de 1829 á fin de 
Junio de 1870, se ajustará el Tribunal en su tramita- 
ción y fallo , á la legislación vigente en todo cuanto sea 
posible, si bien con respecto á los hechos administrati- 
vos y económicos se tendrá presente la que regía en ia 
época á que pertenezcan. Tanto en unos como en otros, 
cuando el Contador opine ñor el fenecimiento de las 
cuentas en razón á las dificultades que presenta sn exa- 
men, se designarán cuáles sean éstas y los punios que 
queden pendientes, comunicándolo luego al Fiscal para 
que con su dictamen pueda recaer la resolución que 
coresponda. 

Los expedientes administrativos de reintegro se for- 
marán en papel de oficio, cuyo importe satisfarán el 
responsable ó responsables antes de su finalización; co- 
siéndose y foliándose sus hojas, y colocándose todas las 
diligencias y providencias así como los documentos , por 
orden de fechas desde la más remota á la más próxima, 
sin dejar blancos ó claros en los intermedios. Los expe- 
dientes que vengan al Tribunal sin esta forma, se de- 
volverán á los Centros respectivos o á los Jefes instruc- 


toros para que los rehagan, con imposición de una 
multa al que haya prescindido de darles «aquélla: v esto 
mismo se ni tservará en los expedientes ó juicios de 
cuentas. 

Las cuentas y expedientes de Ultramar se ajustarán 
á las prescripciones de la ley orgánica y el Reglamento 
en lo referente á su examen, trámites v deiná* formas 

* j 

del en j u. i e aumentó, sin perjuicio de que así en los repa- 
ros como en las contestaciones y en las defensas w fa- 

i J V 

líos, tanto en las mismas cuentas como en los reinte- 
gros, se tengan presentes las disposiciones especiales 
que en lo administrativo y económico rijan en Cuba y 
Puerto-Uieo. Filipinas y el Coito de Cuinea. 
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